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ORDEN DEL DIA 
Juramento o promesa de acatamiento a la Constitución por nuevos señores Diputados. 

Toma en conslderación de proposiciones de Ley: 

- Del Grupo Rarlamentario CDS, sobre modificación de la Ley de 18 de junio de 1870 sobre nomas para ejercicio 
del derecho de gracia (*Boletín Oflcial de las Cortes Generales*, número 44-1, Serie B, de 14 de enero de 1987) 
(número de expediente 122/oooO34). 

- Del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación de Diputados IU-EC, sobre comercio interior (*Boletín Oficial de las 
Cortes Generales*, número 45-1, Serie B, de 6 de febrero de 1987) (número de expediente 122/oooO35). 

Proposiciones no de Ley: 

- Del G ~ p o  Parlameñtario de Coalición Popular, sobre Cámaras Agrarias (*Boletín Oficial de las Cortes Cenera- 
les*, número 71, Serie D, de 4 de mayo de 1987) (número de expediente 162/000013). 

- Del C ~ p o  Parlamentario de Minoría Catalana, por la que se propone la constitución de una Comisión Parlamen- 
taria de los Derechos de la Mujer (rBoletín Oficial de las Cortes Generales*, número 13, Serie D, de 25 de octubre 
de 1986) (número de expediente 160/000027). 

Declaración instituclonal: 

- Sobre el atentado terrorista perpetrado por ETA el pasado viernes en Barcelona. 
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Mociones consecuencia de interpelaciones urgentes: 

- Del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación IU-EC, sobre denuncia del Convenio de amistad, defensa y coopera- 
ción entre el Reino de España y Estados Unidos de América, suscrito el 2 de Julio de 1982, y sus Convenios com- 
plementarios y aneJos, así como en relación con el artfculo 4 del Convenio de Londres (texto de 21 de junio de 
1951) y el Protocolo de 24 de febrero de 1983 (número de expediente 180/000019). 

Juramento o promesa de acatamiento a la Constitución por nuevos señores Diputados. 

Interpelaciones urgentes: 

- Del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, sobre medidas de política general que piensa adoptar el Gobierno 
para solventar los conflictos que afectan a la sanidad pública (número de expediente 172/000048). 

- Del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación PL, sobre proyectos del Gobierno en materia de ordenación y con- 
tención del gasto público para los efercicios económicos de 1987 y posteriores (número de expediente 172/000050). 

- Del Grupo Parlamentario CDS, sobre medidas a adoptar por el Gobierno para solucionar los problemas del ser- 
vicio público de la Justicia (número de expediente 172/000052). 

Prieguntas: 

- Del Diputado don Baltasar de Zárate y Peraza de Ayala, del Grupo Parlamentado CDS, que formula al señor Mi- 
nistro de Sanidad: ¿Cómo explica el cese de los Directores Médicos de la Residencia Sanitaria Nuestra Señora de 
la Candelaria, en Santa Cruz de Tenerife, el pasado mes de mayo? (número de expediente 180/000396). 

- Del Diputado don José Antonio Segurado Carcía, del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación de Diputados PL, 
que formula al señor Ministro de Economía y Hacienda: ¿Qué medidas concretas ha previsto el Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda para hacer efectiva la reducción de impuestos que ha anunciado el señor Ministro? (número 
de expediente 180/000397). 

- Del Diputado don Juan Ramón Calero Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que formula al 
Gobierno: ¿Podríamos conocer cuántos han sido los electores a los que se ha impedido votar en las últimas elec- 
ciones del 10 de Junio por Irregularidades en el censo electoral? (número de expediente 180/000404). 

- Del Diputado don Rodrigo de Rato Figaredo, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que Formula al Go- 
bierno: ¿Cuándo piensa el Gobierno proceder a dar total cumplimiento a lo dispuesto en la sentencia del Tribunal 
Supremo de 15 de Julio de 1985, confirmatoria de la de 6 de marzo de 1982 dictada por la Sección 2.' de la Au- 
diencia Nacional, en orden a atender las obligaciones contraídas por el Montepío de Funcionarios de la Organi- 
zación Sindical (AISS)? (número de expediente 180/000419). 

- De la Diputada doña Isabel Ugalde Ruiz de Assín, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que formula al 
Gobierno: ¿Qué están haciendo las autoridades españolas para garantizar el libre tránsito de productos españoles 
en territorio de la Comunidad Económica Europea? (número de expediente 180/000406). 

- Del Diputado don Fernando Gimeno Marín, del Grupo Parlamentario Socialista, que formula al Gobierno: ¿Qué 
consecuencias va a tener la sentencia del Tribunal Constitucional, del 11 de Junio de 1987, sobre la Ley de Medi- 
das de la Reforma de la Función Pública, en relación con las normas dictadas por el Gobierno en desarrollo y apli- 
cación de dicha Ley? (número de expediente 180/000408). 

- Del Diputado don Manuel Núñez Pérez, del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación PDP, que formula al señor 
Ministro de Agricultura: ¿Puede el Gobierno concretar el importe en pesetas de la ayuda percibida por los agri- 
cultores de remolacha prevista en el Tratado de Adhesión a la CEE con una cuantía máxima del 23,64 por ciento? 
(número de expediente 180/000409). 

- Del Diputado don Iñigo Cavero Lataillade, del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación PDP, que formula al senor 
Ministro de Justicia: ¿Cuándo se propone remitir el Gobierno a las Cortes Generales las leyes de demarcación y 
planta Judlciales? (número de expediente 180/0004 10). 

- De la Diputada doña Pilar Femández Labrador, del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación PDP, que formula al 
señor Ministro de Cultura: ¿Qué medidas ha tomado o piensa tomar el Ministerio de Cultura para proteger el puen- 
te romano de Salamanca (monumento nacional) por los daños producidos a causa de la Instalación de una con- 
ducción de agua a presión en el mismo? (número de expediente 180100041 1). 

- Del Diputado don Iñigo Cavero Lataillade, del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación PDP, que formula al señor 
Ministro de Justicia: ¿Cuál será el alcance de la reforma del Código Penal cuyas líneas se anticipan a una asocia- 
ción minoritaria de la Fiscalía? (número de expediente i80/000412). 
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- Del Diputado don Juan Manuel Fabra Vallés, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que formula al Go- 
bierno: ¿Podríamos conocer qué medidas piensa adoptar el Gobierno para garantizar la seguridad de la población 
civil que habita en lugares próximos a plantas industriales que desarrollan actividades consideradas peligrosas? 
(númem de expediente 180/000413). 

- Del Diputado don José Peñarrubia Agius, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que formula al señor 
Ministro de Cultura: LPodrfamos conocer qué tipo de funciones desarrolla el Comité Olfmpico español en el ám- 
bito del deporte nacional? (número de expediente 180/000414). 

- Del Diputado don Juan José Lucas Jiménez, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que formula al Go- 
bierno: ¿Ha valorado el INSALUD la incidencia de impagos a proveedores en la prestación de los servicios sani- 
tarios? (número de expediente 180/00041S). 

- De la Diputada dona María Teresa Estevan Bolea, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que formula 
al Gobierno: ¿Considera satisfactoria el Gobierno la ejecución del programa de autovías incluido en el Plan Ge- 
neral de Carreteras 1984-19911 (número de expediente 180/000416). 

- Del Diputado don Francisco Alvahz-Cascos Fernández, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que for- 
mula al Gobierno: ¿Cuál es la situación actual de los planes de construcción de los cinturones de circunvalación 
de Madrid? (número de expediente 180/000417). 

- Del Diputado don Antonio Cárceles Nieto, del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, que formula al Gobier- 
no: ¿Qué medidas piensa adoptar el Gobierno para garantizar el normal funcionamiento de los servicios 'de la Ad- 
ministraci6n de Justicia? (número de expediente 180/000418). 

- Del Diputado don Rafael Martínez-Campillo Cada ,  del Grupo Parlamentario CDS, que formula al Gobierno: 
¿Qué medidas sobre protección civil piensa adoptar el Gobierno con vistas a la temporada veraniega, especial 
mente en lugares de alta concentración humana? (número de expediente 1801000423). 

(Continúa el orden del día en el *Diario de Sesiones* número 57, de 26 de junio de 1987.) 

S U M A R I O  
Se abre la sesión a las nueve y diez minutos de la 
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Defiende la toma en consideracibn de la proposición 
de ley presentada en nombre del Grupo CDS el se- 
ñor Buil Ciral. Comienza realizando un breve bos- 
quejo de la evolución y vigencia en los aspectos tem- 
poral y espacial de la institución jurídica contem- 
plada para justificarla necesidad de su perfecciona- 
miento y adaptación a los cambios sociales. Agrega 

que en la actualidad son frecuentes las propuestas 
de indulto de los tribunales basadas en razones de 
equidad u otras semejantes, especialmente para be- 
neficiar a aquellos condenados que carecen de an- 
tecedentes penales. Sin embargo, hay quienes se 
oponen o critican tal actitud por temor a que por di- 
cha vía se introduzca un arbitrio judicial excesivo, 
debilitando la seguridad jurídica que siempre debe 
existir y dando lugar a una especie de jurispruden- 
cia marginal de consecuencias negativas para la de- 
finicidn de la norma penal y para la politica gene- 
ral de prevención y represión del delito. 
Pues bien, de aprobarse la proposición que ahora se 
somete a la Cámara, la modificación legislativa re- 
dundaría en favor tanto del penado como del sewi- 
cio público de la justicia y de la justicia misma, da- 
das las garantías de acierto y oportunidad que se 
contienen en la propuesta. Se trata de una reforma 
modesta y de carácter preferente que sirva para des- 
pejar la incertidumbre de aquellas personas conde- 
nadas por sentencia firme en las que concurran las 
circunstancias que se determinan en el texto, es de- 
cir, acuerdo del tribunal, informes favorables del mi- 
nisterio fiscal y '  del establecimiento penitenciario 
donde se cumple la condena, así como la conformi- 
dad del penado por el delito. Con tal reforma cree 
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que avanza un poco más hacia el objetivo de una 
justicia más petfecta y satisfactoria. 

En turno de fijación de posiciones interviene el señor 
Mardones Sevilla, del Grupo Mixto, que muestra 
su apoyo a la proposición debatida por considerar- 
la oportuna y responder a la tradición jurídica es- 
pañola y a la casuística del proceso penal ordina- 
rio. La proposición de ley, de aprobarse, vendría a 
agilizar con plenas garantías la resolución de los 
numerosos expedientes de indulto, que afectan a 
una población reclusa tan elevada como la españo- 
la en estos momentos y que hacen necesaria una 
adecuación flexible en su tramitación. 

En nombre de la Agrupación Izquierda Unida- 
Esquerra Catalana interviene el señor Sartorius Al- 
varez de las Asturias Bohorques. Expresa algunas 
reservas en relación con la proposición que se de- 
bate, que les podría'n llevar a votar en contra de la 
misma, a pesar de su posición favorable a aquellos 
indultos que se gestionen y resuelvan rápidamente. 
N o  obstante, siguiendo la tradición de su Grupo de 
favorecer las iniciativas legislativas de la oposición, 
votarán a favor de la presente. Respecto de las re- 
servas anteriormente enunciadas, señala que la mo- 
dificación del CDS podría implicar un trato de fa- 
VOY o un desequilibrio en la tramitación de unos su- 
puestos al ignorar otras situaciones similares pero 
que no encajan en la reforma propuesta. Espera que 
por la vía de enmiendas pueda corregirse tal defec- 
to, mejorando el texto inicial, y de ahí también su 
voto a favor del mismo. 

En representación del Partido Liberal, el señor Bravo 
de Laguna Bermúdez señala que la proposición de 
ley debatida no altera la naturaleza jurídica del in- 
dulto ni afecta a su condición o denegación, por lo 
que la decisión sobre la preferencia o no de tal tra- 
tamiento especial a determinados expedientes es 
una decisión exclusivamente política. Ahora bien, 
llama la atención sobre el problema de Derecho 
constitucional más profundo que la proposición 
puede entrañar al incidir sobre la naturaleza jurídi- 
ea del indulto porque, en definitiva, equivale a faci- 
litar al Gobiemo la posibilidad de dejar sin eficacia 
una sentencia de los tribunales. 

En nombre de la Agrupación del PDP, el señor Pérez 
Dobón manifiesta que la vieja Ley de 1870, relativa 
al ejercicio del derecho de gracia, es una buena ley 
que ha servido durante más de un siglo. Es cierto 
que necesita determinados retoques, y el que propo- 
ne introducir el CDS parece acertado en cuanto que 
procura simplemente que el procedimiento de con- 
cesión de indulto se aplique con mayor rapidez a 
aquellos casos en que el propio tribunal sentencia- 
dor solicite el ejercicio del derecho de gracia. Cree 
que incluso desde el punto de vista experimental se- 
ría bueno ver cómo la introducción de esta innova- 
ción repercute en la tramitación de los indultos. Por 
ello, anuncia el voto favorable de S L ~  Agrupación. 

En nombre del Grupo Coalición Popular, el señor Ca- 
nellas Fons valora positivamente la iniciativa del 
CDS y ,  por tanto, prestarán su apoyo a la misma. 
Añade que la proposición recoge un modo de sentir 
reiteradamente puesto de manifiesto desde hace ya 
muchos años, en el sentido de que en los casos en 
que el derecho aplicado en la sentencia resulte exce- 
sivo a los hechos enjuiciados se acuda al indulto 
para corregir penas consideradas excesivas. N o  obs- 
tante, expresa sus dudas acerca de la eficacia real 
de la medida propuesta ante la situación tan grave 
por la que está atravesando nuestra justicia. 

En representación del Grupo Socialista interviene el 
señor Jover i Presa. Partiendo del hecho de que no 
es éste el momento de discutir sobre la naturaleza 
del indulto y sobre su posible encaje o no en el prin- 
cipio de separación de poderes, encuentra en la pro- 
posición algunas cautelas y elementos que en sí mis- 
mos podrían llevarles a rechazarla. Entiende el Gru- 
p o  Socialista, por otra parte, que la proposición pre- 
sentada no viene a resolver realmente ningún pro- 
blema concreto, y de ahí que no responda a ningu- 
na necesidad real. Propone una tramitación prefe- 
rente para los expedientes en que concurran deter- 
minadas circunstancias, que es justamente lo que 
ya se viene haciendo en la práctica por el Ministe- 
rio de Justicia. En consecuencia, lo único'que se 
conseguiría con la aprobación de esta iniciativa se- 
ría dar rango legal a algo que ya se viene aplicando. 
No obstante, el Grupo Socialista apoyaría su toma 
en consideración presentando algunas enmiendas 
para corregir defectos observados en la proposición. 

Sometida a votacidn, se aprueba la toma en conside- 
racidn de la proposición de ley por 224 votos a fa-  
vor y tres en contra. 
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Defiende la toma en consideración de la proposición 
de ley, en nombre de la Agrupación Izquierda Uni- 
da-Esquewa Catalana, el señor Sartorius Alvarez 
de las Asturias Bohorques. Recuerda que el artícu- 
lo 53.1 de la Constitución determina que las leyes re- 
gularán el comercio interior y el régimen de autori- 
zación de productos comerciales, mandato que to- 
davía no se ha cumplido después de transcurridos 
diez años desde la promulgación de aquélla. Ello ha 
dado lugar al clamor que hoy existe en el sector del 
pequeño comercio en favor y exigencia de la men- 
cionada regulación. 
Con la proposición que ahora defiende pretenden te- 
ner en cuenta, de forma equilibrada, los intereses 

~ que concurren en el comercio interior: en primer lu- 
gar, de los consumidores; después, de la economía 
nacional y también de las personas que en el sector 
irubajan, así como de la pequeña y mediana empre- 
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sa. Para destacar la importancia de lo que se de- 
manda facilita diversas cifras a la Cámara acerca 
del volumen de recursos económicos que moviliza 
este sector y de las personas ocupgdas en el mismo, 
al igual que de los problemas existentes a los que se 
debe hacer frente, haciendo especial hincapié en la 
liberiad de horario comercial, que no existe en Eu- 
ropa, y la ausencia de una estructura competitiva 
en los canales de distribución, lo que impide el ade- 
cuado funcionamiento del mercado. Con la ley cuya 
promulgación solicita se pretende resolver tales pro- 
blemas, fundamentalmente el regular, mejorar y mo- 
dernizar dichas estructuras comerciales. 
Destaca, finalmente, los rasgos fundamentales de la 
proposición, entre los que estaría el eliminar la caí- 
da del pequeño comercio y evitar las posibilidades 
de fraude que existen en los actuales momentos por 
falta de la oportuna regu1ación. Reconoce que el tex- 
to presentado contiene algunas deficiencias técni- 
cas, pero entiende que éstas son subsanables por la 
vía de enmiendas y ,  en consecuencia, expresa su es- 
peranza en la consideración positiva por parte de 
los demás Grupos de la Cámara. 

Para fijación de posiciones interviene, en nombre de 
la Agrupación Liberal, e1 señor Aparicio Pérez. Re- 
conoce la necesidad de desarrollar el artículo 53.1 
de la Constitución, si bien llama la atencián sobre 
que existen igualmente otros preceptos constitucio- 
nales necesitados asimismo de desarrollo. En rela- 
ción con el artículo 53.1 señala que la ley corres- 
pondiente debería contener un auténtico espíritu de 
claridad y contemplar la situación de todos los fac- 
tores concuwentes, circunstancia que, desgraciada- 
mente, cree que no concurre en la proposición que 
se debate a la vista de su articulado. En efecto, el tex- 
to presentado no es claro y sobre ello existen abun- 
dantes ejemplos; su aprobación provocaría un pro- 
ceso acelerado de desaparición de todos los peque- 
ños comercios que se ven obligados a un funciona- 
miento estaciona1 o turístico. El texto lo juzga, ade- 
más, absolutamente intervencionista, obligando a 
una reestructuración dramática de empresas fami- 
liares y de pequena dimensión. Finalmente, consti- 
tuiría una fuente de conflictos con las Comunida- 
des Autónomas. 
Por las razones anteriores, su Agrupación no puede 
apoyar la proposición de Izquierda Unida. 

En nombre de la Agrupación PDP, el señor Camacho 
Zancada expresa sus dudas sobre si el comercio, que 
es una actividad tan dispersa y tan múltiple, puede 
quedar constrenido a su regulación por una ley sin 
el riesgo de caer en un corsé rígido que no permita 
que la función comercial se desarrolle con toda la 
riqueza con que debe desarrollarse un sector en el 
que sólo la calidad y la competencia real puede ha- 
cer posible la riqueza del país. Añade que el comer- 
cio es el sector fundamental del país donde se de- 
sarrolla la actividad individual y familiar con ma- 

yor incidencia que en ningún otro, por lo que de- 
fender el comercio individual y libre es defender la 
libertad, no existiendo ningún Estado ni Gobierno 
que pueda defender una economía si no es partien- 
do de principios de libertad. Si  en España el comer- 
cio no se desarrolla en competencia con el resto de 
los países comunitarios, no podremos tener más que 
una co~onización, en detrimento de la pequefia y 
mediana empresa comercial, que necesita de protec- 
ción. Por consiguiente, habría que comenzar por de- 
finir en una ley-marco lo que es la actividad comer- 
cial, los grandes almaneces y el comercio tradicio- 
nal, etcétera. Entre los temas a resolver está el del 
horario comercial, que es una de las cuestiones bá- 
sicas. Igualmente es imprescindible la protección 
social del pequeño comerciante. 
Termina señalando que, de tomarse en considera- 
ción la proposición que se debate, se daría un paso 
importante, aunque su Agrupación enmendaría la 
mayor parte de los planteamientos contenidos en la 
misma. En otro caso, espera del Gobierno la remi- 
sión en plazo breve del proyecto de ley-marco de or- 
denación del comercio. 

En representación del Grupo CDS, el señor Rebollo 
Alvarez-Amandi aclara que el artículo constitucio- 
nal pendiente de desarrollo es el 51 -3, en lugar del 
53.1, como se ha mencionado y cuyo no desarrollo 
debería llevar a toda la Cámara a apoyar, como su 
Grupo, la proposicidn que se debate. Ello no evita- 
rá que en trámites ulteriores hayan de despejarse 
muchas incógnitas contenidas en el texto de Iz -  
quierda Unida, incógnitas que no deben ocultar el 
hecho fundamental de que la regulación del comer- 
cio interior es u,na necesidad grave y urgente deman- 
dada por el sector y por todos los usuarios. Resalta 
después algunos de los aspectos más importantes de 
la proposidión que deberían ser modificados, para 
concluir reiterando el voto afirmativo del CDS a la 
misma. 

En nombre del Grupo Coalición Popular, el señor De 
Rato Fiparedo realiza una valoración negativa del 
contenido de la proposición de Izquierda Unida, por 
entender que, de aplicarse tal y como ha sido pre- 
sentada a la Cámara, incluso con modificaciones 
parciales, significaría un paso atrás para el merca- 
do español, llevándolo u situaciones extracomuni- 
tarias. Reconoce la necesidad de una liberalización 
de nuestro mercado, pero no así un aumento de la 
burocracia. Nuestras empresas, fundamentalmente 
las pequeñas y medianas, necesitan competir con 
las extranjeras, lo que no se conseguiría a base de 
comisiones de control a nivel municipal, autonómi- 
co y nacional y sí a través de la liberalización de los 
mercados. Lo que necesita nuestra economía, en 
suma, no es una ley de control del comercio inte- 
rior sino una ley de defensa de la competencia del 
comercio interior, lo que es radicalmente distinto. 
Lamentablemente, la proposición de Izquierda Uni- 
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da produciría todo lo contrario a lo que desean y 
precisan nuestras empresas comerciales, razones 
por las que su Grupo no podrá apoyarla. N o  obs- 
tqnte, tampoco van a impedir que prosperen inicia- 
tivas de otros Grupos & la Cámara, máxime cuan- 
do son conscientes de que se precisa una ley de de- 
fensa de la competencia que modifique y flexibilice 
el mercado interior y ,  por ello, se abstendrán en la 
votación correspondiente. 

En representación del Grupo Socialista, el señor Mar- 
tínez Sanjuán .observa en la proposición de Izquier- 
da Unida un afán desmedidamente centralista en 
cuanto que incide en materias ya reguladas por al- 
gunas Comunidades Autónomas, además de ser ex- 
cesivamente reglamentarista. La proposición igno- 
ra, por otra parte, la existencia de la legislación, 
abundante por parte del Estado y de las Comunida- 
des Europeas. Acerca de los objetivos perseguidos 
entiende que son loables a primera vista, aunque de 
muchos no se encuentra en el articulado la forma 
de llegar a conseguirlos. Del examen de dicho arti- 
culado parece deducirse que la principal, si no Úni- 
ca, preocupación que ha guiado a sus redactores ha 
sido el tema de los horarios comerciales, que es al 
que presta prácticamente toda la atención, como 
trata de demostrar con la cita de diversos preceptos. 
Se trata, por consiguiente, de un texto claramente 
insuficiente como para ser tomado en considera- 
ción y por ello el Grupo Socialista se opondrá al 
mismo. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición deba- 
tida por 25 votos a favor, 164 en contra y 70 
abstenciones. 
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Defiende la proposición no de ley, en nombre del Gru- 
po Coalicidn Popular, el señor Llorens Torres. In- 
forma de la existencia de diversos estatutos autonó- 
micos reconociendo a las Comunidades Autbnomas 
plenas competencias en materia legislativa de Cá- 
maras Agrarias. E n  otros casos se han traspasado 
competencias en relación con este tema a algunas 
Comunidades Autónomas, siendo dichos acuerdos 
vinculantes para el Gobierno de la nación, según tie- 
ne establecido el Tribunal Constitucional. Justa- 
mente el cumplimiento de tales acuerdos y norma- 
tiva es lo que solicita en este momento, evitando una 
serie de consecuencias negativas e incongruentes a 
que llevaría la aplicación de la Ley de Bases de Cá- 
maras Agrarias últimamente aprobada y con la que 
su Grupo mantiene una total discrepancia. 

En  turno de fijación de posiciones, el señor Bernár- 

dez Alvarez, del Grupo Mixto, recuerda que a lo lar- 
go de la pasada y en la presente legislatura ha sus- 
citado diversas iniciativas urgiendo la transferencia 
de competencias a las Comunidades Autónomas en 
materia de Cámaras Agrarias, especialmente a Ga- 
licia. Sin embargo, se han venido sucediendo*los in- 
cumplimientos de promesas y plazos por parte del 
Gobierno, que vino a firmar el certificado de defun- 
ción de estas Cámaras con la aprobacibn de la Ley 
correspondiente al desposeerlas de sus funciones 
principales. Personalmente no puede por menos de 
reprobar la actitud del Gobierno y apoyar decidida- 
mente la proposición del Grupo Coalición Popular. 

En nombre de la Agrupacibn del Partido Liberal, el se- 
ñor Aparicio Pérez anuncia que votarán a favor de 
la proposición que se debate por constituir una de 
las escasas posibilidades de romper una situación 
de bloqueo que a nadie beneficia y que está creando 
situaciones de abierta discriminación entre las Co- 
munidades Autónomas, especialmente después de la 
promulgación de la Ley de Bases, calificada en su 
día como altamente negativa y recurrida ante el Tri- 
bunal Constitucional. 

En nombre de la Agrupación del PDP, el señor Cama- 
cho Zancada anuncia que votarán a favor de la pro- 
posición por ‘encontrarla cargada de razón jurídica 
y política y justificada por una situación verdade- 
ramente grave que está colocando a esta Cámara en 
un callejón sin salida. Tal situación está contribu- 
yendo, por otra parte, al descrédito de la justicia, al 
ser el propio Gobierno el primero que incumple las 
sentencias del Tribunal Constitucional y no ejecuta 
lo dictaminado por el Poder Judicial, con grave de- 
terioro del principio de divisibn de poderes. 

En representación del Grupo Vasco (PNV), el señor 
Echeberría Monteberría expresa su apoyo en gene- 
ral a toda iniciativa que tienda a agilizar el proceso 
de transferencias a las Comunidades Autónomas en 
materia de sus competencias. Apoyarán la proposi- 
ción de Coalición Popular, aun considerando que 
debería tener una formulación más general y realis- 
ta, dado que los plazos que en ella figuran los con- 
sidera cortos, habida cuenta de que en estos mo- 
mentos nos encontramos en época estival. 

En  nombre del Grupo Minoría Catalana, el señor 
Ferrer i Profitós señala que podría utilizar en este 
momento los mismos argumentos que expuso en su 
día al oponerse a la totalidad del proyecto de Ley de 
Cámaras Agrarias, ante la colisión de competencias 
que se producía en las Comunidades Autónomas. 
Por tanto, y en coherencia con lo mantenido siem- 
pre respecto a las corporaciones de Derecho público 
que son las Cámaras Agrarias, muestra su acuerdo 
con el punto primero de la proposición no de ley. 
Piensa que la presente sería una buena oportunidad 
para dar salida al tema de las Cámaras Agrarias. Es 
por ello por lo que votarán a favor de la proposición 
de Coalición Popular. 
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En representación del G m p ~  Socialista, la señora Pe- 
layo Duque señala que la presente proposición es re- 
producción exacta de otras presentadas con fechas 
9 de octubre y 4 de febrero pasados y cuyo arranque 
inicial es el 30 de julio del año anterior. Sin embar- 
go, después de dicha fecha se han celebrado impor- 
tantes debates sobre la materia y aprobado la Ley de 
Cámaras Agrarias, actualmente recurrida unte el 
Tribunal Constitucional. Es justamente a este últi- 
mo dato al que atribuyen fundamental importancia 
y lo que les lleva, por un minimo de prudencia po- 
litica, a esperar la resolución correspondiente del 
Alto Tribunal antes de proceder a la toma de cual- 
quier decisión sobre una materia que está «sub 
iudice». 
Existirian, por otra parte, motivos de fondo para 
oponerse a la presente iniciativa, respecto de la que 
se han dicho cosas graves que, a su juicio, no res- 
ponden a la realidad, pero considera suficientes los 
argumentos anteriormente expuestos para oponerse 
a la toma en consideración de la proposición de- 
batida. 

Replica el señor Llorens Torres y duplica la señora Pe- 
layo Duque. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición deba- 
tida por 101 votos a favor, 156 en contra y 16 
abstenciones. 
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Defiende la proposición no & ley, en nombre de Mi- 
noriaCatalana, la señora Cuenca i Valero. Señala 
que, ocho meses desputs de su presentación, le 
corresponde la defensa de la proposición en un mo- 
mento de sosiego de la Cámara, toda vez que ya han 
pasado las elecciones locales, autonbmicas y euro- 
peas. Añade que el tema planteado, relativo a la si- 
tuacibn de la mujer, constituye un problema de Es- 
tado que excede, por tanto, de las ideologias e im- 
plica a todos los partidos políticos y a la sociedad. 
entera. La participación de las mujeres en igualdad 
con los hombres en la vida politica es una condi- 
ción de la democracia y de la promoción de la igual- 
dad, asi como una Rxigencia fundamental de la jus- 
ticia social. De acuerdo con la Declaración de Es- 
trasburgo de 4 de marzo de 1986, podría decirse que 
la democracia está todavia inacabada por cuanto 
que las mujeres están infrarrepresentadas en la vida 
política y pública, siendo aún muy reducida su po- 
sibilidad de hacer valer sus intereses especificos y 
acceder y mantenerlos en los órganos de decisión. 
Por otro lado, todos conocen los malos tratos y prác- 
ticas discriminatorias operadas con las mujeres en 
los diferentes sectores donde éstas llevan a cabo sus 
actividades y ,  sobre todo, la falta de igualdad de 

oportunidades para su pleno desarrollo. Nuestra le- 
gislación, con ser avanzada, tampoco es suficiente 
para que los poderes públicos puedan garantizar la 
igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres 
y hombres consagrada en los articulos 9." y 14 de la 
Constitucidn. 
Expone después algunos datos sobre la participa- 
cibn de la mujer en diversos organismos públicos, 
poniendo de manifiesto la desigualdad existente res- 
pecto del hombre, para terminar resaltando la im- 
portancia de la Comisión cuya creación se propone. 

En defensa de la enmienda presentada por la Agrupa- 
ción del PDP, interviene la señora Salamillana de 
Verda, que anuncia su voto a favor de la iniciativa 
de Minoría Catalana, a la que presenta una enmien- 
da de adición cuyo contenido expone a la Cámara. 
Lamenta que a estas alturas del siglo XX sea nece- 
saria la presentación de iniciativas como la presen- 
te, por continuar las prácticas discriminatorias res- 
pecto a la mujer. Reconoce que la situación ha me- 
jorado mucho con relación a épocas anteriores, pero 
entiende que falta aún mucho por cambiar. 

En defensa de la enmienda de totalidad presentada por 
el Grupo Socialista, hace uso de la palabra la seño- 
ra Hermosin Bono. Expone que su enmienda viene 
a mejorar el contenido de la proposición de Mino- 
ria Catalana, que plantea un tema sobre cuya im- 
portancia piensa que existe un alto grado de acuer- 
do en la Cámara, como ha sido puesto de relieve en 
anteriores ocasiones en que el mismo fue tratado. 
Dada, pues, la existencia de tal coincidencia de cri- 
terios y el hecho de que el texto alternativo viene a 
mejorar el t a t o  de la proposición, completándolo, 
cree que no habrá ningún problema para SU adap- 
tación. Destaca la importancia de crear en nuestro 
Parlamento una Comisión específica para tratar de 
los derechos de la mujer, que vendría a testimoniar 
el profundo compromiso de la Cámara con el fomen- 
to de la igualdad de oportunidades entre hombre y 
mujer. 
Finalmente, expone algunas caracteristicas destaca- 
das del texto propuesto, confiando que el mismo me- 
r e z c a  el  a p o y o  a m p l i o  de  l o s  s e ñ o r e s  
Diputados. 

En turno de fijación de posiciones interviene el señor 
Espasa Oliver, en nombre de la Agrupación Izquier- 
da Unida-Esquerra Catalana, que muestra su acuer- 
dd con las manifestaciones de las anteriores inter- 
vinientes y anuncia el voto a favor de la iniciativa 
que se discute. 

En representación de la Agrupación del Partido Libe- 
ral interviene la señora Yabar Sterling. Expone que 
su Grupo no tiene la menor duda acerca de la exis- 
tencia en la realidad de profundas fisuras, e incluso 
de quiebras fundamentales, en las condiciones ne- 
cesarias para que sea real y efectiva la libertad y la 
igualdad de las personas a las que se refiere el ar- 
tículo 9.2 de la Constitución. Son conscientes de 
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que aún  quedan muchos obstáculos por remover y 
que impiden o dificultan la participación plena de 
todos los ciudadanos en  la vida política, económi- 
ca, cultural y social, con numerosos grupos de per- 
sonas discriminados, como ancianos, minusválidos 
y ,  desde luego, las mujeres. S in  embargo, el intento 
de constituir una Comisión parlamentaria como la 
solicitada, con funciones bien atípicas, no puede sa- 
tisfacerles, en  primer lugar, por no ser partidarios 
de una multiplicación de las comisiones, y mucho 
menos para un tema de atencidn permanente y no 
ocasional, como el que se debate, que podría ade- 
m6s abrir la puerta para la constitución de comi- 
siones similares para atender la problemática inde- 
terminada de otros grupos de personas diferencia- 
dos, llegando al absurdo de hacer innecesarias las 
comisiones por materia o temas actualmente exis- 
tentes. Por las razones expuestas, no pueden apoyar 
la proposición debatida. 

E n  nombre del Grupo Vasco (PNV), el señor Olabada 
Muiioz manifiesta que en  su  Grupo no cuentan con 
una mujer que haya sufrido personalmente las defi- 
ciencias y discriminaciones que todavía existen en 
nuestra sociedad y que les lleva a apoyar la propo- 
sicidn de Minoría Catalana de creación de una Co- 
misión que pueda cumplir una función importante 
para impulsar la efectiva igualdad proclamada en el 
artículo 9.2 de la Constitución. 

E n  representación del Grupo del CDS, el señor Revi- 
lla Rodriguez anuncia el apoyo a la proposición de- 
batida, por entender que debe ser objetivo de todos 
lograr la integración y el desarrollo socioeconómico 
y cultural de todos los sectores de la sociedad, aten- 
diendo muy  especialmente a aquellos que se hallan 
en una posicibn desventajosa. Piensa que es nece- 
sario caminar hacia una nueva mentalidad que 
afirme las aspiraciones de la mujer y que no acepte 
el que ésta sea discriminada en cualquier aspecto 
de la vida. Apoyan, por tanto, con todo entusiasmo 
la iniciativa de Minoría Catalana. 

E n  representación del Grupo de Coalición Popular, la 
señora Izquierdo Arija reconoce la existencia de 
discriminaciones hacia la mujer a lo largo del tiem- 
po, hasta llegar a la aprobación de la Constitución 
de 1978 en  que se consagra definitivamente la ple- 
na igualdad del hombre y de la mujer ante la ley. 
Sin embargo, esta igualdad jurídica no se traduce 
en la práctica en una total integración de la mujer 
en  la sociedad y, aun reconociendo que los avances 
han  sido importantes, siguen siendo insuficientes. 
E n  consecuencia, su  Grupo apoyará la propuesta de 
Minoría Catalana y ,  mejor aún, la formulacibn del 
Grupo Socialista, en línea con las actuaciones que 
vienen siguiéndose en la Comunidad Económica 
Europea tendentes a la integración .real y positiva 
de la mujer en  todos y cada uno de los estamentos 
de la sociedad. 

Para contestar a algunas de las manifestaciones de la 

señora Yabar interviene de nuevo la señora Cuenca 
i Valer0 y duplica la señora Yabar Sterling. 

Sometida a votación, es aprobada la proposición de- 
batida, en los términos resultantes de la enmienda 
a la totalidad presentada a la misma, por 259 votos 
a favor, 10 en  contra y ocho abstenciones. 
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Por el señor Presidente se somete a la aprobación de 
la Cámara una declaración institucional condenan- 
do el atentado terrorista perpetrado el pasado vier- 
nes en Barcelona por la organización ETA, que se 
ha cobrado un alto precio en  vidas humanas y en 
dolor y sufrimiento de las víctimas y de sus fami- 
liares. Se  considera que el destinatario era el pueblo 
español en  su  conjunto, ya que el objetivo de esa vio- 
lencia es el de infundir el tewor y la inseguridad en 
el cuerpo social, desestabilizando el sistema de li- 
bertades para presentarse después como víctimas de 
una dictadura que el terrorismo anhela y persigue. 

La Cámara aprueba por asentimiento la precedente de- 
claracidn institucional. 
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E n  defensa de la moción formulada interviene el se- 
ñor Tamames G6mez, de Izquierda Unida-Es- 
querra Catalana, que alude al debate de la semana 
anterior, donde planteó una serie de preguntas al 
Gobierno cuyas respuestas no le satisficieron en for- 
ma que hubiera podido evitar la presente moción. 
Parece, en  primer lugar, que el Gobierno no tiene de- 
finido el nivel de reducción de tropas que desea al- 
canzar en las negociaciones con Estados Unidos, ni  
siquiera los objetivos en  línea con lo que se estable- 
ció en el pasado referéndum, que determina que di- 
cha reducción de tropas sea progresiva y ,  desde lue- 
go, de un nivel considerable. E n  segundo lugar, el 
Gobierno no identifica las bases en que podría pro- 
ducirse tal reducción, supeditándolo todo a las ne- 
cesidades globales de la defensa, necesidades que se 
pregunta quién ha de fijar, si España o Estados Uni- 
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dos, y que, desde luego, podrían llevar a la discrimi- 
nación entre los españoles al mantenerse bases tan 
peligrosas como Rota, dándole un tratamiento dife- 
rente a la de Torrejón. El Gobierno manifiesta, ade- 
más, su deseo de renovar el Convenio, desprecian- 
do, en su opinión, las condiciones actuales de segu- 
ridad de España y las perspectivas internacionales 
de distensión a todos los niveles. 
Todo ello les ha llevado a presentar la moción que 
ahora defienden, instando al Gobierno a denunciar 
el actual Convenio suscrito el 2 de julio de 1982 en- 
tre España y Estados Unidos. Tal denuncia signifi- 
cqría la definitiva desaparición del tewitorio de so- 
beranía española de cualquier base militar extran- 
jera. Como fundamentos de la moción recuerda los 
mencionados en el preámbulo de la misma, que son 
muy claros, a su juicio. Básicamente pueden resu- 
mirse en razones de seguridad, de soberanía y tam- 
bién de contribución a la distensión, cuestiones a 
las que anteriormente se ha referido. 

En  nombre de la Agrupación del Partido Liberal, el se- 
ñor Rupérez Rubio señala que no les costarfa coin- 
cidir con algunas apreciaciones expuestas por el se- 
ñor Tamames Gómez, como las llamadas genéricas 
a la seguridad y a la soberanía. Sin embargo, no 
pueden estar de acuerdo con otros aspectos de la 
misma como, por ejemplo, la descripción puramen- 
te hegemónica que ha hecho de la presencia militar 
norteamericana en España, olvidando otra perspec- 
tiva menos dramática y más cooperadora, que les 
lleva a una consideración más matizada de lo que 
ha dicho el señor Tamames. Termina anunciando 
el voto en contra de la moción que se debate. 

En representación del Grupo del CDS interviene el se- 
ñor Abril Martorell, señalando que, a su juicio, el 
nudo de la cuestión planteada está en que en Espa- 
tia se ha celebrado un referéndum cuyos términos 
han sido aceptados como vinculantes por práctica- 
mente todas las fuerzas políticas, hablándose en el 
mismo de la reducción de efectivos americanos en 
España. Reconoce que dicha reducción puede Tea- 
lizarse de muchas maneras, adoptando una concre- 
ta el Gobierno cuyo contenido específico no ha ex- 
plicado a la Cámara. E n  cuanto a que la interpela- 
ción presentada la semana anterior tendía a la con- 
secución de una información más completa, su 
Grupo compartía y apoyaba la misma. Sin embar- 
go, la moción hoy debatida cambia los términos y 
se aparta incluso de las líneas generales de lo que se 
planteó en el referéndum. Es por ello por lo que no 
pueden apoyarla, aunque tampoco desean dar a en- 
tender que apoyan la gestión del Gobierno tal y 
como la está desarrollando, por considerar que vie- 
ne acompañada de profundos errores. 

En nombre del Grupo de Coalición Popular interviene 
el señor López Valdivielso, recordando la adhesión 
mostrada el pasado día 17 a la interpelación de Iz -  
quierda Unida, calificándola de oportuna en cuan- 

to implicaba una solicitud de información al Go- 
bierno en asunto de tanta importancia. También 
hablaron la semana anterior de que la eliminación 
de las tropas norteamericanas en Espafia podría po- 
ner en peligro el equilibrio defensivo internacional, 
suponiendo un grave riesgo. S u  Grupo cree que la 
presencia de tropas americanas en nuestro país no 
afecta negativamente a nuestra seguridad ni a nues- 
tra soberanía y que su eliminacibn no contribuye a 
la distención, y es por ello por lo que no apoyarán 
la moción objeto de debate. Añade que las misiones 
desempeñadas por las tropas americanas destaca- 
das en España no pueden ser asumidas por nues- 
tras Fuerzas Amadas ,  reiterando finalmente su pos- 
tura de la semana anterior, que puede resumirse en 
que haya presencia militar norteamericana en Es- 
paña, pero ni más de la necesaria ni menos de la 
imprescindible. 

En representación del Grupo Socialista interviene el 
sefior Martínez Martínez (don Miguel Angel), 
anunciando el voto en contra de la moción de Iz- 
quierda Unida por no estar de acuerdo con la filo- 
sofía de la misma y por considerarla, de manera ob- 
jetiva, verdaderamente mala. El señor Tamames Gó- 
mez viene a proponer la neutralidad, siguiendo una 
línea archiconocida, lo que hace innecesario repe- 
tir argumentos ya expuestos muchas veces en con- 
tra de la misma. Ocurre, además, que el pueblo ha 
zanjado ya, al menos temporalmente, este tema de 
la política de seguridad, dando la razón a otra filo- 
sofía que no era la de la neutralidad, sino precisa- 
mente la que está defendiendo el Gobierno y el Par- 
tido Socialista. Su Grupo aprovecha esta ocasión 
precisamente para animar y alentar al G o b i m o  ex- 
presando su confianza en que en las actuales nego- 
ciaciones se mantenga estrictamente fiel a lo que fue 
el espíritu y el texto del referéndum. 
La moción contiene, por otra parte, una serie de 
errores importantes que, en su opinión, no debieran 
darse en u n  documento parlamentario que se supo- 
ne debe tener un nivel de rigor del que carece la 
moción. 

Replica el señor Tamames Gómez y duplica el señor 
Martínez Martínez (don Miguel Angel). 

Sometida a votación, se rechaza la moción debatida 
por 11 votos a favor, 244 en contra y 19 abs- 
tenciones. 

Se suspende la sesión a las dos y cinco minutos de la 
tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 
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Defienda la interpelación, en  nombre del Grupo de 
Coalición Popular, la señora Villalobos Talero, se- 
ñalando que el propósito en el momento de presen- 
tar la interpelación era el de instar al Gobierno a ne- 
gociar con la representación de los médicos en huel- 
ga. La interpelación estaba previsto que fuera deba- 
tida en el Pleno celebrado la semana anterior y su 
aplazamiento ha permitido que, entretanto, se haya 
llegado a la aceptación de unas negociaciones y a 
la desconvocatoria de la huelga. Pregunta ahora al 
señor Ministro de Sanidad si las negociaciones van 
a ser realmente tal como pide la Coordinadora, y a 
lo que tiene derecho, o simplemente se trata de unas 
conversaciones. E n  este momento existe una tregua 
entre las partes, y quizá lo lógico hubiera sido la re- 
tirada de la interpelación, pero a la vista de hechos 
acontecidos anteriormente y actitudes, cuando me- 
nos, extrañas por parte de la Administración ante la 
grave situación de los hospitales públicos, la inter- 
pelación se mantiene. Con ello no se trata de defen- 
der a los médicos de la Coordinadora, como seña- 
laba el señor Ministro en anterior intervención en 
la Cámara, ya que aquellos se defienden sdos ,  sino 
de defender como representantes del pueblo a un co- 
lectivo que tiene unos derechos. 
El Grupo Popular entien#e que es el momento de en- 
trar a fondo a analizar la realidad del conflicto re- 
ciente y considera acertado que se sienten a nego- 
ciar. S in  embargo, desearía conocer previamente si 
en tales negociaciones o conversaciones se va a po- 
ner por parte del Ministerio algo importante sobre 
la mesa, porque o se afronta verdadera y efectiva- 
mente el problema de la Sanidad o, en  otro caso, se 
estará tapando un agujero y el asunto reventará por 
otro lado, contribuyendo a acabar con la Sanidad 
pública o, al menos, a llevarla a posiciones cerca- 
nas al tercermundismo. Piensa que el problema es 
lo suficientemente importante, por afectar a todos 
los ciudadanos, como para abordarlo de manera de- 
finitva, aceptando que las medidas llevadas a cabo 
por el Gobierno no han sido las adecuadas. 

E n  nombre del Gobierno interviene el señor Ministro 
de Sanidad y Consumo (García Vargas), agrade- 
ciendo el tono de la interpelante y reconociendo la 
existencia de un clima mejor de entendimiento. De 
todas formas, no comprende muy  bien la posición 
política de la interviniente, ya que ha dicho que no 
apoyaba a la Coordinadora ni sus huelgas, pero ha 
intentado básicamente convencer al Ministerio de 
d g o  sobre lo que ya está convencido, cual es la rea- 
nudación de las vías de diálogo con todos los colec- 
tivos de nuestra Sanidad. Precisa que el Ministerio 

ha estado desde el primer momento ofreciendo me- 
sas de trabajo a todos los colectivos y quizá lo que 
ha llevado a los huelguistas a cambiar de actitud 
ha sido el hecho de que el 60 por ciento de los mé- 
dicos hospitalarios ha optado por el nuevo sistema 
retributivo, consistente en el complemento de dedi- 
cación exclusiva. Agrega que a lo largo de los pasa- 
dos meses se ha dialogado y negociado mucho con 
todo el que tuviera una estructura legal, firmándose 
acuerdos con los que tenían una representatividad 
comprobada en las últimas elecciones sindicales de 
1982. E n  todos los conflictos habidos, el Ministerio 
ha actuado de acuerdo con lo determinado por nues- 
tros tribunalessuperiores, en  una posición de defen- 
sa de la legalidad vigente. Actuando de esa forma, 
se ha intentado vertebrar la sociedad, en lo que cree 
que todos están de acuerdo. 
Concluye destacando el acuerdo general de que por 
parte de todos se imponga la razón y el diálogo, no 
primando al que más gritos da en la calle o más per- 
juicios causa a los ciudadanos con reivindicacio- 
nes, a veces, irrealizables. 

Replica la señora Villalobos Talero y duplica el señor 
Ministro de Sanidad y Consumo. 

E n  turno de fijación de posiciones interviene el señor 
Mardones Sevilla, del Grupo Mixto, calificando de 
oportuna la interpelación de Coalición Popular ante 
el grave conflicto por el que atraviesa la Sanidad en 
España. Agradece al señor Ministro que no haya he- 
cho descalificaciones que hubieran dificultado el 
diálogo, pero, al mismo tiempo, le pide la realiza- 
ción de un esfuerzo en favor de una política de Es- 
tado, muy necesaria en materia tan importante 
como la Sanidad pública, cuya calidad debe ser de- 
fendida frente a intereses ocultos de puro corporati- 
vismo o de defensa de privilegios. Termina apoyan- 
do la interpelacidn debatida, por considerar necesa- 
rio un gran debate en  la Cámara sobre los proble- 
mas denunciados y sobre las deficiencias existentes 
en nuestra Sanidad pública, todo ello en  favor del 
enfermo y de la sociedad en  general. 

El señor Bernárdez Alvarez, asimismo del Grupo 
Mixto, señala.que durante tres meses se ha asistido 
h una huelga lamentable y diría que casi salvaje por 
ir en contra de la salud. S i  no se llegó aún más lejos 
fue debido al sentido de responsabilidad de los sa- 
nitarios y no a la prudencia del Gobierno, que ha 
quedado al descubierto ante la desastrosa sanidad 
que padecemos. No &be hablarse tampoco de cor- 
porativismo cuando hay muchos sanitarios que es- 
tán dando una gran lección de profesionalidad. 
Agrega que el verdadero culpable de todo es el Go- 
bierno, que no ha sido sensible a la situación, es- 
perando que finalmente se siente ante la mesa con 
verdaderas ganas de diálogo y no con el convenci- 
miento de poseer la verdad absoluta. 

En representación de la Agrupación Izquierda Unida- 
Esquewa Catalana interviene el seríor Espasa Oli- 
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ver, manifestando que, sin negar en absoluto el de- 
recho a la huelga, tiene que deplorar profundamen- 
te el recurso a la misma, con el que hemos perdido 
todos, y en primer lugar la imagen de la Sanidad pú-  
blica, en lo que tiene la mayor responsabilidad el 
propio Gobierno. Le sorprende, por otra parte, que 
en lugar de atacar el mal por donde más problemas 
presenta, que es la asistencia primaria, se haya ata- 
cado por otro sitio, donde también existen proble- 
mas y hay que hacer cambios, pero donde la urgen- 
cia no era tan imperiosa, como sucede con los mé- 
dicos de hospitales. Con ello se demuestra que qui- 
zá se dejan de abordar los problemas donde son más 
difíciles, yéndose a lo aparentemente fácil, aunque 
luego se ha demostrado que no era así. Añade que, 
una vez más, tiene que manifestar que el presupues- 
to sanitario es claramente insuficiente, traducién- 
dose en una equivocada política social del Gobier- 
no socialista a lo largo de cuatro años, siendo difí- 
cil de recuperar en unos meses el terreno perdido. 
Pide por ello un presupuesto más amplio, generoso 
y transparente que permita conocer hacia qué polí- 
tica se va y en qué se gasta el dinero, cosa que aho- 
ra no sucede. 

En nombre de la Agrupación del Partido Liberal inter- 
viene el señor Botella Crespo, que alude a la Ley de 
Sanidad, no hace mucho aprobada, en cuyo debate 
se habló mucho de didogo cuando lo único a que 
ha dado lugar ha sido a la crispación entre nues- 
tros profesionales, con perjuicios graves para el 
usuario, que ha sentido una desconfianza real ha- 
cia el sistema, y una desincentivación profesional 
difícil o imposible de recuperar. Se va a asistir des- 
pués de una huelga al cierre de unas heridas en fal- 
so, que volverán a abrirse en cualquier momento, 
por lo que lamenta no haber escuchado del señor 
Ministro algo que llevase a la esperanza de una so- 
lución definitiva de los problemas. 

En representación de la Agrupación del PDP intervie- 
ne la señora Salarrullana de Verda, que comienza 
congratulándose de que el Ministro de Sanidad haya 
rectificado anteriores actitudes suyas, abandonan- 
do su cerrazón y mostrándose dispuesto a dialogar 
y negociar con la Coordinadora de Medicos. Sin em- 
bargo, tiene que echar sobre los hombros del señor 
Ministro toda la carga de lo sucedido y el deterioro 
sufrido por la Sanidad pública en España al no ha- 
ber hecho todo lo que pudo para evitar el conflicto. 
Alude a un informe del gabinete del propio señor Mi- 
nistro, fechado el 12 & marzo pasado, en el que se 
denunciaba con realismo la situación de nuestra 
Sanidad y se ofrecía la posibilidad de soluciones, la- 
mentando que el señor Ministro no le prestase la 
atención adecuada, con lo que se hubieran evitado 
muchos problemas. Termina expresando su espe- 
ranza en los resultados de las inmediatas negocia- 
ciones y no descartando la celebración de un verda- 
dero debate general sobre la Sanidad. 

En nombre del Grupo Minoría Catalana, el señor Hi- 
nojosa i Lucena muestra su apoyo a la interpela- 
ción de Coalición Popular, a la vez que critica y la- 
menta la negligencia, falta de diálogo y visión del 
Ministerio para hacer frente y resolver los proble- 
mas existentes, evitando la situación a que última- 
mente se ha llegado. Con tal actitud se ha perdido 
el tiempo y provocado lo que siempre ocurre en es- 
tos casos, cual es el perjuicio de los menos culpa- 
bles, como son los usuarios. Generalmente, el Mi- 
nisterio se ha visto obligado a negociar con las mis- 
mas personas de la Coordinadora con las que se 
negó a hablar anteriormente, deseando que tales ne- 
gociaciones o diálogo sirva para llegar a acuerdos 
y acabar con el conflicto. Espera asimismo que en 
el próximo período de sesiones pueda celebrarse un 
amplio debate sobre nuestra Sanidad que permita 
llegar a soluciones definitivas para los graves pro- 
blemas que existen. 

En representación del Grupo CDS, el señor Revilla 
Rodríguez alude a lo que considera cinco años per- 
didos por la torpe gestión sanitaria seguida durante 
los mismos. Ello ha dado lugar a una situación 
como la actual, que califica de catástrofe sin palia- 
tivos puesta de manifiesto con el conflicto actual, 
pero que se venía gestando desde el año 1983. Aña- 
de que el conflicto era inevitable porque el Gobier- 
no desconoció desde el primer momento el papel del 
medico en la Sanidad, como desconoció lo que es 
un hospital, así como por la reducción presupues- 
taria año tras año. El conflicto era también inevi- 
table porque la Ley de Sanidad es torpe y alberga en 
sí misma el empeoramiento sanitario. Termina se- 
ñalando que han venido denunciando reiterada- 
mente la situación grave en que se encontraba nues- 
tra Sanidad, siendo tachados de catastrofistas, Aho- 
ra la catástrofe está servida y sólo es de temer que 
las cosas puedan ponerse aún peor. 

En representación del Grupo Socialista interviene el 
señor Cercas Alonso, manifestando que la interpe- 
lación del Grupo Popular se basa en dos afirmacio- 
nes que carecen de base justificativa, al carecer de 
justificación en los datos manejados e ignorar, de 
otra parte, los fundamentos de Derecho aplicables 
al caso que les ocupa. Niega, por otro lado, que el 
Ministerio se haya negado a negociar y a dialogar 
con los colectivos sanitarios, desmintiendo con ello 
determinadas afirmaciones de la señora Villalobos 
Talero, y añade que un problema interno del colec- 
tivo sanitario no legitima los sufrimientos, el dolor 
y la desatención que han soportado millares de es- 
pañoles en situaciones de angustia y necesidad. 
Achaca, por último, a la herencia recibida las defi- 
ciencias habidas durante los primeros años de ges- 
tión socialista en materia sanitaria. 

Replica la señora Villalobos Talero y duplica el señor 
Cercas Alonso. 
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Defiende la interpelación presentada, en nombre de la 
Agrupación del Partido Liberal, el señor Segurado 
Carcía, manifestando que el incremento del gasto 
público y todas sus consecuencias ha sido una preo- 
cupación fundamental del Partido Liberal y perso- 
nalmente suya. Ello ha dado lugar a diversas inter- 
venciones en la Cámara sobre el particular, e insis- 
te ahora sobre el tema en  el momento en  que se es- 
tán elaborando los Presupuestos para el año próxi- 
mo,  deseando que una ley de ordenación y control 
de gasto pueda ser tenida en cuenta. Añade que se- 
ría ideal que esta Cámara y el Gobierno diesen una 
sensación de autocontrol y de austeridad que sirvie- 
se de ejemplo a los restantes Gobiernos autonómi- 
cos y locales. Piensa que existe una demanda social 
extraordinaria de informaciiin, acerca de dónde y 
cómo se gastan los impuestos, a la vez que se sigue 
afirmando que el incremento del gasto público es el 
problema esencial de nuestra economía. 
Seguidamente procede al análisis de nuestra actual 
situación económica y presupuestaria, facilitando 
numerosas citas en relacibn con la misma, siendo 
deseable, a su  juicio, que la actual situación de in- 
cremento del gasto público y sus consecuencias 
sean corregidas. La razón de la presente interpela- 
ción es que obligatoriamente debe ponerse límites al 
crecimiento de dicho gasto público, a cuyo fin ter- 
mina invitando a todos a consensuar una moción 
tendente al logro de dicha finalidad, ya que en otro 
caso adquirirán una enorme responsabilidad políti- 
ca cara a las generaciones futuras. 

E n  nombre del Gobierno, interviene el señor Ministro 
de Economía y Hacienda (Soichaga Catalán), ex- 
presando al interpelante y a toda la Cámara la se- 
guridad de que nadie se halla más preocupado que 
el Gobierno por las presiones de todo tipo que sobre 
el gasto público existen en este momento. Sin em- 
bargo, debe reconocerse al mismo tiempo la verda- 
dera situación actual, que a veces no coincide con 
lo manifestado por la oposición y desde la prensa, 
sin duda como consecuencia de una información 
insuficiente. Agrega que, hace solamente unos días, 
el Secretario de Estado de Hacienda tuvo ocasión 
de mostrar la verdadera evolución del Presupuesto 
durante el corriente ano, cuyos datos reitera y am- 
plía para conocimiento de toda la Cámara. 
Concluye manifestando el señor Ministro que en u n  
país donde la demanda social aumenta y ,  además, 
está legitimada porque el nivel de nuestros servicios 
públicos no es el suficiente, es enormemente difícil 
contener la presión del gasto, a pesar de lo cual esto 
es lo que ha venido haciendo el Gobierno, aun a cos- 

ta de la impopularidad que a veces ha tenido que co- 
sechar con algunas de las medidas tomadas. S in  ir 
más lejos, hace unos momentos han asistido a un 
amplio debate en  el que todos los Grupos de la Cá- 
mara han  demandado mayor atención y dotación 
presupuestaria para la Sanidad. Otro tanto ha su- 
cedido respecto de otros sectores, en debates tam- 
bién cercanos, en los que es raro escuchar a nadie 
peticiones de disminucibn de los gastos. De todas 
formas, para satisfacción general anuncia que la si- 
tuación está controlada y se trabaja en favor de una 
concertación entre las fuerzas sociales, para lo que 
se necesita el apoyo por parte de todos. No debe ol- 
vidarse que el problema del gasto público, antes que 
un problema del Gobierno, es un problema de toda 
la sociedad que exige, con razón, servicios sociales 
crecientes a prestar por el sector público. 

Replica el señor Segurado Garcta y duplica el señor 
Ministro de Economía y Hacienda. 

Para fijación de posiciones interviene el señor Ortiz 
González, de la Agrupación del PDP, compartiendo 
la preocupación expuesta por el representante de la 
Agrupación del Partido Liberal en relación con el 
desbordamiento del gasto público. Frente a determi- 
nadas afirmaciones del Gobierno, facilita algunos 
datos sobre la evolución presupuestaria que vienen 
a contradecir aquéllas y a hacer absolutamente im- 
prescindible la adopciiin de un conjunto de medidas 
de ordenación y contención del gasto público. 

En  nombre del Grupo del CDS, el señor De Zárate y 
Peraza de Ayala alude a la función del Interventor 
del Estado en  la labor del control del gasto público, 
señalando que se trata de un cargo político de libre 
designación, lo que impide seguramente actuar con 
plena libertad a la hora de poner reparos a determi- 
nados gastos de la Administración. Esta carencia 
de autonomía priva de trascendencia real a la ac- 
tuación de la Intervención y de capacidad para fre- 
nar y regular la ordenación del gasto. S i  se fijan en 
las Comunidades Autónomas y en  los Ayuntamien- 
tos, comprobarán que la situación es completamen- 
te 'caótica, mencionando algunos ejemplos en apo- 
yo  de sus palabras y en demostración de la inefica- 
cia del tal control. 

Para contestar a la intervención precedente, hace uso 
de la palabra nuevamente el señor Ministro de Eco- 
nomía y Hacienda, tachando de confusos los tér- 
minos del señor Zárate, además de desconocer el 
funcionamiento de la Intervención del Estado, lo 
que seguramente le ha llevado a realizar imputacio- 
nes verdaderamente graves poniendo en  tela de jui- 
cio la capacidad e independencia profesional y ju- 
rídica del Interventor General. Agrega que las cuen- 
tas públicas se hallan muy bien fiscalizadas a tra- 
vés del control interno y también de unas autidorías 
que ningún Gobierno de España se atrevió a hacer 
con a anterioridad. 
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Replica el seiior De Zárate y Peraza de Ayala y duplica 
el seiior Ministro de Economía y Hacienda. 

En  representación del Grupo de Coalición Popular, el 
señor De Rato Figaredo señala que el presente es el 
tercer debate en menos de un mes acerca de la evo- 
1ución del déficit público, gasto público y presión 
fiscal, lo que califica de claramente positivo por tra- 
tarse de un problema muy importante de nuestra 
economía. Existen unas prioridades fijadas en las 
leyes presupuestarias anuales que deben ser respe- 
tadas; en otro caso, la Cámara debe conocer perío- 
dicamente lo que viene sucediendo en la ejecución 
de los presupuestos. El Gobierno debe ser responsa- 
ble de sus propias previsiones, respondiendo de su 
cumplimiento con datos fehacientes, fiables y faci- 
litados en tiempo oportuno. Personalmente tiene 
que mostrar su insatisfaccibn respecto a la evolu- 
ción de la gestibn presupuestaria en el año 1987 en 
relación con los compromisos anteriormente es- 
tablecidos. 

En nombre del Grupo Socialista, el señor Muñoz Car- 
cía manifiesta que en debates recientes, y hoy mis- 
mo, se ha facilitado a la Cámara amplia informa- 
ción sobre la marcha de nuestra economía, en la 
que el d@icit público supone, ciertamente, una pe- 
sada carga y cuyo desawollo más agudo tuvo lugar 
entre los anos 1975 y 1982. Sin embargo, los esfuer- 
zos para encauzarlo han sido notorios en los Últi- 
mos tiempos, habiendo dado resultados favorables. 
Agrega que la reducción del déficit sólo cabe llevar- 
la a efecto a través del aumento de los ingresos, uni- 
do a la reducción del ritmo de crecimiento de los 
gastos, destacando en el primer aspecto los esfuer- 
zos que se vienen realizando en la lucha contra el 
fraude. Respecto de los gastos, su disminución drás- 
tica perjudicaría muchas veces a los más humildes, 
conllevando consiguientemente menos solidaridad y 
mayor desigualdad. 
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Defiende la interpelación, en nombre del Grupo del 
CDS, el señor Buil Giral, que realiza una amplia ex- 
posición sobre los acontecimientos ingratos acaeci- 
dos en el ámbito del servicio público de la Justicia 
en las últimas semanas, dando lugar a una unáni- 
me protesta sobre el funcionamiento de este servi- 
cio público, con el fondo de una conocida insatis- 
facción de los ciudadanos. Ello podría llevar a ca- 
lificar de desastre la situación presente, constituyen- 
do el primer motivo de queja al Defensr del Pueblo. 
Como refzejo de todo ello está el caos de la Justicia 
a que actualmente se ha llegado y al que se han de- 
dicado comentarios editoriales recientes por impor- 
tantes rotativos nacionales. En apoyo de sus pala- 

bras anteriores, facilita diversos datos a la Cámara 
acerca del funcionamiento de la Administración de 
Justicia, así como denuncias de asociaciones pro- 
fesionales de la Magistratura, al mismo tiempo que 
pone de relieve la escasez de recursos económicos 
dedicados a tan fundamental actividad. 
Concluye llamando la atención sobre la necesidad 
de superar los males que aquejan actualmente a este 
servicio, recayendo la' responsabilidad primordial en 
el Gobierno y en cuya tarea puede contar con la co- 
laboración del Grupo del CDS. 

En nombre del Gobierno, interviene el señor Ministro 
de Justicia (Ledesma Bartret), refiriéndose al fun- 
cionamiento de la Administración de Justicia en el 
momento presente, que, a su juicio, es comparati- 
vamente mejor al de épocas precedentes, apoyando 
su afirmación en numerosos datos verificables pro- 
cedentes del Consejo General del Poder Judicial, que 
pone a disposición de la Cámara, relacionados con 
los diversos órganos jurisdiccionales españoles. Se 
refiere asimismo a las diversas causas que han dado 
lugar al incrementeo de los recursos en los últimos 
años, atribuyéndolas fundamentalmente al hecho de 
que la evolución del sentimiento constitucional y del 
espíritu democrático de la sociedad española ha lle- 
vado a nuestro ciudadanos a defender hoy ante los 
tribunales en mayor medida que antes sus derechos 
e intereses legítimos. 
Alude, por último, a las medidas necesarias, algu- 
nas de ellas ya proyectadas, para la resolución de 
los problemas existentes, destacando aquellas que, 
a su juicio, requieren de mayor urgencia en su 
adopción. 

Replica el señor Buil Giral y duplica el señor Ministro 
de Justicia. 

En turno de fijación de posiciones intervienen los se- 
ñores Sartorius Alvarez de las Asturias Bohor- 
ques, en nombre de la Agrupación Izquierda Uni- 
da-Esquerra Catalana, y Jiménez Blanco, de la 
Agrupación del Partido Liberal. 

Replica el señor Ministro de Justicia (Ledesma Bar- 
tret) y duplica el senor Jiménez Blanco. 

Continuando con el turno de fijación de posiciones, 
intervienen los señores Cavero Lataillade, en repre- 
sentación de la Agrupación del PDP; Trías de Bes 
i Serra, en nombre de Minorfa Catalana; Cañellas 
Fons, del Grupo de Coalición Popular, y Granados 
Calero, del Grupo Socialista. 

Página 

Preguntas ................................ 3394 

Página 

Del Diputado don Baltasar de Zárate y Pe- 
raza de Ayala, del Grupo Parlamentario 
CDS, que formula al señor Ministro de 
Sanidad: ¿Cómo explica el cese de los 



- 3314 - 
CONGRESO 25 DE JUNIO DE 1987.-NÚM. 56 

Directores Médicos de la Residencia Sa- 
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mo (Garcfa Vargas) informa que los ceses en  cues- 
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Expuesta la pregunta por el señor Segurado García, el 
señor Ministro de Economía y Hacienda (Solchaga 
Catalán) señala que las medidas anunciadas se re- 
fieren a una reducción de los tipos en el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, no signifi- 
cando, por tanto, una reforma fiscal de carácter 
general. 
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Expuesta la pregunta por el señor Calero Rodríguez, el 
señor Ministro de Economía y Hacienda (Solchaga 
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Formulada la pregunta por el señor De Rato Figare- 
do, el señor Ministro de Economía y Hacienda (Sol- 
chaga Catalán) informa de lo complejo de la situa- 
ción planteada, habida cuenta de que la disposición 
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Se suspende la sesión a las nueve y cincuenta minu- 
tos de la noche. 

Se abre la sesión a las nueve y diez minutos de la 
mañana. 

JURAMENTO O PROMESA DE ACATAMIENTO A LA 
CONSTITUCION POR NUEVOS SEÑORES DIPUTA- 
DOS 

El señor PRESIDENTE: Comienza la sesión. 
Como asunto previo al orden del día de la sesión, va- 

mos a proceder al juramento o promesa de acatamiento 
a la Constitución de algunos Diputados proclamados elec- 
tos que sustituyen a otros que han presentado su renun- 
cia al escaño. 

Don Juan Alfonso Pérez, (jura o promete S. S. acatar la 
Constitución ? 

El señor ALFONSO PEREZ: Sí, prometo. 

El señor PRESIDENTE: Don Conrado Alonso Buitrón, 
¿jura o promete S. S. acatar la Constitución? 

El señor ALONSO BUITRON: Sí, prometo. 

El senor PRESIDENTE: Don Carlos Alberto Dávila 
Sánchez; ¿jura o promete S .  S.  acatar la Constitución? 

El señor DAVILA SANCHEZ: Sí, prometo. 

El señor PRESIDENTE: Don Antonio Pérez Solano, 
¿jura o promete S. S .  acatar la Constitución? 

El señor PEREZ SOLANO: Sí, juro. 

El señor PRESIDENTE: Don Daniel Vidal Escartí, 
¿jura o pmmete S .  S .  acatar la Constitución? 

EI seXor VIDAL ESCARTI: Sí, prometo. 

El señor PRESIDENTE: Don Daniel Vidal Escartí, don 
Antonio Pérez Solano, don Carlos Alberto Dávila Sánchez, 
don Conrado Alonso Buitrón y don Juan Alfonso Pérez han 
adquirido la condición plena de Diputados. Bienvenidos 
a la Cámara. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSICIONES DE 
LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO CDS, SOBRE MO- 
DIFICACION DE LA LEY DE 18 DE JUNIO DE 1870 

CHO DE GRACIA 
SOBRE NORMAS PARA EJERCICIO DEL DERE- 

El señor PRESIDENTE: Punto primero del orden del 
día: Toma en consideración de proposiciones de Ley. En 
primer lugar, la del Grupo Parlamentario del CDS, sobre 
modificación de la Ley de 18 de junio de 1870 sobre nor- 
mas para ejercicio del derecho de gracia. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Buil. 

El señor BUIL GIRAL: Señor Presidente, señoras y se- 
ñores Diputados, para defender la proposición de ley so- 
bre modificación de la Ley provisional de ejercicio del de- 
recho de gracia. Es normal que al tratar de cualquier ins- 
titución jurídica se estudie, primeramente, se haga un 
bosquejo de su evolución y vigencia en los aspectos tem- 
poral y espacial. Lo voy a hacer muy brevemente, pero 
considerando que existe una cierta necesidad de marcar 
la figura en su ámbito social. 

El tratamiento- de las instituciones jurídicas cobra de 
eite modo una relativa homogeneidad en cada área cul- 
tural, lo que facilita su perfeccionamiento y adaptación a 
los cambios sociales. La institución del indulto como for- 
ma de gracia es tan antigua como las normas consuetu- 
dinarias penales y fue usada por las mismas personas que 
imponían la condena y,  más adelante, en tiempos proto- 
históricos, bien por quien llevaba el poder político de la 
comunidad, bien por la asamblea del pueblo, como se ha- 
cía en Grecia. Pero el desarrollo del derecho de gracia se 
produce fundamentalmente en Roma, tomando primera- 
mente forma de ley votada en los comicios y atribuida 
posteriormente al emperador desde que Augusto avocó el 
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derecho de gracia que se ejercitaba con el concurso del 
Senado. 

Llegados a este punto, pqede decirse que el derecho de 
gracia y sus formas de amnistía e indulto reúnen ya to- 
das las características que se le han reconocido en tiem- 
pos posteriores: potestad del poder político máximo, in- 
tervención de un órgano consultivo y modificación de la 
pena impuesta en el indulto o extinción de la acción pe- 
nal en la amnistía. 
No consideraremos el Derecho intermedio por el gran 

casuismo de los fueros y ordenanzas, especialmente en 
nuestro país, vigentes en los distintos territorios y fuerte- 
mente influidos por el carácter privado de la pena. En 
todo caso, persisten en los acorpus» más importantes 
(Fuero Juzgo, Compilación de 1247 y Partidas) los carac- 
teres que hemos señalado. Sobre esta base se producen 
las regulaciones del siglo pasado, Reglamentos de 1805 y 
1807 del Presidio de Cádiz, donde se contempla por pri- 
mera vez la conducta del penado, Código Penal de 1822, 
en el que se establecen limitaciones a los indultos parti- 
culares, y Ordenanza General de Presidios de 1834, en la 
que se confería a los jefes de los establecimientos la fa- 
cultad de proponer remisiones de hasta la mitad del tiem- 
po de condena. 

Con esto, llegamos a la Ley provisional de 1870, vigen- 
te en la actualidad y a la que se refiere nuestra proposi- 
ción de ley. Diremos, en primer lugar, que es una buena 
ley, que ha servido, en situaciones políticas y sociales muy 
diversas, para el ejercicio del derecho de gracia, impidien- 
do abusos y extralimitaciones. 

Por otra parte, la Ley define para el derecho de gracia 
el carácter de potestad del Estado, personalizado en el 
Rey, que se impone constitucionalmente a los poderes re- 
sidenciados (el Legislador, los Tribunales y el Ejecutivo), 
por razones de conveniencia política general o singular. 
Las motivaciones pueden ser circunstanciales - como 
acontece en las amnistías o indultos generales- o perma- 
nentes -política de rehabilitación o reinserción en los in- 
dultos particulares-, pero, en todo caso, es una potestad 
que trata de hacer justicia, suspendiendo el automatismo 
de la aplicación de las leyes y moderando sus consecuen- 
cias directas. 

Si todo esto tenía una racionalidad evidente en épocas 
anteriores, cuando prevalecía el carácter retributivo de la 
pena, en los momentos actuales, en los que España ha asu- 
mido constitucionalmente orientaciones penitenciarias 
en las que prima la finalidad reorientadora del penado y 
se refuerzan las consideraciones subjetivas en la defini- 
ción del delito y la imposición de la pena, en esta situa- 
ción, digo, es necesario adecuar todos los mecanismos le- 
gales para hacer justicia precisamente en el área en que 
la decisión judicial condenatoria tiene siempre unas con- 
secuencias aflictivas para el condenado. Precisamente por 
esta razón, en la reforma del Código Penal, ya al princi- 
pio, se introdujo el párrafo segundo del artículo 2: con 
el ánimo de perfeccionar estos instrumentos de gracia. 

Mediante este precepto, el párrafo segundo del artícu- 
lo 2.0, se otorga a los Tribunales la facultad de proponer 
el indulto en aquellos casos en que aprecien una falta de 

equidad entre la conminación penológica que establece el 
Código y el hecho concreto enjuiciado. Pero ya desde su 
aparición suscitó controversia y así, mientras Pacheco lo 
consideraba un gran acierto porque servía para atenuar 
la dureza excesiva de la ley penal en su aplicación estric- 
ta y un remedio para reparar los errores judiciales en los 
casos en que no fuera viable la revisión, otros autores de 
la corriente positiva del Derecho entendían que entraña- 
ba una contradicción. 

Pese a su antigüedad, el párrafo segundo del artículo 
2 / solamente ha adquirido verdadera importancia desde 
que se operó la reforma penal de 1971 y se abordó la orien- 
tación espiritualista de la ley penal consolidada firme- 
mente en reformas posteriores, especialmente en la de 
1983. 

Hoy son frecuentes las propuestas de indulto de los Tri- 
bunales basadas en razones de equidad u otras semejan- 
tes. Quizá pueda parecer una cuestión de poca trascen- 
dencia social el intento de mejorar la tramitación de este 
tipo de indulto propuesto por el propio tribunal senterr- 
ciador, que alcanza unos pocos cientos de casos, Sin em- 
bargo, la propia trascendencia de la sanción penal, el he- 
cho de proponerse sin apenas excepción en beneficio de 
condenados sin antecedentes y por razones que nadie 
como el propio tribunal sentenciador puede apreciar, ha- 
cen obligado un tratamiento especial en la tramitación, 
aunque no falten quienes se inclinan por la aceptación 
obligada de la propuesta, solución que sería justa, pero 
que necesitaría una reforma conceptual de la institución 
del indulto. 

La tentación para proponerlo así ha sido fuerte por im- 
perativos de supremacía en la equidad sobre la norma po- 
sitiva. Con ello se superaría la función atribuida a los Tri- 
bunales, heredera aún, en buena parte, de la concepción 
decimonónica como meros aplicadores de la ley. 

Los argumentos a favor de tal posibilidad son numero- 
sos y residen en superar la idea de administrar justicia, 
en el conocimiento directo de circunstancias que atenúan 
en un sentido lato la peligrosidad del condenado o que le 
hacen especialmente apto para su rehabilitación, en la 
imposibilidad también de aplicar atenuantes, incluso la 
de análoga significación del número 10 del artículo 9:del 
Código Penal, y también por la complejidad en general de 
muchas situaciones. 

Los argumentos en contra se refieren a la inmisión en 
el área de determinación del Derecho objetivo y en el pe- 
ligro de que por esta vía se instalara un arbitrio judicial 
excesivo en la fijación de la pena, lo que debilitaría la se- 
guridad jurídica y daría lugar a la emergencia de una es- 
pecie de jurisprudencia marginal de consecuencias nega- 
tivas para la definición de la norma penal y para la polí- 
tica general de prevención y represión del delito. 

De aprobarse esta proposición de ley quedaría abierta 
dicha posibilidad por vía de enmienda, lo que redunda- 
ría en bien tanto del penado como del servicio público de 
la justicia y de la justicia misma. Y no supondría un que- 
branto notable a los planteamientos generales de la Ad- 
ministración de Justicia, ya que la exigencia de acuerdo 
en la administración penitenciaria del fiscal y del perju- 
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dicado, confieren a la propuesta garantías de acierto y 
oportunidad. .r 

No obstante, puesto que tal planteamiento afecta a 
cuestiones que no aparecen suficientemente dilucidadas, 
hemos preferido abordar un simple problema de tramita- 
ción preferente que, al menos, sirva para despejar más rá- 
pidamente la incertidumbre de aquellas personas conde- 
nadas por sentencia firme en las que concurran las cir- 
cunstancias que se determinan en el texto: acuerdo del tri- 
bunal, informes favorables del Ministerio Fiscal y del es- 
tablecimiento penitenciario donde se cumple condena y, 
de ser conocido, conformidad del perjudicado por el 
delito. 

Creemos que con esta modesta reforma se avanza un 
poco hacia ese objetivo de una justicia más perfecta y 
satisfactoria. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Buil. 
¿Turno en contra? (Pausa.) iGrupos que desean fijar po- 

sición? (Pausa.) En nombre del Grupo Mixto tiene la pa- 
labra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. En nombre de las Agrupaciones Indepen- 
dientes de Canarias, queremos mostrar nuestro apoyo -y 
vamos a hacerlo constar así con nuestro voto favorable- 
a esta proposición de ley que presenta el Grupo de Cen- 
tro Democrático y Social. Y lo hacemos, en primer lugar, 
por consecuencia con lo que ha sido tradicionalmente en 
España el Código Penal y toda la filosofía del Derecho. La 
figura del indulto y de la amnistía han sido una vieja y 
constante tradición, pese a sus altibajos, en el Derecho Pe- 
nal español. 

Pero fijándonos no tanto en la figura jurídica de la am- 
nistía sino en 19 figura del indulto, nosotros creemos que 
es oportuna la presentación de esta proposición de ley que 
hace el CDS, basándonos fundamentalmente en dos prin- 
cipios: el de esta tradición jurídica española y el de la ca- 
suística del proceso ordinario. En los Tribunales de Jus- 
ticia, actualmente y estadísticas en mano, son bastante 
significativas las causas de revisión de procesos con sen- 
tencia firme y la tramitación de expedientes de solicitud 
de indulto, sobre todo por lo cambiantes que han sido, no 
solamente en el Derecho sino en el hábito y en las cos- 
tumbres de la población, los enjuiciamientos generales so- 
bre determinadas figuras delictivas, donde muchas veces 
son solamente circunstancias temporales las que han he- 
cho fundamental la aplicación más bien con exceso de ri- 
gor de la ley del que un principio de ética jurídica hubie- 
ra exigido. 

Penalistas españoles como Jiménez de Asúa y como Fe- 
derico Castejón y Martínez de Arizala, en toda su trayec- 
toria como penalistas no han rechazado toda una cues- 
tión relativa al indulto, sino todo lo contrario, le han dado 
un tratamiento y un encauzamiento, porque en el fondo 
subyacería la pregunta de si el principio de ejemplaridad 
que tiene que conseguir la Justicia se alcanza mejor so- 
bre el justiciable con una aplicación rigurosa «in extre- 

mis» del cumplimiento de la pena, o en determinado mo- 
mento del procedimiento de cumplimiento de esta pena, 
en la privación de libertad o en cualquiera de sus causas 
accesorias civiles, con la aplicación de la figura del indul- 
to. Nosotros nos inclinamos por esta segunda acepción. 
Una vez hecha la causa de la ley sobre el justiciable no 
tiene por qué privársele en aquellas atenciones, con las 
garantías. pertinentes, del derecho al indulto. 

Si bien es cierto que nuestra Constitución, de manera 
ejemplarizante, viene a proscribir totalmente los indultos 
con carácter general, lo que es perfectamente comprensi- 
ble, en cambio no excluye la aplicación del indulto con ca- 
rácter individual para una serie de determinadas figuras 
que el Derecho y el Código Penal tienen que evidenciar. 
Nosotros entendemos que si hoy los Tribunales de Justi- 
cia tienen la obligatoriedad de tramitar todas las peticio- 
nes de indulto -el aumento de la población penal espa- 
ñola hace que las causas de legitimación para que pros- 
peren estos expedientes produzcan un auténtico cuello de 
botella por falta de una ordenación y una reglamenta- 
ción- es aquí donde basamos nuestro segundi, voto afir- 
mativo, en la oportunidad de esta proposición de ley que 
vendría a regular y a agilizar, con todas las plenas garan- 
tías que en Derecho procedan, la causa de presentación 
de una resolución favorable de un expediente de indulto; 
y no tanto porque no esté contemplado en nuestra filoso- 
fía jurídica actual, sino precisamente por estos entorpe- 
cimientos que hacen necesaria una adecuación en flexibi- 
lidad de todo el procedimiento. 

Nada más, señorías, sino volver a reiterar nuestro apo- 
yo a esta proposición de ley. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Por la Agrupación de Izquierda Unida-Esquerra Cata- 

lana, tiene la palabra el señor Sartorius. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUES: Señor Presidente, señorías, nuestro Gru- 
po, en cuanto al fondo de la proposición planteada por el 
CDS, tiene algunas reservas -a las que voy a hacer refe- 
rencia- que nos inclinarían a un voto negativo, a pesar 
de estar totalmente en la línea de que es necesario en 
nuestro país que los indultos se gestionen y se resuelvan 
rápidamente. Sin embargo, por una tradición de este Gru- 
po en el sentido de favorecer y respetar la tarea e inicia- 
tivas legislativas de la oposición, vamos a votar a favor 
de su toma en consideración. 

Explico por qué tenemos reservas en cuanto a esta pro- 
posición: porque al referirse la proposición únicamente al 
supuesto contemplado en el párrafo segundo del artículo 
2: del Código Penal, podría establecerse un cierto trato 
de favor, por no decir de privilegio, o un desequilibrio en 
la tramitación de los mismos respecto a otras situaciones 
parecidas o similares que no encajarían en el supuesto del 
párrafo segundo del artículo 2." del Código Penal. Podría 
haber ahí un problema que a nosotros nos preocupa. Es- 
tamos de acuerdo con la filosofía del CDS y por eso va- 
mos a votar a favor, pero creemos que en su tramitación 
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- e n  el supuesto de que se tomen en consideración- no- 
sotros deberíamos formular enmiendas para corregir esta 
situación. Probablemente el Grupo proponente estará de 
acuerdo en que se puede mejorar el texto. En el fondo, el 
problema grave (este Grupo ya tuvo ocasión de debatirlo 
en este Pleno cuando se planteó el tema de los indultos a 
los jornaleros andaluces procesados) reside en que hoy día 
los trámites de los expedientes de indulto en el Ministe- 
rio de Justicia son excesivamente lentos por una deficien- 
cia de funcionamiento del propio Ministerio en ese terre- 
no. Tanto es así que hay expedientes de indulto que lle- 
gan cuando el penado ya ha salido en libertad o ha pasa- 
do a otra situación diferente que no sea ir a la calle. El 
problema no está tanto en normas -porque se hacen mu- 
chas normas, pero luego la realidad de la vida va por otra 
parte- sino en que el Ministerio de Justicia funcione 
como es debido en la tramitación de estos expedientes de 
indulto. 

Esto es lo que a nosotros nos preocupa más porque la 
tramitación de todos los expedientes de indulto de los que 
depende la libertad de una persona debe ser absolutamen- 
te sumaria. Lo que está en juego es la libertad de una per- 
sona y, por tanto, es lógico que se aceleren los trámites 
dentro de lo que es exigible en la seguridad jurídica que 
estas cuestiones deben tener. 

Concluyo, señor Presidente, señorías, diciendo que va- 
mos a votar a favor de la proposición de ley del Grupo pro- 
ponente, por lo que dije al principio. Hacemos estas re- 
servas en cuanto al fondo. Esperamos que la proposición 
siga su camino, y ya tendremos ocasión de rqejorar y am- 
pliar esta importante modificación de la Ley de 1870. 

Nada más y gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Sartorius. 
Por la Agrupación del Partido Liberal, tiene la palabra 

el señor Bravo de Laguna. 

El señor BRAVO DE LAGUNA BERMUDEZ: Gracias, 
señor Presidente. El contenido de la proposición de ley 
que plantea el Grupo del CDS es extremadamente senci- 
llo: se limita a pretender que, entre los diferentes expe- 
dientes de indulto de posible tramitacibn, se dé preferen- 
cia a aquéllos promovidos a instancias del tribunal sen- 
tenciador, en ciertas condiciones. 

Conforme a la vigente ley de 18 de junio de 1870, Ley 
que aunque fue calificada de provisional ha mostrado su 
virtualidad durante más de un siglo, se establecen las nor- 
mas para el ejercicio del derecho de gracia, el procedi- 
miento de indulto, que puede ser iniciado por el propio 
reo, por sus parientes o por cualquier otra parsona en su 
nombre, según el artículo 19; por el tribunal sentencia- 
dor, el Supremo o el fiscal de cualquiera de ellos, artícu- 
lo 20; o de oficio, por el Gobierno. 

No existe en esa Ley normas sobre preferencias en la 
tramitación de tales expedientes de indulto, por lo que, 
dado el carácter limitativo que tiene en nuestro sistema 
el arbitrio judicial, se puede considerar oportuno que el 
sentenciadot ponga de manifiesto por esta vía un criterio 
de equidad o su opinión en justicia, aunque la estricta le- 

galidad conduzca a otro resultado. Habría que indicar 
que si esto se produce en exceso con repecto a alguna nor- 
ma penal concreta, lo que estaría es mal regulada la pe- 
nalidad de un determinado supuesto, que sería sanciona-. 
do por la ley con excesivo rigor, y que debería producir 
más que una cadena de indultos una modificación de la 
legislación penal. Esta proposición de ley no altera en ab- 
soluto la naturaleza jurídica del indulto, ni afecta a su 
concesión o denegación, por lo que la decisión sobre la 
preferencia o no de dar este tratamiento a determinados 
expedientes es una voluntad exclusivamente política. 

Ahora bien, sin que la proposición de ley del CDS deba 
plantear esta cuestión, dejo meramente apuntado aquí si 
no 'sería conveniente analizar en profundidad la figura 
misma del indulto, la posibilidad de que la decisión últi- 
ma sobre indulto recaiga en el Gobierno; y si esto de al- 
guna manera puede o no ir contra el criterio de estricta 
división,de poderes, establecido en la Constitución. El ar- 
tículo 62 de la Constitución establece que corresponde al 
Rey uejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley...», 
y que no podrán autorizarse indultos de carácter general. 
Si bien los actos del Rey (como dice el artículo 63) han 
de ser refrendados siempre por el Presidentesdel Gobier- 
no o alguno de los Ministros, se puede plantear un pro- 
blema de Derecho constitucional más profundo que el sus- 
citado por la mera propuesta del CDS sobre la naturale- 
za jurídica del indulto, porque, en definitiva, es siempre 
dejar en manos del Gobierno la posibilidad de dejar sin 
eficacia una sentencia de los tribunales. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bravo de La- 

Por la Agrupación del PDP, tiene la palabra el señor Pé- 
guna. 

rez Dobón. 

El señor PEREZ DOBON: Gracias, señor Presidente. 
Muy brevemente. La Ley de 1870, relativa al ejercicio del 
derecho de gracia, por una vez ha hecho bueno aquel prin- 
cipio medieval de que el Derecho, si viejo, buen Derecho. 
Es una buena Ley que ha servido durante más de un si- 
glo. Pero, efectivamente, necesita ciertos retoques. El re- 
toque que pretende introducir la proposición de ley del 
Centro Democrático y Social parece acertado. 

Esa Ley, que tiene una inspiración evidentemente libe- 
ral, puesto que fue aprobada con los vientos de la Cons- 
titución de 1869, por muy perfecta que sea desde el pun- 
to de vista técnico, es hora de que se la añadan matices 
en algunos preceptos. ¿Qué pretende en definitiva la pro- 
posicióp de ley que tratamos en este momento? Simple- 
mente hacer que el procedimiento de concesión de indul- 
tos se aplique con mayor rapidez a aquellos casos en los 
que el propio tribunal sentenciador solicita el ejercicio del 
derecho de gracia. 

Como bien dice la proposición de ley, se exigen varias 
circunstancias concurrentes, que son el acuerdo del tri- 
bunal y que no haya oposición por parte del ministerio fis- 
cal ni del perjudicado. Como la petición del. Centro De- 
mocrático y Social se reduce a esta adicibn a la Ley de 
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1870, creemos que, incluso desde el punto de vista expe- 
rimental, sería bueno ver cómo la introducción de este 
precepto repercute en la tramitaci6n de los indultos. Por 
ello, anuncio el voto favorable de la Agrupación del PDP. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pérez Dobón. 
Por el Grupo de Coalición Popular, tiene la palabra el 

señor Cañellas. 

El señor CANELLAS FONS: Gracias, señor Presidente. 
Muy brevemente, porque tanto el contenido de la propo- 
sición de ley como el de la Ley de gracia, a la cual va di- 
rigida esta proposición como adición, han sido ya sufi- 
cientemente comentados esta mañana en esta Cámara. 

Mi Grupo entiende que la proposición presentada por 
el CDS ha de ser valorada positivamente y lógicamente 
va a apoyarla. Como ya se ha dicho, su contenido no su- 
pone más que una precisión a la Ley que regula el dere- 
cho de indulto y un añadido que atribuye a los expedien- 
tes que emanen del tribunal sentenciador una preferencia. 

Desde el año 1950, en las memorias del ministerio fis- 
cal se señalaba ya la necesidad de que el juzgador pudie- 
ra llamar la atención, por así decirlo, de las autoridades 
del Estado en aquellos casos en que el Derecho aplicado 
en la sentencia resultara excesivo a los hechos enjuicia- 
dos. De modo que esta proposición no recoge una necesi- 
dad surgida últimamente, sino que manifiesta un modo 
de opinar que ya imperaba en el foro de nuestra nación. 
' Sin embargo, tenemos que hacer una reserva. La atri- 
bución de un derecho de preferencia a los expedientes que 
emanen de esa decisión del tribunal sentenciador puede 
ser simplemente la formulación de un mero deseo, por 
cuanto la afirmación legal de que esos expedientes tienen 
un derecho preferente a su tramitación sobre los demás 
puede verse contradicha en la realidad, y hasta es posible 
que de hecho lo sea, por la práctica diaria de la Adminis- 
tración de justicia, desde el momento en que su inobser- 
vancia no tiene una consecuencia para quien los incum- 
pla y sea responsable de su tramitación. 

En cualquier caso, mi Grupo va a apoyar la toma en 
consideración de la proposición de ley, aun a riesgo de 
que éste sea uno más de los buenos deseos que forman el 
empedrado de la situación cuasi infernal por la que está 
atravesando nuestra justicia. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cañellas. 
Por el Grupa Socialista, tiene la palabra el señor Jover. 

El señor JOVER PRESA: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, voy a referir mi intervención única y 
exclusivamente al objeto estricto de la proposición de ley. 
N o  voy a entrar en temas mucho más amplios y comple- 
jos, como podría ser la naturaleza jurídica del indulto o 
incluso los problemas que podría plantear actualmente, 
como aquí se ha dicho, el hecho de que el indulto como 
tal pudiera dc alguna mancra ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Jover, rue- 

Cuando quiera, puede continuar, señor Jover. 

El señor JOVER PRESA: Gracias, señor Presidente: 
Decía que no voy a entrar en la discusión de estos te- 

mas, que van mucho más allá del contenido de la propo- 
sición. Y menos aún creo que sea éste el momento de dis- 
cutir sobre la naturaleza del indulto y sobre su posible en- 
caje o no en el principio de separación de poderes. 

Nosotros encontramos en esta proposición de ley algu- 
nas cautelas, algunos elementos que en sí mismos podrían 
incluso llevar a un voto de rechazo. Existen problemas, 
existen dudas que nos plantea el texto de la proposición 
de ley, y voy a exponerlas muy por encima. 

Nuestro Grupo considera que con esta proposición de 
ley no se viene a resolver realmente ningún problema con- 
creto. No hay, pues, ninguna necesidad social a la que se 
responda. ¿Qué es lo que pretende esta proposici6n de 
ley? Unica y exclusivamente que entre los expedientes de 
indulto que ya se están tramitando, los que ya han sido 
propuestos por el tribunal sentenciador y en los que se 
den determinadas circunstancias, tengan tramitación 
preferente sobre aquellos en los que no se dan. Lo que se 
propone es algo que ya se está haciendo. Esta es la prác- 
tica que se está siguiendo en el Ministerio de Justicia y ,  
cohcretamente, en la Sección de gracia que hay en el Mi- 
nisterio para la Tramitación de los indultos. 

Todos aquellos indultos que vienen propuestos por el 
tribunal sentenciador, de acuerdo con lo que dice el ar- 
tículo 2." párrafo segundo, del Código Penal, y en los que 
los informes del ministerio fiscal, del Ofendido y del es- 
tablecimiento penitenciario en que el condenado cumple 
su pena sean favorables son ya tramitados en la práctica 
con carácter preferente sobre aquellos que no tienen es- 
tas características. Por tanto, la proposición de ley no vie- 
ne a resolver ningún problema real concreto. Ya se está 
haciendo así. Esta es la práctica administrativa que se 
produce en la tramitacibn de los indultos. Así pues, lo úni- 
co que se pretende y que se conseguiría con la proposi- 
ción de ley sería dar rango legal y convertir en un impe- 
rativo legal aquello que ya realmente existe y se está 
haciendo. 

Al mismo tiempo se plantea aquí el segundo de los pro- 
blemas a que me refería anteriormente: Al convertir en 
imperativo legal lo que hasta ahora es solamente -y ya 
es much- un criterio de orientación, se podría perder 
una cierta flexibilidad y conducir - c o m o  aquí ya se ha 
dicho por parte de otro interviniente- a problemas que 
no son queridos por los propios proponentes. De esta for- 
ma se podría impedir al titular del derecho de gracia, es 
decir, el Poder ejecutivo, el establecimiento de las priori- 
dades políticas que pudieran aconsejar las circunstancias 
en la tramitación de los expedientes de indulto. 

Un ejemplo muy simple: Imaginemos un expediente de 
indulto en el que existen razones de cualquier naturaleza 
(políticas, éticas, las que sean) que aconsejan una máxi- 
ma celeridad, pero en el que no se ha producido el infor- 
me favorable del pcrjudicado, que es una de las exigen- 

go silencio, por favor. (Pausa.) 
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cias que se plantean en la proposición de ley. Pues bien, 
de aplicarse la literalidad de la proposición de ley, resul- 
taría que estos expedientes de indulto, por muy urgentes 
que fueran, no podrían resolverse por el Consejo de Mi- 
nistros mientras no se hubieran resuelto previamente to- 
dos aquellos que respondan a las características o exigen- 
cias que contempla la proposición de ley, aunque no fue- 
ran igualmente urgentes, aunque no requieran una cele- 
ridad tan loada, lo cual significa que estamos dando una 
rigidez innecesaria a la tramitación de los procedimien- 
tos de indulto. 

Existen, además, problemas menores, de pura termino- 
logía, en la exposición de motivos. En todo caso, señor 
Presidente, a nuestro Grupo le ha parecido que ninguno 
de estos problemas son excesivos, que todos ellos pueden 
resolverse por la vía de la presentación de enmiendas. Con 
las cautelas ya reseñadas, nuestro Grupo va a votar a fa- 
vor de la toma en consideración de la proposición de ley 
que estamos discutiendo. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Jover. 
Vamos a proceder a la votación de la toma en conside- 

ración de la proposición de ley, del Grupo Parlamentario 
CDS, sobre modificación de la Ley de 18 de junio de 1870 
sobre normas para ejercicio del derecho de gracia. 

Comienza la votación (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 227; a favor, 224; en contra, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la toma en 
consideración de la proposición de ley. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO-AGRUPA- 
CEON DE DIPUTADOS IZQUIERDA UNIDA- 
ESQUERRA CATALANA, SOBRE COMERCIO IN- 
TERIOR 

El señor PRESIDENTE: Proposición de ley del Grupo 
Parlamentario Mixto, Agrupación de Diputados Izquier- 
da Unida-Esquerra Catalana, sobre comercio interior. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Sartorius. 
(Rumores.) Un momento, señor Sartorius. Ruego a 
S S .  S S .  guarden silencio y ocupen sus escaños. 

El señor SARTORIOS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUES: Señor Presidente, señorías, voy a presen- 
tar y defender ante la Cámara la proposición de ley de co- 
mercio interior, de la que, en su día la Agrupación de 
Diputados de Izquierda Unida, al amparo del articulo 124 
y siguiente del Reglamento, solicitó su correspondiente 
tramitación. 

No desconocen SS. SS. que el artículo 53.1 de la Cons- 
titución española señala que la ley regulará el comercio 
interior y el régimen de autorización de productos comer- 
ciales. Pues bien, después de diez años de promulgada la 
Constitución espanola, este mandato no se ha cumplido 

todavía, por dos razones que a mí me parecen importan- 
tes: Una, que el sector del comercio, sobre todo del pe- 
queño comercio, formado por pequeñas y medianas em- 
presas, no ha tenido la suficiente fuerza ni organización 
para presionar en esta dirección; y, dos, porque quien sf 
ha tenido en nuestro país fuerza para presionar y conse- 
guir regulaciones en este campo han sido las grandes em- 
presas del comercio que consiguieron, con el llamado 
«Decreto Boyer», o Real Decreto-ley 2/1985, de 30 de 
abril, que les concedieran lo que les interesaba, que era 
la libertad de horario comercial. 

Hoy, como saben SS. SS., es un clamor en el sector la 
necesidad de regular nuestro comercio interior y, como 
todo llega en la vida, ustedes saben también que ese sec- 
tor se ha empezado a movilizar en los últimos tiempos 
planteando una serie de problemas importantes en nues- 
tro país. Y no sólo por intereses corporativos. 

Con la proposición de ley que traemos ahora a esta Cá- 
mara se pretenden tener en cuenta, de forma equilibra- 
da, los intereses que concurren en el comercio interior. 
En primer lugar, de los consumidores: de la economía na- 
cional; de las personas que en ello trabajan; y de la pe- 
queña y mediana empresa. En una palabra, del sector en 
su conjunto. 

No creo que sea necesario insistir demasiado en la im- 
portancia del ámbito de la proposición de ley, porque es 
evidente. Sin embargo, voy a aportar alguna aclaración. 
Según los datos de la Contabilidad Nacional, en base a 
1980, el comercio interior contribuía en un 13 por ciento 
del producto interior bruto; ocupaba al 12 por ciento de 
la población activa, aproximadamente un millón doscien- 
tos mil trabajadores; existían unas 66.000 empresas ma- 
yoristas en nuestros país y unas 600.000 empresas mino- 
ristas. Por tanto, esta proposición de ley afecta a un ám- 
bit0 de la economfa nacional y de problemas sociales de 
enorme trascendencia. 

Es evidente que tan importante realidad económica y 
social no puede estar sin regular o con regulaciones par- 
ciales e inconexas, como ocurre en la actualidad. Se han 
aprobado algunas disposiciones normativas en algunas 
Comunidades Autónomas, como es el caso del País Valen- 
ciano, que ha hecho recientemente una ley bastante bue- 
na; de Cataluña, del País Vasco, o un proyecto que hay en 
Galicia; pero no existe un marco a nivel del Estado espa- 
ñol que regule este aspecto tan decisivo de la economía 
nacional. 

La necesidad, por lo tanto, de una ley marco, es eviden- 
te y a ello responde la proposición de ley, que nosotros 
consideramos constructiva, de izquierda Unida, para lo 
que ha contado con la contribución fundamental e ines- 
timable de los sectores de la Federación de Comercio, de 
Comisiones Obreras, y de asociaciones de PYMES que con 
sus sugerencias y sus consideraciones han hecho posible 
la elaboración de esta proposición de ley. 

Es imposible, señorías, explicar en qu ine  minutos 
cómo se encuentra en España el sector del comercio en 
este momento. Pero voy a dar algunos rasgos que justifi- 
can la proposición de ley que presentamos. En primer lu- 
gar, el comercio ha tenido en España la siguiente evolu- 



- 

CONGRESO 
3322 - 

25 DE JUNIO DE 1987.-NÚM. 56 

ción: Desarrollo creciente de las grandes superficies en ex- 
pansión, con la penetración de multinacionales y la tec- 
nología moderna, y aumento de estas grandes superficies 
en las cuotas de mercado. Por lo tanto, un desarrollo de 
esas grandes superficies y de cuota de mercado. De tal 
suerte que el comercio tradicional, en el año 1976, cori- 
trolaba el 73 por ciento del mercado y ahora controla so- 
lamente el 43 por ciento. 

Existe en nuestro país un alto porcentaje de comercio 
minorista independiente, que vive en la más absoluta pre- 
cariedad: bajo nivel formativo, sin las ayudas crediticias 
que existen en otros países europeos, y pasando grandes 
dificultades actualmente. Existen, igualmente, grados 
crecientes de oligopolio, cuando no de monopolio, entre 
los productores y los minoristas. Por ejemplo, en un es- 
tudio reciente, realizado por el Ministerio de Comercio, 
se dice y se demuestra que la distribución de productos 
alimenticios en España es de los más concentrados a ni- 
vel mundial ya que un 10 por ciento de los que distribu- 
yen el producto alimentario controla el 66 por ciento del 
mercado. 

Hay una creciente expansión de la venta ambulante, sin 
ningún tipo de regularización, como una forma de econo- 
mía sumergida en el comercio, que es necesario regular 
y que abarca a cientos de miles de personas en este mo- 
mento en nuestro país. 

Hay en nuestra opinión, igualmente, una nula previsión 
en el comercio en España respecto a un tema decisivo, 
como es el del urbanismo comercial. Hay momentos en 
que se cierra un hipermercado en una zona determinada, 
como ha ocurrido recientemente en Granada con una co- 
operativa, porque el ayuntamiento consideraba que no 
entraba en sus planes de urbanismo y, sin embargo, al 
cabo de un cierto tiempo, se le concede al Corte Inglés, 
prácticamente en el mismo sitio, porque tiene posibilida- 
des de conceder una serie de ventajas que la cooperativa 
no tiene; o no se respetan, en muchos casos, las distan- 
cias que tienen que existir entre los grandes almacenes y 
las grandes superficies, ,con lo que se crean disfunciones 
y perjuicios a otros sectores del cgmercio. Es decir, existe 
una auténtica falta de regulación en este sector importan- 
tísimo, lo mismo que falta también formación profesio- 
nal, que es muy escasa. No digamos en el terreno de la fi- 
nanciación. En el estudio que se ha realizado sobre la ma- 
teria, en comparación con lo que ocurre en otros países 
europeos, se demuestra que en éstos se dan facilidades de 
crédito hasta de quince y veinte anos con tipqs de interés 
preferente, lo que en nuestro país no ocurre de ninguna 
manera. 

Ello conduce a una ausencia de una estructura compe- 
titiva en los canales de distribución, que está impidiendo 
el adecuado funcionamiento del mercado. De ahí, seño- 
rías, que la estructura comercial de nuestro país sea un 
factor negativo en dos aspectos esenciales de la economía 
en este momento: por una parte, fomenta la inflación y ,  
por otra, fomenta el desempleq. (El señor Vicepresidente, 
Carro Mariínez, ocupa la Presidencia.) La inflación la fo- 
menta, porque las ventajas en los costos comparativos 
que tienen las grandes supcrficics comcrcialcs, y que po- 

drían haber ido precisamente a abaratar los precios, no 
han conseguido bajarlos, sino que lo que han hecho ha 
sido que esa ventaja comparativa vaya únicamente a ga- 
rantizar mayores beneficios para ir penetrando cada ver. 
más en determinados mercados, y la conclusión ha sido 
que la venta de los productos al público ha crecido por en- 
cima de los precios percibidos por los fabricantes. Espa- 
ña es el país de Europa en que la relación entre el precio 
de venta al público y el precio que se paga al fabricante 
es mayor. Es decir, que el factor inflacionista de nuestro 
sistema comercial en cuanto al tema de la inflación es el 
mayor de Europa, en estudios realizados en nuestro país 
por el Ministerio de Comercio. Es decir, que nuestro efec- 
to inflacionista en la distribución es muy considerable. 

Por tanto, la argumentación de que las grandes super- 
ficies comerciales son positivas porque abaratan los pre- 
cios no es cierta. En estudios empíricos, en estudios rigu- 
rosos que se han hecho sobre esta materia, eso no es cier- 
to. Por tanto, no tienen ese tipo de ventajas. ¿Y por qué 
destruyen empleo? Porque el fenómeno que se está pro- 
duciendo en nuestrQ país, señorías, y que es importante, 
es que disposiciones como la libertad de horario, que se 
intentó justificar en el sentido de que al estar las tiendas 
abiertas más tiempo Ia gente iba a comprar más y, por 
tanto, iba a aumentar el consumo y, a través del aumen- 
to del consumo, se iba a crear empleo, no han funciona- 
do, sino que ha ocurrido un proceso al revés. Y el proceso 
que ha ocurrido al revés es que la libertad de horario co- 
mercial es una competencia fortísima que se hace a los pe- 
queños comerciantes, que les lleva en muchas ocasiones 
a la ruina, con lo cual se está perdiendo empleo por el sec- 
tor del pequeño comercio y no se está ganando empleo 
por el sector del gran comercio, por la sencilla razón de 
que el fenómeno es otro: se está sustituyendo el trabajo 
fijo que existía en el pequeño comercio por trabajo pre- 
cario y no suficiente en el gran comercio, a través de las 
contrataciones a tiempo parcial, que se hacen incluso por 
días, por horas, por semanas, como todo el mundo sabe. 

Por consiguiente, el fenómeno que ha producido el fa- 
moso decreto-ley, que se conoce en los ambientes del co- 
mercio como del decreto-ley Boyer, no ha sido positivo 
para el pequeño comercio, sino que ha conducido a la rui- 
na a muchos de ellos, genet'ando un ambiente de protes- 
ta, que SS. SS. conocen, en diferentes Comunidades Au- 
tónomas, precisamente por la competencia que esta liber- 
tad de horario les produce. Y no es cierto que un mayor 
número de horas abiertas las tiendas en nuestro país au- 
menta el consumo, porque desde nuestro punto de vista 
,ésa es una visión muy simple del aumento del consumo 
en un país. El aumento del consumo en un país depende 
esencial y fundamentalmente del aumento de la capaci- 
dad adquisitiva, y la gente no deja de comprar porque no 
tenga horas para ello, porque el que quiere comprar algo 
tiene suficientes horas para hacerlo. Es un problema de 
una concesión que se ha hecho g las grandes empresas de 
distribución comercial, que con este sistema lo que hacen 
es arruinar a las pequeñas e ir ganando cuotas de merca- 
do cada vez mayores en nuestro país. Ese es el fenómeno 
que está ocurriendo, en perjuicio evidente de las PYMES, 



- 
CONGRESO 

3323 - 
25 DE JUNIO DE 1987.-NÚM. 56 

que son las que crean empleo y que son las que hay que 
proteger fundamentalmente con esta ley de comercio. 

Tampoco existe en Europa una libertad de horario co- 
mercial. Aquí tenemos un cuadro comparativo de todos 
los horarios comerciales en el mundo, y evidentemente en 
ningún país de Europa existe este invento que nos hemos 
sacado aquí de la libertad de horario comercial, que está 
creando problemas y no ventajas. Incluso en algunos ca- 
sos las propias grandes empresas comerciales están per- 
diendo dinero con las ventas en domingo, y, sin embargo, 
lo están manteniendo, porque es una forma de ir ganan- 
do cada vez cuotas de mercado superiores. 

Estos son los aspectos que la ley pretende regular, me- 
jorar, modernizar, destacando algunas cuestiones de la 
misma que creo que merece la pena reseñar. La ley que 
presentamos se divide en siete capítulos, en los cuales se 
trata, como ley marco y general para ordenar mejor de 
este sector, del ejercicio del comercio, estableciendo el 
mercado único y defendiéndolo, con aspectos importan- 
tes respecto a la formación de los comerciantes y de los 
trabajadores del comercio. El 85 por ciento de los peque- 
ños comerciantes, según un estudio que está en mi poder, 
tiene una información escasísima en cuanto a lo que es la 
gestión del comercio moderno y la introducción de las tec- 
nologías y, por lo tanto, hay un aspecto de formación pro- 
fesional importantísirno en el sector. 

En segundo lugar, es necesario también evitar con esta 
ley la instalación de comercios que puedan ser peligrosos 
para la salud de las personas en el centro de las ciudades, 
y se crean los mercados reguladores de interés nacional, 
en áreas de más de 200.000 habitantes. Nosotros creemos 
que la ley tiene un aspecto importante de democratiza- 
ción del sector, en cuanto establece unas comisiones lo- 
cales y autonómicas, con la participación de las fuerzas 
sociales, de los empresarios, sindicatos y consumidores, a 
nivel local y autonómico, con el fin de que intervengan 
en aspectos esenciales de la regulación del comercio, 
como'es, por ejemplo; el tema de las licencias, con apoyo 
a las cooperativas y a las sociedades anónimas laborales, 
y para que regulen también todo el aspecto del urbanis- 
mo comercial, que nos preocupa sobremanera. 

En tercer lugar, en esta ley nosotros tomamos clara- 
mente posición sobre el tema de los horarios comerciales, 
considerando que no es necesario y que debe prohibirse, 
con carácter general, el que se abran las tiendas los sába- 
dos por la tarde y los domingos y festivos. Entendemos 
que para la protección del pequeño comercio y de los tra- 
bajadores y consumidores del sector, un máximo de 50 y 
un mínimo de 35 horas semanales de apertura del comer- 
cio es suficiente, con horarios generales de seis de la ma- 
ñana a ocho y media. Por tanto, entendemos que la liber- 
tad de horario comercial, como he eiplicado anteriormen- 
te, no es posible. 

El cuarto capítulo está dedicado a la protección del con- 
sumidor, es decir, de todas las condiciones que debe reu- 
nir el producto, y no creo que sea necesario explicar ex- 
cesivamente este tema, teniendo en cuenta que en nues- 
tro país -no en este período, sino en el anterior- han su- 
cedido cosas como lo del aceite de colza, cuyo juicio es- 

tamos viendo en este momento y que, aunque yo no digo 
que lo resuelva una ley de comercio, en parte ha sido el 
producto de una falta de regulación y de rigor en cuanto 
a lo que ha significado la venta en nuestro país. 

También contiene una regulación en cuanto a la liber- 
tad de precios comerciales, pero con ciertas intervencio- 
nes del Estado en determinados momentos, y un capítulo 
específico dedicado a la financiación del comercio, del pe- 
queño y medio comercio, en cuanto a criterios crediticios 
a largo plazo y a tipo de interés preferente, para que se 
pueda modernizar el sector, y un capítulo dedicado a las 
infracciones y sanciones en este sector, cuando no se cum- 
plan las normas existentes. 

Por tanto, con esta ley se trata de democratizar los ór- 
ganos decisorios en materia de comercio y urbanismo co- 
mercial, con las comisiones locales y autonómicas; de es- 
tablecer ciertos criterios que dificulten o, por lo menos, 
regularicen la instalación de grandes superficies sin ton 
ni son, respetando las distancias y el ambiente que debe 
existir en determinados lugares; de eliminar situaciones 
de privilegio que puedan existir; de clarificar los sistemas 
de concesión de licencias a pequeños comerciantes: de ga- 
rantizar la formación continua de los trabajadores del 
sector, facilitando su promoción y de facilitar también el 
acceso de los trabajadores a sociedades anónimas labora- 
les y cooperativas. Se trata, en una palabra, de sujetar la 
caída del pequeño comercio, también en base a facilida- 
des crediticias y a impedir la guerra de precios, así como 
la de horarios, que arruina a las PYMES, y en este senti- 
do habría que decir que en este momento en el comercio 
en nuestro país existe una picaresca enorme, que consiste 
en que hay comercios que en un momento determinado, 
a través de mecanismos como son las liquidaciones o re- 
bajas y otros, hunden empresas para cobrar el precio del 
local, mandar a los trabajadores al Fondo de Garantía Sa- 
larial y con ese dinero abrir otro comercio en otro lugar; 
en este momento existen situaciones de este tipo en nues- 
tro país ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Señor 
Sartorius, en la última Junta de Portavoces se tomó el 
acuerdo de que fuéramos muy estrictos en los tiempos du- 
rante el desarrollo de esta sesión. 

Consiguientemente, le ruego que, habiendo terminado 
su tiempo, concluya en un minuto. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUES: Atiendo su criterio, señor Presidente. Lo 
que ocurre es que cuando empecé a hablar había otro Pre- 
sidente y no me advirtió del tema. Le agradezw la adver- 
tencia y termino en un minuto. 

Por tanto, se trata de sujetar la caída del pequeño co- 
mercio y de evitar las posibilidades de fraude que pueden 
existir en este momento por esa falta de regulación a la 
que hacíamos referencia. 

Señor Presidente, señorías, termino en treinta segundos 
diciendo que somos conscientes de que esta ley que pre- 
sentamos -seguro que el partido de la mayoría nos va a 
hacer esta observación- tiene algunas deficiencias técni- 
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cas, puesto que todas las leyes son mejorables. Estamos 
acostumbrados a que cuando la oposición plantea una 
proposición de ley el grupo mayoritario nos diga que sí, 
que la idea está bien, pero que tiene muchas deficiencias 
técnicas. Lo que le digo al grupo mayoritario es que so- 
mos conscientes de que esta ley es mejorable, pero es un 
esfuerzo notable el que se ha hecho en la elaboración de 
la misma, e incluso en su momento fue saludada por el 
grupo mayoritario como una de las leyes bien hechas que 
habían entrado en la Cámara. También quiero decir que 
todas las leyes, como sus señorías saben, se pueden me- 
jorar en el transcurso del procedimiento de su elabora- 
ción, ponencias, Comisión, Pleno, Senado, vuelta al Con- 
greso. Por tanto, eso no puede ser un argumento para re- 
chazar una ley. 

De lo que estamos convencidos es de que el sector del 
comercio en España necesita una regulación urgente. No 
puede seguir así, y nosotros proponemos esta ley para que 
se regule. Evidentemente, entre todos los grupos de la Cá- 
mara podemos mejorar las leyes mucho y hacer cosas bien 
hechas. Pero, en todo caso, el grupo mayoritario tampoco 
hace siempre bien las leyes técnicamente, y ahí están al- 
gunas sentencias del Tribunal Constitucional para demos- 
trarlo. Por tanto, creo que ése no sería un argumento. Po- 
líticamente, como decisión política, les necesaria hoy una 
ley del comercio en España, ley marco que regule este sec- 
tor tan importante? ¿Sí Q no? Nosotros estamos conven- 
cidos de que sf. Los sindicatos lo piden, las PYMES lo pi- 
den. Evidentemente las grandes empresas no lo. piden, 
porque seguir ganando cuotas de mercado y para seguir 
haciendo lo que les da la gana, que es lo que están ha- 
ciendo en este momento, pero la pequeña y mediana em- 
presa y los trabajadores del sector están pidiendo una ley 
del comercio que regule todas estas cuestiones que he ex- 
plicado aquí. 

Por tanto, espero que tenga la consideración positiva 
por parte de los grupos de esta Cámara. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): {Turno 
en contra? (Pausa.) No habiendo turno en contra, ¿qué 
grupos desean fijar su posición? (Pausa.) 

Por la Agrupación Liberal, el señor Aparicio tiene la 
palabra. 

El señor APARICIO PEREZ: Señor Presidente, seño- 
rías, desde la perspectiva del Partido Liberal no parece 1ó- 
gico, en principio, oponerse al desarrollo de una norma 
que está prevista en la Constitución, ni alterar nuestra 
costumbre de no oponernos a iniciativas procedentes de 
otros grupos de la oposición. Pero no es menos cierto que 
las previsiones del constituyente, guiadas en buena medi- 
da por la prudencia, no siempre se han cumplido. Algu- 
nas cautelas, que entonces resultaban prudentemente ne- 
cesarias, no se han visto correspondidas por la realidad 
social, y creemos que afortunadamente. Basta con repa- 
sar un poco la jurisprudencia constitucional para obser- 
var que el artículo 53.1, que hoy se ha invocado, sólo ha 
surgido en alguna sentencia, en la sentencia 71/1982, de 
30 de noviembre, y ahí sc menciona un tanto de pasada, 

realmente de forma indirecta, con lo cual podríamos, en  
principio, concluir que este art.ículo ha carecido vamos a 
decir tanto de conflictividad como de interés social. 

Para explicar este hecho creo que es suficiente con co- 
nocer lo que ha sido la historia de las transferencias de 
competencias a las Comunidades Autónomas; en concre- 
to, en materia de comercio interior, las Comunidades Au- 
tónomas han sabido resolver, sin grandes problemas, y es 
testigo el Tribunal Constitucional, la ordenación del co- 
mercio interior. No obstante, para desarrollar esta ley, la 
ley prevista en el artículo 53.1, sería necesario -y en esto 
damos la razón a la exposición de motivos- que hubiese 
un auténtico espírituu de claridad y que se contemplase 
esa panorámica de todos los factores concurrentes, pero 
creemos que desgraciadamente la buena voluntad se ha 
frustrado al llegar al articulado. No es una ley clara. Los 
ejemplos son numerosos y creo que bastante contunden- 
tes. En el artículo 1 1, por citar algún ejemplo muy senci- 
llo -voy a ser exhaustivo-, al definir algo tan elemental 
como lo que son los comerciantes minoristas, nos dice que 
son aquellos cuyas transacciones las hacen en su mayor 
parte con clientes destructores, aunque no queden exclui- 
dos otros tipos de clientes. Desde luego -y permítame un 
poco el humor-, como todos sus clientes sean destructo- 
res, van bien servidos con esta proposición de ley. 

Tampoco es un paradigma de claridad afirmar que el 
régimen de funcionamiento y control de los mercados de 
interés nacional será competencia de las Comunidades 
Autónomas, artículo 20 del texto propuesto. 

Al hablar de las comisiones locales y autonómicas de 
comercio, además de establecerse una curiosa equipara- 
ción entre funcionarios, diputados y concejales, que creo 
es más propia de otros sistemas nada democráticos, nada 
se nos dice de su coordinación o interrelación, aunque lue- 
go se hagan auténticos alardes de precisión en cosas tan 
banales como cuáles deben ser las horas de antelación a 
la convocatoria. 

Por otra parte, creemos -ya entrando en el fondo- que 
si se aplicase este título tercero que propone el grupo au- 
tor del proyecto, estaríamos entrando sinceramente en un 
proceso acelerado de desaparición de todos aquellos pe- 
queños comercios, por ejemplo, que se ven obligados a un 
funcionamiento estaciona1 o turístico, que deberán abrir 
un lunes por la mañana en diciembre en la costa Cantá- 
brica y cerrar el sábado por la tarde durante los meses de 
julio y agosto en el resto de España. Si se piensa en sec- 
tores tan concretos y, desde luego, nada dudosos en cuan- 
to a la presencia de grandes multinacionales en ellos ni 
cosas semejantes, como pastelerías y floristerías, le ase- 
guro que con esta ley cierran todas. No queda una sola 
en España. Es obvio que los mecanismos propuestos en 
el referido título tercero sólo favorecen a grandes estruc- 
turas comerciales, sinceramente superiores a las incluso 
existentes hoy en España, que serían las únicas capaces 
de establecer mecanismos compensatorios entre explota- 
ciones con superávit y explotaciones con déficit. Yo creo 
que el texto se ha redactado con un ánimo claramente in- 
tervcncionista que. por otra parte, obligaría a una rees- 
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tructuración traumática de empresas familiares y de pe- 
queña dimensión. 

La actual formulación, además, sería una fuente de con- 
flictos con las Comunidades Autónomas, provocando una 
beligerancia, que ya he dicho que afortunadamente no se 
ha producido hasta hoy. 

Tenga la seguridad el grupo proponente de que en el 
caso de prosperar su iniciativa nuestras enmiendas serían 
numerosas: Me atrevo a decir articulo por articulo. Por 
obvias razones de brevedad y de consecuencias con el trá- 
mite parlamentario en que nos hallamos, he citado sólo 
algún caso que entendía significativo. 

No podemos apoyar esta proposición, a la que directa- 
mente yo aplicaría su artículo 74, en relación con la ex- 
posición de motivos que se nos ha presentado. Dice dicho 
artículo 74, y yo lo pongo en conexión con la exposición 
de motivos: uLos productos envasados, sean o no visibles 
a través del envase, responderán a las descripciones o 
imágenes que figuran en él y, en general, quedan prohi- 
bidas todas las técnicas de estimulación externa que no 
sean reflejo del producto contenidoB. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por la Agrupación del PDP, el señor Camacho tiene la 
cias, sefior Aparicio. 

palabra. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Señor Presidente, se- 
norias, voy a fijar la posición de la Agrupación del PDP 
en la proposición de ley presentada por la Agrupación de 
Diputados Izquierda Unida-Esquerra Catalana, del Gru- 
PO Mixto. 

Fijado el criterio general de la toma en consideración 
de las proposiciones de ley que se traigan a esta Cámara 
con el objeto de ser enmendadas en la Comisión, nos res- 
ta la duda, que dejo planteada en esta tribuna, de si el co- 
mercio, que es una actividad tan dispersa y tan múltiple, 
puede quedar constreñido a ser regulado por una ley sin 
el riesgo de caer en un corsé rígido, que no permita que 
la funcidn comercial se desarrolle con la riqueza con que 
debe desarrollarse un sector en el que sólo la libertad y 
la competencia leal pueden hacer posible la riqueza del 
país. Decir la riqueza del país no es utilizar un concepto 
grandilocuente, sino considerar que el comercio interior, 
unido a la vertiente del comercio Gxterior, es lo funda- 
mental para el progreso económico y social en este mo- 
mento en que nos encontramos, con unas fronteras abier- 
tas ante la Comunidad Económica Europea y ante otros 
países del mundo, por lo que veo más difícil, más delica- 
do, que una ley de comercio interior no deba ceñirse ex- 
clusivamente a un marco o a unas bases, a una ley gene- 
ral de ordenación del comercio, a través de la cual se pue- 
dan llevar adelante muchas de las reformas que ha ex- 
puesto el proponente en esta tribuna, que son totalmente 
imprescindibles. Voy a citar las que me parecen funda- 
mentales, que son las siguientes. 

La primera, la formación del comerciante, la profesio- 
nalidad del comerciante. Hay que definir precisamentc, 

dentro de la estructura comercial, lo que es el comercian- 
te que está viviendo, ocupando un 12 por ciento de la po- 
blación, con más de un millón de trabajadores, en unas 
condiciones precarias, que s610 pueden ser equiparables 
a las más ancestrales y subdesarrolladas estructuras agra- 
rias de nuestro país. El comercio funciona en muchos si- 
tios con el clavo y la factura por toda contabilidad, y así 
es muy difícil desarrollar un sector tan importante. 

Dicho esto, no hay duda de que el comercio es el punto 
fundamental donde se desarrolla la actividad individual 
y familiar del país, con mayor incidencia que en ningún 
otro sector. Defender el comercio individual y libre es de- 
fender la libertad, y naturalmente estamos por que en esa 
ley marco se representen esos intereses, que son de la in- 
mensa mayoría, porque la economía se tiene que defen- 
der a sí misma. No hay ningún Estado, no hay ningún Go- 
bierno que pueda defender una economía si no es partien- 
do de principios de libertad. Muy bien les ha ido a los paí- 
ses de la Comunidad Europea, donde con leyes marco 
muy amplias, han conseguido hacer una promoción del 
comercio que quisiéramos, en buena medida, para Es- 
paña. 

Otro de los puntos que creemos fundamentales desarro- 
llar es el urbanismo comercial. El urbanismo comercial, 
que se ha desarrollado en los últimos quince años de una 
forma impresionante, conduce incluso a la creaci6n de 
ciudades en el marco de grandes centros comerciales, a 
los que, a su vez, se añaden las viviendas y las ciudades. 
Así se ha hecho en América y en los países más desarro- 
llados de Europa. Eso no obsta para que el desarrollo in- 
dividual del comercio pueda tener un lugar importante 
en la economía del país. No se trata de hacer un control 
del comercio a través de las grandes superficies, que son, 
en cierta medida, muchas veces una competencia dudosa 
ante el desarrollo de la pequeña y la mediana empresa co- 
mercial, y creemos que la pequeña y la mediana empresa 
comercial debe ser defendida desde el marco de una ley 
general de ordenación del comercio. 

Hay muchas posibilidades de que el Partido mayorita- 
rio pueda encontrar necesario crear esa ley marco. No es 
fácil hacer una ley general de ordenación del comercio. 
Hay que tener una mayoría como tiene en estos momen- 
tos el Grupo Socialista para hacer posible que una ley 
marco, una ley general, venga a esta Cámara y sirva a los 
intereses de este país. No puede pasar como con la terce- 
ra parte del Quijote, que nunca se escribe y que todos la 
desean. Si en España el comercio no se desarrolla en com- 
petencia con el resto de los países comunitarios, no po- 
dremos tener más que una colonización, tal y como ya se 
está viendo en las grandes superficies comerciales, que 
con patentes extranjeras invaden la geografía española 
-incluso hay más supermercados que en los grandes paí- 
ses desarrollados de Europa-, y esto va en detrimento de 
la pequeña y mediana empresa comercial, que necesitan 
esa protección. 

Por eso, habrá que empezar por definir en esa ley mar- 
co lo que es la actividad comercial, lo que son las estruc- 
turas mayoristas, los grandes almacenes y los almacenes 
populares, el comercio tradicional, el comercio especial¡- 
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zado, el comercio de proximidad, lo? autoservicios y los 
hipermercados. Habrá que tratar a fondo el urbanismo 
comercial y su conflicto con tantas leyes en las que entra 
en contacto. Habrá que ver cuál es la función del mayo- 
rista y del detallista. Las modalidades de venta son tan- 
tas como las ventas a plazos, las ventas en rebaja con pér- 
didas, ventas de saldos en liquidación, ofertas de produc- 
tos o servicios, compras forzadas, ventas en cadena, ven- 
ta ambulante (ferias, mercados), venta por correo, venta 
a domicilio, ventas automáticas, ventas públicas, etcéte- 
ra. Pero esto no se puede hacer más que definiéndolo en 
una ley -sin entrar a regular el procedimiento por el que 
los ciudadanos pueden participar, en libre competencia, 
en el desarrollo de esa economía-, que es la única que 
puede ir allá donde el ciudadano encuentre beneficio, que 
puede dirigir el negocio en defensa del consumidor. 

El horario comercial es una cuestión básica. Estamos 
legislando sobre el comercio a golpe de decreto, a golpe 
de orden ministerial, y naturalmente muchas veces esta- 
mos sufriendo la presencia de grupos de presión que es- 
tán ahogando la iniciativa individual, la libre competen- 
cia y la libertad de horario y de comercio. Creemos que 
esa ley marco puede beneficiar a todo el país, por tanto, 
puede beneficiar al Gobierno -y al sector del comercio- 
si se decide de una vez a tomar en consideración esta pro- 
posición de ley, enmendándola en todo cuanto sea conve- 
niente, o simplemente a enviar un proyecto que regule 
esta materia. 

La problemática del pequeño comercio ha quedado 
enunciada aquí en buena parte. Es imprescindible la pro- 
tección social del pequeño comerciante. Desde el Institu- 
to de Reforma de Estructuras Comerciales no se pudo ha- 
cer más que parchear una situación, sin que se haya po- 
dido llegar a ver un fruto eficaz. Desde los créditos pre- 
ferentes y a largo plazo no se ha podido llevar a cabo una 
reforma de estructuras comerciales como la que necesita 
este país. Se necesita formación, readaptación profesio- 
nal y empezar a hablar del margen del marco de la Se- 
guridad Social, donde el comerciante está desasistido 
como ningún otro sector de este país. 

Nosotros pensamos que hay que considerar las fusiones 
y asociaciones de empresas, la ayuda para la fusión de em- 
presas, las cadenas mixtas, las cooperativas de detallis- 
tas, los contratos de franquicia, los establecimientos co- 
lectivos, las asociaciones para fines comunes de estudio, 
de formación, de promoción y de publicidad, y un trata- 
miento fiscal adecuado, un tratamiento que puede venir 
dentro del marco general de la ley. 

En definitiva, señorías, señor Presidente, creemos quc 
una ley marco puede tener unos períodos de adaptación, 
unos períodos de ajuste en los que el comercio tradicio- 
nal pueda entrar en competencia con el comercio moder- 
no y con el comercio del futuro, con un estudio serio y ri- 
guroso de cómo son las vías por las que se puede condu- 
cir a la prosperidad al comerciante, la cual, como he di- 
cho antes, será la prosperidad de la economía. De esto los 
ingleses, que es un pueblo de comerciantes, saben mucho, 
y hemos aprendido que en períodos de grandes dificulta- 
des económicas, de gran crisis económica como la quc 

atravesó el imperio británico y como la que atraviesa ac- 
tualmente Gran Bretafia, sólo el comercio ha podido sal- 
var a ese país. En España, donde hemos tenido una tra- 
dición fenicia y una tradición seria de comerciantes, cree- 
mos que hoy estamos desabastecidos y absolutamente so- 
los para luchar en libre competencia con los países 
desarrollados. 

Desde el Gobierno, si se decide a tomar en considera- 
ción esta ley y a enmendarla como haríamos nosotros en 
la mayor parte de sus planteamientos, se habrá dado un 
paso importante y, si no, esperamos que esa ley marco de 
ordenación del comercio pueda tener entrada pronto en 
esta Cámara. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por el Grupo de CDS tiene la palabra el señor Rebollo. 
cias, señor Camacho. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Presi- 
dente, señorías, quisiera comenzar haciendo una preci- 
sión y es que por dos veces se ha mencionado el articulo 
53.1 de la Constitución como soporte o impulso para la 
presentación de esta proposición de ley, cuando es el ar- 
tículo 51.3. 

Hecha esta precisión, y antes de entrar en el examen 
más pormenorizado de la proposición de ley, quisiera re- 
cordar a SS. SS. dos principios. En primer lugar, que es- 
tamos en un modelo de economía social de mercado; prin- 
cipio que si no se olvida puede inspirar el examen del ar- 
ticulado. Y en segundo lugar, que según se desprende del 
artículo 126 de Reglamento de la Cámara una proposi- 
ción de ley, a la hora de ser tomada o no en considera- 
ción, debe de tener en cuenta criterios de oportunidad 
fundamentalmente para poder aceptar su tramitación 
posterior. Nosotros creemos que ese no desarrollado ar- 
tículo 51.3 de la Constitución invita a toda la Cámara a 
la toma en consideración -y así lo va a apoyar nuestro 
Grupo- de esta proposición de ley. Sin embargo, estima- 
mos que a lo largo del debate subsiguiente en Comisión, 
caso de que la Cámara secunde la iniciativa de esta pro- 
posición de ley, habrá que despejar muchas incógnitas 
que se contienen en la misma. 

Efectivamente es una necesidad la regulación del co- 
mercio interior; una necesidad grave, urgente y verdade- 
ramente importante demandada por el sector y, en defi- 
nitiva, demandada por todos los usuarios. Pero dentro de 
la proposición de ley hará falta retocar artículos tan fun- 
damentales como el artículo 3:, que establece lo que que- 
da excluido del ámbito de la ley. Aquí se han citado acti- 
vidades como la floristería, la pastelería, etcétera, que 
efectivamente no podrían ser subsumidas en el resto del 
articulado; y como éstas podríamos hablar de otras como 
la actividad de comercio aplicada a productos industria- 
les. Habría que modificar, por supuesto, algunas de las re: 
dacciones que se contienen a prqpósito de la definición de 
comerciantes minoristas y sobre todo de los intermedia- 
rios. Estimo que cuando se habla de ((clientes destructo- 
res» se rclcrira a ((clicntcs consumidores)). En el artículo 
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12 hay una definición de los intermediarios que induce 
claramente a confusión. En el articulo 18, cuando se ha- 
bla de los mercados reguladores de interés nacional, ha- 
brá que despejar en esa ley marco lo que deben ser y la 
verdadera función de esos mercados reguladores de inte- 
rés nacional, qué conexión tienen con los actuales MER- 
CORSA, cómo se puede garantizar la protección de los 
productos en cuanto a precios y cómo se puede garanti- 
zar también la protección de los consumidores, señalan- 
do unas líneas directrices que pongan en su verdadera si- 
tuación la desordenada, interesada y caótica situación del 
sector intermediario. En el artfculo 21, cuando se habla 
de la facilidad a los productores y especialmente a las co- 
operativas para el acceso de sus productos a los merca- 
dos de interés nacional, quiero despejar temas San con- 
cretos en este caso como la posible presencia de las cofra- 
días de pescadores en esos mercados de interés nacional. 
Habría que pensar en todas las medidas que habría que 
articular a la hora de montar estos instrumentos básicos 
o este esquema de desarrollo del comercio interior. ¿Qué 
pasa con los activos obsoletos o inútiles? Porque el mon- 
taje de este esquema que necesita la sociedad española 
puede significar un verdadero golpe en sus actuales es- 
tructuras para algunas economías domésticas de peque- 
ño y mediano empresario. Es decir, el pequeño y media- 
no empresario dedicado al comercio se encuentra frente 
a la necesidad de una modemizaci6n, pero, al mismo 
tiempo, frente a los inconvenientes financieros que trae- 
rían inevitablemente consigo el acomodarse al paso de esa 
modernización. Aquí vendría el establecimiento de una 
serie de medidas que pasarfan por el aspecto fiscal, a tra- 
vés de un tratamiento adecuado cuyas líneas generales se 
podrfan definir en esa ley marco, por ejemplo, estable- 
ciendo un trato fiscal en periodo de asentamiento que exi- 
miese del impuesto de radicación durante un determina- 
do período a las nuevas empresas de comercio interior, 
de pequeña y mediana dimensión; estableciendo unos ca- 
nales de financiación que dieran una entrada importante 
a las comunidades autónomas para que pudieran servir 
como entidades dé aval e incluso de anticipo de tesorería 
para la percepción anticipada de aquellos beneficios a los 
que se tuviera derecho y que la Administración va conce- 
diendo con lentitud burocrática en estos momentos; y es- 
tableciendo unos créditos subvencionados para poder 
acomodarse a esa marcha que exigiría la nueva estructu- 
ra. Habría que establecer también (dentro de esa lucha 
entre los conceptos de libre competencia y esa idea de eco- 
nomía social de mercado y, por tanto, la defensa de las 
propias reglas de un mercado sano que no arroje del mis- 
mo a nadie por razones de privilegio) reglas para encon- 
trar el futuro de temas tan conflictivos como el relativo a 
los economatos.'Nuestro Grupo entiende que son institu- 
ciones que deberían desaparecer paulatinamente, siendo 
sustituidas desde las empresas que 10s montan por des- 
cuentos que operarfan mediante las oportunas tarjetas en 
ese período transitorio; descuentos de los que disfrutarían 
los productores que ahora tienen derecho a utilizarlos, 
pero que operarían respecto a los comercios de libre ins- 
talación y acceso por el resto de los usuarios. Habría que 

encontrar el equilibrio entre esas grandes empresas y el 
asociacionismo necesario de la pequeña y mediana em- 
presa. Sin embargo, dentro del texto de la proposición de 
ley parece que se contiene, respecto a las empresas, una 
prevención contra el asociacionismo establecido con una 
regulación excesivamente general que llevaría consigo, de 
ser tomado al pie de la letra, la muerte de ese asociacio- 
nismo empresarial y únicamente la supervivencia del aso- 
ciacionismo que se apoyase en la constitución de coope- 
rativas o en sociedades anónimas laborales establecidas 
por los trabajadores del sector, pero no por los pequeños 
y medianos empresarios. Efectivamente es interesante -y 
necesaria su regulación- el tema del suelo comercial. 
Yo creo que estos grandes temas son una invitación a 

que se profundice en el estudio del contenido de esta pro- 
posición de ley. Por tanto, nuestro Grupo, repito, quisiera 
que se le diera mayor profundidad a los temas más im- 
portantes que solamente he podido esbozar y que se Ile- 
gara a un acuerdo para la toma en consideración de la 
proposición de ley por toda la Cámara, para que a través 
de las enmiendas todos los grupos pudiéramos colaborar 
en desarrollar algo que es un reto importante planteado 
en la Constitucibn, que es una'demanda social de un sec- 
tor importante de nuestra economía y que puede, además, 
presentar en estos momentos carácter de urgencia porque 
con la pertenencia de España al Mercado Común no po- 
demos mantener una infraestructura comercial absoluta- 
mente inadecuada, obsoleta y, por tanto, peligrosa para 
la supervivencia de la propia estructura en nuestro país, 
al tener que competir con estructuras más organizadas y 
fuertes que están en los países comunitarios. Por todas es- 
tas razones, nuestro Grupo votará afirmativamente la 
toma en consideración de la proposición de ley. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por el Grupo de Alianza Popular tiene la palabra el se- 
cias, señor Rebollo. 

ñor Rato. 

El señor DE RATO FICAREDO: Gracias, señor Presi- 
dente. Desde el punto de vista del Grupo Parlamentario 
de Alianza Popular, lo primero que tenemos que decir, 
después de haber leído con detenimiento esta proposición 
de ley y de escuchar a su ponente defensor hoy aquí, es 
que nadie puede extrañarse de que un grupo parlamen- 
tario plantee su programa y, por tanto, no se puede cri- 
ticar, desde ese punto de vista, el que hoy se traiga aquí 
una proposición de ley como ésta. Tampoco el que la trae 
puede extrañarse de que desde otras perspectivas poda- 
mos hacer una valoración tan negativa -ya lo anuncio- 
como la que vamos a hacer ahora. Porque, desde nuestro 
punto de vista, si esta proposición de ley se aplicase tal y 
como viene, o con las modificaciones parciales que se po- 
drían introducir en su filosofía, el mercado espanol daría 
un paso hacia atrás y nos encontraríamos en situaciones 
extracomunitarias. Es decir, esta proposición de ley nos 
incluiría entre los países que no tienen estructuras de 
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mercado corno las que nosotros deberíamos de pretender 
al entrar en la Comunidad Económica Europea. 

Es indudable que el mercado español necesita una li- 
beralización, no un aumento de la burocracia. Cualquie- 
ra que contemple hoy la facilidad con que otros están pe- 
netrando en nuestro mercado, puede comprobar que 
nuestras empresas no están en condiciones de competir, 
y son las pequeñas y las medianas empresas las que ne- 
cesitan competir. Pero no van a competir a base de comi- 
siones de control a nivel municipal, autonómico, nacio- 
sal, intervenciones de asociaciones empresariales, sindi- 
cales, de consumidores, sino que van a competir si se 1i- 
beralizan los mercados. Lo que necesita nuestra econo- 
mía no es una ley de control del comercio interior, sino 
una ley de defensa de la competencia del comercio inte- 
rior, que es, en nuestra opinión, radicalmente distinto. 

Todos citamos a las PYMES, como citamos a los con- 
sumidores, como citamos a los trabajadores, como si es- 
tuviéramos en posesión de su representación. Yo creo que 
desde luego las PYMES tienen sus propias organizaciones 
representativas, y cualquiera que lea las resoluciones de 
sus congresos comprende que su literalidad lo que nos 
dice no es que necesiten una defensa frente al sistema fis- 
cal que se les ha impuesto, una defensa frente al interven- 
cionismo y el aumento de la presión fiscal de los ayunta- 
mientos, una defensa frente a una falta de flexibilidad del 
sistema financiero, del sistema laboral, una defensa, en 
definitiva, de la posibilidad de que nuestras pequeñas y 
medianas empresas tengan acceso a un mercado de capi- 
tales eficaz. Lo que necesita el mercado español, sin duda, 
es eficacia, transparencia, flexibilidad y competencia. Y 
lamentablemente creemos que esta proposición de ley de 
Izquierda Unida, que no dudamos que haya sido trabaja- 
da, y que desde luego en su número de artículos lo de- 
muestra, lo que produciría es todo lo contrario. 

Sin embargo, se ha planteado aquí por varios grupos 
un tema que a nosotros nos parece sustancialmente im- 
portante, y es si la actividad legislativa debe ser defendi- 
da en exclusiva o impulsada en exclusiva (sería más rigu- 
roso) por el Gobierno o si los grupos parlamentarios mi- 
noritarios, por muy minoritarios que sean, no pueden pro- 
ducir actividad legislativa aunque después vaya a ser sus- 
tancialmente variada, no digo ya variada para mejorarla, 
sino sustancialmente variada. Y creo que la respuesta tie- 
ne que ser que sí. 

Hoy viene aquí una proposición de ley que mi Grupo 
ya anuncia que si fuese tomada en consideración sería en- 
mendada en su totalidad y transformada en una ley de de- 
fensa de la competencia. Es indudable que lo único que 
nosotros valoramos en esta proposición de ley es, prime- 
ro, el hecho de que está presentada por un grupo parla- 
mentario y ,  segundo, el hecho de que indudablemente hay 
una necesidad en este momento en España de reformar 
la eficacia de nuestros mercados internos. Y eso se hace 
-nosotros creemos- haciendo exactamente lo contrario 
de lo que propone esta ley, pero hay que hacerlo. Y una 
ley de defensa de la competencia sería lo adecuado; una 
ley que nos garantizase que en este momento el acceso al 
mercado de capitales poi- parte de las pcquenac Y mcdia- 

nas empresas está garantizado frente a los poderes mo- 
nopolísticos y oligopolísticos del sistema financiero; una 
ley que nos garantizase que la libertad de horarios va a 
estar a su vez equilibrada con defensas de la competen- 
cia, que no permita la existencia de poderes oligopólicos 
o monopolísticos en nuestro mercado comercial, etcétera; 
un sistema fiscal que permita la reinversión, que permita 
la no duplicidad de impuestos sobre los dividendos, etcé- 
tera; una flexibilidad de mercado laboral que vaya justa- 
mente en la dirección de la práctica que nos está demos- 
trando estos últimos años cuál es el camino de la crea- 
ción de empleo, y respecto a ello habría que discutir so- 
bre recientes declaraciones del propio Gobierno. 

En cualquier caso, nosotros anunciamos que estamos 
en completo desacuerdo con la propuesta de Izquierda 
Unida. Creemos que es necesario aumentar la eficacia, la 
flexibilidad, la transparencia del mercado, y no justamen- 
te lo contrario. Pero sí estamos de acuerdo en la necesi- 
dad de hacerlo, y hacerlo ahora. Por tanto, anunciamos 
que nuestra posición en este trámite parlamentario será 
la de abstención. No vamos a negarnos a que se tome en 
consideración una proposición de ley que vamos a enmen- 
dar desde el primer artículo hasta el último, para conver- 
tirla en una ley de defensa de la competencia. Creemos 
que es importante que el protagonismo de los grupos par- 
lamentarios en el impulso del trabajo legislativo vuelva 
a florecer en esta Cámara, en contra de una práctica, que 
nosotros consideramos equivocada, de limitar el impulso 
del trabajo legislativo al Gobierno. En este tema el Go- 
bierno debería haber traído hace mucho tiempo una ley 
de defensa de la competencia; no lo ha hecho. Es induda- 
ble que ésta no lo es, pero es indudable también que es 
una oportunidad de que esta Cámara pueda tener en un 
plazo muy corto, que podría ser antes de fin de año, una 
ley de defensa de la competencia elaborada por los gru- 
pos de esta Cámara. En ese sentido nosotros no vamos a 
impedirlo, vamos a abstenernos. Con esto demostramos 
el deseo de que se tome en consideración no esta propo- 
sición, sino la necesidad de modificar y flexibilizar el mer- 
cado interior. Y, desde luego, nos abstenemos también 
(como no era -supongo- una sorpresa para el grupo pro- 
ponente) porque estamos en completo desacuerdo con el 
fondo y la literalidad de la mayor parte de los artículos 
de esta proposición de ley. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por el Grupo Socialista tiene la palabra el señor Mar- 
cias, señor Rato. 

tínez Sanjuán. 

El señor MARTINEZ SANJUAN: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, me corresponde fijar la posición del Grupo 
Parlamentario Socialista respecto a la proposición de ley 
sobre comercio interior, presentada por la Agrupación de 
Izquierda Unida, que toma como punto de referencia 
-hecha ya la corrección- el articulo 5 I .3 de la Consti- 
tución, desde una perspectiva -entiende mi Crup- u n  
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tanto subjetiva, por cuanto que el artículo 51.3 establece 
que el comercio interior se regulará por ley, lo cual no sig- 
nifica, desde nuestro punto de vista, que tenga que serlo 
por esta proposición de ley o una similar. 

La proposición de ley parte del principio básico de asu- 
mir que ese artículo 51 establece esta reserva de ley para 
el Gobierno, para el Estado, sin fijar otras hipótesis de tra- 
bajo que son las que nuestro Grupo entiende que se de- 
ben de establecer a lo largo de toda la regulación del co- 
mercio interior, cuyo marco competencia1 queda clara- 
mente delimitado en tres áreas fundamentales, en tres lí- 
neas básicas, que son: las competencias del Estado para 
la regulación de la ordenación de la actividad económica 
en general; las bases para la unidad de mercado y libre 
circulación de bienes; política general de precios y defen- 
sa de la competencia unido al ámbito autonómico, a par- 
tir de las competencias asumidas por las comunidades au- 
tónomas con las limitaciones impuestas por diferentes 
sentencias del Tribunal Constitucional, y en el ámbito lo- 
cal en la medida en que las corporaciones locales y los 
ayuntamientos tienen competencia en todo lo relaciona- 
do para la concesión de licencia de apertura, ventas no se- 
dentarias y horarios comerciales, unido también al tras- 
paso de competencias, en los últimos años, por parte de 
la Administración central del Estado a las comunidades 
autónomas en materia de reforma de estructuras’ co- 
merciales. 

En este sentido, pues, la proposición de ley presentada 
parte, desde nuestro punto de vista, con un afán centra- 
lista desmedidamente desconocido para nosotros, porque 
incide ya en materias reguladas por las comunidades au- 
tónomas, como bien se ha dicho en un primer momento, 
la Comunidad Autónoma de Euskadi, Cataluña, País Va- 
lenciano, Cantabria, etcétera, en diferentes aspectos im- 
portantes que ordenan todo lo relacionado con comercio 
interior, horarios comerciales; promoción y desarrollo de 
actividades comerciales, etcétera. Además, la proposicion 
de ley ignora, pensamos, la existencia de una legislación 
abundante por parte del Estado y de las Comunidades Eu- 
ropeas. Haciendo uso del análisis de la proposición de ley, 
entendemos que ésta es centralista, reglamentista y opor- 
tunista, pero no en sentido de oportunidad, sino que po- 
siblemente se pensaba que esta proposición de ley podría 
ser discutida en otro momento procesal y podría haber 
sido utilizado con unas intenciones me atrevo a pensar 
que electoralistas. Detrás de la exposición de motivos qui- 
zá hay una única preocupación, que es el tema de los ho- 
rarios comerciales, dado que, en cuanto que la proposi- 
ción de ley establece los antecedentes legislativos que van 
a tomar como marco referencia1 todo lo que se pretende 
regular, exceptuando una somera referencia al Código de 
Comercio, solamente cita y explicita leyes o decretos que 
hacen relación con la jornada laboral, con el horario de 
actividad de la jornada y no hace relación a otros decre- 
tos o actividades legislativas. Los objetivos que se esta- 
blecen en la proposición de ley son loables, aunque mu- 
chos de ellos no se encuentran a lo largo del articulado 
para hacer realidad el principio que establece en esos ob- 
jetivos generales. 

Entrando en los grandes objetivos o bloque que se es- 
tablecen en la proposición de ley, el título preliminar no 
hace más que referirse a definiciones ya contenidas en el 
Código de Comercio, con lo cual su utilidad, desde el pun- 
to de vista práctico, es más bien escasa. El título prime- 
ro, del ejercicio del comercio, para nosotros es un autén- 
tico utotum, revolutumu. Ahí se mezcla todo, desde la de- 
finición de comerciante -por cierto, no muy apropiada 
todas las actividades de comercio, sintener en cuenta en 
absoluto las definiciones de la Comunidad Económica Eu- 
ropea en sus diferentes directivas desde el año 1964 para 
el comercio mayorista, minoristas y de actividades de in- 
termediación, hasta señalar y dedicar un amplio aparta- 
do para todo lo relacionado con las actividades molestas, 
nocivas y peligrosas, ya profusamente reguladas por dife- 
rentes niveles del ordenamiento jurídico. Los artículos 18 
a 23 ignoran, desde nuestra óptica, la existencia de una 
empresa nacional, como es MERCASA, y la implantación 
y renovación de mercados centrales desde una perspecti- 
va de lo que son las necesidades de los ciudadanos y no 
a golpe de decreto o de ley, sin tener en cuenta, por otra 
parte, las competencias de las corporaciones municipales 
y de las autonomías. 

El artículo 22 se refiere, tratando de buscar una mejo- 
ra para los ciudadanos, a una reglamentación un tanto 
confusa de lo que son circuitos paralelos, que ya han sido 
regulados por Orden Ministerial de 1980, precisamente 
tratando de buscar soluciones que acorten los canales de 
comercialización y favorezcan los intereses de los ciuda- 
danos, confundiendo prácticamente todo lo que es la ac- 
tual definición. 

El título segundo, de la acción administrativa, me atre- 
vo a pensar que se podía haber llamado de los ayunta- 
mientos paralelos, porque dedicar una cuarta parte de los 
artículos de la proposición de ley -del artículo 27 al 47- 
a regular el funcionamiento de las comisiones locales y 
autonómicas de comercio, sin tener en cuenta las compe- 
tencias que tienen estas comunidades butónomas y estas 
corporaciones locales para establecer sus propios órganos 
de autoorganización, de acuerdo con la Ley de Bases de 
Régimen Local, y sus competencias sobre disciplina ur- 
banística y de concesión de licencias, nos parece un in- 
tervencionismo tremendamente fuerte y que no solucio- 
na en absoluto los problemas que puede tener el comer- 
cio. Todos podemos coincidir respecto a la readaptación 
que debe llevar adelante este amplio sector de la socie- 
dad. La verdad, señor Sartorius, es que sólo falta que us- 
tedes hubieran puesto en la proposición de ley cómo te- 
nía que haber ido vestido el ordenanza que abre la puer- 
ta de esa comisión autonómica o municipal, donde una se- 
rie de sectores se reúnen. Por cierto, no hemos visto a los 
representantes de los consumidores y usuarios, como es- 
tablece la Ley General de Consumidores y Usuarios, que 
son los que efectivamente debieran poder decir algo res- 
pecto a las licencias o respecto al urbanismo comercial. 

El título tercero, de los horarios y las ventas especia- 
les, me atrevería a catalogarlo, a definirlo o a redefinirlo 
como del intervencionismo comercial, por varias razones 
que no voy a entrar a defender, en estos momentos, pero 
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quiero hacer patente que la proposición de ley incide en 
materias que son competencia de las comunidades autó- 
nomas y de las corporaciones locales, como los horarios 
comerciales o duración de la actividad comercial. Decir 
que una parte importante de los males que afectan a la 
actividad comercial española son consecuencia directa de 
las medidas del decreto liberalizador de horarios comer- 
ciales es apuntar, yo diría, fuera del objetivo o de la dia- 
na donde se encuentran los males que puedan afectar al 
comercio de nuestro país. Lo que se pretendió fue la de- 
fensa de los intereses de los trabajadores del sector, que- 
dando perfectamente reguladas sus garantías y puestos 
de manifiesto los posibles problemas que han venido 
afectándoles. 

La proposición de ley trata de corregir y de mejorar 
una serie de actividades y el futuro de este sector, y lo 
hace tratando de establecer una serie de ayudas, de cur- 
sos de formación, de posibiliadades de acceso de diferen- 
tes sectores a la modernización y a la actividad comer- 
cial. Nosotros pensamos que esto debe ser tratado en otros 
lugares distintos y no en una proposición global de co- 
mercio interior. 

Señor Presidente, v'eo que acaba ya mi tiempo y que no 
voy a poder 'referirme a todos los títulos de la proposición 
de ley. Estando de acuerdo en la filosofía de que el comer- 
cio interior en nuestro país debe mejorar, discrepamos 
profundamente de que con una proposición de estas ca- 
racterísticas vaya a mejorar el mismo. Consideramos que 
a lo mejor se debe poner en marcha una serie de medidas 
a través de la regulación de diferentes aspectos todavía 
no adaptados por parte de la normativa comunitaria a Es- 
paña. Pero no tiene por qué ser necesariamente en una 
ley básica o en una ley general de comercio Interior, por- 
que no lo expresa de forma directa la Constitución espa- 
ñola; porque el sector del comercio toca diferentes aspec- 
tos como para poder ser regulados en una única proposi- 
ción o cuerpo legislativo; porque, en efecto, las competen- 
cias en materia de comercio interior están muy reparti- 
das en diferentes niveles de la Administración y cada uno 
debe tener acceso a esa capacidad legislativa. 

Esta proposición de ley no só1o posee errores, sino que 
carece del más mínimo rigor tecnicista; ignora la actual 
distribución competencial; recoge aspectos en todo caso 
propio de reglamento; ignora la normativa comunitaria 
y no es en absoluto innovadora, porque la mayor parte de 
los aspectos de esta proposición están ya regulados en di- 
ferentes niveles legislativos. 

Por todas estas razones, nuestro criterio es el de no 
aceptar la proposición de ley, por considerarla claramen- 
te insuficiente para ser tomada en consideración, incluso 
como elemento de trabajo para regular los problemas que 
el propio señor Sartorius decía que afectan al comercio 
interior. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Finalizado el debate de esta proposición dc ley, vamos 
cias, señor Martínez Sanjuán. 

a proccder a su votación. 

Se somete a votación la toma en consideración de la 
proposición de ley sobre comercio interior, que ha pre- 
sentado la Agrupación de Diputados de Izquierda Unida. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, 'dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 259; a favor, 25; en contra, 164; abstencio- 
nes, 70. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Queda, 
en consecuencia, desestimada la toma en consideración 
de la proposición de ley sobre comercio interior que aca- 
ba de ser votada. 

PROPOSICIONES NO DE LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALICION 
POPULAR, SOBRE CAMARAS AGRARIAS 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Pasa- 
mos al punto segundo del orden del día, proposiciones no 
de ley. 

El Grupo Parlamentario de Coalición Popular ha pre- 
sentado la proposición no de ley sobre Cámaras Agrarias, 
que pasamos a debatir en este momento. 

El señor Llorens tiene la palabra para su defensa. 

El señor LLORENS TORRES: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, en nombre del Grupo Popular, 
al que en estos momentos tengo el honor de representar, 
traigo esta proposición no de ley aquí a esta Cámara para 
abrir un debate que yo creo innecesario, y pido disculpas 
por anticipado ... (Rumores.) Luego entenderán por qué, 
señores de la mayoría. 
Yo, señores de la mayoría, quiero decirles en estos mo- 

mentos que no obstante mantengo la esperanza de que 
por una vez se imponga la fuerza de la razón, y no la ra- 
zón de la fuerza, porque, como han tenido ocasión de com- 
probar ustedes recientemente, cuando sólo se utiliza la ra- 
zón de los votos, acaban perdiendo unos y otros. (Ru- 
mores.) 

Vamos a centrar el debate, y van a permitirme, seño- 
rías, para los que no sigan de cerca este tema, que yo les 
ilustre sobre esta cuestión. No sé si sabrán ustedes que 
hay Estatutos de Autonomía en los que se reconocen ple- 
nas competencias en materia legislativa de Cámaras 
Agrarias para algunas Comunidades Autónomas; concre- 
tamente, los Estatutos de Autonomía de Galicia, País Vas- 
co, Navarra, Castilla-La Mancha y Andalucía. En otros Es- 
tatutos de Autonomía, otros cinco, se contempla una even- 
tual futura atribución de competencias, vía reforma esta- 
tutaria de los correspondientes Estatutos o vía ley Orgá- 
nica de delegación. Por último, hay otros Estatutos de Au- 
tonomía, concretamente siete, entre los que se encuentran 
el de la Comunidad Autónoma de Cataluña, por la que yo 
soy Diputado, en el que no se hace alusión a este tipo de 
materia. 

Por otra partc, corno ustedes recordarán, ante la sen- 
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tencia del Tribunal Constitucional con respecto al recur- 
so interpuesto ante la LOAPA, se el encargó al Gobierno 
que trajera a esta Cámara la Ley de Proceso Autonómico, 
conocida comúnmente como la u Loapilla». Este Gobier- 
no trajo aquí esta Ley de Proceso Autonómico, y en su ar- 
tículo 15 se reconocen competencias plenas de las Comu- 
nidades Autónomas en corporaciones de derecho público 
a todas las que estatutariamente las tuvieren asumidas, 
y se cita explícitamente a las Cámaras de Comercio, In- 
dustria y Navegación, a la Cámara Urbana y a las Cáma- 
ras Agrarias. Por otra parte -y por poner un ejemplo-, 
como en el artículo 12.1.4 del Estatuto de Autonomía de 
Cataluña se reconocen competencias a la Comunidad Au- 
tónoma de Cataluña de regulación en las corporaciones 
de derecho público, la posible indefinici6n que existía con 
respecto a la regulación de Cámaras Agrarias queda me- 
ridianamente despejada de acuerdo con el artículo 15 de 
la Ley de Proceso Autonómico, que dice que las Cámaras 
Agrarias son corporaciones de derecho público. Como en 
el Estatuto de Autonomía se reconocen esas atribuciones 
para Cataluña, naturalmente también se le reconocen 
para las Cámaras Agrarias. 

Por otra parte, existe el acuerdo de la Comisión Mixta 
de Traspasos, por seguir en el mismo ejemplo de Catalu- 
ña. La sentencia del Tribunal Cdnstitucional dice clara- 
mente que los acuerdos de la Comisión Mixta de traspa- 
sos son vinculantes para el Gobierno del Estado. Pues 
bien, en febrero de í984, con la firma del Ministro de Agri- 
cultura, no presente aquí hoy, con la,firma del Ministro 
de Administración Territorial, de los representantes de la 
Generalidad, previa deliberación del Consejo de Minis- 
tros, se acuerda en los términos de la certificación lo si- 
guiente: el traspaso de cuantas competencias en materia 
de Cámaras Agrarias tenía asumidas el Gobierno central 
- d e  cuantas, es decir de todas- a la Generalidad de Ca- 
taluña. Se cita explícitamente que tienen que traspasarse 
404 funcionarios, el patrimonio de las cámaras locales 
agrarias y 92 millones de pesetas de créditos presupues- 
tarios. Además, en esa certificación, se cita que lo acor- 
dado ahí será de obligado cumplimiento en marzo de 
1984. Han pasado, señorías, más de tres años y lo que se 
acuerda ahí está firmado por el Ministro de Agricultura, 
repito, y por el Ministro de Administración Territorial. 

En la misma Ley de bases de régimen jurídico -10 digo 
para citar argumentos que avalan lo que yo antes he di- 
cho de que creía que esto era innecesario, porque estamos 
pidiéndole a la mayoría socialista no un debate sobre un 
asunto legislativo, sino que se cumplan unos mandatos y 
unas sentencias del Tribunal Constitucional-, aprobada 
por la mayoría de esta Cámara en el año 1985, en su ar- 
tículo 8.0, se cita específicamente que se respetarán las 
competencias atribuidas en materia de Cámaras Agrarias 
a las Comunidades Autónomas, como no podía ser de otra 
manera para no incurrir en posible inconstitucionalidad. 
Como recordarán SS. SS., en esa Ley de bases de Cáma- 
ras Agrarias se aprueba la extinción de todas las cámaras 
locales agrarias, pero se establece esa salvedad en el ar- 
tículo 8 . O ,  es decir, se respetan las competencias de las Co- 
munidades Autónomas que las tengan atribuidas. Ade- 

más, en la disposición adicional segunda, se dice que a la 
entrada en vigor de esa ley, de la Ley de bases, se enten- 
derá que se extinguen los derechos, los bienes, las obliga- 
ciones y los patrimonios de las cámaras locales agrarias, 
con la Salvedad de lo dispuesto en el artículo 8: 

Entonces nos encontramos con la siguiente incongruen- 
cia: si esta ley entra antes en vigor, será imposible lo es- 
tablecido en la misma en su artículo 8:, porque si entra 
en vigor la disposición adicional segunda que dice que es 
de inmediato cumplimiento la extinción de bienes, dere- 
chos, servicios y patrimonios de las cámaras locales agra- 
rias, jcómo se van a respetar las competencias de las Co- 
munidades Autónomas que las tengan en materia de cá- 
maras locales agrarias? 

Por otro lado, si se extingue el patrimonio de las cáma- 
ras locales agrarias, ¿cómo se van a poder ejercer las com- 
petencias atribuidas en los Estatut6s de Autonomía, en la 
sentencia del Tribunal Constitucional, en la Ley de Pro- 
ceso Autonómico, en la Comisión de Traspasos, firmada 
por ustedes, y en la Ley de bases? No estamos hablando 
sólo de un incumplimiento electoral, sino de algo mucho 
más serio. Estamos hablando del incumplimiento de un 
mandato constitucional. Por eso decía yo que no era ne- 
cesario - q u e  no tenía que haberlo sido- traer esta pro- 
posición no de ley a esta Cámara al cabo de más de tres 
años de incumplimiento de un acuerdo firmado por el Mi- 
nistro de Agricultura, señor Romero, y por el Ministro en 
aquel entonces de Administración Territorial, señor De la 
Cuadra. 

Señores de la mayoría, esto es una trampa. No vamos 
a discutir esa Ley de bases ni vamos a recordar todos los 
términos que se utilizaron en esa discusión de si con esta 
ley llegaba la libertad al campo. Habría que preguntarse 
cómo es posible que las Cámaras Agrarias hubieran man- 
tenido una tradición centenaria y hubieran resistido el 
cambio de todos los regímenes políticos. Había que pre- 
guntarse quién iba a asumir esas funciones, algunas de 
ellas, como la de tramitación de préstamos o de subven- 
ciones; otras siquiera tan mínimas como, por ejemplo, la 
de llevar la información a los más pequeños pueblecitos 
respecto a esas confusas negociaciones del Mercado Co- 
mún, que ahora es más necesaria que nunca; tramitacio- 
nes ante la gestión del cobro de la Seguridad Social, 
etcétera, 

Según esa Ley se está incautando un patrimonio de más 
de 15.000 millones de pesetas que ha sido adquirido por 
los agricultores al cabo de más de cien años, y todo eso 
en nombre de la libertad. Siento muchísimo que no esté 
presente aquí ante este importante debate el señor Minis- 
tro de Agricultura. La libertad ha llegado al campo. Me 
gustaría que ustedes, que son tan aficionados a los refe- 
réndum, hicieran uno para ver qué opinan los represen- 
tantes del campo, que ya se manifestaron aquí en contra 
de lo que ustedes entienden como el sentido de la liber- 
tad. Nosotros pensamos todo lo contrario. 

Ustedes no pueden ocultar un sentimiento totalitario. 
Ustedes pretenden invadir, ocupar e intervenir, controlar 
todas aquellas estructuras en las que de una manera na- 
tural se organiza la sociedad, y cuando no las pueden con- 
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trolar, las destruyen. Un ejemplo reciente lo tenemos en 
la respuesta del señor Ministro de Agricultura al Diputa- 
do señor Bandrés. El Dlputado señor Bandrés le pregun- 
tó: señor Ministro ¿cómo se mide la representatividad de 
las organizaciones profesionales agrarias en el' sector 
agrario? Pues a través de los resultados obtenidos en las 
últimas elecciones a Cámaras Agrarias. 

Ya  se vieron los resultados que se obtuvieron en esas úl- 
timas elecciones a Cámaras Agrarias. Por eso precisamen- 
te, porque no fueron favorables a sindicatos más próxi- 
mos a la ideología socialista, se ha aprobado esa Ley de 
bases con la que nosotros mantenemos una absoluta y to- 
tal discrepancia. Y respecto a lo que se dijo allí de que 
con eso desaparecían los últimos restos del caciquismo, 
yo no sé si el señor Ministro se refería a la Cámara Pro- 
vincial Agraria de Huesca, a la de Zaragoza, a la de Rio- 
ja, a la de Alava, cuyos Presidentes según los resultados 
que se obtuvieron, eran socialistas. No sé si se refería a 
ésos o a todos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Señor 
Llorens, vaya terminando. 

El señor LLORENS TORRES: Para terminar, vamos a 
citar tres casos típicos de tres Comunidades Autónomas 
que, ioh, casualidad!, no están gobernadas por socialistas 
y todas ellas han manifestado su voluntad de mantener 
las Cámaras Locales Agrarias: País Vasco, Galicia y Ca- 
taluña, y en cada una de ellas hay unas diferencias abso- 
lutamente injustificables. La Comunidad Autónoma del 
País Vasco es la única que ha recibido las Competencias 
plenas legislativas en materia de Cámaras Agrarias. ¿Y 
por qué esa diferencia? Esto hace sospechar que es nece- 
sario llegar a pactos de legislatura entre el PSOE y el PNV 
para cumplir los mandatos constitucionales, porque, si 
no, ¿cómo es que no se cumplen en Galicia y en Catalu- 
ña? En Galicia, de acuerdo con el Estatuto de autonomía 
de Galicia en el que se le reconocen plenas competencias, 
el Parlamento gallego aprobó una ley en la que se man- 
tenían las cámaras locales agrarias. No se ha producido 
el traspaso, ahí por la vía de los hechos, por la vía de no 
realizarlo. 

Ustedes recordarán cuál es el caso de Cataluña. En 1985 
en el Parlament de Cataluña -y aquí hay representantes 
de Convergencia i Uni&, afortunadamente Convergen- 
cia i Unió, Esquerra Republicana de Cataluña variaron 
actitudes pasadas y decidieron apoyar la posición de 
siempre mantenida por Alianza Popular, que quiero seña- 
lar aquí ,que dice lo mismo en Madrid, en Barcelona, en 
catalán y en castellano. Nosotros decidimos mantener, 
con el acuerdo mayoritario de Cataluña, las competencias 
en cámaras locales agrarias. 

Por tanto, ustedes desde febrero de 1984, con obligado 
cumplimiento en marzo de 1985, como reza la sentencia 
del Tribunal Constitucional, tenían que haber trasferido 
esas Competencias a la Comunidad Autónoma de Catalu- 
ña. Por la vía de un recurso de inconstitucionalidad, ba- 
sado en que la Ley aprobada en  ci Parlament cstabiccc la 
afiliacih obligatoria, ustcdcs no traspasan cstüs coriipc- 
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tencias. Tuvieron tiempo suficiente desde febrero, marzo 
de 1984 hasta junio de 1985 para proceder a realizar esas 
transferencias. No lo hicieron, siguen sin hacerlo ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Señor 
Llorens, termine en un minuto. 

El señor LLORENS TORRES: Termino en un minuto. 
Señores de la mayoría, creo que estamos ante una serie 

de excusas. No obstante, espero -y lo he dicho al princi- 
pio de mi intervención- que habrá una sensibilidad ma- 
yor que la mostrada por esta mayoría hasta este momen- 
to. Pero estamos ante dos términos que me recuerdan que 
rozan los principios de la negociación desleal. 

La negociación desleal tiene dos principios: el primero, 
hágase lo que se deba;y ustedes lo hicieron. Cuando el Tri- 
bunal Constitucional dijo que el Gobierno trajera la LPA, 
la (( loapilla», ustedes la trajeron. Pero el segundo princi- 
pio de la negociación desleal es débase lo que se haga. Us- 
tedes no cumplen lo que tenían que hacer. 

He repetido lo mismo, y voy a repetir ahora, que al co- 
mienzo de mi intervención. Este era un debate innecesa- 
rio. Puesto que aquí se ha traído al parlamento, no siga- 
mos hurtando al Parlamento lo que es potestad del Par- 
lamento. Ustedes tienen ahora ocasión de cumplir, ni más 
ni menos, que lo que les manda la Constitución. Y tienen 
ahora la ocasión de demostrarlo: no en los pasillos, no en 
la calle o no fruto de extrañas y nunca aclaradas negocia- 
ciones en los pasilios de la «M-30» con unos y otros gru- 
pos políticos. Aquí, con luz y taquígrafos. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 
cias, señor Llorens. A esta proposición no de ley no se ha 
presentado enmienda alguna. Consiguientemente, tienen 
derecho a hacer uso de la palabra todos los Grupos 
Parlamentarios. 

¿Grupos Parlamentarios que quieran hacer uso de la 
palabra en este turno? (Pausa.) 

Por el Grupo Mixto, el señor Bernárdez tiene derecho 
al uso de la palabra. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Señor Presidente, 
señorías, a lo largo de mi vida parlamentaria, la anterior 
legislatura en el Senado y la actual en el Congreso, he sus- 
citado diversas iniciativas y además me he unido a otras 
de distintos parlamentarios, en el sentido de urgir las 
transferencias en materia de Cámaras Agrarias, de un 
modo especial a Galicia. 

Las promesas de deJerminados plazos, los aplazamien- 
tos, los incumplimientos por parte del Gobierno de todos 
estos plazos, se sucedieron continuamente. La razón la vi 
clara en octubre pasado con ocasión del debate de la Ley 
de Cámaras Agrarias, cuando el Gobierno firmó con esa 
ley el certificado de defunción de las mismas. Y digo que 
Cirmó el certificado de defunción porque las despojó dc 
sus funciones de representación y negociación, limitándo- 
las solamente a un carácter consultivo y, además, trasla- 
dando su ámbito local al ámbito provincial. 
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Su objetivo parecía ser que cuando se viese obligado a 
hacer las transferencias, transferir nada más que un ca- 
dáver. Pero he aquí que unas determinadas Comunidades 
Autónomas, como es Cataluña o como es Galicia, se ha- 
bían adelantado a aprobar una ley de Cámaras Agrarias 
con otras funciones distintas y que además no habían sido 
recurridas ante el Tribunal Constitucional por el Gobier- 
no central. Y no habían sido recurridas porque yo entien- 
do que el Gobierno central lo que pensaba era asfixiar a 
las Cámaras Agrarias desde Madrid. Pero las Cá,maras 
Agrarias, en Galicia concretamente siguen vivas, y el Go- 
bierno, con una política que a mí se me antoja mezquina, 
sigue regateando y aplazando unas transferencias que tie- 
ne obligación de conceder. 

Yo no puedo menos que reprobar desde esta tribuna tal 
conducta y, por eso, cuando no pensaba volver a hablar 
de este tema, que considero manido, ni de los argumen- 
tos reiteradamente expuestos y, creo, reiteradamente de- 
soídos, he tenido que hacer uso de la palabra para que no 
se considere que hay inhibición por mi parte. He subido 
a apoyar decididamente la proposición no de ley del Gru- 
po Popular, apoyo que es el de Coalición Galega del Gru- 
po Mixto, y que es también el de las Agrupaciones Inde- 
pendientes de Canarias que, expresamente, a través de mi 
persona, han querido adherirse a este apoyo. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por la Agrupación Liberal, tiene la palabra el señor 
cias, señor Bernárdez. 

Aparicio. 

El señor APARICIO PEREZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Con toda brevedad, para apoyar y anunciar el sentido 
favorable de nuestro voto respecto a la proposición no de 
ley que presenta el Grupo de Coalición Popular. Creemos 
que es una de las escasas posibilidades de romper una si- 
tuación de bloqueo, que a nadie beneficia y que, desde lue- 
go, está creando situaciones de abierta discriminación en- 
tre Comunidades Autónomas, especialmente grave des- 
pués de la promulgación de la Ley de bases que, en su 
día, también entendimos como altamente negativa y cuya 
valoración nos llevó, incluso, a recurrir ante el Tribunal 
Constitucional pidiendo su amparo en este sentido. 

Por todo ello, anuncio el voto favorable de la Agrupa- 
ción parlamentaria del Partido Liberal respecto a esta 
proposición no de ley. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por la Agrupación del PDP, tiene la palabra el señor 
cias, señor Aparicio. 

Camacho. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Señor Presidente, se- 
ñorías, la Agrupación del PDP votará a favor de esta pro- 
posición no de ley, que encontramos cargada de razón ju- 
rídica y de razón política, y que está colocando a la Cá- 

mara en una situación verdaderamente grave, en un ca- 
llejón sin salidad. Esto es algo evidente, pues ya se ha vis- 
to cómo una Ley de Cámaras Agrarias ha sido sacada de 
esta Cámara, digamos por la ley del embudo. Además, no 
ha podido tomarse ninguna decisión sobre las Cámaras 
Agrarias desde que se recurrió la Ley por diversos Gru- 
pos Parlamentarios ante el Tribunal Constitucional. Hoy 
día el Gobierno no puede permitir que se sigan incum- 
pliendo lo que son prescripciones constitucionales y lega- 
les. Si hay que conceder esas competencias y hay que ha- 
cer las transferencias necesarias a las Comunidades Au- 
tónomas, que no es ningún regalo, sino que tienen dere- 
cho a que se hagan, y no se hacen, estamos llegando a una 
conclusión aún mucho más grave que la del deterioro de 
lo que puede ser una relación parlamentaria, y está to- 
cando de lleno a la opinión que los ciudadanos pueden te- 
ner de la Justicia en su competencia con el Gobierno. 

Hoy vemos cómo el Poder Judicial, cómo la Justicia 
está siendo desacreditada. Incluso el propio Ministro de 
Justicia dice que hay libertad para hacer esa crítica abier- 
ta. No negamos la libertad, pero el primero que no cum- 
ple las sentencias del Tribunal Constitucional y de los tri- 
bunales es el propio Gobierno, y desde el momento en que 
un Gobierno no ejecuta las sentencias tal y como están 
dictaminadas por el Poder Judicial, se está causando un 
grave deterioro a la división de poderes del Estado. 

Esta proposición no de ley me está dando pie para ha- 
cer esta defensa, ardiente naturalmente, porque como ju- 
rista, como respetuoso con el Estado de derecho, no me 
cabe más que pedir que el Gobierno y el Partido mayori- 
tario abran los oídos a esta demanda de la sociedad, a 
esta demanda de la democracia y a esta demanda de la 
libertad. En otro caso, las relaciones de los poderes se de- 
terioran como los estamos viendo, pues están llegando a 
límites prácticamente inconfesables. 

Señor Presidente, esperamos que el Grupo mayoritario 
esta vez haga honor a sus principios, principios que se es- 
tán quedando antiguos cuando rozan a estas cuestiones 
de la democracia, de la libertad y del valor de la Consti- 
tución, y pueda tomar en consideración esta proposición 
no de ley y efectuar las transferencias tal y como se pide 
en la misma. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El seno, VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Muchas 

Por el Grupo Vasco (PNV) tiene la palabra el señor 
gracias, señor Camacho. 

Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Pre-' 
sidente, señorías, el proyecto de ley de establecimiento dc 
las bases del régimen jurídico de las Cámaras Agrarias sc 
vio en el trámite de totalidad el 16 de octubre de 1986 
ante esta Cámara. En aquel entonces, el Grupo de Coali- 
ción Popular presentó un texto alternativo que, en con- 
junto, era respetuoso con las competencias de las comu- 
nidades autónomas. En trámites sucesivos, nuestro Gru- 
po mantuvo una posición de defensa de las competencias 
de las comunidades autónomas, posición que en las vota- 
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ciones no tuvo un apoyo consecuente por parte de Coali- 
ción Popular. 

En este sentido, y en cuanto a la afirmación que ha he- 
cho anteriormente el señor Llorens desde esta tribuna, 
hay que decirle con toda cordialidad que el traspaso de 
las competencias efectuado a la Comunidad Autónoma 
del País Vasco en esta materia es muy anterior al pacto 
de gobierno de coalición suscrito entre el Partido Nacio- 
nalista Vasco y el Partido Socialista Obrero Español, en 
cuanto al tema del Gobierno vasco. 

En consecuencia, pedir ahora estas transferencias a que 
se hace mención en esta proposición no de ley, no solu- 
ciona el problema, en el sentido de que efectuar en este 
momento tales transferencias no sirve adecuadamente a 
la situación actual, al no respetarse en esa Ley de Bases 
de Régimen Jurídico las competencias de las comunida- 
des autónomas. 

Con ello quiero decir que, en todo caso, este paquete de 
transferencias que podría efectuarse quedaría disminui- 
do, por cuanto la propia Ley de Bases nos está disminu- 
yendo las posibilidades de alcance de tales transferencias. 
Además, al quedar las Cámaras Agrarias caracterizadas 
de uqa forma determinada, tal y como vimos a lo largo 
de la tramitación de ese proyecto de ley, esas transferen- 
cias también, de alguna manera, quedan, desde nuestro 
modo de ver, capitidisminuidas. 

Concretamente, y si recordamos en un momento, la Ley 
de Bases de Régimen Jurídico de las Cámaras Agrarias no 
permite que las Cámaras presten servicios de interés ge- 
neral a los agricultores, 'ni tampoco contempla la crea- 
ción de órganos de gobierno de tales Cámaras, pensando 
únicamente en la constitución de las Cámaras, pero no en 
cómo esas Cámaras van a ser gobernadas por unos órga- 
nos. Estas dos materias, aparte de la materia autonómi- 
ca, fueron sustanciales para mantener la oposición de 
nuestro Grupo a aquel proyecto de ley. 

Sin embargo, y a pesar de todo lo señalado, nuestro 
Grupo apoya en general, como es bien conocido, toda ¡ni- 
ciativa que tienda a agilizar el procéso de transferencia a 
las comunidades autónomas en materias de su com- 
petencia. 

En consecuencia, y a pesar de lo ya indicado y de las 
incorrecciones del Grupo proponente, nosotros vamos a 
apoyar esta proposición PO de ley presentada, si bien es- 
timamos que debería haber tenido una formulación, por 
una parte más general, haciendo referencia a la acelera- 
ción de todo el proceso de transferencias a todas las co- 
munidades autónomas y, por otra parte, más realista, qui- 
zá en el sentido de que los plazos que se solicitan en ella 
parecen cortos, habida cuenta de que nos encontramos en 
época estival. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por el Grupo de Minoría Catalana, tiene la palabra el 
cias, señor Echeberría. 

señor Ferrer. 

El señor FERRER 1 PROFITOS: Señor Presidente, se- 

ñoras y señores Diputados, subo una vez más a esta tri- 
buna-para consumir un turno de toma de posición de mi 
Grupo, Minoría Catalana, sobre una proposición no de ley 
de Cámaras Agrarias. 

Los criterios para el debate -debate por otra parte an- 
tiguo y siempre muy apasionado- de esta proposición no 
de ley podrían ser casi los mismos que sirvieron para la 
argumentación de la defensa de la enmienda a la totali- 
dad que este Diputado, en nombre de su Grupo, la Mino- 
ría Catalana, utilizó en el debate del proyecto de ley de 
bases del régimen jurídico de las Cámaras Agrarias el 16 
de octubre del ano pasado. Los argumentos que en aquel 
momento este Diputado expresó en nombre de su Grupo 
desde esta tribuna eran varios. Quizá es oportuno recor- 
dar que se producía una colisión de competencias con las 
comunidades autónomas que la tenfan en esta materia. 
Como ha quedado demostrado anteriormente y como ha 
quedado de manifiesto por la sentencia del Tribunal Cons- 
titucional respecto a la LPA en su artículo 15, la Comuni- 
dad Autónoma de Cataluña tiene competencias en esta 
materia, por lo cual también se produce colisión de com- 
petencias con la Generalidad de Cataluña. Por tanto, en 
coherencia con lo que hemos mantenido siempre respec- 
to a las corporaciones de Derecho público que son las Cá- 
maras Agrarias, estamos de acuerdo con el punto 1 de la 
proposición no de ley. 

Hablaba yo antes del apasionamiento que ha produci- 
do siempre el debate sobre las Cámaras Agrarias, no sólo 
en el Parlamento, sino en la calle, y aprovecho para decir 
que considero sería ésta una oportunidad de oro -y no 
deseo que sea la última- para dar una salida a este tema 
de las Cámaras Agrarias, apoyando esta proposición no 
de ley. 

Ya se ha dicho aquí, aunque tenemos que volver a ma- 
nifestarlo siendo coherentes con el debate de la enmien- 
da a la totalidad del mes de octubre, que ha habido un 
acuerdo de la comisión mixta de transferencias Estado- 
Generalidad de Cataluña, de febrero de 1984, y que este 
acuerdo era vinculante para el Estado, o que por lo me- 
nos debería serlo. Hasta ahora, como ha quedado demos- 
trado, parece que para el Estado esta vinculación no cuen- 
ta. Y si esto no se hacía, de alguna manera se negaba al 
sector agrario un derecho que tienen los demás sectores 
de este país, quitándole la plenitud de derechos tanto aso- 
ciativos como corporativos. Este traspaso de competen- 
cias en materia de Cámaras Agrarias - c o m o  dice el pun- 
to 2 de la proposición no de ley- a la Generalidad de Ca- 
taluña entendemos nosotros que tiene que ser con sus fun- 
cionarios y subvenciones en los mismos términos estable- 
cidos en los correspondientes anexos del acuerdo de la Co- 
misión mixta de traspasos del mes de febrero de 1984. 

Estas corporaciones de Derecho público se verían dina- 
mizadas con el traspaso a las comunidades autónomas 
que tengan competencias sobre ellas y cuyos parlamen- 
tos han aprobado leyes al respecto, y además prestarían 
servicio de gran utilidad que los profesionales de la agri- 
cultura necesitamos, tanto a nivel de información como 
de asesoramiento, sobre iodo en este período transitorio 
de incorporaciones a la comunidad Económica Europea. 
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Insisto una vez más en manifestar mi condición de pro- 
fesional de la agricultura, porque en este aspecto concre- 
to puedo saber más que los técnicos y más que los juris- 
tas, aunque sean competentes, sobre la necesidad de que 
estas corporaciones nos presten servicios a nosotros. Es- 
tas corporaciones son muy necesarias y yo diría que son 
casi imprescindibles. Para este Diputado que les habla es 
un tema que tiene una doble sensibilidad. Todavía tengo 
la condición de vocal de la Cámara Agraria de mi pueblo 
y sé de la utilidad de los servicios que estas corporacio- 
nes han prestado al sector agrario. 

Finalmente, señor Presidente, invitaría al Grupo mayo- 
ritario a que a un tema que ha producido tantos enfren- 
tamientos en la vida agraria, en el sector agrario, le dié- 
ramos una salida que de una vez por todas dejara ya tran- 
quila a la familia agraria, para que este tema no sirviera 
para enconados enfrentamientos, como ha sucedido has- 
ta ahora. 

Por todo ello, el Grupo de la Minoría Catalana dará el 
voto favorable a esta proposición no de ley sobre Cáma- 
ras Agrarias. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por el Grupo Socialista tiene la palabra la señora 
cias, señor Ferrer. 

Pelayo. 

La señora PELAYO DUQUE: Señor Presidente, seño- 
rías, voy a intervenir para fijar la posición de nuestro Gru- 
po en relación con la proposición no de ley sobre Cáma- 
ras Agrarias, presentada por el Grupo de Coalición Po- 
pular. 

La proposición no de ley es reproducción exacta, mili- 
métrica, de otra anterior presentada con fecha 4 de febre- 
ro, que a su vez es calcada de otra anterior presentada 
con fecha 9 de octubre del año pasado. Es decir, estamos 
ante una iniciativa generada por el Grupo de Coalición 
Popular con fecha 30 de julio y que se ha reproducido su- 
cesivamente en esta Cámara. De ahí que, a mi juicio, el 
origen de esta proposición sea la causa de las imprecisio- 
nes o incorrecciones que se contienen en su justificación. 

Por ejemplo -leo textualmente, porque creo que es im- 
portante no perder de vista el texto de la proposición por 
cuanto justifica la posición de nuestro Grupo-, en la ex- 
posición de motivos, en la justificación de la proposición 
se habla de las dificultades que tiene el anuncio por par- 
te del Gobierno de un proyecto de ley, del debate de in- 
vestidura del Presidente del Gobierno, etcétera. Parece 
que hay una especie de fijación en el tiempo cuando se 
presentó esta proposición, como si no hubiera ocurrido 
nada desde el 30 de julio del año pasado hasta estas 
fechas. 

En concreto, yo creo que no ha habido un debate, sino 
varios en esta Cámara sobre Cámaras Agrarias y, además, 
hay un proyecto de ley que ya ha vsto la luz en el uBole- 
tín Oficial del Estadou, que era el proyecto de ley de es- 
tablecimiento de las bases del régimen jurídico de las Cá- 
maras Agrarias. Esta Ley ha sido recurrida -y éste es un 

dato muy importante, a nuestro juicio- ante el Tribunal 
Constitucional por el propio Grupo proponente. 

Por tanto, hay una cuestión a dilucidar previamente. Es 
decir, desde que se presentó esta proposición el 30 de ju- 
lio han ocurrido muchas cosas, y entre ellas la interposi- 
ción de un recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 
de Bases del Regimen Jurídico de las Cámaras Agrarias 
ante el Tribunal Constitucional. Para nosotros ese dato es 
tan fundamental que nos parecería de una mínima pru- 
dencia política esperar a la resolución de dos recursos de 
inconstitucionalidad planteados ante el Tribunal Consti- 
tucional contra la Ley de Bases del Régimen Jurídico de 
Cámaras Agrarias antes de proceder a la toma de decisio- 
nes por esta Cámara de cualquier resolución al efecto. Es 
decir, a nuestro juicio, por ser una cuestión «sub iudice», 
habría que estar a la resulta de esos recursos de in- 
constitucionalidad. 

Pero es que, además, desde el punto de vista del fondo 
de la proposición, ya no sólo por la forma, a nosotros nos 
parece que habría que recordar algunas cuestiones fun- 
damentales, como, por ejemplo, que, en relación con los 
procesos de transferencia o traspaso a las comunidades 
autónomas de las funciones, servicios y medios correspon- 
dientes a sus competencias, son principios elementales so- 
bradamente conocidos los siguientes: l ." Que las compe- 
tencias no son objeto de transferencia o traspaso por acto 
de Gobierno, sino que vienen atribuidas por los respecti- 
vos estatutos de autonomía. Por tanto, no se puede hablar 
en la proposición no de ley de que el Gobierno en el plazo 
de tres meses transfiera las competencias sobre Cámaras 
Agrarias a aquellas comunidades autónomas que las ten- 
gan asumidas en sus estatutos, porque las transferencias 
de competencias no se producen. Es el reconocimiento de 
las competencias lo que se produce en los estatutos de au- 
tonomía, y las transferencias son de servicios y de medios 
perspnales y materiales, en función del reconocimiento de 
competencias que tengan las comunidades autónomas en 
sus respectivos estatutos de autonomía. 

En segundo lugar, el procedimiento de transferencia de 
esos servicios no viene impuesto por una ley, sino preci- 
samente por un mecanismo que son las comisiones mix- 
tas de transferencias, que vienen establecidas ya no sólo 
por la vía del artículo 147.2 de la Constitucih, sino tam- 
bién de los propios estatutos de autonomía. Proceso ade- 
más de traspaso de servicios a las comunidades autóno- 
mas que no está configurado en el bloque de constitucio- 
nalidad como un proceso unitario, sino todo lo contrario, 
es un proceso de naturaleza diversa por los orígenes, por 
el tiempo y además por el contenido de los traspasos. Por 
tanto, la uniformidad que se pretende en la proposición 
de un traspaso, ya no de competencias, sino (supuesto que 
hablemos desde el punto de vista de corrección técnica y 
de rigor jurídico) de transferencias de servicios, éstos no 
pueden considerarse agrupadamente, porque no es así 
como están coniemplados en el bloque de constitucio- 
nalidad. 

Además, los acuerdos de la Comisión mixta es verdad 
que son vinculantes para el Gobierno y que el Gobierno 
en este sentido viene obligado a incorporarlos a un Real 
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Decreto, como.vehículo meramente formal de su integra- 
ción en el ordenamiento jurídico, pero también inversa- 
mente hay que reconocer que un acuerdo de la Comisión 
mixta que se refiera a transferencias de servicios, funcio- 
nes o medios relativos al ejercicio de una competencia no 
atribuida por el estatuto de autonomía a una comunidad 
autónoma en concreto, es un acto dictado con falta de 
competencia y, por tanto, nulo, por lo que el Gobierno no 
sólo no viene vinculado por ese acuerdo de Comisión mix- 
ta, sino que está obligado a no reconocerle ningún efecto 
jurídico, no sólo por respeto a la Constitución, sino tam- 
bién por respeto al propio estatuto de autonomía. 

Ese es un análisis general de cómo funciona en nuestra 
Constitución, y con arreglo a nuestro ordenamiento jurí- 
dico vigente, el traspaso de funciones y de servicios a las 
comunidades autónomas en ejercicio de las competencias 
que tengan atribuidas y en ejercicio del bloque de cons- 
ti tucionalidad. 

En cuanto a Cámaras Agrarias en concreto, yo le diría 
al Grupo proponente -que además ha recordado casi tex- 
tualmente la exposición de motivos del proyecto de ley de 
bases del establecimiento del régimen jurídico de las Cá- 
maras Agrarias, en relación con la diversa realidad esta- 
tutaria, en relación con las atribuciones de competencias 
en Cámaras Agrarias- que la única Comisión mixta que 
adoptó acuerdos y que luego tuvieron su traducción en el 
correspondiente Real Decreto, es la Comisión mixta de 
transferencias con el País Vasco. 

Respecto a las restantes comunidades autónomas, hay 
que hacer algunas matizaciones o precisiones en relación 
con lo que se ha dicho aquí y en relación con lo que se 
dice en la proposición. No es verdad que hay acuerdo de 
transferencia o acuerdo de la Comisión mixta en relación 
con Galicia; no es verdad. Y en cuanto a Cataluña, es cier- 
to que ha habido unos acuerdos de la Comisión mixta en 
materia de Cámaras Agrarias que se sitúan adoptados en 
2 de octubre de 1980 y 2 de abril de 1984. Pero también 
es cierto que el Gobierno de la Nación entiende que esia 
Comunidad Autónoma no tiene atribuida por el estatuto 
de autonomía competencia en materia de Cámaras Agra- 
rias, de tal manera que ésa fue la razón por la cual el Go- 
bierno de la Nación interpuso recurso de inconstituciona- 
lidad número 961í85, promovido por el Presidente del Go- 
bierno, como digo, contra la ley 18/1985, de 23 de julio, 
del Parlamento de Cataluña, recurso que todavía está pen- 
diente de resolución, por lo cual también, yo creo que por 
una mínima prudencdia política, habría que estar a re- 
sultas de lo que dijera el Tribunal Constitucional en rela- 
ción con esta materia, y además por pura coherencia, para 
resolver sobre la cuestión. 

En este debate se han dicho algunas cosas que nos pa- 
recen muy graves. Se ha vuelto a reiterar aquellos califi- 
cativos catastrofistas de que se ha incautado el patrimo- 
nio, de que hemos aplicado la ley del embudo, de que te- 
nemos sentimientos totalitarios, etcétera. Yo  haría una 
afirmación aquí de rechazo, en nombre de mi Grupo, de 
tales afirmaciones catastrofistas, que no se corresponden 
ni con el talante ni con la trayectoria del Partido y del 
Grupo Socialista. Pero es que, además, se ha hablado de 

la necesidad de un referéndum en el campo sobre lo que 
opinan en relación con la Ley de Cámaras. Yo querría re- 
cordar aquí algo que ya se dijo también en el debate de 
Cámaras Agrarias, que es que el proyecto de ley de bases 
de establecimiento de régimen jurídico de Cámaras Agra- 
rias se presentó en la anterior Legislatura, se dio a cono- 
cer al electorado, hubo unas elecciones en junio de 1986 
y saben SS. SS. que el respaldo mayoritario lo obtuvimos 
en el campo. Se volvió a presentar el proyecto de ley y sc 
debatió en su totalidad en la Cámara. 

No quiero reiterar aquí este debate que se produjo ya 
intensa y extensamente en el pasado período de sesiones, 
pero sí querría hacer una reflexión: la moderación que se 
le pide al Partido Socialista yo creo que tendrían que em- 
pezar a practicarla los Grupos de la oposición, a efectos 
de ser coherentes con lo que predican o lo que propugnan. 

Nosotros, sintiéndolo mucho, por pura coherencia, por- 
que estas cuestiones están nsub iudice., porque la propo- 
sición no de ley no es técnicamente correcta, porque no 
se pueden hacer transferencias de cqmpetencias -las Cor- 
tes no tienen competencias para hacer transferencias de 
competencias de una manera indiscriminada a las comu- 
nidades autónomas como se pide-, porque además hay 
razones incluso de rigor jurídico y de respeto al bloque 
de constitucionalidad, nos vamos a oponer a la proposi- 
ción no de ley que ha presentado el Grupo Parlamentario 
Popular sobre Cámaras Agrarias. 

Nada más, señor Presidente, y muchas gracias. (El se- 
ñor Llorens Torres pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Señor Llorens, ¿a qué efecto? 
cias, señora Pelayo. 

El señor LLORENS TORRES: Señor Presidente, al am- 
paro del artículo 73, yo rogaría que me diera un turno de 
cinco minutos, porque he sido gravemente contradicho. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martfnez): Señor 
Llorens, el artículo 73, efectivamente, reconoce un turno 
de réplica en los debates. Aquí no ha habido debate, por- 
que no ha habido turno en contra. A veces, es cierto que 
algunos Grupos Parlamentarios emplean la sutileza de no 
usar el turno en contra, sino el turno de fijación de posi- 
ciones, que realmente, en el fondo, es un turno en contra, 
lo cual puede, en cierta medida, llevar a S .  S .  a cambiar 
la posición que inicialmente tenía. 

Consiguientemente, no por aplicación del artículo 73 
del Reglamento, sino simplemente por si S .  S .  tiene que 
alterar su posición respecto a su intervención inicial, tie- 
ne un minuto para hacer uso de la palabra. 

El señor LLORENS TORRES: Sefiora Pelayo, justed 
sabe lo que acaba de decir? ¿Usted sabe la gravedad de 
todo lo que ha dicho hasta estos momentos? ¿Cómo pue- 
de usted decir que es grave lo que nosotros hemos dicho? 

Señora Pelayo, portavoz del Grupo Socialista y de to- 
dos los votos que la están apoyando: en primer lugar, hav 
dos cuestiones. Resulta que, cuando no figuran los acuer- 
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dos de traspasos en una Comisión mixta de traspasos, los 
estatutos de autonomía no valen y, cuando figuran, resul- 
ta que no son vinculantes. 

Sentencia del Tribunal Constitucional ante el recurso 
interpuesto contra la LOAPA: Los acuerdos de la Comi- 
sión mixta de traspasos, concretamente, en Cataluña, Es- 
tado-Generalidad, son de obligado cumplimiento del Es- 
tado. Así lo reconoció el señor Ministro de Agricultura 
- q u e  no sé dónde está, si en Madrid, si en Bruselas, no 
sabemos d6nde está; tenía que estar ahí-. Lo firmó en fe- 
brero de 1984, de obligado cumplimiento en marzo de 
1984. ¿Para qué sirve? ¿Usted qué ha dicho? ¿Qué no sir- 
ven para nada los acuerdos de la Comisión mixta de tras-, 
pasos? Léalo, por favor. Lo acaba de decir en el «Diario 
de Sesiones D. 

Señora portavoz, resulta que hay tres casos o, por po- 
ner, dos: Galicia, lo tiene reconocido en el estatuto de au- 
tonomía; no vale, porque no existe en la Comisión mixta 
de traspasos ningún acuerdo. Cataluña, lo acuerda la Co- 
misión de traspasos; no vale, porque no lo pone el esta- 
tuto de autonomía, aunque la LPA interpretó que sí. En- 
tonces, iqué es lo que vale? 2Unicamente los votos? ¡Si us- 
tedes son siempre los únicos que tienen la razón! Como 
en la autopista, cuando se coloca un coche en dirección 
contraria y utilizan el aviso que dice: un coche en direc- 
ción contraria. Sí, uno; más de cuatrocientos, todos los de- 
más. Todos los demás Grupos han entendido la propues- 
ta que nosotros estábamos explicando aquí. 

Señora portavoz del Grupo Socialista, yo no me puedo 
tomar en serio lo que ustedes acaban de decir; me lo ten- 
go que tomar a broma, me lo tengo que tomar como se 
lo toman a veces, y permítanme, ya que no desvelo nin- 
gún secreto público ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Señor 
Llorens, termine, por favor. 

El señor LLORENS TORRES: Termino, señor Pre- 
sidente. 

El otro día, al Ministro de Agricultura, en la Comuni- 
dad Europea le dijeron -porque yo no he entendido lo 
que usted ha dicho, prefiero no haberlo entendid-, le 
preguntaron: «iParlez-vous espagnol, señor Ministro?, 
Porque es que no se les entiende. Y, claro, ahora, habría 
que decirle uparlez-vousB o no aparlez* nada. ¿Dónde está 
el señor Ministro? Porque a usted yo no la he entendido, 
y lo prefiero. 

Muchas gracias. (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Tiene la palabra la señora Pelayo, en derecho de réplica. 
cias, señor Llorens. 

La señora PELAYO DUQUE: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

En cuanto a las afirmaciones que se me atribuyen, se- 
ñor Presidente, por parte del portavoz del Grupo de Coa- 
lición Popular, me remito a lo que conste en el «Diario de 
Sesion?s». 

He dicho claramente que los acuerdos de la Comisión 
mixta son vinculantes, salvo cuando la Comisión mixta 
actúe en competencias que no tengan atribuidas los esta- 
tutos de autonomía, en cuya virtud, el Gobierno está le- 
gitimado para impugnar esos acuerdos, cosa que ha 
ocurrido con el Estatuto de Cataluña. 

Hay un recurso de inconstitucionalidad,dplanteado por 
el Gobierno de la nación, contra la ley de la Generalidad 
desarrollando unas competencias que el Gobierno de la 
nación entiende que no tiene el Estatuto de Autonomía 
para Cataluña. Y he dicho que una mínima prudencia po- 
lítica aconseja esperar a las resultas de ese recurso de in- 
constitucionalidad. Como también una mínima pruden- 
cia política aconseja esperar a las resultas de los recursos 
de inconstitucionalidad que haL interpuesto su Grupo en 
relación con la Ley de bases del régimen jurídico de las 
Cámaras Agrarias. Por tanto, yo he dicho eso y no lo que 
usted me quiere atribuir. 

Sí, he hecho una afirmación, señor Llorens, saliendo al 
paso de las declaraciones que han hecho otros Grupos y 
su Grupo en relación con la actitud de mi Grupo Parla- 
mentario. Han sido afirmaciones por parte mía de defen- 
sa de la coherencia de mi Grupo y, además, en solicitud 
de una reflexión de moderación por parte de todos los 
Grupos que han intervenido en este debate; moderación 
que se nos pide al Grupo Parlamentario Socialista y que 
no practican algunos Grupos cuando nos acusan a los so- 
cialistas, por ejemplo, de no respetar los principios de li- 
bertad o de democracia contenidos en nuestra Constitu- 
ción, y eso se ha dicho hoy en este debate y me remito al 
(c Diario de Sesiones)). 

Por tanto, señor Llorens, yo entiendo español, hablo es- 
pañol, y yo creo que aquí no se trata de hablar otros idio- 
mas, sino de que lo que se diga aquí, se mantenga tam- 
bién fuera de la Cámara, por Coherencia. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 
cias, señora Pelayo. 

Va a procederse a la votación de la proposición no de 
ley, presentada por el Grupo Parlamentqrio de Coalición 
Popular, sobre cámaras agrarias. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 273; a favor, 101; en contra, 156; abstencio- 
nes, 16. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Consi- 
guientemente, queda rechazada la proposición no de ley 
sobre cámaras agrarias, que acaba de ser votada. (El se- 
ñor Vicepresidente, Torres Boursault, ocupa la Pred- 
dencia.) 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MINORIA CA- 
TALANA, POR LA QUE SE PROPONE LA CONSTI- 
TUCION DE UNA COMISION PARLAMENTARIA 
DE LOS DERECHOS DE LA MUJER 
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El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Pro- 
posición no de ley, del Grupo Parlamentario de Minoría 
Catalana, por la que se propone la constitución de una CO- 
misión parlamentaria de los derechos de la mujer. 

Para su defensa, tiene la palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Señor Presidente, se- 
ñorías, el 25 de octubre del año pasado, el {{Boletín Ofi- 
cial de las Cortes Generales» publicó la proposición no de 
ley de Minoría Catalana sobre la constitución de una Co- 
misión parlamentaria de los derechos de la mujer. Esta 
iniciativa se produjo, pues, por la fecha que les acabo de 
decir, apenas iniciados los trabajos parlamentarios de 
esta tercera legislatura y a escasos meses -quiero recor- 
dar- de las elecciones legislativas. La elección de la fe- 
cha para presentar esta proposición no fue casual, Mino- 
ría Catalana quiso que así fuera porque es consciente de 
que el tema de la situación de la mujer debe ser objeto 
de un tratamiento conjunto de todos los Grupos Parla- 
mentarios, y para evitar las tentaciones de instrumenta- 
lización que pudiera haber por parte de alguna fuerza po- 
lítica de un sujeto, en este caso las mujeres -19 millones 
en España-, que representan un buen colectivo influen- 
ciable electoralmente, aunque esto me cueste admitirlo. 

Ahora, ocho meses después de la presentación de esta 
iniciativa (quiero decir que nunca es tarde si la dicha es 
buena y parece que va a serlo a la vista de las enmiendas 
presentadas), voy a consumir mi turno de defensa de la 
proposición no de ley en un momento de sosiego en esta 
Cámara. Ya han pasado las elecciones autonómicas, loca- 
les y europeas. E s  un buen momento, pues, para tratar 
esta cuestión: la situación de la mujer, problema que, por 
su constancia y permanencia, es de Estado, y que, por tan- 
to, excede de las ideologías e implica a todos los partidos 
políticos y a la sociedad entera. 

La participación de las mujeres en igualdad con los 
hombres en la vida política es condición de la democra- 
cia y de la promoción de la igualdad, así como una exi- 
gencia fundamental de la justicia social. La Declaración 
entre la Igualdad entre los Hombres y las Mujeres, adop- 
tada en la primera Conferencia ministerial europea, cele- 
brada en Estrasburgo el 4 de marzo de 1986, senala -y 
cito textualmente- que .la plena y activa participación 
de las mujeres y los hombres, a todos los niveles, en la 
vida política y pública es un aspecto esencial del desarro- 
llo del proceso democrático, del reforzamiento de las ins- 
tituciones democráticas». 

De acuerdo con esta Declaración que acabo de leer, po- 
dríamos decir que la democracia está todavía inacabada 
por cuanto las mujeres están infrarrepresentadas en la 
vida política y pública, y que las posibilidades es de ha- 
cer valer sus intereses específicos, así como de acceder y 
mantenerse en los órganos de decisión son hoy muy redu- 
cidas. Conocen SS. SS. que las mujeres son minoritarias 
en casi todos los órganos de decisión: en el Parlamento, 
en el Gobierno, en los partidos, en las organizaciones pa- 
tronales y en los sindicatos. 

En otra vertiente diferente de la representación políti- 
ca y pública, conoccn SS. SS. las dificultades quc encucn- 

tran las mujeres para el desarrollo de sus actividades pro- 
[esionales, sociales y familiares. Dificultades que son en 
mayor medida culturales y estructurales que propiamen- 
te normativas o legislativas, puesto que nuestra legisla- 
;ión sobre reconocimiento de derechos e igualdad entre 
la mujer y el hombre es avanzada. 

Sus señorías.saben también -las mujeres lo sabemos 
y lo padecemos más- de 10s malos tratos, de las prácti- 
ras discriminatorias operadas con las mujeres en los di- 
ferentes sectores donde éstas llevan a cabo sus activida- 
des y,  sobre todo, son conocedores de la falta de igualdad 
de oportunidades para su pleno desarrollo. 

Nuestra legislación, señorías, con ser avanzada, sobre 
todo a partir de los últimos diez años, como decía hace 
un momento, es insuficiente para que los poderes públi- 
cos puedan garantizar la igualdad de derechos y oportu- 
nidades entre mujeres y hombres, igualdad consagrada 
en los artículos 9." y 14 de la Constitución. El número .2 
del artículo 9.0 de la Constitución dice que corresponde a 
los poderes públicos promover las condiciones de igual- 
dad. 

Minoría Catalana estima, señorías, que hoy no se trata 
tanto de insistir en las declaraciones de derechos sociales 
y políticos de las mujeres como de facilitar el ejercicio 
real de tales derechos mediante cambios de orden econó- 
mico, social, cultural y, por sup.uesto, con infraestructu- 
ras sociales adecuadas. 

El problema de la situación de la mujer es una cues- 
tión de gran magnitud política. Decía hace un momento 
que es un problema de Estado. Algunos países europeos 
democráticos han adoptado ya una decidida política de 
acciones positivas en favor, de la mujer. 1ncluso.alguno 
cuenta con legislación prohibitiva, y por tanto punitiva, 
para atajar las diferentes situaciones de discriminación 
de las mujeres. Por otra parte, la Comunidad Europea ha 
elaborado ya un plan de acción comunitario, que va de 
1986 a 1990, para el fomento de la igualdad de opor- 
tunidades. 

Quiero también manifestar que algún partido o grupo 
puede tildar estas acciones positivas que no han sido 
adoptadas todavía en nuestra legislación y también, por 
qué no decirlo, la Comisión que proponemos, de paterna- 
listas, discriminatorias y desiguales. Y es que ciertamen- 
te lo son en cuanto que tratan de favorecer a la mujer. 
¿Por qué hacemos este planteamiento? Porque la situa- 
ción de partida es muy diferente desde el punto de vista 
histórico, y todavía hoy existe una situación de desigual- 
dad, con el fiel de la balanza inclinado en contra de las 
mujeres. Por lo tanto, las medidas de acción positiva sir- 
ven para equilibrar esta discriminación histórica. 

Creemos, señorías, que este camino de las acciones po- 
sitivas es el camino a seguir. El camino es, pues, el del es- 
tímulo y la sensibilización de, la sociedad para alcanzar 
el objetivo de la equitativa participación de las mujeres 
en.la potítica, en el trabajo, en la educación, en la cultu- 
ra, en la salud, en los medios de comunicación, en defini- 
tiva en todos los órdenes de la vida. Es una condición 
"sinc qua non. para la edificación de un orden social más 
justo v para consolidar v profundizar nuestro sistema dc- 
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mocrático que éste sea capaz de ofrecer a cada persona, 
partiendo de una perfecta igualdad de oportunidades, 
múltiples pautas de elección para poder desarrollarse con 
independencia de su sexo. 

Nos enfrentamos, qué duda cabe, con un problema muy 
complejo y con la siguiente realidad social: Crisis econó- 
mica y falta de empleo, una tradición de escasa partici- 
pación de la mujer en el mercado de trabajo, y una evo- 
lución irreversible a una tasa de actividad cada vez ma- 
yor, por lo que en vez de facilitarse la resolución de los 
problemas, van a ser cada vez más agudos. 

Para dar algunos datos, señorías, la participación labo- 
ral de las mujeres españolas no llega hoy al 30 por cien- 
to, porcentaje que, con referencia a otros países europeos, 
es bajfsimo. Otros países europeos tienen un porcentaje 
entre el 40 y más del 50 por ciento. Según datos suminis- 
trados por el hsti tuto de la Mujer, el número de pobla- 
ción femenina española en edad de trabajar es de catorce 
millones y medio. Si aplicamos el porcentaje que les aca- 
bo de mencionar, resulta que solamente trabajan cuatro 
millones de mujeres. Además este trabajo es en puestos 
de escasa remuneración, poco cualificados, muy escasa- 
mente diversificados, y, en la’mayor parte de las ocasio- 
nes, de empleo irregular. Una verdadera participación de 
la mujer en la vida política, social y laboral no necesita, 
por la magnitud del problema, sólo de acciones legislati- 
vas, creemos que es preciso una concienciación social so- 
bre el papel en la sociedad y, sobre todo, una toma de con- 
ciencia - e s t o  es muy importante- de las propias muje- 
res de sus capacidades. 

La Convención de las Naciones Unidas sobre elimina- 
ción de todas las formas de discriminación de las muje- 
res, que fue ratificada por España el 16 de diciembre de 
1983, insta a los Gobiernos a crear los organismos corres- 
pondientes para alcanzar tal finalidád. Las diferentes ins- 
tituciones del Estado han de velar por la superación de 
las desigualdades y deben dotarse de los instrumentos 
adecuados. La proposición no de ley que presenta Mino- 
ría Catalana pretende que esta Cámara se dote de una Co- 
misión permanente sobre los derechos de la mujer. Esta 
iniciativa, recuerdo, se inscribe en la línea de actuación 
seguida por Minoría Catalana, que es la de tratar, como 
siempre, de encontrar el máximo acuerdo y cooperación 
para avanzar en la resolución de importantes problemas 
que afectan a nuestra sociedad. Nuestra proposición per- 
sigue los objetivos que figuran en el preámbulo; respon- 
de también, por su contenido, a los principios de la Cons- 
titución española, a los principios y acciones comunita- 
rias, y propone la creacibn de un organismo - e s t a  Comi- 
sión a la que me he referido-, siguiendo la práctica ini- 
ciada en otras Asambleas parlamentarias europeas, con- 
cretamente en el Parlamento Europeo, que es, quiero re- 
cordar, la Asamblea parlamentaria de la Comunidad en 
la que hay un mayor número de representación femenina 
y donde también existe una Comisión, incluso con el mis- 
mo nombre que el que Minoría Catalana propone. 

Entrando ya en el articulado, ¿qué funciones tendrá 
esta Comisión? Será una Comisión -si merece la apro- 
bación de esta Cámara- rica en contenido, porque nu- 

merosos son los temas a tratar, puesto que numerosos son 
los problemas a estudiar para más adelante resolver. A tí- 
tulo de ejemplo y por enumerar algunos de los temas, 6s- 
tos podrían ser: Servicios sociales y familiares, salud, con- 
secuencias de la introducción de nuevas tecnologías, im- 
portancia de la educación y formación, representación de 
la mujer en los órganos de negociación laboral, pensiones 
sobre la base de derechos individuales, flexibilización del 
mercado de trabajo para la mujer, licencias familiares, 
ventajas, y quizá inconvenientes, del trabajo a tiempo 
parcial, etcétera. Las funciones figuran en el texto de la 
proposición no de ley. Como el tiempo es limitado no las 
voy a leer, ya que S S .  SS. disponen del texto. 

No escapa a S S .  S S .  la importancia que tiene esta Co- 
misión, y la importancia que tiene asimismo que el Par- 
lamento español se dote, por primera vez, de una Comi- 
sión permanente de los derechos de la mujer. Tras la lec- 
tura de las enmiendas presentadas por diferentes Grupos 
Parlamentarios, concretamente los Grupos Socialista y 
PDP, deduzco una coincidencia básica, de la que nos po- 
demos congratular. Esta coincidencia no. reside sólo en la 
necesidad de crear esta Comisión -con el nombre que Mi- 
noría Catalana propone o con otro d is t in tw,  que puede 
ser sólo del Congreso o mixta de las dos Cámaras, sino in- 
cluso en el diseño general o, mejor todavía, en las funcio- 
nes a llevar a cabo. 

El Grupo Socialista propone una Comisión de las dos 
Cámaras, con funciones yo creo que exactamente iguales 
que las de la propuesta de Minoría Catalana, por lo cual 
avanzo que Minoría Catalana va a aceptar la enmienda 
propuesta por el Grupo Socialista. 

La enmienda del PDP recoge un olvido de nuestra pro- 
posición, quizá porque ya lo dábamos por supuesto. Tam- 
bién será aceptada. Además, dicha enmienda contempla 
un supuesto que también recoge el Grupo Socialista. 

Para acabar, debo decir que si esta proposición, con la 
aceptación de las enmiendas, merece la aprobación de 
SS. SS. esta Cámara dará un testimonio de la atención 
que presta a la  situación de la mujer y expresará su com- 
promiso profundo con la promoción de la igualdad de 
oportunidades de la mujer, incluso en un período de cri- 
sis económica y de escasez de empleo. Minoría Catalana 
cree que con su aprobación daremos un paso más para re- 
forzar nuestro sistema democrático. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Cuenca. 

Efectivamente, se han presentado dos enmiendas, una 
de la Agrupación del PDP y otra del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista. 

En nombre de la Agrupación de Diputados del PDP y 
para la defensa de su enmienda, tiene la palabra la seño- 
ra Salarrullana. 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, en nombre de la Agru- 
pación de Diputados del Partido Demócrata Popular, 
anuncio nuestro voto favorable a la proposición no de lev 



- 3340 - 
25 DE JUNIO DE 1987.-NÚM. 56 

~~~ _ _ ~ _ _ _ ~ _ _ _ ~  
CONGRESO 

_____- ~~ 

que ha presentado Minoría Catalana y ,  a la vez, la defen- 
sa de una enmienda de adición, que explicaré en seguida, 
que tiene'menos fuerza tal vez porque sé que va a ser acep- 
tada, tras hacer algunas observaciones. 

A pesar de decir que vamos a aprobar esta proposición 
no de ley, quiero señalar que es lamentable que se tenga 
que presentar algo así casi en la última década del si- 
glo XX. Es lamentable, pero es necesario. Es necesario 
porque tiene razón la portavoz de Minoría Catalana al 
considerar que continúan las prácticas discriminatorias 
respecto a la mujer. 

Reconozco que ha cambiado mucho' la situación de la 
mujer en los últimos tiempos, pero aún queda mucho por 
cambiar. La verdad es que todo el proceso de nuestra dis- 
criminación empezó en aquel texto de la Biblia en que 
cuando Dios la expulsó fuera del paraíso, le dijo: Tantas 
haré tus fatigas'cuantos sean tus embarazos; con trabajo 
parirás tus hijos; hacia tu marido irá tu apetencia y a él 
te someterás. Esas palabras siguen vigentes en toda la 
Historia de la antigüedad y casi llegan hasta nuestros 
días, hasta el punto de que en aquellos primeros albores 
de la Humanidad a la mujer se la consideraba un ser sin 
alma, sin inteligencia, exclusivamente para el placer del 
varón y para perpetuar la especie. 

El cristianismo dio el primer gran paso, hizo la prime- 
ra gran revolución, reconociendo que la mujer tenía alma. 
Sin embargo, los mismos teóricos de la doctrina cristia- 
na fueron más duros y,  además, estaban muy influidos 
por aquella época, y no digo nada de la actitud de San Pa- 
blo respecto a nosotras, porque es de todas conocido. 

El verdadero cambio en cuanto a la situación de la mu- 
jer se empezó a producir con la Revolución industrial del 
siglo XIX, sobre todo merced a los movimientos sufragis- 
tas y feministas de aquel siglo y de éste, gracias a cuya 
lucha hoy estamos muchas de nosotras -pocas todavía- 
en esta Cámara. 

Como ha dicho también la portavoz de Minoría Cata- 
lana, hoy podemos decir que la legislación española es 
una de las más avanzadas del mundo en este campo, so- 
bre todo en lo relativo a la igualdad de la mujer. Sin em- 
bargo, esta igualdad se queda en lo legal, no es una igual- 
dad real, que cs  la que queremos conseguir. En este caso, 
la sociedad ha ido por detrás de nuestras leyes. Por eso 
presentamos esta enmienda de adición diciendo que, ade- 
más de vigilar, controlar, recibir e inspeccionar toda la le- 
gislación europea e internacional con respecto a la mu- 
jer, hay que seguir también la legislación española, por- 
que desgraciadamente no se cumple o no se desarrolla. 

Tenemos casos bien recientes en esta misma Cámara. 
Cuando la Constitución española declara la igualdad dc 
las mujeres y los hombres y el Estatuto de los Trabajado- 
res expresa también la no discriminación por razón de 
sexo, hoy existen unas mujeres españolas - e s t a  Agrupa- 
ción las ha defendido en esta Cámara repetidas vcces- 

que quieren entrar a formar parte de un estamento, el 
Ejército concretamente, y no se les ha permitido. 

Yo no culpo a nadie de esta situación. Por supuesto, no 
culpo a los hombres y menos a los españoles. Son ochos 
siglos de herencia de dominio árabe y escapesa. (Rumo- 

*es.) En realidad, todos los hombres llevan muchos siglos 
iintiéndose y siendo el rey de la creación. (Rumores.) Sus 
ieñorías, así como sus antepasados, han visto durante mu- 
:hos siglos en la mujer la esposa, la amante. En estos mo- 
nentos ven en la mujer la rival, y muchas veces la rival 
riunfante ante un puesto de trabajo, ante una oposición, 
{ eso duele. (Rumores.) 

Tarhpoco echo la culpa a las mujeres. Muchas veces son 
:Has mismas las que se retraen de asumir una responsa- 
iilidad en la participación y en la lucha por complejo de 
nferioridad, por falta de cultura y de formación y ,  sobre 
.odo, por las dificultades que encuentran al intentar ha- 
:erlo. Hubo un sociólogo holandés que dijo una vez una 
:osa que cae como una losa sobre todas nosotras y es cier- 
:a: Una mujer debe de ser el doble de buena que un hom- 
?re para lograr un puesto de trabajo la mitad de impor- 
tante que él. 

El año pasado estuve en Bruselas en la primera confe- 
rencia de mujeres demócrata-cristianas para estudiar el  
segundo programa de acción para  el cuatrienio 
1986-1990, que la Comisión de igualdad de la mujer pro- 
ponía al Consejo de Europa, y cuyo destino es continuar 
las iniciativas legislativas y normativas para la promo- 
:ión de la igualdad entre el hombre y la mujer. En este 
suatrienio se van a dedicar y a centrar en acciones en el 
:ampo de la educación y la formación para hacer efecti- 
va la igualdad de oportunidades; en el campo del empleo, 
donde se sigue observando una concentración de las mu- 
jeres en sectores y oficios tradicionales y en niveles muy 
bajos; en el campo de las nuevas tecnologías, que puede 
ser la opción histórica para la mujer en estos momentos; 
:n el reparto de las responsabilidades familiares y profc- 
sionales entre hombre y mujer; y en acciones de sensibi- 
lización destinadas a favorecer la evolución de las men- 
talidades para que todas estas normativas no sean políti- 
cas sin efectos prácticos. 

Por todo esto, consideramos necesaria la proposición de 
Minoría Catalana. Mientras a la mujer se le siga conside- 
rando e inscribiendo dentro de los grupos marginados se- 
rán necesarias para ellas políticas y medidas específicas. 
El Parlamento español no puede quedarse atrás en este 
camino. Tiene que actuar corno han hecho otros Parla- 
mentos europeos y de otras partes del mundo y, sobrc 
todo, como ha hecho el propio Parlamento Europeo. En 
la creación de esta Comisión se debe de seguir día a día, 
paso a paso, trabajando en pro de la igualdad de los de- 
rechos entre el hombre y la mujer, entre otras cosas por- 
que, si no es así, nuestro mundo y nuestra sociedad, que 
sólo,se compone de hombres y de mujeres, estará cojo, Ic 
faltará una parte muy importante y esencial de sí misma. 
Me gustaría que el lema, un lema de larga tradición his- 
tórica en España, pudiera ser un día aquél de: «Tanto 
monta, monta tanto, Isabel-como Fernando)). 

Nada más y muchas gracias 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Tienc 
la palabra la señora Hermosín, para la defensa de la en- 
mienda del Grupo Parlamentario Socialista. 
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La señora HERMOSIN BONO: Gracias, señor Pre- 
siden te. 

Señoras y señores Diputados, voy a consumir, en nom- 
bre del Grupo Socialista, este turno para defender la en- 
mienda a la totalidad que hemos presentado a la propo- 
sición no de ley de Minoría Catalana para la creación de 
una Comisión parlamentaria de los derechos de la mujer. 

Tengo la impresión - c r e o  no equivocarme tras oír la 
intervención de la señora Diputada del Grupo de Minoría 
Catalana y, también, de la Diputada del Grupo del PDP- 
de que me va a resultar relativamente fácil la defensa de 
esta enmienda, que viene a mejorar, desde mi punto de 
vista a completar, la proposición no de ley que el Grupo 
de Minoría Catalana presentó en su día. 

No voy a entrar ahora a analizar la influencia de la ci- 
vilización árabe en nuestro país, las actitudes de algunas 
iglesias o de la Iglesia Católica en nuestro país porque no 
creo que éste sea el momento adecuado. Lo que sí me in- 
teresa señalar es que tengo la impresión de que hay un 
alto grado de acuerdo en cuanto a la importancia que tie- 
ne la igualdad de oportunidades de la mujer en nuestro 
país. Ello ha sido así y se ha puesto de manifiesto en di- 
versos momentos. Por ejemplo, recuerdo que en la com- 
parecencia de doña Carlota Bustelo, Directora del Insti- 
tuto de la Mujer, la explicación que daban los distintos 
Grupos Parlamentarios de la Cámara sobre la situación 
de la mujer española coincidía, aunque fuera desde dis- 
tintas ópticas políticas. Es un tema en el que ya de entra- 
da hay una gran coincidencia en todos los Grupos aquí 
presentes. 

Con nuestra enmienda a la totalidad mejoramos la pro- 
posición no de ley y completamos su reglamentación. Pero 
ya anuncio que coincidimos fundamentalmente en los ob- 
jetivos y en las funciones que esta Comisión debe tener. 
Entendemos, pues, que la creación de esta Comisión par- 
lamentaria -que nosotros llamarnos para la igualdad de 
oportunidades de la mujer, luego entraré en la defensa 
pormenorizada de los términos de la enmienda- tiene 
plena justificación en nuestro Parlamento, dada la situa- 
ción de la mujer española. 

Desde 1977, España ha realizado un enorme esfuerzo 
para adaptar su ordenamiento jurídico al principio de no 
discriminación por razón de sexo. La Constitución espa- 
ñola y las modificaciones de otras normas civiles, pena- 
les y laborales, han reconocido unos derechos a la mujer 
española de que prácticamente no había disfrutado nun- 
ca o solamente había disfrutado en un escaso margen de 
tiempo en la época de la 11 República. Sin embargo, en 
este momento todos tenemos la conciencia clara de que, 
a pesar de que el esfuerzo ha sido enorme y de que el avan- 
ce producido es muy importante, no es suficiente porque 
sabemos que de hecho existe hoy en nuestro país una si- 
tuación de desigualdad real entre los hombres y las mu- 
jeres. Existe una desigualdad real en los terrenos del ac- 
ceso de la mujer a la cultura, a la formación, a la infor- 
mación, a la educación; de su entrada en el mercado la- 
boral y de su presencia en los centros de decisión política 
más importante. 

No quiero tampoco reiterar, para no cansar a SS. SS., 

datos que ya se han expresado desde esta tribuna. Sola- 
mente deseo decir que en España no llega todavía al 30 
por ciento el número de mujeres que forman parte de la 
tasa de actividad laboral femenina. La tasa de desempleo 
afecta de manera más importante a las mujeres que a los 
hombres, sobre todo a las mujeres jóvenes. Las mujeres 
están empleadas, como todos sabemos, fundamentalmen- 
te en sectores de la actividad peor remunerados y con me- 
nores responsabilidades en todos los ámbitos. En defini- 
tiva, tenemos que reconocer que la mujer española vive 
todavía una situación de desigualdad, que se ha produci- 
do históricamente, que no vamos ahora a descubrir, que 
es consecuencia de los efectos perjudiciales que han re- 
caído sobre ella de determinadas actitudes, comporta- 
mientos, formas de vida y, sobre todo, estructuras so- 
ciales. 

Los poderes públicos, nosotros, tenemos la obligación, 
por mandato constitucional además -se ha dicho ante- 
riormente-, según el artículo 9: de nuestra Constitución, 
de remover los obstáculos que impidan o dificulten la li- 
bertad e igualdad de todos los ciudadanos. Además, creo 
firmemente que nuestro Gobierno está comprometido con 
una política que acelere la igualdad de hecho entre los 
hombres y las mujeres. Está comprometido desde el mo- 
mento en que en esta Cámara se ratificó la Convención so- 
bre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, en el año 1983. Está también comprome- 
tido porque ha ratificado las estrategias de Nairobi, de 
1985, que culminaban el diseño de la mujer de Naciones 
Unidas. Esta comprometido con esta política cuando al 
adherirse a las Comunidades Europeas ha aceptado por 
supuesto las diferentes directivas referentes al principio 
de igualdad de oportunidades. Y está comprometido al 
aprobar el plan de acción de las Comunidades Europeas, 
a medio plazo, para 1986/1990. 

Creo, por tanto, que la creación, por primera vez en 
nuestro Parlamento, de una Comisión de estas caracterís- 
ticas vendría a testimoniar y a poner de manifiesto la im- 
portancia y el compromiso del Parlamento con el fomen- 
to de la igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres. 

Entrando ya en los apartados concretos que pretende- 
mos enmendar, comenzaría con la denominación de la 
propia comisión. Como he dicho antes, nosotros la deno- 
minamos para la igualdad de oportunidades de la mujer. 
Entendemos más acertada esta denominación porque, 
como también han dicho aquí otras Diputadas en sus in- 
tervenciones, no se trata tanto ahora de la necesidad de 
modificar normas legales como de impulsar una política 
que modifique también las actitudes, las formas de vida 
y las propias estructuras sociales para que esos derechos, 
que son hoy formalmente iguales para hombres y muje- 
res, sean efectivos y reales. No son, pues, los derechos de 
la mujer los que hoy están aquí en entredicho sino más 
bien la óptima aplicación de estos derechos, que permita 
alcanzar la igualdad e ir avanzando en este terreno. 

Proponemos, además, en nuestra enmienda que esta co- 
misión sea mixta Congreso-Senado, porque entendemos 
que en una comisión de esta naturaleza es necesario in- 
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volucrar a .todas las instituciones del Estado, pues sus tra- 
bajos van a ser mucho más eficaces y coordinados. Así, he- 
mos presentado ya también en el Senado una proposición 
no de ley de similares características y con iguales conte- 
nidos y funciones que la que hoy estamos tratando en el 
Congreso. 

Decimos también en la enmienda, y sobre ese punto no 
se decía nada en la proposición no de ley de Minoría Ca- 
talana, cuál debe ser la composición de la comisión, par- 
lamentaria que ahora estamos debatiendo. Creemos que 
debe estar compuesta por veinticinco miembros, designa- 
dos por los Grupos y Agrupaciones parlamentarias de la 
Cámara, en proporción a su número. Proponemos este nú- 
mero única y exclusivamente porque hemos visto que es 
el que habitualmente se ha utilizado para otro tipo de co- 
misiones no legislativas, similares en su configuración a 
la que hoy proponemos. 

En cuanto a sus funciones, como decía antes la señora 
Diputada de Minoría Catalana, las que nosotros damos en 
nuestra enmienda a la totalidad son prácticamente las 
mismas que se establecían en su proposición no de ley, 
quizá con mayor concreción. Así pues, las funciones con- 
sistirán fundamentalmente en el estudio de la situación 
de la igualdad de oportunidades de la mujer en la socie- 
dad española, efectuando el seguimiento de la aplicación 
de la legislación y de los tratados y convenios internacio- 
nales, de las decisiones adoptadas por la Organización de 
las Naciones Unidas y de sus organismos especializados, 
por las instituciones comunitarias europeas y por las del 
Consejo de Europa, así como, y muy especialmente, el se- 
guimiento de la acción del Gobierno en este ámbito. 

Por otra parte, creo que efectivamente estas funciones 
son bastante similares a las que la comisión que existe en 
el Parlamento Europeo por los derechos de la mujer tiene 
asignadas. Creo importante resaltar que esa Comisión del 
Parlamento Europeo, que comenzó su andadura siendo 
solamente una comisión ((ad hoc» para unos problemas 
determinados, específicos y coyunturales, precisamente 
por los trabajos desarrollados se convirtió en 1984 en una 
Comisión permanente del Parlamento Europeo, que se ha 
mostrado como un instrumento eficaz y capaz para la lu- 
cha por la defensa del principio de igualdad de oportuni- 
dades. Por lo tanto, esperamos que con una comisión de 
esfa$ características, seamos capaces también de avanzar 
en ese terreno. 

Esta es, pues, señor Presidente, la enmienda que que- 
ría defender, confiando, como decía al principio, que ob- 
tendrá el respaldo mayoritario de la Cámara y que, de 
esta manera, podremos empezar la andadura de esta co- 
misión, que trabajará en defensa del principio de igual- 
dad. Creo que deberíamos sentirnos todos orgullosos de 
que el Parlamento español incorpore hoy en nuestra so- 
ciedad democrática, en una sociedad que muy reciente- 
mente ha incorporado los derechos y las libertades indi- 
viduales de los ciudadanos, con la creación de esta comi- 
sión, la preocupación por el principio de igualdad dc 
oportunidades entre los hombres y las mujeres. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

¿Qué Grupos Parlamentarios desean fijar su posición? 

Por la Agrupación de Diputados de Izquierda Unida-Es- 

cias, señora Hermosín. 

(Pausa.) 

querra Catalana, tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, la Agrupación Izquierda Unida-Es- 
querra Catalana va a votar favorablemente la proposición 
no de ley y las enmiendas presentadas, al parecer acep- 
tadas por la Diputada propone'nte. (El señor Presidente 
ocupa la Presidencia.) 

De todas formas, aunque estamos de acuerdo en todo 
lo que se ha dicho por parte de los oradores que hasta aho- 
ra han hecho uso de la palabra, quisiéramos añadir des- 
de nuestro punto de vista que a los argumentos que se 
han citado cabría ponerles una cierta dosis de prudencia 
y de sordina. 

Es cierto que nuestro ordenamiento jurídico se ha pues- 
to a la altura de los más modernos de las democracias par- 
lamentarias, es cierto que en el plano jurídico estamos al- 
canzando casi una plena igualdad jurídica de derechos y 
libertades fundamentales y de no discriminación por ra- 
zón del sexo, pero como todos los oradores han reconoci- 
do, del ordenamiento jurídico a la realidad político-social 
hay un campo muy amplio que muchas veces hace desa- 
parecer esta aparente igualdad. 

Las desigualdades heredadas desde siglos, las políticas 
económicas, culturales y sociales practicadas en el inme- 
diato pasado y las que se continúan.practicando hoy des- 
de el Gobierno español, mantienen estas desigualdades en 
el terreno de lo concreto, de lo real, de lo político. Por eso, 
la creación de una Comisión no puede ser de ningún modo 
la cautela para pensar que con ello.hemos dado un gran 
paso adelante. Más bien yo diría que la proposición no de 
ley, las enmiendas presentadas y la propia constitución 
de esta Comisión Mixta Congreso-Senado es un reconoci- 
miento del enorme trabajo que queda por hacer, que no 
creo que vayas a poder abordar seriamente la propia Co- 
misión. Es decir, que la Comisión, en cuanto instrumento 
parlamentario, es un paso, pero un paso muy pequeño que 
debería implantarse con cambios políticos, culturales, 
económicos y sociales, que desgraciadamente no van a na- 
cer del trabajo de esta Comisión, sino que nacen desde 
propuestas políticas de los distintos Grupos Parlamenta- 
rios y, sobre todo, del que tiene la responsabilidad de go- 
bernar. Muchas veces se ha dicho que cuando se quiere 
aparcar un problema, pero dando la sensación de que sc 
ha resuelto, se crea una Comisión, y ahí queda el proble- 
ma. A veces el volumen y la importancia que se quiere 
dar a la propia Comisión puede ser un indicio de esta for- 
ma de actuar, y creo que en este caso la enmienda socia- 
lista, ampliando aparentemente el ámbito de esta Comi- 
sión propuesta por la proposición no de ley de Minoría Ca- 
talana a una Comisión Mixta Congreso-Senado, aunque 
formalmente le da un mayor relieve y una mayor univer- 
salidad, puede ser una forma -no digo buscada ni pre- 
tendida, e n  ningún caso-  de aparcar de manera bastan- 
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te definitiva los distintos problemas que están latentes en 
la pre'ocupación que ha llevado a Minoría Catalana y a 
los otros Grupos a plantear esta cuestión. 

Yo creo que no se puede hablar de la problemática de 
la mujer, sino de la problemática de las mujeres, de los 
distintos grupos sociales y culturales en que podemos 
agrupar a las distintas mujeres. Es decir, no creo que se 
pueda hacer esta generalización tan formal de la proble- 
mática de la mujer, sino de la problemática de las muje- 
res, según sea su cultu;a, sus niveles de renta, las clases 
sociales a las que pertenezcan, su propia conciencia mo- 
ral, ética y polftica y su grado de compromiso. Yo creo 
que ésta sería una mejor forma de avanzar, con propues- 
tas más concretas y precisas, que no diluyendo la enorme 
y diferente problemática que afecta a la mitad de la po- 
blación refiriéndonos a la mujer genéricamente. Igual que 
no se puede hablar de la política sino de las distintas po- 
líticas: económicas, culturales, de salud, sociales, que 
puede o no practicar uno u otro Gobierno en función de 
su ideología, en función de su orientación y de sus obje- 
tivos políticos, en el tema de la mujer nosostros preferi- 
mos hablar de los problemas concretos y definidos no de 
la mujer, sino de las mujeres, de los distintos grupos de 
mayor o menor riesgo, según sea el problema, entre las 
mujeres. Es decir, la problemática no es uniforme ni mu- 
cho menos sino que sigue el nivel cultural, el nivel de ren- 
ta, la clase social a la que pertenece y el grado de com- 
promiso ético, polftico y moral con la sociedad que tie- 
nen los distintos grupos de mujeres. Creemos que es una 
forma mejor de abordar el problema y de promover los 
cambios estructurales, económicos, polfticos y sociales 
para remover estas distintas desigualdades, que -insis- 
to- no se producen de una foima homogénea a lo largo 
de todo el colectivo de las mujeres. 

Para citar sólo un ejemplo como botón de muestra, 
cuando se habla de progresismo, de lo avanzado de nues- 
tro ordenamiento jurídico y de la igualdad de oportuni- 
dades que permite, yo quisiera recordar a esta Cámara 
que hace muy poco tiempo se discutió aquí una proposi- 
ción de ley, presentada por el Diputado que les habla, que 
pretendía - é s a  sí, en sintonía con las legislaciones de la 
mayoría de los Estados europeos- igualar la libertad y 
la disposición del propio cuerpo por parte de la mujer 
-me estoy refiriendo a la legislación sobre el abort-, 
y la opinión de la Cámara fue muy distinta a la que se pro- 
ponía y muy diferente de la que es hoy moneda corriente 
y legislación positiva en la mayoría de los Estados euro- 
peos de la Comunidad. Por tanto, creo que hay aún tre- 
chos a recorrer, distintos en según qué segmentos, para re- 
solver los problemas de salud, jurídicos o políticos que 
puedan afectar no a la mujer en abstracto, sino a los co- 
lectivos de mujeres según su peculiar situación en el con- 
junto de la sociedad. 

A pesar de todas estas reservas y cautelas ante el ins- 
trumento del que ahora nos dotamos, esta Comisión mix- 
ta Congreso-Senado, que parece ser que se va a aprobar, 
nuestro Grupo votará a favor, pero insistiendo una vez 
más en que el problema no es el de ala mujer,, sino el de 
ulas mujeres» con problemas concretos, con niveles cul- 

turales concretos, con rentas salariales concretas, perte- 
necientes a clases sociales determinadas, cuyos proble- 
mas se agravan o disminuyen en función de esta peculiar 
ubicación cultural, social y política. 

De todas formas, nosotros vamos a votar a favor de esta 
proposición no de ley. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Espasa. 
Por la Agrupación del Partido Liberal, tiene la palabra 

la señora Yabar. 

La señora YABAR STERLINC: Señor Presidente, seño- 
rías, trataré de fijar con la mayor brevedad y con la máxi- 
ma claridad posible la posición de la Agrupación de 
Diputados del Partido Liberal sobre la proposición no de 
ley de Minorfa Catalana en torno a la constitución de una 
Comisión parlamentaria sobre los derechos de la mujer. 
Que la voz discrepante que ahora toma posición sobre este 
tema sea la de una mujer es s6io producto del azar; igual 
que sólo el azar es responsable, al menos mientras el es- 
tado de nuestro conocimiento sobre la biologfa sea el ac- 
tual, de la división por sexos de la humanidad. Con esto 
quiero decir, señorías, que lo que voy a mantener en nom- 
bre de mi Grupo podría haber sido expresado por cual- 
quier otra voz, que sólo podría ser ya masculina, pudien- 
do variar los términos, la síntesis o las argumentaciones 
de la tesis, pero no la tesis misma, que es colectiva y uná- 
nime dentro de nuestro Grupo en torno a esta proposi- 
ción no de ley. 

Mi Grupo no tiene ninguna duda acerca de la existen- 
cia en la realidad de profundas fisuras e incluso de quie- 
bras fundamentales en las condiciones necesarias para 
que sea real y efectiva la libertad y la igualdad de las per- 
sonas a las que se refiere precisamente el artículo 9.", 2 
de la Constitución española. 

Sería ocioso decir que somos conscientes de que aún 
quedan muchos obstáculos por remover de aquellos que 
impiden o dificulten la participación plena de todos los 
riudadanos en la vida polftica, económica, cultural y so- 
5a1, y también sabemos que hay numerosos grupos de 
personas, no necesariamente conjuntos disjuntos, que son 
discriminados por otros en alguno de los ámbitos a los 
que acabo de referirme: los ancianos, los minusválidos, 
los drogadictos, los'emigrantes, los enfermos de SIDA y, 
lesde luego, las mujeres. 

Las personas de sexo femenino son, desde luego, muy 
iumerosas en el mundo, en las Comunidades Europeas y 
:n España. La Diputada que ha defendido esta proposi- 
:ión no de ley ha aludido a algunas cifras que yo  voy a 
:vitar, porque son suficientes al respecto. Hay una gran 
3roporción de mujeres entre el grupo de trabajadores, de 
:mpresarios, de parados, de cabezas de familia, de enfer- 
nos, de ancianos y de amantes de la música clásica, por 
)onerles algunos ejemplos y no aburrirles, señorías, con 
ina lista interminable. 

La relativamente corta historia de la incorporación de 
a mujer al mundo del trabajo por cuenta ajena y los lar- 
:os siglos de su dedicación a otras funciones excluyendo 
:Sta provocó desde luego el interés de los miembros fun- 
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dadores de las Comunidades Europeas por la situación de 
las mujeres en el rnundo del trabajo y, además, la intro- 
ducción del artículo 119.en el Tratado de Roma, que con- 
sagra el principio de igualdad de retribución entre traba- 
jadores masculinos y femeninos para un mismo trabajo. 

La decisión de la Cumbre de París, que se toma en 1972 
para desarrollar precisamente la Europa social y los di- 
versos programas de acción que adopta la Comisión Eu- 
ropea para promover la igualdad de oportunidades <u- 
riosamente ésta es la denominación de la Comisión Mix- 
ta que propone el Grupo mayoritari- tiene expresas re- 
ferencias a la condición femenina, y también medidas ex- 
presas y concretas a favor de los trabajadores de la indus- 
tria del carbón, de la siderurgia, de los emigrantes, de los 
parados menores de veinticinco años, etcétera; en una pa- 
labra, de todos aquellos grupos de personas objeto de dis- 
criminaciones en el campo laboral. Es más, señorías, en 
la última reforma del Fondo Social Europeo y en las aten- 
ciones hacia las que se han dirigido sus recursos en los 
años siguientes a 1972, se observa que los ámbitos de dis- 
criminación laboral son muy diversos y que esa discrimi- 
nación se produce en las regiones pobres frente a las ri- 
cas, entre determinados grupos de empresas frente a em- 
presas de otras ramas de la actividad industrial, entre el 
propip campo y la industria, en las personas de minusva- 
lías físicas de todo tipo, en los trabajadores de edad su- 
perior a cuarenta y cinco años, en los jóvenes menores de 
veinticinco años que tratan de encontrar su primer em- 
pleo y también, desde luego, en las mujeres. 

Cuando el Fondo Social Europeo especifica los cuatro 
tipos de ayudas a fondo perdido que está dispuesto a con- 
ceder, habla, en primer lugar, dc aquellas ayudas que pue- 
dan facilitar o ampliar la formación de las personas (sub- 
rayo personas) y mejorar sus conocimientos o capacita- 
ción profesional; en segundo lugar, de aquellas medidas 
que puedan favorecer la movilidad geográfica de los tra- 
bajadores y de sus familias; en tercer lugar, de aquellas 
medidas que consigan eliminar obstáculos a la incorpo- 
ración al trabajo de ciertos trabajadores, como, por ejem- 
plo, ayudas a la creación de puestos de trabajo para mi- 
nusválidos, y en cuarto lugar, aquellas medidas que favo- 
rezcan la promoción de empleo en las regiones económi- 
camente más desfavorecidas. 

Como se deduce de esta enumeración de los cuatro po- 
sibles destinos de las ayudas, el Fondo Social Europeo 
sólo habla de personas, de trabajadores, de regiones o de 
minusválidos, con el buen criterio de no citar a las muje- 
res. Y digo buen criterio de no citarlas, porque, de haber- 
lo hecho, y puesto que las ayudas no pucden ser simultá- 
neas, habría reducido de cuatro a una las posibilidades 
de cualquier mujer de obtener una ayuda en el Fondo So- 
cial Europeo. 

El Parlamento Europeo, en cambio, constituye en 1979 
una comisión especializada para tratar de los problemas 
de las mujeres, e incluso en enero de 1984 se cfectúa en 
el pleno de este foro internacional un debate de gran in- 
terés sobre estos temas, que mucho me temo no vamos a 
poder reproducir ahora, ni siquiera emular. 

Esta experiencia indudablcnicnte constitu,vc c-l prccc- 

dente, a mi juicio, de la proposición no de ley de Minoría 
Catalana. Pero el hecho de que alguna prestigiosa insti- 
tución internacional haya optado por discriminar a la 
mujer, concentrando en algo tan accidental y aleatorio 
como su condición toda la problemática que ella tiene 
como individuo, como ser humano, y que además haya 
optado (aunque sea sin espíritu doloso) por aislar como 
en una reserva, como en un ghetto, a la mayor parte de 
la población mundial, no nos obliga a adoptar la misma 
postura. Tendrán que comprendér, señorías, que con el 
debido respeto para las instituciones internacionales que 
hayan optado por esta misma solución, para los Diputa- 
dos de Minoría Catalana que la han presentado y para los 
miembros de los Grupos que me han precedido en el uso 
de la palabra, ya que todos van a apoyar la creación de 
esta Comisión, yo les diga que al leer la proposición no 
de ley me situé involuntariamente en los albores del mo- 
vimiento sufragista, o que, de modo recurrente, mi cabe- 
za, al leerla, al último libro de Stephen Cornell sobre el 
largo camino de los indios norteamericanos hacia la re- 
cuperación de sus derechos civiles plenos. 

Así pues, en el fondo de la cuestión que nos ocupa, que 
está detrás de esta concreta iniciativa de Minoría Catala- 
na, el Partido Liberal no coincide con los redactores de la 
proposición no de ley, por todo lo dicho hasta ahora. 

Por otro lado, en lo que se refiere a la forma, al intento 
de constituir una Comisión parlamentaria para el estudio 
y propuesta de medidas legislativas, para el desarrollo de 
funciones y coordinación y relación con otros organismos, 
y para el seguimiento del grado de cumplimiento de los 
tratados o recomendaciones de organismos internaciona- 
les, es decir, una Comisión con funciones bien atípicas (re- 
conózcanlo S S .  SS.), mezcla de competencias de un ser- 
vicio de estudios del Poder Ejecutivo y de competencias 
de una fundación benéfico-docente de ámbito internacio- 
nal, tampoco estamos de acuerdo, porque no somos par- 
tidarios de una multiplicación de las comisiones, y mu- 
cho menos para un tema de atención permanente y no 
puntual, u ocasional, como el que debatimos, que abre 
además la puerta a constituir múltiples comisiones simi- 
lares para atender problemática indeterminada de gru- 
pos de personas diferenciados, lo que, llevado al límite, 
caería en el absurdo de hacer innecesarias las comisiones 
actuales por materias o temas para que éstas fueran sus- 
tituidas por comisiones compuestas bajo la óptica de la 
problemática global de grupos distintos de personas. 

Una vez concretada nuestra posición, que no somos par- 
tidarios de la creación de esta comisión parlamentaria 
que Minoría Catalana propone sobre los derechos de la 
mujer, quiero manifestar rotundamente que los Diputa- 
dos del Partido Liberal defenderemos siempre, y también 
tomaremos la iniciativa cuando sea necesario, la libertad 
de las personas, mujeres y hombres, y la plena vigencia 
del principio de igualdad entre las personas, hombres y 
mujeres, en todos sus extremos, y en cualquiera de sus 
acepciones, a través de los mecanismos existentes para 
ello en la actualidad. 

Nada más, muchas gracias, señor Presidente. 

El setior PRESIDENTE: Gracias, señora Yabar 
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Por el Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra el 
señor Olabarría. 

El señor OLABARRIA MUNOZ: Señor Presidente, bre- 
vemente, desde el escaño, voy a tomar posición sobre la 
materia, en nombre de mi Grupo, aunque pueda resultar 
quizá un tanto chocante que lo haga un hombre en una 
proposición de estas características, pero desgraciada- 
mente no disponemos en nuestro Grupo de una mujer que 
haya constatado o sufrido personal o empíricamente las 
deficiencias, las disfunciones, las discriminaciones que 
evidentemente, en virtud de un análisis objetivo, sincero, 
y quizá por parte de los hombres autocrítico, existen to- 
davía en nuestra sociedad; disfunciones y discriminacio- 
nes en el ámbito cultural, social, laboral, etcétera, que no- 
sotros compartimos, y por ello apoyamos esta proposi- 
ción, porque este órgano que se pretende crear a través 
de esta proposición presentada por Minoría Catalana, en 
cuanto puede cumplir una función que es importante, que 
es la de generar una conciencia crítica respecto a los po- 
deres públicos que dinamice e impulse la efectiva igual- 
dad que proclama el artículo 9.2 de la Constitución y el 
efecto remotriz que dicho artículo reclama de los poderes 
públicos, es un órgano que resulta útil y que puede resul- 
tar operativo. 

Por esta razón, apoyamos entusiásticamente esta pro- 
posición presentada por Minorfa Catalana. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olabarría. 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Revilla. 

El señor REVILLA RODRICUEZ: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, Centro Democrático y Social 
apoya la proposición no de ley presentada por Minorfa Ca- 
talana solicitando la creación de una Comisión parlamen- 
taria .específicamente de los derechos de la mujer. 

Efectivamente, el espíritu de igualdad recogido en 
nuestra Constitución con un sentido claramente progre- 
sista y social es un reto de transformación constante de 
los valores y de las actitudes. Debe ser, por tanto, objeti- 
vo de todos lograr la integración, el desarrollo socioeco- 
nómico y cultural en el país de todos los sectores de la so- 
ciedad, atendiendo muy especialmente a aquellos que se 
encuentran en una posición desventajosa. 

Hay que trabajar por conseguir que todos los indivi- 
duos se incorporen plenamente a la realidad social y con- 
sigan su integro desarrollo personal, pero debemos reco- 
nocer que este espfritu constitucional no se realiza siem- 
pre. (Rumorea.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, por favor, señor 

Ruego a SS. SS. guarden sielencio y ocupen sus esca- 

Cuando quiera, puede continuar. 

Revilla. 

ños si permanecen en el hemiciclo. (Pauaa.) 

El señor REVILLA RODRIGUEZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Decía que este espíritu constitucional no se realiza 
siempre y concretamente la mujer sigue perjudicada ,en 
las posibilidades de formación y en la vida laboral y so- 
cial, e incluso en la familia. En muchas de las activida- 
des en las que la sociedad se muestra más creadora, si- 
guen dominando ideas y hábitos que conducen a la pre- 
ponderancia parcial y creemos que indebida del hombre. 

Pensamos, por tanto, que es necesario caminar hacia 
una nueva mentalidad que afirme las aspiraciones de la 
mujer y que no acepte que ésta sea discriminada en cual- 
quier aspecto de la vida. 

Es necesario lograr recomendaciones eficaces para que 
el número de mujeres que ocupen cargos y puestos de 
rsponsabilidad en la vida política, en la Administración 
y, en general, en los asuntOs políticos, económicos y so- 
ciales, aumente progresivamente. 

La modificación de la situación a favor de la mujer exi- 
ge el esfuerzo de todos y es buen ejemplo que este Parla- 
mento marque caminos y pautas. 

Pensamos que debemos dedicarnos, por tanto, al estu- 
dio de esta problemática, tomando iniciativas, sabedores 
de que una acción vale más que mil proclamaciones no 
asentadas en una firme voluntad de cambio. 

Apoyamos, por tanto, con toda claridad y con todo en- 
tusiasmo la iniciativa presentada por Minoría Catalana. 
Confiemos en que los largos ocho meses que han trans- 
currido desde la entrada de esta proposición hasta hoy 
sean la última expresión de la indiferencia por este tema. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Revilla. 
Por el Grupo de Coalición Popular tiene la palabra la 

señora Izquierdo. 

La señora IZQUIERDO ARIJA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, tradicionalmente en nuestro país ha existido, 
por razón de sexo, una división de funciones entre hom- 
bres y mujeres. Ello ha provocado que haya tareas y fun- 
ciones específicas que realizan mujeres y tareas y funcio- 
nes encargadas a los hombres. De acuerdo a estos roles es- 
tablecidos, los varones eran los que ocupaban los cargos 
públicos, ejercían profesiones liberales, actuaban en po- 
lítica y, en general, efectuaban los trabajos más cualifica- 
dos, más importantes, más valorados y mejor remunera- 
dos. Por contra, a la mujer le correspondían las tareas do- 
mésticas, los trabajos oscuros y su voz y su influencia no 
solían ir más allá de los límites de su hogar. Esto que era 
una norma general en nuestra sociedad de primeros de pi- 
glo, poco a poco fue evolucionando y, aunque de una ma- 
nera tímida y casi por la puerta falsa, la mujer paulati- 
namente va incorporándose de una forma activa a la so- 
ciedad hasta llegar a 1978, aunque con enormes dificul- 
tades y con un gran esfuerzo. Para entonces la mujer está 
ya en la universidad, en los hospitales, en la industria, en 
las fábricas e incluso en la política, pero sigue siendo mi- 
noritaria su presencia y es marginada, salvo excepciones, 
de puestos de responsabilidad tanto en las Administracio- 
nes públicas como en la empresa pública y privada. 
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Cuando los españoles aprobamos la Constitución de 
1978, consagramos definitivamente la plena igualdad del 
hombre y la mujer ante la ley. Sin embargo, esta igual- 
dad jurídica que consagra la Constitución en sus artícu- 
los 14 y 32 no se traduce en la práctica en una total inte- 
gración de la mujer en la sociedad. El número de muje- 
res en paro en porcentaje es mucho mayor que el de los 
hombres y, en general, la remuneración es mucho menor. 
Es cierto que en estos casi diez años que han transcurri- 
do desde que se aprobó la Constitución se ha avanzado 
mucho, pero no ha sido suficiente. La discriminación fe- 
menina está ahí. Quienes me han precedido en el uso de 
la palabra han tratado de analizarla, pero el tema es com- 
plejo y está enraizado en la propia sociedad. 

En consecuencia, nosotros apoyaremos la propuesta de 
Minoría Catalana y, mejor aún, la formulación del Grupo 
Socialista en línea con las actuaciones que están siguién- 
dose en la Comunidad Económica Europea, tendentes a 
una integración real y positiva de la mujer en todos y cada 
uno de los estamentos de la sociedad. Es todo. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora izquierdo. 
Por el Grupo proponente, idesea hacer uso de la pala- 

bra la señora Cuenca a efectos de expresar su aceptación 
o rechazo de las enmiendas presentadas? (Asentimiento.) 
Tiene la palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Señor Presidente, 
querría hacer uso del artículo 73 del Reglamento, porque 
creo que mis argumentos han sido contradichos por la 
Diputada señora Yabar de la Agrupación Liberal. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Señora Yabar, agra- 
dezco su intervención para tomar posición sobre la pro- 
posición no de ley de Minoría Catalana. 

Quiero decirle que se ve que hay divergencias dentro 
de las mujeres del liberalismo. Quizá es porque la señora 
Yabar no está homologada con las liberales europeas. 
Tengo que decirle, señora Yabar, que Simone Veil, con 
motivo de la constitución de la Comisión de Derechos de 
la Mujer, similar a la que Minoría Catalana ha presenta- 
do, hizo un discurso del que le leeré algunas de sus opi- 
niones. (humores.) La señora Simone Veii ... 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señora Cuenca. 
Antes de leer las opiniones de la señora Veil, vamos a de- 
jar que los señores Diputados ocupen sus escaños y guar- 
den silencio. (Pausa.) Ruego guarden silencio, por favor. 
Hemos interrumpido la intervención de una colega de 
SS. SS., que creo que es una circunstancia que no debe 
producirse en ningún caso, pero entiendo que en la forma 
en que se estaba produciendo la Cámara era imposible 
continuar. 

Tiene la palabra, señora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Estaba diciendo, señorías, señor Presidente, que quizás 
la señora Yabar no está homologada con sus compañeras 
liberales europeas. Con motivo de la constitución de la Co- 
misión de Derechos de la Mujer del Parlamento Europeo, 
tuvo lugar uno intervención importante de Simone Veil, 
Diputada liberal, y me gustaría leer a la señora Yabar al- 
guna de sus palabras. Dice, entre otras cosas, sobre el 
tema de la mujer que, aunque no queramos aceptarlo, to- 
dos los aspectos de la vida en sociedad están ligados a la 
definición del modelo femenino y a la situación de la mu- 
jer en sociedad. Le quiero recordar también que la Dipu- 
tada Simone Veil, liberal como usted, ha sido una fervien- 
te defensora y ha trabajado activamente en el seno de esta 
Comisión para proponer y conseguir estas acciones posi- 
tivas a las que me refería en mi intervención. 

Señora Yabar, yo creo que usted en su intervención ha 
partido de una situación ideal y me parece que su posi- 
ción es de una ingenuidad bastante notable. Yo le pediría 
que preste atención a la realidad. Yo también estaría de 
acuerdo en no presentar acciones positivas a favor de las 
mujeres si partiésemos de una situación e igualdad. En 
mi exposición he dicho que eran medidas desiguales, por- 
que desigual era históricamente el punto de partida. Y 
creo que todavía se han de llevar a cabo diferentes medi- 
das positivas. 
De todas formas, señora Yabar, si es usted la represen- 

tante del Grupo Liberal en esta Comisión, que parece que 
la Cámara va a aprobar, espero que proponga medidas 
para avanzar en la igualdad de las mujeres y los hombres 
en la sociedad española. 

Muchas gracias, señor Presidente. (La señora Yabar 
Sterling pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Cuenca. 
Seiiora Yabar. Muy brevemente, se lo ruego. 

La señora YABAR STERLINC: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Muy brevemente, voy a tomar nota del elemento nuevo 
que ha introducido la señora Cuenca en este debate, en el 
que en realidad la homologación o no internacional de los 
liberales no tiene gran importancia. Yo tengo que recor- 
darle que la homologación de los liberales en España fue 
hecha por las urnas en el pasado mes de junio de 1986 
(Rumores.), no como en otros casos de miembros de su 
Grupo, que ni siquiera fueron homologados en el interior 
de nuestro país. (Rumores.) 

Una vez dicho esto, simplemente quiero recordarle que 
en el debate que se establece en términos de fondo sobre 
cómo debemos enfocar mejor, de manera más concreta y 
más eficaz el tema de la discriminación de la mujer, hay 
diferentes opiniones y todas son legítimas. Yo creo que la 
postura de la mayoría de la Cámara es que a la mujer se 
la ayuda con discriminación positiva, porque hay una si- 
tuación de partida de dicriminación negativa. La postura 
del Partido Liberal (independientemente de cuáles sean 
las posturas, todas ellas muy honestas y muy defendibles, 
de personalidades importantes del mundo internacional) 
cs quc a la mujer sc le dcficndc mejor, se le puede ayudar 
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en su situación de discriminación de hecho - q u e  en mu- 
chos casos es de autodiscriminación- no discriminándo- 
la, sino ayudándola en todos los foros y en todas las oca- 
siones, en este mismo Parlamento y en otros lugares de la 
vida nacional, para que conozca sus derechos, porque sus 
derechos están perfectamente protegidos en el artículo 14, 
de la Constitrición española, que incluso, da vía directa 
al recurso de amparo, para proteger su igualdad, para 
proteger su igualdad de oportunidades y sus derechos ple- 
nos como individuo dentro de la sociedad española. 

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. (Rumo- 
res.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Yabar. 
Vamos a proceder a la votación de la proposición. Ha- 

biéndose aceptado la enmienda presentada por el Grupo 
Parlamentario Socialista, la proposición que se somete a 
votación es la que resulta de la aceptación de esta enmien- 
da, que afecta a la totalidad de la propuesta. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 277; a favor, 259; en contra, 10; abstencio- 
nes, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la proposi- 
ción no de ley en los términos resultantes de la enmienda 
a la totalidad presentada a la misma, lo cual excluye so- 
meter a votación la otra enmienda que había sido pre- 
sentada. 

DECLARACION INSTITUCIONAL: 

- SOBRE EL ATENTADO TERRORISTA PERPETRA- 
DO POR ETA EL PASADO VIERNES EN BAR- 
CELONA 

El señor PRESIDENTE: Antes de entrar en el siguien- 
te punto del orden del día, de acuerdo con lo establecido 
en la Junta de Portavoces, voy a someter a la aprobación 
o asentimiento de la Cámara la siguiente declaración ins- 
titucional: aEl atentado terrorista perpetrado el pasado 
viernes en Barcelona por la organización ETA se ha co- 
brado un alto precio en vidas humanas y en dolor y su- 
frimiento de las víctimas y sus familiares. Pero los desti- 
natarios de esta inhumana e incalificable acción no eran 
sólo las víctimas indiscriminadas que el azar puso al al- 
cance de los siniestros designios terroristas. El destinata- 
rio era el pueblo espaiiol en su conjunto, porque el obje- 
tivo de esa violencia ciega es infundir el terror y la inse- 
guridad en el cuerpo social, desestabilizar el sistema de 
libertades para presentarse después como vfctimas de una 
dictadura que el terrorismo anhela y persigue. 

Ante estos delirantes propósitos, el Congreso de los 
Diputados, institución que representa al pueblo español, 
manifiesta que frente al terrorismo que intenta imponer 
violentamente a todos los ciudadanos una vida distinta a 
la que ellos libre y democráticamente determinan sólo 

cabe el ejercicio enérgico y vigoroso de la democracia, la 
participación ciudadana en el mantenimiento de las ins- 
tituciones que la encarnan y el respaldo a las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, encargados de proteger las liber- 
tades de todos y de descubrir y perseguir a quienes las 
desprecian. 

El Congreso de los Diputados expresa su condolencia a 
los familiares de las víctimas e invita a los ciudadanos de 
Cataluña y de toda España a unir a su condena cívica y 
a su reproche moral una actitud activa de profundización 
democrática y de ejercicio de las libertades)). 

iAsiente la Cámara a esta declaración? (Asentimiento,) 
Queda aprobada por asentimiento esta declaración insti- 
tucional. (Aplausos.) 

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELACIO- 
NES URGENTES: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO-AGRUPA- 
CION IZQUIERDA UNIDA-ESQUERRA CATALA- 
NA, SOBRE DENUNCIA DEL CONVENIO.DE AMIS- 
TAD, DEFENSA Y COOPERACION ENTRE EL MI- 
NO DE ESPANA Y ESTADOS UNIDOS DE AMERI- 
CA, SUSCRITO EL 2 DE JULIO DE 1982, Y SUS 
CONVENIOS COMPLEMENTARIOS Y ANEJOS, 
AS1 COMO EN RELACION CON EL ARTICULO 4 
DEL CONVENIO DE LONDRES 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a continuación al si- 
guiente punto del orden del día, moción consecuencia de 
interpelación urgente, del Grupo Parlamentario Mixto- 
Agrupación Izquierda Unida-Esquema Catalana, sobre 
denuncia del Convenio de amistad, defensa y cooperación 
entre el Reino de España y Estados Unidos. Para su de- 
fensa tiene la palabra el señor Tamames. 

El señor TAMAMES GOMEZ: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, en el día de hoy y en el día de 
mañana estará reunida la Comisión Mixta España y Es- 
tados Unidos, que está en negociaciones sobre el actual 
Tratado del 2 de junio de 1982, ratificado en 1983, y que 
podría ser denunciado antes del 14 de noviembre de 1987. 

En la semana anterior, concretamente el 17 de junio, el 
Diputado que os habla en nombre de Izquierda Unida- 
Esquerra Catalana planteó al Gobierno una serie de pre- 
guntas en forma de interpelación, y tengo que recordar 
aquí que las contestaciones a esas preguntas no satisficie- 
ron, por así decirlo, lo que podría haber sido una razón 
suficiente para que no hubiera habido moción como con- 
secuencia de interpelación. El Gobierno, en definitiva, en 
primer lugar, no tiene definido el nivel de reducción que 
desea respecto de las negociaciones con Estados Unidos. 
Nosotros somos partidarios de una reducción que llegue 
a cero, pero el GobiernQ no tiene-planteados ni siquiera 
objetivos en línea con 10 que se estableció en los términos 
del referéndum. En esta papeleta, que es la del referén- 
dum, se dice concretamente: El Gobierno considera con- 
veniente para los intereses nacionales que Espatia perma- 
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nezca en la Alianza Atlántica, y acuerda que dicha per- 
manencia se establezca en los siguientes términos: prime- 
ro, segundo, tercero: Se procederá a la reducción progre- 
siva de la presencia militar de los Estados Unidos en Es- 
paña. Pues bien, la palabra progresiva no apareció para 
nada en las contestaciones del Gobierno. Es decir, la idea 
de que una reducción progresiva tiene que ser de un ni- 
vel considerable, y que sobre todo tiene que seguir ade- 
lante con unacierto calendario de reducciones adicionales 
no apareció para nada en las respuestas del Gobierno, que 
se limitó a decir casi lo contrario, manifestando que la re- 
ducción sería moderada, flexible y realista, pero en nin- 
gún caso mencionó la expresión progresiva que está cla- 
ramente en los términos de la consulta del referéndum. 
Nos parece, además, que esta respuesta no está determi- 
nada con razones objetivas en cuanto al planteamiento de 
lo que el Gobierno quiere. Hoy, sin más, en la prensa del 
día se dice que en referencia al potencial político electo- 
ral que supone la negociación sobre las bases, una cuali- 
ficada fuente oficial se preguntaba ayer: Si el PSOE ha 
perdido millón y medio de votos en las pasadas eleccio- 
nes, ¿cómo puede arriesgarse a perder otro millón de vo- 
tos, que es lo que pueden costar las bases con la presión 
de Suárez y de Izquierda Unida en favor de la salida to- 
tal de los norteamericanos? Es decir, la idea de que el des- 
censo electoral del PSOE refuerza a los partidarios de no 
ceder en la negociación sobre las bases es una idea que 
está muy extendida en estos días -me remito a recoger 
una fuente que dice ser oficial- y que, efectivamente, vie- 
ne a significar que no hay un criterio objetivo para el ni- 
vel de reducción, aparte de que no haya un planteamien- 
to progresivo, como dije antes. 

En segundo lugar, el Gobierno no identifica las bases 
en que podría producirse la reducción de presencia mili- 
tar en términos de equipamiento y en términos de recur- 
sos humanos de manera suficiente. Y supedita todo esto 
-lo dijo muy claramente don Virgilio Zapatero- a las 
necesidades globales de la defensa. Y nosotros decimos 
¿quién fija las necesidades globales de la defensa? Las fija 
realmente Estados Unidos y no España, porque las nece- 
sidades globales de la defensa están en relación con los 
planteamientos de la estrategia global de los Estados Uni- 
dos en Europa y en el resto del mundo. Lo que quedó bien 
claro es que si el Gobierno quiere retirar el Ala Táctica'nú- 
mero 4 de Torrejón sobre la base de que pueden ser ele- 
mentos de peligrosidad, aparte de poder ser sustituida, se 
reconoce la peligrosidad de las bases y se establece un 
principio de discriminación entre españoles, porque po- 
drían mantenerse bases tan peligrosas como Rota que- 
riendo retirar, por peligrosidad o por otras razones, la de 
Torrejón. 

Ante los puntos tercero, cuarto y quinto que plantea- 
mos, el Gobierno manifestó su deseo de renovar el Con- 
venio y, en mi opinión, despreciando las condiciones ac- 
tuales de seguridad de España, las condiciones previsi- 
bles de esa seguridad en el futuro y las expectativas in- 
ternacionales de distensión a todos los niveles, que hay 
en este momento. 

En definitiva, scnor Prcsidcntc, señoras v señores Dipu- 

tados, con base en el artículo 184 del Reglamento plan- 
teamos la moción, a la que doy textualmente lectura, por- 
que creo que por su brevedad no requiere resumen. Dice 
así: El Congreso de los Diputados propone al Gobierno 
que denuncie el actual Convenio de Amistad, Defensa y 
Cooperación entre el Reino de Espana y los Estados Uni- 
dos, suscrito el 2 de junio de 1982. La denuncia de este 
Convenio no podrá ser el punto de partida para la nego- 
ciación de un nuevo convenio de características simila- 
res, sino que debe significar la definitiva desaparición del 
territorio de actual soberanía española de cualquier base 
militar extranjera. Esto es lo que proponemos, con una 
mención completa de lo que es el Convenio de 2 de junio 
de 1982, con todos sus convenios complementarios, rela- 
ciones con otros convenios internacionales, etcétera. 

Los fundamentos de esta moción, que están contenidos 
en el preámbulo de la misma, me pareceque son muy cla- 
ros. El primero de ellos son los graves problemas de se- 
guridad nacional que implica la existencia de bases nor- 
teamericanas en España. Simplemente como recordato- 
rio, hay cuatro bases fundamentales y nueve instalacio- 
nes complementarias importantes. En la base de Torre- 
jón hay un ala de caza táctica, está el cuartel general de 
la fuerza aérea norteamericana, un cuartel general de gru- 
po de comunidades y un terminal de transporte militar. 
En Zaragoza, fundamentalmente, un destacamento de 
reabastecimiento aéreo. En Morón un destacamento de 
las mismas características. y en Rota la estación naval 
norteamericana más importante de Europa, aparte de un 
terminal de transporte aéreo y un escuadrón de recono- 
cimiento aéreo de la zona. Las nueve instalaciones restan- 
tes tampoco son tan secundarias. Hay siete de comunica- 
ciones: Estaca de Vares, Guardamar, Humosa, Inoges, 
Menorca, Sóller y Estartit y, además, dos instalaciones 
complementarias de mantenimiento de informaciones 
meteorológicas y sismográficas, la de Sonseca, y de alma- 
cén de explosivos y municiones en Cartagena. Estos y 
Dtros elementos componen una auténtica red que en Es- 
paña constituye el verdadero sistema militar de la Penín- 
sula Ibérica. No caigamos en eufemismos. Las Fuerzas Ar- 
madas españolas en relación con este poderío tienen muy 
poca trascendencia y,  en realidad, tenemos superpuesto 
un sistema militar al nuestro que no controlamos y que 
significa inseguridad. Inseguridad no solamente por el he- 
:ho de que sean potenciales dianas para represalias de la 
3tra superpotencia, sino porque significan la posibilidad 
le  que Estados Unidos utilice sus bases en España y las 
[acilidades existentes como mecanismos para aumentar 
:sa inseguridad. 

Existe un control aéreo y marítimo. El ejército norte- 
americano dispone de toda una red de radares y de esta- 
:iones de comunicación que tienen su base para Europa 
xcidental, en el sur, en España. Tiene el sisteha clave 
3el control del Estrecho. A mí me produce verdadero son- 
-ojo ver algunas veces publicaciones oficiales donde se 
jice que España tiene que defender el control del Estre- 
:ho. Aparte de que no entiendo por qué hay que defender 
:I control del Estrecho, que debería ser un paso absolu- 
ümcntc libre, v de hccho lo es, en momentos de paz, y o  
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creo que el control lo tienen los Estados Unidos e incluso 
tienen capacidades, con su sistema de comunicaciones, de 
alertas, etcétera, para entrar profundamente en el norte 
de Africa, a partir de sus bases en España. Las bases y 
todo su sistema complementario constituyen una zona de 
llegada de refuerzos en casos de emergencia, que se cifra 
en centenares de miles de soldados norteamericanos y 
2.000 aviones de combate, con tres principales ejes de Ile- 
gada: las rías gallegas, Lisboa y Rota. Eso también lo sa- 
bemos y no es que ahora aquí pretendamos construir un 
mundo de catástrofes. Afortunadamente las cosas van por 
otra dirección. La distensión es buena y la idea de que 
pueda haber próximamente un auténtico acuerdo puede 
reducir mucho estas presiones, pero España no tiene por 
qué tener sobre.sí la amenaza de zonas de llegada, de zo- 
nas de control que corresponden a estrategias diferentes 
de las nuestras. 

La conexión nuclear en las bases españolas también 
está clara. Los aviones Orión P-3 que operan en Rota es- 
tán capacitados para el transporte de bombas nucleares. 
En Zaragoza y Morón existen facilidades para, en caso de 
emergencia, hacer posible el aterrizaje de los B-52 que, 
aunque obsoletos, siguen siendo el superbombardero nor- 
teamericano con capacidad para el transporte de explo- 
sivos, por así decirlo, nucleares. La base de Zaragoza tam- 
bién sirve de apoyo para vuelos de entrenamiento de avio- 
nes de combate norteamericanos especialmente en el po- 
lígono de las Bardenas Reales, y en Torrejón la fuerza aé- 
rea norteamericana tiene el dispositivo básico del espio- 
naje sobre pruebas nucleares en países de Europa del Este 
y en otras zonas del mundo. Nos parece que éste es un sis- 
tema que conecta a España, se quiera o no aceptarlo, con 
una posible represalia nuclear y con la posibilidad, inclu- 
so, de existencia de efectivos nucleares de hecho en terri- 
torio español y, sobre todo, en nuestras aguas sin control 
españbl. 

El señor PRESIDENTE: Señor Tamames, le ruego 
concluya. 

El señor TAMAMES COMEZ: La segunda razón, señor 
Presidente -voy terminando-, es que los acuerdos fir- 
mados en 1953 y renovados hasta ahora representan una 
hipoteca de la soberanía española. Están en contra del ar- 
tículo 1.2 de nuestra Constitución en el que se señala que 
la soberanía reside en el pueblo. Por mucho que se expli- 
que que son transferencias a través de tratados interna- 
cionales, etcétera, hoy los poderes no emanan del pueblo 
espaíiol, sino que el poder militar en España emana de 
los Estados Unidos, y eso no tiene réplica posible. Como 
también el artículo 8 de la Constitución nos recuerda que 
las Fuerzas Armadas tienen que velar por la soberanía e 
independencia de España, pero no por la defensa de pre- 
tendidos valores occidentales que discierne el Presidente 
de Estados Unidos cuáles son. Yo me pregunto a veces si 
Suiza, Suecia, Austria y Finlandia no defienden valores 
occidentales igual o mejor que nosotros y no tienen, por 
ello, necesidad de estar en bloques militares. 

Habría que argumentar muchas cosas más, pero en pro 

de la brevedad y para terminar, señor Presidente, tendría- 
mos que decir que la soberanía también -segundo prin- 
cipio de nuestra moción- se ve absolutamente imposibi- 
litada, como se reconocía prácticamente por el propio 
Presidente del Gobierno en declaraciones del 3 de noviem- 
bre de 1985, por la circunstancia de que no se sabe bien 
lo que pueden hacer los norteamericanos en las bases, e 
incluso el Tratado actual establece áreas criptográficas y 
equipo clasificado que solamente podría conocerse si los 
norteamericanos quisieran dar la información. 

En definitiva -y paso a señalar el tercer y último pun- 
to de nuestra fundamentación de la moción-, España 
puede contribuir activamente a la distensión suprimien- 
do las bases militares extranjeras, haciendo posible que 
la retirada de armas nucleares en Europa no tenga como 
contrapartida un aumento, siguiendo la tesis Winberger, 
de las armas convencionales; no contribuir a esto. En este 
sentido, señores de la mayoría, creo que la propuesta he- 
cha por Helmut Schmidt, que empieza a materializarse 
en estos días con la brigada mixta franco-alemana, de- 
muestra claramente que para los países europeos centra- 
les fundamentalmente son Alemania y Francia, si acaso 
en el futuro Italia y Benelux, y si acaso Inglaterra, los paí- 
ses que compondrían una fuerza convencional que podría 
sustituir a la OTAN, pero, como se ha puesto de relieve 
recientemente por los comentaristas, tras la propuesta del 
ex-canciller alemán, que está sirviendo de base a Mit- 
terrand y a Ktihl, parece existir el convencimiento de que 
los países europeos que no se sienten amenazados por la 
URSS no merecen confianza a la hora de los compromi- 
sos de defensa común. Es una impresión cada vez más ge- 
neralizada dentro de la cúpula de la Alianza. 

Por estas tres razones fundamentales de seguridad, de 
soberanía y también de contribuir a la distensión, señor 
Presidente, Izquierda Unida-Esquerra Catalana propone 
a la Cámara la denuncia del Tratado de 1982, ratificado 
en 1983, para que España quede libre de bases militares 
norteamericanas para siempre. 

Nada más. Muchas gracias. 

. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Tamames. 
.¿Qué grupos desean fijar su posición? (Pausa.) Por la 

Agrupación del PDP tiene la palabra el señor Rupérez. 

El señor RUPEREZ RUBIO: Señor Presidente, con bre- 
vedad y desde el mismo escaño, querría precisar algunas 
opiniones que nos merece l a  propuesta que acabamos de 
oír de boca del señor Tamames. 

Hay algunas argumentaciones del señor Tamames con 
las cuales no nos costaría coincidir, las llamadas genéri- 
cas a la seguridad, las llamadas genéricas al respeto a la 
soberanía, las llamadas genéricas incluso a algo que a no- 
sotros nos parece igualmente importante, cual es el con- 
trol adecuado de todos aquellos aspectos que se refieren 
a acuerdos de seguridad con terceros países y que son dig- 
nos de tener en cuenta. Como efectivamente coincidimos 
en alguna de las apreciaciones que hace con respecto al 
referéndum, a las consecuencias del referéndum, a las 
condiciones en las que el referkndum se convocó, las cua- 
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les fueron los términos exactos en donde, efectivamente, 
se hablaba de la progresiva reducción de las fuerzas ame- 
ricanas, de la presencia militar americana en nuestro 
territorio. 

Sin embargo, en lo que no podemos estar de acuerdo 
es en lo que yo me permitiría calificar -si el señor Ta- 
mames me lo permite- de voluntad «demonizadorau de 
los Estados Unidos de América y de la presencia militar 
americana en nuestro territorio. Es cierto que esa presen- 
cia militar actualmente está sometida a una serie de con- 
sideraciones que en su momento iremos viendo, cuando 
se produzca la anunciada presencia del Ministro de De- 
fensa o del Ministro de Asuntos Exteriores en la sesión de 
la Comisión correspondiente para hablar de la evolución 
de las negociaciones. Es cierto que en ese momento pon- 
dremos también de relieve cómo desde el referéndum, 
como punto de referencia, hasta lo que en este momento 
se está produciendo, hay una serie de inconsecuencias, de 
insolvencias y de notorias incapacidades en la evolución 
negociadora. Es cierto que, al fin y al cabo, lo que esta- 
mos contemplando es cómo se partió de una afirmación 
puramente política que poco o nada tenía que ver con de- 
terminadas condiciones estratégicas. Pero no es menos 
cierto, y quizás esa sea la diferencia fundamental que nos 
separa de las apreciaciones del señor Tamames y de su 
Grupo, que estamos como miembros de una Alianza po- 
lítico-militar, en la que los Estados Unidos tienen una 
parte importante. No comparto esa descripción puramen- 
te hegemónica que el señor Tamames hace de esa presen- 
cia, presencia que tiene que ser considerada a efectos na- 
cionales, españoles, desde una perspectiva menos dramá- 
tica, más colaboradora, más de cooperación y que en sus- 
tancia nos lleva a p n a  consideración más matizada de lo 
que el señor Tamames y su Grupo propone. 

Vamos a votar en contra de esa moción. Querríamos 
que nuestro voto en contra se entendiera de una manera 
matizada. Querríamos, por ejemplo, que en determinadas 
ocasiones contempláramos aspectos concretos. No vemos 
en absoluto en este momento ninguna necesidad, por 
ejemplo, para que la base de Torrejón siga siendo una 
base militar, sea de utilización conjunta o sea puramente 
española. Pero en los términos en que la Agrupación Iz- 
quierda Unida-Esquerra Catalana nos presenta SU mo- 
ción, como consecuencia de la interpelación que discuti- 
mos la semana pasada, esta Agrupación, con estas mati- 
zaciones a las que he hecho mención, votará en contra de 
la mocidn correspondiente. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 'Rupérez. 
Por el CDS, tiene la palabra el señor Abril Martorell. 

El señor ABRIL MARTORELL: Muchas gracias, señor 
Presiden te. 

Señoras y señores Diputados, tal como se trató el otro 
día el tema de la interpelación y tal como se ha tratado 
hoy por el señor Tamames el tema de la moción, la ver- 
dad es que desborda ampliamente el espacio de tiempo 
disponible para tratar estas cuestiones. Sencillamente no  

hay tiempo para llegar al fondo de los problemas. Por eso, 
con la máxima brevedad, vamos a intentar fijar la posi- 
ción de nuestro Grupo. 

¿Cuál es el nudo de la cuestión? A nuestro juicio, el si- 
guiente, En España se ha aprobado un referéndum. En se- 
gundo término, ha sido aceptado como vinculante por 
prácticamente todas las fuerzas políticas. Y, en tercer tér- 
mino y a los efectos que nos ocupan, en ese referéndum 
se habla de la reducción de efectivos americanos en 
España. 

Pues bien, se pueden reducir efectivos de muchísimas 
maneras: denunciando el Tratado, sin denunciarlo, ha- 
biéndolo negociado previamente, dejándolo llegar a su 
término y que expire por muerte natural, por así decirlo, 
etcétera, de muchas maneras. 

¿Qué ha sucedido? Que el Gobierno ha tomado un de- 
terminado camino, un determinado método para reducir 
esos efectivos militares. ¿Qué es lo que planteaba la in- 
terpelación? Que nos explicase el Gobierno qué pretendía 
en cuanto a la reducción de efectivos. La verdad es que 
no hemos sabido en todo el tiempo qué es lo que preten- 
de hacer el Gobierno sobre esta cuestión de reducción de 
efectivos. Sabemos todo lo que lo prensa nos cuenta to- 
dos los días, pero desde luego no acabamos de conocer lo 
que pretende el Gobierno en la cuestión de la reducción 
de efectivos. 

Por eso, así como dimos la bienvenida a la interpela- 
ción original, porque permitía profundizar en este tema 
más bien complejo, no podemos, sin embargo, decir lo 
mismo de la moción que se ha presentado hoy. La razón 
la voy a dar también muy brevemente. 

La interpelación iba en la dirección de acotar en qué 
consistía la reducción de efectivos, y, en segundo térmi- 
no, caso de no poderse reducir esos efectivos, si el Gobier- 
no estaba dispuesto a denunciar el convenio. Sin embar- 
go, la moción de hoy cambia los términos y habla, sólo 
por mencionar dos temas, de los graves problemas de se- 
guridad nacional por la existencia de bases americanas 
en España y de que España puede contribuir a la disten- 
sión suprimiendo las bases militares. Esto, con toda sin- 
ceridad y claridad, es un cambio absoluto de tercio. No 
tiene nada que ver el planteamiento de cómo se pueden 
reducir los efectivos con otro planteamiento de política 
exterior que, a nuestro juicio, se aparta en líneas genera- 
les de lo que se planteó en los términos del referéndum. 
Por eso, voy a terminar explicando simplemente cuál es 
la posición de nuestro Partido, que ya tuve el honor de ex- 
poner el otro día. 

En primer término, nuestro Partido considera que el 
Gobierno, y España consiguientemente, tienen un proble- 
ma muy importante, muy grave, porque planteó mal el re- 
feréndum, por dos razones decisivas. Una, porque omitió 
la cuestión frontal de plantear a los españoles si querían 
la adhesión a la OTAN y además un acuerdo con los Es- 
tados Unidos. Esa cuestión, como el otro día tuve ocasión 
de exponer, no la planteó frontalmente sino indirectamen- 
te, hablando de la adhesión a la OTAN acompañada de 
una reducción de efectivos. La segunda razón por la cual 
el Gobierno y España tienen un problema es porque, en 
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lugar de haber negociado la cuestión de la reducción de 
efectivos antes de plantear el referéndum, la ha negocia- 
do después, con lo cual, como el otro día yo recordaba, el 
Gobierno americano ya tiene las bazas por delante de que 
España le ha concedido la adhesión a la OTAN, por una 
parte, y por otra, le ha concedido que sigan bases ameri- 
canas es España. Una vez concedidas estas dos bazas ne- 
gociadoras, cualquiera de .nosotros que estuviera nego- 
ciando en el bando americano se lo haría pasar muy mal 
al Gobierno español. 

El segundo punto de la posición de nuestro Partido es 
que el referéndum esta ahí y, por lo menos, desde nuestro 
punto de vista, es vinculante políticamente. 

El tercer punto es que nuestro partido ya ha indicado 
repetidas veces cómo esa reducción de efectivos se debe 
y se tiene que poner al servicio de los intereses de Espa- 
ña. El problema más importante no es si se reducen los 
efectivos ni cuánto, sino que las bases americanas en Es- 
paña están efectivamente, como Adolfo Suárez dice reite- 
radamente, al servicio de intereses compartidos entre Es- 
paña y Estados Unidos y no exclusivamente al servicio de 
Estados Unidos, como podría suceder. 

El cuarto punto de la posición de nuestro Partido es que 
entendemos que debemos de contribuir todos los Grupos 
Parlamentarios a que esa negociación, tan mal empren- 
dida por el Gobierno, salga de todas formas lo mejor po- 
sible al servicio de Espaiia dentro, como digo, de las di- 
ficultades que el propio Gobierno se ha creado, a nuestro 
juicio por lo menos, por su propia incompetencia. 

Por todas las razones que he expuesto, de que en reali- 
dad Izquierda Unida ha cambiado, a nuestro juicio por lo 
menos, el planteamiento desde la interpelación a la mo- 
ción, formulando un problema de una extensión tal que 
no se puede tratar seriamentesn este tipo de trámites, no- 
sotros no podemos apoyar esa moción. Por otra parte, 
tampoco podemos ni queremos dar a entender que apo- 
yamos la gestión del Gobierno tal como la está desarro- 
llando porqpe entendemos que está acompañada de pro- 
fundos errores. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El sefior PRESIDENTE: Gracias, señor Abril. 
Por el Grupo de Coalición Popular, tiene la palabra el 

señor Mpez Valdivielso. 

El señor LOPEZ VALDIVIELSO: Señor Presidente, se- 
ñorías, si bien el pasado día 17, en el turno de fijación de 
posiciones en relación con la interpelación planteada por 
izquierda Unida, dijimos que aquélla nos parecía oportu- 
na por cuanto que era una solicitud de información al Go- 
bierno en un asunto de tanta importancia, mostramos 
ahora nuestra oposición a la moción que en estos momen- 
tos se debate. 

Partimos del hecho de que a pesar de los buenos deseos 
de todos, de las buenas intenciones, no vivimos en un 
mundo distentido, sino dividido en bloques poderosos y 
enfrentados entre sí, y los deseos de paz y diálogo no pue- 
den hacernos olvidar esta realidad. 

Asumido incluso por los socialistas -bien es verdad 
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que tras su llegada al’poder- que España forma parte de 
Europa a todos los efectos, que es Occidente, con todas 
sus ventajas e inconvenientes, y que, por tanto, nuestro 
presente y nuestro futuro están ligados y condicionados a 
esa circunstancia, no cabe ninguna duda de que entre las 
múltiples facetas de colaboración y cooperación, desde la 
cultural a la tecnológica, desde la económica a la intelec- 
tual, está la de la defensa, y hemos de cooperar al man- 
tenimiento del equilibrio defensivo internacional. 

La eliminación de las tropas americanas en España po- 
dría poner en peligro precisamente ese equilibrio defen- 
sivo internacional y eso sí podría ser un grave riesgo. Yo 
sé que muchos no coincidirán conmigo, pero, desde lue- 
go, el equilibrio es lo que mejor garantiza la no existen- 
cia de intentos de agresión. 

¿Qué graves problemas de seguridad implica la existen- 
cia de tropas militares americanas en España? ¿Gana algo 
la seguridad española con que no haya aviones en Torre- 
jón? ¿Es un grave riesgo para España que en Zaragoza 
haya tres aviones cisterna? Yo creo que todo esto son vie- 
jas historias trasnochadas que además confunden a la opi- 
nión pública. 

Hemos dicho y mantenemos que nuestra entrada en la 
OTAN, que el tener ahora relaciones multilaterales qui- 
zás haga necesario una revisión de las bilaterales, pero no 
eliminarlas. Todos los países pertenecientes a la OTAN 
tienen además relaciones bilaterales, convenios, acuerdos 
de ayuda con los Estados Unidos. Todos los países de la 
OTAN, salvo Dinamarca, Francia y Noruega, tienen o pue- 
den tener bases de países aliados en sus territorios y ad- 
miten fuerzas con carácter permanente en su territorio. 
¿Pone alguien por ello en duda la plena soberanía de Ale- 
mania, de Inglaterra, de Italia, de Bélgica o de Canadá? 
¿Piensa alguien seriamente que por ello tienen esos paí- 
ses hipotecada su soberanía? 

Realmente, porque creemos que la presencia de tropas 
americanas en España no afecta negativamente a nuestra 
seguridad, porque no afecta nuestra soberanía, porque su 
eliminación, desde luego, no contribuye a la distensión, 
es por lo que no vamos a apoyar la moción presentada. 

Las tropas americanas estacionadas en España son cla- 
ves para la defensa del famoso Flanco Sur de la Alianza, 
para la defensa común de Occidente. Las bases son im- 
prescindibles para la defensa de Europa en una hipotéti- 
ca agresión. Lo son para la defensa de nuestros propios in- 
tereses. Sus misiones no pueden ser asumidas, hoy por 
hoy, por las Fuerzas Armadas españolas. Izquierda Unida 
pide la eliminación definitiva de nuestro territorio de ba- 
ses militares extranjeras, y, para terminar yo quiero pre- 
cisar que no hay bases militares extranjeras; hay fuerzas 
norteamericanas en bases españolas. 

Expuse el otro día cuál era nuestra posición sobre este 
tema y la repito hoy. Es clara, tan clara que se puede re- 
sumir en una sola frase: presencia militar en España, ni 
más de la necesaria ni menos de la imprescindible. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López Val- 
divielso. 
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Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 
Martínez. 

El seíior MARTINEZ MARTINEZ (don Miguel Angel): 
Señor Presidente, señoras y señores Diputados, interven- 
go en nombre del Grupo Socialista para seiialar que va- 
mos a votar en contra de la moción. en primer lugar por- 
que no estamos de acuerdo con la filosofía de la moción 
y, en segundo lugar, porque francamente creo que de ma- 
nera objetiva e incluso dentro de la presunta filosofía de 
la moción, ésta es verdaderamente mala -no la filosofía 
sino la moción misma. 

No estamos de acuerdo con la línea de la moción, con 
la línea que parece expresar el señor Tamames en mate- 
ria de seguridad. Me parece que éste es un viejo debate. 
Otros colegas lo han puesto de manifiesto. Efectivamen- 
te, es un debate en la línea de materia de seguridad que 
viene aquí recurrentemente. El señor Tamames nos pro- 
pone la neutralidad. Es sabido, es archicónocido que ésta 
es la línea del señor Tamames. No vamos a repetir ahora 
los argumentos que son ya manidos. No vamos a discutir 
ahora, señor Tamames, si la neutralidad era o no posible, 
si era o no conveniente. Lo que sí queremos recordar es 
que ese dellate lo hemos tenido y entendemos que ese de- 
bate lo ha zanjado precisamente el pueblo al que se refie- 
ren el señor Tamames y la Constitución, el pueblo del que 
el señor Tamames reconoce, como la Constitución, que 
emana todo el poder, pero en cambio se le niega el poder 
de decidir en la materia sobre la que nos estamos re- 
firiendo. 

Por tanto, el pueblo parece que ha zanjado, al menos 
temporalmente, este tema en la política de seguridad, 
dándole la razón a otra filosofía que no era la de la neu- 
tralidad, sino precisamente la que nosotros hemos estado 
defendiendo, la nuestra. Por cierto que en esa ocasión, 
cuando el pueblo zanja esta materia - c o m o  digo al me- 
nos provisional o temporalmente-, parece que en esa pa- 
peleta del referéndum que nos ha enseñado el señor Ta- 
mames -colección interesante la del señor Tamames: las 
preguntas, las 300 6 600 respuestas del Partido Socialis- 
ta-, también se toca el tema de la presencia militar de 
los Estados Unidos en España en la ocasión del referén- 
dum y se ha hecho en términos'suficientemente precisos 
y también absolutamente diferentes de los términos en 
que se nos plantea la moción de izquierda Unida. Se tra- 
ta de una reducción progresiva, y en eso estamos, hacien- 
do un esfuerzo por conseguir una reducción progresiva, 
que no una eliminación brusca. Por tanto, es reducción 
progresiva, contradictoria con lo que se nos propone de 
eliminación inmediata o brusca. 

Desde nuestro Grubo queremos aprovechar la ocasión 
para animar y alentar al Gobierno y señalar nuestra con- 
fianza para que en esa negociación, que como dijimos 
hace ya una semana no es una negociación fácil. se man- 
tenga estrictamente fiel a lo que fue el espíritu y el texto 
del referéndum. 

Quizá bastara con estos argumentos, señor Presidente, 
para justificar el rechazo de la moción, entendiendo que 
el señor Tamames y su Grupo tienen Icgítimo derccho a 

mantener una posición que no es la nuestra ni es la de la 
mayoría del pueblo. Por tanto, nosotros vamos a seguir 
en la línea de nuestra posición en esta materia. 

También hemos pensado que, precisamente por ese de- 
sacuerdo de fondo, no era oportuno ni razonable enmen- 
dar la moción. Sin embargo, quizá sea conveniente co- 
mentar la segunda razón que nosotros hemos señalado an- 
tes para oponernos a la moción, que es que la moción es 
mala; es entre mala e infame en cuanto a la formulación. 
Hay una serie de errores que son importantes y que no de- 
bieran darse en un documento parlamentario, en un do- 
cumento que venimos a discutir aquí quienes se supone 
que tenemos un nivel de rigor del que carece esta moción. 

En primer lugar, es evidente quello que aquí se nos pro- 
pone supondría una intromisión del Parlamento cortan- 
do una negociación que le viene impuesta al Gobierno por 
el propio texto del referéndum, es decir, por la propia vo- 
luntad popular. En segundo lugar, se insiste -y el repre- 
sentante del Grupo Popular lo ha destacado suficiente- 
mente, por lo que me ahorra incidir sobre ello- en ha- 
blar de las bases militares extranjeras, cuando por rigor 
en esta Cámara creo que debemos evitar la simplificación, 
la mistificación de la realidad jurídica de la naturaleza 
de esas bases y de esas instalaciones. Creo que aquí hay 
una obligación de rigor, porque realmente se pierde la 
parte de razón que pueda tenerse cuando no se ajusta uno 
a lo que son los tratados, y los tratados no se refieren a 
bases extranjeras, por más que algunos quieran insistir 
en esa naturaleza. No es ésa la naturaleza jurídica de las 
mismas. Por último, hay otro aspecto que nos ha produ- 
cido incluso un cierto desconcierto y es cuando se esta- 
blece el matiz del territorio de actual soberanía, como 
dando a entender que hay territorios que dentro de algún 
tiempo van a dejar de ser de soberanía, o algunos en los 
que vamos a tener más soberanía, ampliando no sé en qué 
dirección nuestras fronteras; no sé qué matización es ésa 
de la actualidad referida a nuestra soberanía. 

Creo que por todo ello vamos a votar en contra. Enten- 
demos además que hoy se ha hablado en lengua extran- 
jera. Yo creo que la tribuna parlamentaria debería ser 
otra cosa que Hyde Park Corner. Debiéramos tener otros 
lugares para hacer afirmaciones como ésta, que no se 
corresponden tampoco con lo que es la realidad política 
del momento. Se insiste una vez más en que son los Es- 
tados Unidos quienes fijan y deciden. Se insiste una vez 
más en decir que tenemos hipotecada nuestra soberanía. 
Se insiste una vez más en que la política de seguridad 
adoptada soberanamente por nuestro pueblo supone pro- 
blemas de mayor inseguridad para nuestro país. Se insis- 
te una vez más en decir que la manera de contribuir a la 
distensión de la presión internacional es la supresión uni- 
lateral de las bases extranjeras. 

Yo creo que realmente esto nos lleva por unos caminos 
que no son los del rigor que debiera tener el debate par- 
lamentario. Pero además se cae en contradicciones, por- 
que si lo que se dice es que tenemos hipotecada la sobe- 
ranía y que no tenemos manera de resolver esa hipoteca, 
es que es absurdo. Si lo que se cree es que aquí hay un 
poder, como decía cl senor Rupérez, demoniaco o demo- 
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nizado, satanizado como indica el señor Tamames, no 
procede. Si este Parlamento fuera como la Dieta de algu- 
no de los países de la otra parte de Europa, es decir, un 
Parlamento sin poder, porque no hay soberanía ni hay 
nada, entonces, si no hay soberanía, si estamos hipoteca- 
dos, es totalmente irrelevante la propuesta que nos hace 
el señor Tamames. Si aquí quien manda es un poder su- 
perior y nosotros no pintamos ni mandamos, entonces 
menos mandaríamos para lo que nos propone el señor 
Tamames. 

Se insiste una vez más en que el papel de las Fuerzas 
Armadas de nuestro país es insignificante. Se insiste en 
definitiva en que somos una colonia, y además una colo- 
nia de los malos. Realmente, yo creo que esta realidad 
que se nos señala no coincide con la realidad que estamos 
viviendo y, desde luego, tampoco es una realidad que 
coincida con el futuro que nosotros queremos construir y 
que se va a seguir construyendo en este país, al menos 
mientras sea el Gobierno socialista quien esté en el timón 
que lleva nuestra nave. 

Por lo tanto, como ha dicho el señor Tamames en un 
momento -y tengo que contestarle- que esto no tiene ré- 
plica posible, le diré que sí tiene réplica posible, aunque 
efectivamente tenga que ser una réplica breve, brevita, 
probablemente como se corresponde con el uhigou de mo- 
ción que nos han presentado ustedes en esta ocasión, se- 
Aor Tamames. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez. 

El señor TAMAMES COMEZ: SeAor Presidente, como 
ha habido muchas formas de intervención en contra de 
nuestra moción, y además incluso ha habido alusiones, al 
hablar de infame, de malo, de Hyde Park Corner, etcéte- 
ra, pediría un breve turno para contestar a algunas de es- 
tas observaciones. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego consuma un turno 
breve de réplica a la distintas contradicciones que ha es- 
cuchado su señoría. 

El señor TAMAMES COMEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Diputados, muy brevemente. Creo 
que en las intervenciones que ha habido se ha podido 
apreciar que nuestra moción en algunos casos no ha sido 
bien interpretada. Realmente, cuando Francia e Ingla- 
terra se están planteando el tema al que he aludido, con 
la propuesta Schmidt y con la Brigada Mixta Franco-Ger- 
mana que se está constituyendo, es porque piensan que 
los Estados Unidos tienen una posición demasiado hege- 
monizadora, señor Rupérez, y realmente porque los Esta- 
dos Unidos pesan demasiado en esa Alianza, y empiezan 
a plantearse ya que la forma de evitar una respuesta nu- 
clear en el teatro central europeo es tener unas fuerzas 
convencionales basadas en un ejército europeo. Yo no es- 
toy defendiendo ahora esa postura, pero me parece que 
los alemanes y los franceses, que tienen fuerzas armadas 

muy poderosas, sí empliezan a darse cuenta perfectamen- 
te de eso. Que aquí no nos demos cuenta, ése es otro pro- 
blema en el que no voy a entrar ahora. 
Y desde luego lo que sí quiero decir es que las defensas 

españolas y la defensa global, etcétera, no se van a ver 
tan afectadas. Vean ustedes las observaciones del general 
Vernon Walters, embajador permanente de Estados Uni- 
dos en las Naciones Unidas, quien mostró su extrañeza en 
España por las bases militares (debe estar mal traducido, 
pero más o menos dice extrañeza), y continría: no es de- 
masiado comprensible, puesto que nosotros también te- 
nemos instaladas bases en nuestro suelo, como es el caso 
de la República Federal de Alemania, en Tejas. Si real- 
mente el pueblo español no nos quiere en su país, noso- 
tros nos marcharemos, como ocurrió en Francia y no pasó 
nada. Si el señor Walters, que es un embajador de los Es- 
tados Unidos dice esto, es porque realmente alguna razón 
tendrá para decirlo. No pasa nada, ni la defensa global se 
altera ni pasa nada. Aparte de que la base de los alema- 
nes en Tejas es una base, supongo, que para aprovechar 
los limpios aires de Tejas para los vuelos de una pequefia 
escuadrilla que tendrán allí los alemanes; no creo que sea 
para tener bombas atómicas y amenazar a Méjico o a 
Cuba, etcétera. 

En segundo lugar, querría decir que nosotros hacemos 
referencia al referéndum, claro, porque por primera vez 
el Partido del Gobierno, por boca de don Miguel Angel 
Martínez, ha dicho la palabra uprogresivaD. Pero el otro 
día el señor Ministro, y ahí está, no empleó la palabra 
uprogresivar ni una sola vez, porque ustedes no tienen la 
intención de una reducción progresiva. 

Don Miguel Angel Martínez, nosotros lo que también 
queremos preguntar alguna vez al Presidente del Gobier- 
no es por qué ha dicho a Vargas Llosa en una reciente en- 
trevista que el referéndum fue un error. Es el único que 
ha dicho que fue un error. No ha explicado por qué. Para 
nosotros no fue un error, y desde luego seguiremos invo- 
cando este referéndum en los términos en que se ha he- 
cho, porque no se está cumpliendo en ninguno de sus tres 
puntos. 
Y, desde luego, tenemos muy claro que no vamos a ce- 

sar en estas observaciones. Para nosotros esta tribuna no 
es Hyde Park Corner, no es un rincón de orates, sino una 
tribuna de los oradores que representan a la soberanía na- 
cional, y yo creo que hacer esa referencia es bastante preo- 
cupante para toda la Cámara. No tenemos, por tanto, nin- 
gún problema en ese sentido. 
Y le diría también al portavoz del Grupo Socialista que 

el otro día se refería a uBlancanieves y los siete enanitosu, 
etcétera, que se le olvidó hablar del ogro. Nosotros no va- 
mos a mencionar el ogro, porque esto no es un cuento de 
hadas, esto es una cosa muy seria. Lo que está en peligro 
es la soberanía, la seguridad y el problema de la partici- 
pación de España en los foros internacionales para ayu- 
dar a la distensión, en vez de estar creando enemigos fal- 
sos y creando situaciones imposibles. 

En 1953, en este mismo escenario, las Cortes franquis- 
tas estuvieron todas de acuerdo en apoyar aquel Tratado. 
Hoy estamos unos cuantos Diputados en contra del Tra- 
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tado que es sucesor de aquél. Algo hemos avanzado, y algo 
más seguiremos avanzando. 

Mantendremos nuestra moción para votación, señor 
Presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Tamames. 
El señor Martínez tiene la palabra. 

El señor MARTINEZ MARTINEZ: Hay un par de pun- 
tos que creo que es obligado clarificar. 

En primer lugar, la cita del embajador Walters viene a 
abundar en algo que decimos nosotros, o sea, que el he- 
cho de que se vayan o no se vayan depende de la decisión 
que. tomamos nosotros, no de una imposición que, en 
otros términos, los oponentes de la moción parecen ver 
cuando argumentan algún otro capítulo. 

En segundo lugar, afirmar taxativamente que en la vi- 
sión de nuestro Grupo -que es el Grupo mayoritario de 
la Cámara y el que representa a la mayoría de los ciuda- 
danos- sí se está cumpliendo el referéndum en todos y 
cada uno de sus extremos. 

En tercer lugar, que me parece desafortunado el recuer- 
do de las Cortes franquistas aprobando un tratado, y de 
las Cortes actuales en las cuales el único progreso que ve- 
ría el señor Tamames es el de que ahora hay unos poqui- 
tos que están en una posición diferenciada de la que es la 
refrendada por la mayoría del pueblo español. 

Ni el Tratado es el mismo, ni las circunstancias son 
comparables ni, desde luego, podemos nosotros aceptar 
que en estos momentos el progreso realizado provenga de 
que haya unos pocos que van a votar a favor de una mo- 
ción, quedándose, desde luego, en absoluta minoría res- 
pecto de la representatividad de esta Cámara, que es la 
representación legítima del pueblo español. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez. 
Vamos a proceder a la votación. 
Moción consecuencia de interpelación urgente del Gru- 

po Parlamentario Mixto, Agrupación Izquierda Unida-Es- 
querra Catalana, sobre denuncia del Convenio de amis- 
tad, defensa y cooperación entre el Reino de España y Es- 
tados Unidos de América, suscrito el 2 de julio de 1982, y 
sus Convenios complementarios y anejos, así como en re- 
lación con el artículo 4." del Convenio de Londres. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 274; a favor, l l ;  en contra, 244; abstencio- 
nes, 19. 

Queda rechazada la moción. 
El Pleno se reanudará a las cuatro de la tarde. 
Se suspende la sesión. 

Eran las dos y cinco minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 

JURAMENTO O PROMESA DE ACATAMIENTO A LA 
CONSTITUCION POR NUEVOS SEÑORES DIPUTA- 
DOS 

El señor PRESIDENTE: Con carácter previo a la rea- 
nudación del tratamiento del orden del día, vamos a pro- 
ceder al juramento o promesa de la Constitución, por par- 
te de doña Carmen del Campo Casasús, Diputada electa 
en sustitución de don Luis Planas Puchades. 

Doña Carmen del Campo Casasús, ¿jura o promete S. S.  
acatar la Constitución? 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Sí, prometo. 

El señor PRESIDENTE: Doña Carmen del Campo Ca- 
sasús ha adquirido la condición plena de Diputada. Bien- 
venida a la Cámara. 

INTERPELACIONES URGENTES: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALICION 
POPULAR, SOBRE MEDIDAS DE POLITICA GENE- 
RAL QUE PIENSA ADOPTAR EL GOBIERNO PARA 
SOLVENTAR LOS CONFLICTOS QUE AFECTAN A 
LA SANIDAD PUBLICA 

El señor PRESIDENTE: Punto IV del orden del día. 
Corresponde debatir, en primer lugar, la interpelación 

urgente del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, 
sobre medidas de política en que piensa adoptar el Go- 
bierno para solventar los conflictos que afectan a la sani- 
dad pública. 

Para su defensa tiene la palabra la señora Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señoras y señores Diputados, señor Ministro de Sani- 
dad, en primer lugar, me gustaría justificar el porqué de 
esta interpelación. 

El 11 de junio de este año nuestro Grupo parlamenta- 
rio presentó una interpelación sobre la situación de los 
hospitales públicos y la conflictividad en que se encontra- 
ban. Lo que intentábamos con ella era instar al Gobierno 
a que se sentara a negociar con la representación de esos 
médicos en huelga, de acuerdo con el Real Decreto-Ley 
17í1977, de 4 de marzo, que en su artículo 8.", 2 dice que 
la patronal debe negociar con el comité de huelga cons- 
tituido en una huelga legal. Aquí habría que hacerle una 
pregunta al señor Ministro. ¿Es que no considera legal 
esta huelga? 

Esta interpelación se iba a ver en el Pleno del día 17, 
pero debido a la ausencia del señor Ministro, que tuvo 
que ir a la ONU, fue aplazada, y en el ínterin han suce- 
dido acontecimientos. Se produce una oferta de media- 
ción que se transmite a los que están en huélga, y éstos 
aceptan una negociación y desconvocan la huelga. El mar- 
tes se desconvoca la huelga y se desconvoca la huelga y 
se fija la fecha de negociación para el lunes. La Coordi- 
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nadora pide negociar. Aquí volvería a hacer otra pregun- 
ta el seiíor Ministro. ¿Van a ser negociaciones como pide 
la Coordinadora y a las que según el Real Decreto tienen 
derecho, o solamente conversaciones? No quiero entrar 
en si va a haber acuerdos o no, señor Ministro, ése es un 
problema del patrón, es decir, usted como Ministro de Sa- 
nidad y los trabajadores. Lo único que digo es que la ley 
les protege y usted es el primero que debe cumplirla. 

Ante estos hechos, posiblemente por nuestra parte lo 16- 
gico hubiera sido retirar la interpelación, pero resulta que 
hay antecedentes, como usted y yo sabemos. El día 20 se 
debatió aquí otra interpelación de otro grupo parlamen- 
tario, y se expusieron por parte de algunos, entre otras, 
las razones de que la ley protegía a este comité de huelga 
creado, nosotros entendemos, de una forma legal. La rea- 
lidad es que se vuelve a la huelga, y los hechos, que son 
profundamente tozudos, señor Ministro, obligan a uste- 
des a negociar, me imagino que como consecuencia de las 
circunstancias que se producen el 10 de junio como resul- 
tado de las elecciones, con el primer aviso al Gobierno So- 
cialista de que el sistema de prepotencia que estaban si- 
guiendo no parece el más adecuado para la población 
española. 

El día 20 se discute en esta Cámara esa interpelación. 
En ese momento hay una tregua y se está hablando casi 
de tapadillo con el Director General del INSALUD, que 
fue desautorizado por el propio Ministerio, y se vuelve de 
nuevo a la huelga. En aquel momento el representante de 
la mayoría, en un lenguaje que yo llamaría -por decirlo 
deana forma caricosa- agresivo, ataca al grupo propo- 
nente, y le acusa de falta de respeto a esta Cámara por- 
que resulta que esa huega ya se había acabado. Y, señor 
Ministro, volvemos al mismo tema en el que estábamos, 
la huelga no se acabó. Volvimos al origen, es decir, a la 
conflictividad. 

Ante esta situación de los hospitales públicos el señor 
Ministro de Sanidad ha mantenido actitudes cuando me- 
nos extrañas. En la comparecencia del día 7 de abril en 
la Comisión de Política Social y Empleo el señor Minis- 
tro de Sanidad, cuando explica las causas del malestar sa- 
nitario, hace alusión a razones de tipo histórico, que, en 
su mayoría, este Grupo y esta Diputada comparte con él, 
pero aporta otra serie de datos que en aquel momento nos 
parecieron extraños y que nos lo siguen pareciendo. Us- 
ted hablaba de maquinaciones, de grupos extraños, de 
manos negras detras de aquella huelga, de un intento des- 
estabilizador de alguien que en ningún momento el señor 
Ministro de Sanidad quiso explicarnos quién era. Usted, 
señor Ministro, tiene una visión conspiratoria de la his- 
toria y, en este caso, del conflicto. 
Yo no tengo por qué defender a los médicos de la Coor- 

dinadora, porque se defienden solos. Lo único que tengo 
que hacer, como representante del pueblo, es defender a 
un colectivo que tiene unos derechos; pero jes también 
una mano negra la que hace que determinadas empresas 
no quieran seguir suministrando material al Ministerio 
porque no se les paga? ¿Acaso eso forma parte también 
de la conspiración judeomasónica, señor Ministro? 

Señor Ministro, nosotros creemos que el fondo de la 

cuestión no está en el conflicto de los médicos de una 
Coordinadora sobte la que usted más tarde, en declara- 
ciones públicas, dijo que eran movimientos extrafios y 
que lo único que querían eran beneficios económicos que 
no les correspondían, para luego reconocer que lo que ha- 
bía detrás era una diferente forma de ver la reforma sa- 
nitaria y el futuro de la sanidad en nuestro país. 

Señor Ministro, la huelga, para nosotros, es algo tan 
simple como un aldabonazo. Y ya que estamos hablando 
de temas sanitarios, yo diría que es como la fiebre, que 
anuncia una enfermedad, pero que, en sí, no es h propia 
enfermedad. 

Nuestro Grupo entiende que es el momento de entrar 
a fondo en esta cuestión y de analizar cuál es la realidad 
de este conflicto. 

Señor Ministro, usted y yo sabemos que la dotación pre- 
supuestaria a la sanidad, en los Presupuestos Generales 
de 1987, es mínima. Si bien, en un magnífico libro, cuya 
lectura yo recomiento a todo el mundo, editado por el an- 
tiguo Ministro de Sanidad, por sus asesores y por el Mi- 
nisterio, que se titula «La sanidad española 1982-1986. 
Crónica del cambio. Primera etapar -solamente falta 
agregar «cuarto año triunfalr, pero yo se lo añadiré- us- 
tedes dicen, y están sumamente orgullosos de ello, que el 
ahorro económico ha significado la gran virtud de lo que 
ustedes no han aportado a esta situación caótica, que ya 
había en la sanidad, más tarde, usted, en diferentes com- 
parecencias, lo que nos viene a decir es que uno de los pro- 
blemas de la sanidad es la falta de medios. En este caso, 
yo estoy más de acuerdo con usted que con ese magnífico 
libro que he citado y que ha sido editado por el viniste- 
rio, por el señor Lluch, entonces Ministro deASanidad. 

Me parece bien que usted se siente a negociar. Pero yo 
le rogaría, seiior Ministro, que primero me aclarara si son 
negociaciones o conversaciones, mesas redondas, mesas 
de camilla, encuentros de trabajo ..., o si, realmente, us- 
ted va a poner algo importante encima de la mesa. Por- 
que, o de una manera definitiva el Gobierno socialista en- 
cara el problema de la sanidad donde en realidad está, y 
entiende que lo que está sucediendo es sólo, como le he 
dicho antes, la fiebre, el aviso de algo mucho más profun- 
do, y reconoce que hoy la sanidad sigüe igual de mal que 
en el año 1982, o ustedes, simplemente, estarán tapando 
un agujero que yo le garantizo que reventará por otro 
lado. Volveremos a tener razón los diferentes miembros 
de otros Grupos parlamentarios, entre los que se encuen- 
tra el nuestro que siempre lo avisó. En aquella interpela- 
ción del día 20, esta Diputada volvió a decirle la extrañe- 
za que produce que sea el Gobierno socialista, el Partido 
Socialista Obrero Español, el que esté acabando con la sa- 
nidad pública o, al menos, la esté llevando a posiciones 
cercanas al tercermundismo. 

Señor Ministro, o se afronta el problema con un análi- 
sis profundo de la realidad, sin dogmatismos y sin ideas 
previas, o yo le garantizo -y no es una profecía, sino un 
diagnóstic- que la situación volverá a donde estaba. Es 
un problema suficientemente importante, porque afecta 
a todos los ciudadanos, como para que, de forma defini- 
tiva, acepte que a lo mejor las medidas llevadas a cabo 
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por su Gobierno y el desarrollo de la Ley de Sanidad, que 
no ha sido tal, no es el adecuado para lo que España y la 
reforma sanitaria necesitan. De otra manera, vuelvo a de- 
cirle que nos situaremos en la posición en que ahora mis- 
mo estamos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El senor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora Vi- 

Tiene la palabra el señor Ministro de Sanidad. 
Ilalobos. 

El señor MINISTRO DE SANIDAD Y CONSUMO (Gar- 
cía Vargas): Señor Presidente, señorías, quiero agradecer 
a la señora Villalobos el tono que ha utilizado en su in- 
~erpelación, que yo creo que es el adecuado para estos mo- 
mentos en los que, como ella ha dicho, existe un clima de 
mucho mejor entendimiento, aunque debo decir también 
que no entiendo muy bien el fondo de su cuestión; sobre 
todo no entiendo su posición política. Por una parte ha di- 
cho, yo creo que de una forma muy inteligente, que no 
apoyaba a la Coordinadora ni sus huelgas (eso es inteli- 
gente, repito, porque lo contrario sería enfrentarse al sen- 
tir general de la sociedad española), pero por otra parte 
ha centrado toda su interpelación en intentar convencer, 
al Ministro de algo de lo que parece que ya está conven- 
cido y que está dicho muy claramente, que es que se rea- 
nuden todas las vías de diálogo, con todos los colectivos 
que hay en nuestra sanidad. 
Su análisis de partida creo que está falto de algunos da- 

tos. Concretamente, dice que la huelga ha terminado por- 
que el Ministerio ha hecho una oferta que no había hecho 
antes. El Ministerio ha estado, desde el principio de este 
conflicto, ofreciendo mesas de trabajo a todos los colecti- 
vos. Y debo decirle que lo que quizás ha convencido de- 
finitivamente a los huelguistas de que debían adoptar 
otra actitud es que, el pasado día 22, el 60,5 por ciento de 
iodos los médicos hospitalarios de España han optado por 
el nuevo sistema retributivo, han optado por el comple- 
mento de dedicación exclusiva. 

El único sindicato legal que apoyaba la Coordinadora, 
el sindicato gallego de sanidad, firmó el pasado día 19 los 
acuerdos que previamente se había alcanzado con otros 
sindicatos. Con eso ha dejado de haber dentro de ese mo- 
vimiento una organización de carácter legal y repre- 
sentativo. 

La señora Villalobos sabe, sin duda, que a lo largo de 
estos meses se ha dialogado mucho y se ha negociado mu- 
cho. Se ha dialogado con todo el mundo, se ha negociado 
con todo el que tuviera una estructura legal y se han fir- 
mado acuerdos con todos aquellos que tenían una repre- 
sentatividad comprobada en las últimas elecciones sindi- 
cales de 1982. Actuando de esa manera se ha cumplido, 
además, con lo que dicen nuestros tribunales superiores. 
Lo que dice, por ejemplo, la Audiencia Nacional ante un 
recurso presentado por un sindicato legal, pero de un ám- 
bito reducido a Madrid. Sabe que se han firmado acuer- 
dos que han puesto en marcha un nuevo sistema retribu- 
tivo, no solamente de médicos, sino también de ATS y del 
resto del personal, suscritos por todas las organizaciones 

representativas del sector, con la exclusión de una, Comi- 
siones Obreras, que no firma ningún acuerdo en la sani- 
dad desde el año 1982, y a la que invito desde esta tribu- 
na a que se sume a estos acuerdos, porque son buenos 
para todos los profesionales de la sanidad. 

En todos estos conflictos el Ministerio ha estado en la 
posesión de defender la legalidad vigente. Ha evitado pri- 
mar al que más grita, al que crea el conflicto que más per- 
judica a los pacientes, el que más perjudica a la ciudada- 
nía y, por el contrario, ha intentado establecer los lazos 
más flexibles y la mayor atención a todos aquellos que 
desde posiciones pacíficas, desde la reivindicación expre- 
sada coherentemente, hacen peticiones para el conjunto 
del colectivo. 

El Ministerio ha intentado algo en lo que usted, yo y to- 
dos los grupos de la Cámara estamos, sin duda, de acuer- 
do: contribuir a que nuestra sociedad esté estructurada 
en sus sistemas de representación intermedia, a que se 
consoliden las estructuras de representación sindical, 
bien sea de clase, bien sea profesional, y ha respetado con 
eso nuestro ordenamiento constitucional. Ha tenido una 
actitud de diálogo con todos aquellos que tenían una or- 
ganización asamblearia, pero, obviamente, ha procurado 
que esta organización, que tiene por sí misma una natu- 
raleza lábil, transitoria, no fuera la que se impusiera en 
nuestro sistema de representación intermedia. Hemos in- 
tentado vertebrar la sociedad. En eso estamos de acuer- 
do. Yo creo que en ese acuerdo de fondo radica el tono uti- 
lizado por la señora Diputada. Porque ha intentado po- 
ner de manifiesto que existe un conflicto y ha instadmal 
Gobierno para que procure resolverlo, pero al mismo 
tiempo se ha cuidado, como he dicho al principio, de de- 
fender a huelguistas que recurren a algo tan grave como 
una huelga indefinida en la sanidad y no ha insistido tam- 
poco en que se negociaran asuntos concretos, y se ha cui- 
dado mucho de decir qué puntos habría que negociar con 
ellos. 

Estamos de acuerdo en que hay que vertebrar nuestra 
sociedad. El sistema de representación lo tenemos que 
aclarar, y tenemos que potenciar precisamente.aquellas 
actitudes responsables y creativas que van en esta di- 
rección. 

Ahora le voy a explicar de una manera muy sintética 
por qué el Decreto-ley 1711977, de representación sindi- 
cal, no se podía aplicar en este caso de una manera es- 
tricta. Ese Decreto-ley, como usted sabe, es una norma 
parcialmente anulada y ,  por tanto, supletoria de otras 
normas que se han desarrollado posteriormente. No ha 
existido en esta huelga un Comité de carácter nacional 
perfectamente definido y legalizado; por lo menos en el 
Ministerio no ha habido constancia de ello, porque no se 
ha entregado jamás. Los comités de huelga han sido caso 
a caso, centro a centro y, además, han estado permanen- 
temente ligados a unas asambleas, a las cuales había que 
recurrir para ratificar la posición de los representantes. 
Estos representantes no han tenido un carácter de apode- 
rados con capacidad de obrar, permanentemente han te- 
nido que estar recurriendo a las asambleas, que eran las 
que tenían que ratificar todo. Pero lo más importante es 
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que éste es un Real Decreto-ley publicado en unos mo- 
mentos muy especiales para regular el derecho de huelga 
contraactual, el derecho de huelga cuando hay un conflic- 
to colectivo en el momento que se está negociando un con- 
venio. Y en varios apartados, entre ellos el artículo 8:, 2, 
se cita el convenio colectivo como objeto de la negocia- 
ción. En esta huelga -aunque en algunos momentos haya 
tenido un contenido muy fuerte- han repercutido los 
efectos económicos de la reforma del sistema retributivo 
que se quería negociar y establecer. 

Pero al mismo tiempo, además del contenido económi- 
co se han esgrimido otros argumentos, como el presupues- 
to, la gestión de los hospitales, que corresponden a la po- 
testad legislativa de esta Cámara, como es el caso de los 
presupuestos, o a la potestad reglamentaria del Gobier- 
no, como es el caso de la gestión de los hospitales. 

Por otra parte, el personal de la Seguridad Social us- 
ted sabe perfectamente que no está en el ámbito del Es- 
tatuto de los Trabajadores, que es al que se refiere este 
Real Decreto-ley. Está en un ámbito propio estatutario y,  
por tanto, lo que se estaba discutiendo, por ejemplo, cuan- 
do se hablaba del sistema retributivo, no tenía carácter 
de convenio; tenía valor de acuerdo, con un contenido 
obligacional para las dos partes, y, por tanto, no se puede 
alterar ni puede ser modificado por determinadas mino- 
rías. Lo que se ha negociado con centrales sindicales tie- 
ne carácter obligacional, como digo, contractual, y, por 
tanto, no puede ser modificado por minorías que poste- 
riormente lo ponen en entredicho. Y además, como ya he 
dicho, minorías que incluso con la sentencia de la Audien- 
cia Nacional no tienen capacidad para suscribir acuerdos. 

En conclusión, estamos todos de acuerdo en que tene- 
mos que intentar que en huestro sector se imponga la ra- 
zón y se imponga el diálogo. Creo que en el fondo esta- 
mos de acuerdo en lo que le dije previamente: en que no 
podemos primar al que más gritos da en la calle o más 
perjuicio causa a los ciudadanos, sino al que, utilizando 
la capacidad de representación que nuestro ordenamien- 
to jurídico establece, es capaz de llevar reivindicaciones 
coherentemente al Gobierno, y sobre todo reivindicacio- 
nes que se puedan atender, que sean realizables, no rei- 
vindicaciones irrealizables. No podemos en esta Cámara 
primar, además, a quien quiere suplantar uno de sus con- 
tenidos fundamentales, que es aprobar las leyes -concre- 
tamente las leyes de Presupuestos- y no podemos dar en 
esta Cámara la razón a quien intenta suplantar a los re- 
presentantes legítimos (con todos los problemas que pue- 
da haber porque las últimas elecciones sindicales son del 
año 1982, es cierto) ni a los que intentan que la negocia- 
ción se lleve, además, con una ratificación, que no se sabe 
muy bien cómo se puede hacer, a través de asambleas. 
Eso es desestructurar nuestra sociedad. 

Existen, además, algunas razones adicionales; por 
ejemplo, nuestro Tribunal Supremo ha establecido clara- 
mente que el derecho de los trabajadores a defender sus 
intereses mediante instrumentos de presión cede cuando 
con ello se ocasiona o se puede ocasionar un mal más gra- 
ve que el que los huelguistas experimentarían si su rei- 
vindicación no tuviera éxito. Esta es la justificación de los 

servicios mínimos, y este corto párrafo forma parte de una 
sentencia del Tribunal Supremo a pr~pósito del estable- 
cimiento de servicios mínimos en la sanidad. Pero ya ve 
qué claro y qué conciso: ceden los intereses de los traba- 
jadores cuando se pueden ocasionar males más graves que 
el que los huelguistas experimentarían si su reivindica- 
ción no tuviera éxito. Esto lo han entendido muy bien las 
asociaciones de consumidores cuando han denunciado, de 
una manera, en mi opinión, muy responsable y además 
muy realista, la actitud de los pocos profesionales que han 
seguido este tipo de conflictos, y digo pocos teniendo en 
cuenta la gran dimensión del colectivo a que nos estamos 
refiriendo. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. La se- 
ñora Villalobos tiene la palabra. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señor Ministro, el tono de mi intervención, como ha vis- 
to, era dialogante, porque no entiendo que aquí tengamos 
que venir a agredirnos. Lo que ocurre es que, por desgra- 
cia, me llevo en el fondo el terrible convencimiento de que 
usted va a ((mantenella y no enmendallaD. Y no me refie- 
ro solamente al conflicto; usted ha entrado a analizar el 
conflicto en sí, y ha dicho cosas como que se alegra mu- 
cho de que yo no apoye la huelga; ha dado una especie de 
lección sobre el sindicalismo representativo o no, y yo le 
he escuchado cosas que viniendo de un miembro de un 
sindicato como UGT me dejan cuando menos un poco 
consternada, porque usted habla de huelgas salvajes, us- 
ted habla de perjuicios a la sociedad, ¿y no es perjuicio a 
la sociedad la huelga de UGT en el transporte? (0 eso ya 
no es un servicio necesario para los ciudadanos de este 
país? ¿O es que cuando el sindicato UGT va a la huelga 
sí son legales? Cuando usted califica al movimiento de la 
Coordinadora de anarquizante, yo me quedo totalmente 
asombrada. Que eso lo diga una persona como usted, que 
:s sindicalista, como miembro del Partido Socialista 
Obrero Español me deja cuando menos alucinada, o bien 
que lo diga un sindicato como la UGT, que ha protagoni- 
zado en tiempos pretéritos hasta -no llamémoslos se- 
iuestros, porque la palabra es demasiado fuerte- reten- 
iones involuntarias en empresas privadas. ¿O es que hay 
ma  diferenciación entre la empresa privada y la empre- 
ia pública? ¿O es que la Administración nunca es patrón 
y la ley en ese caso es buena para ellos mientras que en 
la empresa privada no lo es? ¿O es que el diálogo que us- 
.edes piden entre trabajadores y empresarios no se puede 
jar en la Administración, señor Ministro de Sanidad? 

Estoy de acuerdo con ustedes en que la sanidad es un 
i e n  esencial, pero de todos y todos tenemos derecho a la 
nejor sanidad. Si hay un colectivo llamado Coordinado- 
-a de médicos, que usted dice que no es representativo 
menos mal que ha reconocido que las últimas elecciones 
:n la sanidad se dan en el año 1982; si es que se ha in- 
:umplido toda la legalidad vigente; es que son cuatro 
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años según la Ley Orgánica de Libertad Sindical), iquién 
es representativo ahora? 

Usted sabe que en el sindicalismo -la pena es que no 
esté el señor Ministro de Trabajo delante- se mide la 
fuerza y la representatividad por la capacidad de convo- 
car y por algo mucho más importante, de desconvocar, y 
hasta ahora no parece que los sindicatos llamados repre- 
sentativos hayan sido capaces de recoger en sus plantea- 
mientos las reivindicaciones de sus colectivos, que serían 
los médicos tanto hospitalarios como extrahospitalarios. 

De modo que esos argumentos de legalidad vigente, se- 
ñor Ministro, me sirven hasta cierto punto, porque efec- 
tivamente el personal estatutario no está sujeto al conve- 
nio colectivo, pero ¿para cuándo la ley de huelga de los 
funcionarios y el personal estatutario, si es que van a se- 
guir siéndolo, porque segú6 su nuevo estatuto-marco, a lo 
mejor ni eso? Algún día hablaremos del estatuto-marco, 
no tengo tiempo ahora. 

Seiior Ministro, por supuesto yo quiero vertebrar la so- 
ciedad. La diferencia entre usted y yo es que para noso- 
tros es dogma. Nosotros creemos que la sociedad tiene 
que ser fuerte, que es lo fundamental, y que el Estado tie- 
ne que estar donde está: al servicio de los ciudadanos. 
Para ustedes la situación es al revés; para ustedes la ver- 
tebración de la sociedad es que se estructure en organi- 
zaciones domésticas manejables y que creen pocos pro- 
blemas. No es ésa la forma de ver la sociedad que tene- 
mos nosotros. Estoy de acuerdo con la vertebración mas 
no en su análisis. 

Entiendo que la forma que elige una Coordinadora de 
votar sus decisiones es un problema interno. Si resulta 
que hay sindicatos que tienen secretarios generales de por 
vida, es un problema interno. Si hay otros sindicatos que 
entienden que los problemas hay que pactarlos con sus 
bases, es otra forma de ver el sindicalismo. En eso no pue- 
de usted medir si es legal o si deja de serlo. 

Convoque usted esas elecciones en la sanidad, que ya 
es hora. Convoque usted esas elecciones en la Administra- 
ción, que también es hora, y no retrase más algo que a lo 
mejor su sindicato no puede ganar esta vez. ¡Qué le va- 
mos a hacer, señor Ministro! Ya va siendo hora de que se 
acostumbre a perder para aprender -porque ¡qué cosas 
dice de vez en cuando!- por ejemplo, la humildad y el re- 
conocimiento profundo de que no siempre se lleva com- 
pleta razón absolutamente en todo, porque no es de reci- 
bo, desde nuestro punto de vista, que el representante de 
la mayoría cualificada sea capaz de decir en esta Cámara 
algo que en una democracia a mí me parece de locos. 
Dice: Están llevando adelante una batalla ideológica que 
necesariamente tienen que perder: ¿Qué pasa, que cuan- 
do ustedes plantean una batalla ideológica necesariamen- 
te la tienen que ganar y cuando la batalla se plantea des- 
de otro punto de vista y desde otra ideología no se puede 
ganar? ¡Menuda forma de ver la democracia! La demo- 
cracia no es solamente el votar cada cuatro años, es, y us- 
ted lo sabe muy bien, bastante más que eso. 

Nosotros estamos aquí para defender los votos, porque 
hay una mayoría que quiere la reforma y, de entrada, us- 

tedes no están haciendo ninguna reforma en la sanidad, 
por eso estamos como estamos. 

En segundo lugar, les que el resto de la gente no tene- 
mos votos? ¿Es que los únicos votos válidos son los del 
Partido Socialista Obrero Español? (El señor MARTINEZ 
MARTINEZ, DON MIGUEL ANGEL: Pero los más, sí.) 
Pero democráticamente son tan importantes los votos de 
la mayoría como los de la minoría. Esta es una exigencia 
democrática de la cual tenemos que partir para conseguir 
acabar con las situaciones de conflictividad que está su- 
friendo esta sociedad, y no se conseguirá mientras el con- 
cepto que tengan ustedes sea dogmático, sea totalitario, 
en el sentido de que solamente ustedes llevan razón, de 
que la única reforma posible es la suya, cuando ni siquie- 
ra son capaces de llevarla a cabo. 

Acabo de recibir una respuesta de su Ministerio seña- 
lando que en el gran paradigma de la reforma sanitaria, 
los equipos de atención primaria, que el antiguo Ministro 
de Sanidad decía que iban a crear 600, al 1 de junio de 
1987, fíjese bien, señor Ministro, tienen ustedes 30 en fun- 
cionamiento, y hablan de 600. Es una respuesta del Mi- 
nisterio de Sanidad a esta Diputada del Grupo Popular. 

Señor Ministro, seamos consecuentes' y tengamos una 
mentalidad más abierta, porque ya le advierto que lo del 
10 de junio no va a ser nada comparado con lo del mes 
de abril del año 1990. (Aplausos.) 

Muchísimas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: El señor Ministro de Sanidad 
tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE SANIDAD Y CONSUMO (Gar- 
cía Vargas): Señor Presidente, señorías, da la impresión 
de que la señora Villalobos ha decidido que esta sesión 
parlamentaria de verano, que se anunciaba bastante tran- 
quila, se anime e incluso se convierta poco menos que en 
una moción de censura o algo por el estilo, porque ha ter- 
minado hablando de cosas muy generales, desviándose to- 
talmente de lo que era el contenido y el sentido de su in- 
terpelación, ya que se ha referido a problemas generales 
de representación sindical, etcétera. Parece que una in- 
terpelación urgente es para hablar de un problema urgen- 
te y, además, concreto. No vamos a caer en la tentación 
de dar ahora una contestación en el mismo tono. Vamos 
a ver si aprovechamos esta interpelación para aclarar las 
cosas. 

Señora Villalobos. hace tiempo que intervine en la Co- 
misión, concretamente el 7 de abril, haciendo un análisis 
-usted misma lo ha reconocido- bastante completo so- 
bre cuál era el sentido de los conflictos que había en la 
sanidad. Usted misma me reconoce que los problemas vie- 
nen de muy atrás, etcétera. Yo dije cosas que usted no ha 
recordado hoy, que creo que son positivas y que, puestos 
ya en ese tono que usted ha adoptado, habría sido bas- 
tante adecuado señalar aquí. Por ejemplo, yo dije algo que 
usted no ha recordado ahora. Yo dije, refiriéndome a la 
famosa Coordinadora, que parte de sus análisis y peticio- 
nes se consideran válidos y están asumidos por el Minis- 
terio de Sanidad y Consumo, aunque no sean fáciles de 
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atender a corto plazo. Lo dije el 7 de abril, y está en el 
«Diario de Sesiones,. Por eso, unos días más tarde, a me- 
diados de ese mes de abril, hicimos un intento de iniciar 
un diálogo con estos señores, diálogo en el que no se de- 
sautorizó a nadie, sinceramente no se desautorizó a na- 
die. Lo que ocurrió fue que en este tipo de movimientos 
espontáneos - q u e  yo no he calificado hoy de anarquizan- 
tes ni de realizar una huelga salvaje, he dicho indefinida, 
ya lo verá usted en el uDiario de Sesionesu, porque todo 
se toma ahí-, es muy difícil concretar lo que se quiere. 
Por eso no se pudo avanzar, porque la Administración des- 
de el principio ha sabido perfectamente hacia dónde iba: 
a elaborar un sistema retributivo que se homobgara con 
el resto de los trabajadores del sector público, en este caso 
de titulados superiores, con las mismas condiciones y, por 
tanto, introduciendo conceptos similares, que son los con- 
ceptos modernos que se utilizan en todas las partes del 
mundo, y tratando de estimular la dedicación exclusiva 
al hospital público, es decir, haciendo lo que se hace en 
todo el mundo. También tenía la intención de negociar 
un estatuto, un estatuto que es necesario, porque el que 
hay es preconstitucional, no está de acuerdo, en primer lu- 
gar, con lo que señala la Constitución y, en segundo lu- 
gar, lo que mandata la Ley General de Sanidad, y ya ve- 
remos cómo intentamos que ese estatuto se negocie y se 
lleve, sobre todo, de acuerdo con nuestra legalidad vigen- 
te, porque eso es lo importante. Señora Villalobos, lo im- 
portante es que respetemos, sobre todo los que estamos 
aquí, las normas de las que nos dotamos y de las que do- 
tamos a los españoles, y no pongamos en cuestión, siquie- 
ra por un momento, que las leyes se puedan incumplir. 

Por eso, usted tiene hoy una posición bastante incómo- 
da porque, por un lado, tiene que defender las leyes y, por 
tanto, no se atreve a apoyar incondicionalmente a la Coor- 
dinadora y, por otro lado, la quiere defender. Es una pos- 
tura difícil. Y esa postucq es tan difícil que se ha visto, in- 
cluso, en el último periodo electoral. Ustedes no se han 
atrevido a decir públicamente: apoyamos la huelga inde- 
finida que llevan los señores de la Coordinadora o, dicho 
de otra manera, apoyamos a una coordinadora que lleva 
una huelga indefinida, de la cual llegan a decir los con- 
sumidores: Ante la diversidad de colectivos representan- 
tes de la clase médica, las diferentes reivindicaciones que 
cada uno defiende, muchas veces contradictorias, y los 
pactos y acuerdos firmados por sus organizaciones sindi- 
cales más representativas con la Administración, el ciu- 
dadano no llega a comprender las verdaderas razones de 
una huelga indefinida, que se explicitan confusamente. 
Y, a continuación, dicen: La sanidad en este país ha sido 
y es un coto cerrado de los profesionales de la Medicina, 
donde el usuario ha sido siempre un mero objeto pacien- 
te sin voz y en una especial situación de indefensión ante 
las posibles transgresiooes de sus legítimos derechos. 
Y no lo firma la Unión de Consumidores de España, lo fir- 
man las seis organizaciones de carácter estatal, y esto lo 
hacen el 11 de junio. 

Mire lo que le voy a decir, yo no suscribo este punto se- 
gundo que le he leído. Yo no creo que sea cierto lo del 
coto cerrado, etcétera. Yo creo -y esto es algo que el Mi- 

nisterio de Sanidad viene repitiendo últimamente- que 
tenemos que defender a nuestros profesionales. Tenemos 
que defender su imagen ante la sociedad, y yo lo hago per- 
manentemente. A lo largo del conflicto, no me habrá oído 
una sola expresión vejatoria en contra de los profesiona- 
les, que sí la tenían ellos en contra del Ministerio y de mi 
persona. Jamás la hemos tenido, por eso me he cuidado 
mucho de decirle que no ha habido ninguna expresión 
como anarquizahte, huelga salvaje, etcétera, aunque la 
huelga haya rozado a veces lo salvaje. Pero me he cuida- 
do mucho, porque creo que es importante que guardemos 
en nuestro país algo que es fundamental en el proceso cu- 
rativo, que es la imagen de los profesionales médicos. 

Ahora bien, los primeros responsables de esa imagen 
son ellos, no el Ministerio. Pero en la medida en que ellos 
estén dispuestos a modernizar esa imagen, estén dispues- 
tos a dar de la misma una visión cada vez más positiva 
a los españoles, nos tendrán con ellos, porque aquí no hay 
manos negras. Sí que ha habido, en ciertos momentos, 
unas determinadas posiciones políticas que han estado a 
punto de adoptarse, pero que luego no se han adoptado, 
pero ahí hay personas de todas las ideologías y en algún 
momento grupos de una ideología han logrado tener una 
prevalencia sobre el resto, y nosotros hemos tenido a ve- 
ces una imagen bastante compleja y contradictoria del 
movimiento. Pero, al final, le voy a decir una cosa, lo que 
tiende a triunfar en este movimiento son las posiciones in- 
movilistas frente a la reforma sanitaria, frente al cambio 
sanitario; aunque no lo pretendan, pero al final, la ima- 
gen que se da ante la sociedad, la percepci6n que los ciu- 
dadanos tienen, la percepción que tiene el Ministerio es 
que se está en contra de una reforma sanitaria que todos 
estamos de acuerdo en que hay. que hacer y que estamos 
haciendo, aunque diga usted lo contrario, lo acabe de 
mencionar ahora y lo repita con frecuencia en esta Cá- 
mara. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ministro, le ruego que 
concluya. 

El señor MINISTRO DE SANIDAD Y CONSUMO (Car- 
cía Vargas): Y no se preocupe, porque esto se va a acla- 
rar, y en el próximo octubre habrá elecciones sindicales 
en la Sanidad. Perdón, señor Presidente. Un segundo. Ha- 
brá elecciones sindicales en la Sanidad cuando sea apro- 
bada en esta Cámara, cuando sea aprobada en el Senado 
la ley de representación. Es decir, cuando haya un marco 
legal adecuado para el personal estatutario. Cuando se 
haya aprobado la ley, se convocarán las elecciones; no hay 
ninguna operación misteriosa en este asunto, señora Vi- 
llalobos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
¿Grupos que desean fijar posición'en esta interpela- 

Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Mardones. 
ción? (Pausa.) 

El señor MARDONES SEVILLA: Con la venia, señor 
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Presidente, y dado que mi compañero del Grupo Mixto, 
por Coalición Galega, el señor Bernárdez, intervendrá 
después, compartiremos el tiempo. 

Por parte de las Agrupaciones Independientes de Cana- 
rias, señorías, el asunto que hoy nos reúne aquí con esta 
interpelación urgente, presentada por el Grupo Popular, 
es verdaderamente de una gran sensibilidad y de una gran 
oportunidad. 

El conflicto que vive España, y concretamente nuestra 
región, con una serie de carencias mucho más acentuadas 
que en el ámbito peninsular, nos mueve a considerar 
oportuna esta interpelación. Sin embargo, no queremos 
perdernos en el amplio ramaje que está adornando este 
conflicto de la Sanidad pública. Queremos reconocer, se- 
ñor Ministro, la posición, al menos dialéctica, que usted 
mantiene al no encrespar más las aguas en un proceso 
confuso, al no hacer descalificaciones, como usted mismo 
ha dicho aquí. Nosotros lo queremos reconocer así. Pero 
interpretamos que la interpelación que ha presentado el 
Grupo Popular es sobre qué medidas de política general 
piensa adoptar el Gobierno para solventar los conflictos, 
y no queremos caer en la dialéctica de si son galgos o son 
podencos y si el grado de representatividad en el binomio 
laboral profesional que se está dando en la Sanidad 
corresponde más ostentarlo a la Coordinadora, a la sin- 
dicación de no se quién, al sindicato mayoritario o mino- 
ritario o a la Organización Colegial Médica Profesional. 
Porque estaríamos entonces yéndonos a las circunstancias 
y no entrando en el fondo del problema. 

Señor Ministro, muy brevemente, debido al tiempo que 
tenemos, le pido que haga usted el esfuerzo de una polí- 
tica de Estado, pues va a merecer el apoyo de cualquier 
grupo político responsable de este país. La Seguridad So- 
cial y fundamentalmente la Sanidad pública necesitan ser 
defendidas, ser defendidas tanto frente a la demagogia 
como frente a la descalificación, pues no se nos oculta que 
hay grupos interesados en hacerla, así como frente a la in- 
capacidad e ineficacia de sistemas estructurales que ac- 
túan sobre ellas. Es más importante hoy día gerenciar re- 
cursos económicos en la Sanidad pública que lo que es la 
pura administración de los mismos desde un punto de vis- 
ta economicista y restrictivo, y no tenemos por qué en- 
trar en diálogos sobre lo que se dedica del Producto inte- 
rior Bruto a la Sanidad o sobre si esto tiene que solven- 
tarlo un sindicato o una coordinadora. 

Vuelvo a decir lo que dije en febrero desde esta tribu- 
na, con motivo del debate sobre el estado de la Nación, 
cuando presentamos las Agrupaciones Independientes de 
Canarias una propuesta de resolución al final del debate 
pidiendo la creación en esta Cámara de una comisión de 
investigación de los problemas de la Sanidad pública 
para que exista esa transparencia, para que se haga esa 
radiografía, en el mejor sentido del lenguaje médico, de 
tantos intereses ocultos. Nosotros estamos a favor de de- 
fender la calidad de la Sanidad pública, como estamos, 
como digo, en contra de los intereses ocultos, de puro cor- 
porativismo o de defensa de privilegios que pueda haber. 

Señor Ministro, nosotros apoyamos esta interpelación, 
porque consideramos razonables todas las interpelacio- 

nes y mociones consecuentes de ellas que vengan al hilo 
del problema de Estado que es la Sanidad pública en Es- 
paña, y entendemos que es necesario un gran debate en 
esta Cámara sobre los problemas que se han denunciado 
de ese desastre asistencia1 que hay. No se pueden ahora 
volver a tranquilizar las aguas diciendo que se acepta por 
un colectivo médico el complemento de dedicación exclu- 
siva. No es ése el verdadero problema de fondo de la Sa- 
nidad. Nosotros queremos que se haga este debate de las 
deficiencias, y una comisión de investigación lo puede ha- 
cer, porque una sociedad libre será siempre una sociedad 
en conflicto y es lógico que lo haya en la Sanidad públi- 
ca, pero creemos que hay unas vías democráticas de en- 
cauzamiento, porque quien está padeciendo el problema 
es el enfermo, la sociedad en sí, en una verdadera batalla 
dialectal entre una administración sanitaria y unos colec- 
tivos médicos que se irrogan una determinada represen- 
tación. Vuelvo a decir que no es ése el problema, pero pa- 
rece serio, y está desvirtuando las medidas correctoras de 
la Administración, y usted lo puede hacer en nombre del 
Gobierno. 

El señor PRESIDENTE: Señor Mardones, le ruego que 
termine. 

El señor MARDONES SEVILLA: Termino, senor Pre- 
sidente, agradeciéndole su benevolencia. 

Nosotros prestaremos nuestro apoyo a todas estas ini- 
ciativas y a un Gobierno que haga verdaderamente la de- 
fensa de la mejor calidad de la Sanidad pública. 

Nada más y muchas gracias, señorías. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Tiene la palabra el señor Bernárdez. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Señor Presidente, 
señorías, señor Ministro, durante tres meses hemos asis- 
tido a una huelga lamentable y yo diría que casi salvaje. 
Yo me atrevo, señor Ministro, a emplear esta palabra, por- 
que entiendo que todo lo que va en contra de la salud tie- 
ne algo de salvajismo. Yo tendría que decir también que 
si no ha llegado a ser verdaderamente salvaje ha sido de- 
bido al sentido de responsabilidad de íos sanitarios y no 
a la prudencia del Gobierno, porque el simple hecho de 
haber destapado un poco lo que ocurre dentro de ese mun- 
d o  ha dejado al descubierto la desastrosa Sanidad que es- 
tamos padeciendo. Y no me venga, señor Ministro, leyen- 
do frases de consumidores, porque yo en este momento 
podría leerle montones de frases contra el señor Ministro, 
Dero ahora que está el tema en vías de solución, no qyie- 
‘o agriarlo más. Tampoco me hable de inmovilismos ni 
de corporativismos, porque hay muchos sanitarios que es- 
tán dando una gran lección de profesionalidad. 

Es cierto que el derecho a la salud es prioritario entre 
os derechos del ciudadano, y esto me llevó a mí a afir- 
mar desde esa tribuna, no hace mucho, que tenía mis du- 
las acerca de la ética de esta huelga. Esto llevó también 
i. afirmar al Defensor del Pueblo que el derecho a la sa- 
ud tenía preferencia sobre el derecho de huelga, pero 
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también tendría que haber llevado al Gobierno a ser más 
prudente, a tener un mayor tacto en el tratamiento deesta 
huelga y no a tardar más de tres meses en sentarse a una 
mesa negociadora, tanto por lo delicado del tema como 
porque los sanitarios se han pasado, hasta ahora, disimu- 
lando los males que padece la Sanidad. Un día tenían que 
disimular la falta de sábanas en una residencia, otro día 
que las pinzas o los bisturíes estaban rotos, otro día que 
los tubos de oxígeno estaban parcheados, otro día que los 
enchufes eléctricos hacían contacto o que la bomba de co- 
balto no funcionaba. 

Por eso, señor Ministro, el Gobierno, tengo que decír- 
selo, es el verdadero culpable de todo esto y no ha sido 
sensible ante esta situación. 
No voy a hostigar ahora precisamente que está en vías 

de solución el problema. Espero que se siente en esa mesa 
con verdaderas ganas de dialogar y no con ese convenci- 
miento de poseer la verdad absoluta como de la que pa- 
rece que usted habla. 

Siento decirle, señor Ministro, que no estoy de acuerdo 
con sus afirmaciones. Usted sabe que la representatividad 
de los huelguistas no la tenían aquellos con los que tra- 
taba de negociar. No fue un problema de gritar más, como 
usted dice, señor Ministro. Los que protestaban eran los 
que verdaderamente estaban afectados y no se dialogó 
con ellos ni con la representación legítima después de ha- 
berse constituido en asamblea. 

Confío en que se convenzan de que el estatuto-marco 
ha de ser un verdadero desarrollo de la Ley General de Sa- 
nidad, concretamente de su artículo 84. 

Usted sabe que la indefinición de plantillas y baremos, 
así como la provisión de plazas o puestos por libre desig- 
nación va en detrimento de la estabilidad, la seguridad y 
la igualdad de oportunidades del personal. 
No quiero alargarme y, puesto que se me ha acabado 

el tiempo, señor Ministro, espero que se respeten en las 
negociaciones las condiciones que establece la Ley Gene- 
ral de Sanidad. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bernárdez. 
Por la Agrupación izquierda Unida-Esquerra Catalana, 

tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, en el breve plazo de tiempo de cin- 
co minutos que tengo para fijar nuestra posición, quisie- 
ra señalar los aspectos más importantes desde nuestro 
punto de vista. 

En primer lugar, y desde una posición que sin negar en 
absoluto el derecho a la huelga deplora profundamente el 
recurso de la misma, debo añadir inmediatamente, señor 
Ministro de Sanidad, que aquí no ha perdido nadie, he- 
mos perdido todos, y quien más ha perdido ha sido la sa- 
nidad pública, y en la medida en que en mi opinión, quien 
más ha perdido ha sido la imagen, la estructura y el por- 
venir de la sanidad pública, quien mayor responsabilidad 
tiene en esta pérdida de imagen es el Gobierno, es usted 
en tanto que Ministro. 

Yo creo que estas dos constataciones deben ser el pór- 
tico de cualquier reflexión serena y profunda sobre el gra- 
ve problema y conflicto que hemos vivido: es decir, en pri- 
mer lugar, deploramos el que unos profesionales hayan 
llegado a utilizar, de la forma en que lo han hecho, el re- 
curso de la huelga; en segundo lugar, constatamos que 
ahí hemos perdido todos y sobre todo lo que creemos, lu- 
chamos y defendemos en y por una sanidad pública. 

Los hechos demuestran lo que estoy diciendo. En el 
mismo aitern del problema, cuando se firma y el Minis- 
tro se alegraba a bombo y platillo de un primer acuerdo 
con determinados sindicatos, a los que no niego en abso- 
luto representatividad, aparece enseguida claro que estos 
sindicatos representaban a un segmento de la profesión y 
no a otro. Aquí hay un retardo en la capacidad de repre- 
sentación de los médicos y, sobre todo, de los de hospita-. 
les. Es cierto, pero también demuestra una enorme ale- 
gría al pensar que lo que se firmaba en aquél momento 
afectaba por igual a unos intereses tan dispares como son 
los de los médicos de hospitales y los de asistencia pri- 
maria o de los ambulatorios. 

Usted sabe perfectamente - e s t o  es lo que a mí perso- 
nalmente y a nuestro Grupo nos ha sorprendido más- 
que el segmento más dinámico, más progresi.vo y progre- 
sista, más a favor de la salud pública entre los profesio- 
nales sanitarios, y especialmente los médicos -y me voy 
a referir a ellos- estaba y está en el colectivo de médicos 
de hospitales. 

Sorprende un poco ver cómo toda la acción del equipo 
gubernamental se ha dirigido a este colectivo, que era con 
el que podía contar más, y ha dejado absolutamente sin 
tocar, prácticamente incólume, a un colectivo mucho más 
amplio, que es el de los médicos de asistencia primaria, 
el de los médicos de ambulatorio, que de hecho está re- 
tardando con su actitud, en parte, y por la no introduc- 
ción de cambios en el funcionamiento de la asistencia pri- 
maria, toda la implementación de la reforma sanitaria. 

Sorprende, repito, que en lugar de atajar el mal por 
donde más problemas tiene, que es la asistencia prima- 
ria, se haya atajado en otro sitio donde también hay pro- 
blemas, donde también hay que hacer cambios, pero don- 
de la urgencia no era ni mucho menos tan imperiosa como 
la de los médicos de hospitales. 

La Diputada Villalobos lo ha recordado. En la reforma 
de la asistencia primaria se ha avanzado poquísimo y, en 
cambio, se quieren dar grandes y rapidísimos pasos en la 
asistencia hospitalaria, el colectivo -repit+ que más y 
mejor defendía, desde la profesionalidad y desde opcio- 
nes ideológicas de grupo, la sanidad pública. Esto es un 
poco sorprendente y lo que demuestra es que quizá se de- 
jan de abordar los problemas por allí por donde son más 
difíciles y se va a lo que aparentemente es más fácil, aun- 
que se ha demostrado que esto no es así. 

La tercera reflexión que quería hacer -la he repetido 
ya en otras ocasiones aquí- es que la estructura misma 
del presupuesto sanitario, el volumen del gasto -y usted 
mismo lo ha reconocido con el informe que ha presenta- 
do al Consejo de Ministros- es insuficiente y traduce una 
equivocada política social del Gobierno socialista no de 
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estos primeros seis meses, sino de toda una legislatura, 
de cuatro años anteriores, de todo el trabajo y todo el le- 
gado político de un equipo anterior, y es difícil ahora en 
seis meses recuperar el terreno perdido, un terreno abo- 
nado por el alardeo constante de la disminución del gas- 
to sanitario por persona, del alardeo de la contención del 
gasto sanitario globalmente y de la implementación que 
supone conseguir a través de la eficiencia un mejor uso 
de esta disminución del gasto sanitario. Pero se ha demos- 
trado no sólo que esto no es posible sino que es una polí- 
tica sanitaria y socialmente regresiva, y ahora estos Iodos 
son consecuencia de aquellos polvos. 
Yo le dije -y lo repito ahora- que el presupuesto que 

aprobamos aquí era escaso y opaco, y no sabemos de qué 
partidas van a salir los recursos financieros para imple- 
mentar el nuevo modelo retributivo. No voy a entrar en 
los defectos formales que tienen algunas de las propues- 
tas del nuevo modelo retributivo, espero que se subsanen, 
pero esta insuficiencia en el gasto y esta opacidad en la 
forma de gestionarlo le sitúan a usted y al Gobierno en 
una posición más débil frente a los distintos grupos de 
presión. Nosotros pedíamos y continuamos pidiendo un 
presupuesto más amplio, más generoso y sobre todo más 
transparente para poder saber hacia qué política vamos 
y en qué vamos a gastar este dinero, pero ahora no lo sa- 
bemos. Sabemos que va a haber un incremento importan- 
te en el volumen retributivo a unos profesionales, pero no 
sabemos de qué partidas van a salir y en qué presupuesto 
estaban previstos, aunque desde luego no en el que 
aprobamos. 

Por otra parte, en cuanto al segundo aspecto importan- 
te en litigio, el estatuto marco para el personal -ya lo rei- 
teré en otra fijación de posición ante otra interpelación-, 
yo invito al señor Ministro a que reflexione no sólo sobre 
la posibilidad sino sobre la necesidad de que éste no sea 
sólo un tema de debates y de negociación entre el Ejecu- 
tivo y las partes afectadas, diálogo y debate que deben 
existir, sino que sea también una decisión del conjunto de 
la Cámara. No en vano es una norma que va a afectar a 
más de 170.000 personas y es un colectivo lo suficiente- 
mente importante como para no dejarlo a nivel de norma 
reglamentaria, sea éste Orden o Decreto, y elevarlo de ni- 
vel, elevarlo de debate político pudiendo presentar a este 
conjunto de profesionales y trabajadores de la sanidad no 
el refrendo de un determinado equipo gubernamental, 
sino el refrendo de la Cámara de los Diputados, es decir, 
de la soberanía española cuando fije cuál debe ser el mar- 
co general de relación estatutaria del personal sanitario 
con el Instituto Nacional de la Salud o con la RASA o el 
ICS, en el caso de que este servicio esté transferido. 

Esta es nuestra posición en este conflicto. Insisto, señor 
Ministro, en que al final lo que ha sucedido es que hemos 
perdido todos y ha perdido la imagen y el futuro de la sa- 
nidad pública. El responsable de esta pérdida de imagen, 
en primer lugar, ha sido usted, aunque no tiene evidente- 
mente toda la responsabilidad en ello. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Espasa. 

Por la Agrupación del Partido Liberal, tiene la palabra 
el señor Botella. 

El señor BOTELLA CRESPO: Señorías, señor Presiden- 
te, señor Ministro, hemos asistido a algo que podría ha- 
ber sido interesante, pero -perdónenme- no le he visto 
contestar a una interpelación urgente que consideramos 
muy oportuna, porque en estos momentos parece ser que 
el conflicto actual se ha terminado, pero la interpelación 
que se hace es qué medidas de política general piensa 
adoptar para que esto no pase. 

Me van a permitir que les lea un párrafo de un libro 
nada sospechoso que se llama [[Proceso a la sanidad es- 
pañola)), que está escrito hace diez años, al comienzo de 
la democracia, cuando empezaba este conflicto de la sa- 
nidad. Decía así: No queremos hacer una valoración ex- 
haustiva del contenido y desarrollo de esta huelga, pero 
sí destacar algunas consideraciones. El contenido de la 
huelga despreció totalmente el conjunto gravísimo de la 
problemática de fondo, lo que objetivamente beneficiaba 
los planes del Ministerio. Una actitud de deterioro asis- 
tencial era vivamente buscada por el Ministerio, ya que 
así concentraba la atención de la opinión pública en el 
conflicto de los médicos, y enfrentaba, o lo intentaba, al 
resto de los estamentos sanitarios. De esta forma aprove- 
chó tan favorable coyuntura para publicar varios decre- 
tos-ley de vital importancia para el futuro sanitario, de 
los que sólo se hicieron eco en un principio las centrales 
sindicales o los escasos observadores atentos al conjunto 
del conflicto. Para el ciudadano medio, para el trabaja- 
dor siempre ha sido difícil si no imposible comprender el 
conjunto del panorama sanitario. S610 una cosa ha teni- 
do y sigue teniendo clara: debe pagar una sustanciosa par- 
te de sus ingresos para mantener una gran estructura sa- 
nitaria que le atiende de forma harto deficiente. 

Esto, señorías, se decía cuando por parte del Gobierno 
de UCD se quiso hacer la reforma sanitaria. Este es un 
proceso abierto ya en la inquietud de los profesionales de 
la sanidad y, desde que se empezó con cualquier intento 
de reforma, vemos que esporádicamente y año tras año o 
hay huelga o hay amenaza de huelga. 

Ha habido una ley aprobada en esta Cámara y la íba- 
mos a desarrollar de forma inminente; todo era muy cor- 
dial y con mucho diálogo, pero lo único que ha dado ha 
sido crispación entre nuestros profesionales; una crispa- 
ción que ha sido manejada, utilizada no sé ni por quién 
ni me importa, pero sí sé los perjuicios que ha ocasiona- 
do al usuario. El perjuicio que ha ocasionado al usuario 
es lo que aquí se dice, porque se han destacado todos los 
problemas y todos los fallos que existen en el sistema pú- 
blico, despertando en el usuario una falta de confianza 
real y absoluta hacia lo único que hoy por hoy existe en 
España dentro de la sanidad. Pero además ha creado una 
desincentivación profesional difícil o imposible de recu- 
perar entre aquellos que realizan su trabajo en la sani- 
dad. Una  ve^ más estamos planteando el tema de que la 
salud no es la sanidad, de que la sanidad no es la medi- 
cina. Estamós otra vez dentro del mismo contexto. Otra 
vez se termina una huelga más y otra vez vamos a asistir 
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al cierre de una herida en falso. Esta herida se va a vol- 
ver a abrir. A nosotros nos hubiera encantado en esta in- 
terpelación haber escuchado de boca del Ministro alguna 
contestación, algún proyecto, algo para que esto se solu- 
cione de forma definitiva, para que el año que viene o den- 
tro de tres meses, si no se llega a un acuerdo, esto no vuel- 
va a pasar. 
No hemos vuelto a hablar en esta Cámara de listas de 

espera ni de las deficiencias. Ya está suficientemente de- 
teriorado como para no hablar ni siquiera de eso. Pero 
nos ha faltado algo que a nosotros nos hubiera gustado 
hoy escuchar. ¿Qué es lo que nos hubiera gustado? Lo que 
hemos propuesto en Comisión es que se haga un pacto po- 
lítico-social, y también lo que hemos dicho en el Pleno: 
que se arbitre la forma de llevar el clima de tranquilidad 
e ilusión a los trabajadores de la salud. Ninguna de las 
dos cosas las hemos oído aquí. 

Creemos que para iniciar ese proceso de reforma sani- 
taria, para iniciar de alguna manerea el cierre correcto 
de una herida, y no en falso, porque, si no, volveremos a 
tener el mismo problema, tenemos que llegar a un pacto 
político-social con todas las partes implicadas. 

Este tema de la sanidad debe dejar de servir para ha- 
cer política y debe empezar a ser una cosa de la que to- 
dos los españoles nos sintamos orgullosos y en la que to- 
dos los usuarios recobren la confianza y todos los médi- 
cos y todos los aferentes de la sanidad, la ilusión. 

Sefior Ministro, cualquier cosa que el Ministerio pro- 
ponga en este sentido, el Grupo Liberal, por supuesto la 
apoyará. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Botella. 
Por la Agrupación del PDP, tiene la palabra la señora 

Salarrullana. 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, señor Ministro, des- 
de el día 20 de mayo pasado en que subí a esta tribuna 
para interpelarle en unos términos similares a los que ha 
hecho hoy el Grupo Popular, a hoy, ha variado mucho la 
situación, sobre todo por la postura suya'frente al pro- 
blema. 

Por eso voy a empezar (y puede que al señor Ministro 
le sorprenda, porque no es habitual en mí) por felicitarle 
cordialmente y congratularme de que haya rectificado sus 
actitudes, haya abandonado su cerrazón y hoy esté dis- 
puesto a dialogar y a negociar con la Coordinadora de mé- 
dicos que, ante su oferta, ha desconvocado la huelga. 

Una vez felicitado por esta decisión, no tengo otro re- 
medio que echar sobre sus hombros, señor Ministro, toda 
la carga de todo lo que ha ocurrido y el deterioro que, 
tras esta triste etapa, ha sufrido la sanidad pública en 
España. 

¿Por qué le digo esto? Se lo digo porque usted pudo evi- 
tarlo en su momento perfectamente. Tengo en mis manos 
un uconfidencialn con membrete del Ministerio de Sani- 
dad y Consumo, Gabinete del Ministro, fechado el 12 de 
marzo (fíjense en la fecha, señorías), por supuesto antes 

de que comenzase la huelga y antes también de la com- 
parecencia del señor Ministro en la Comisión el 7 de abril 
para informar sobre la crítica situación de la sanidad 
española. 

Ese documento que le entregaron sus asesores describe 
con un realismo y crudeza excepcionales la situación de 
la sanidad, la hospitalaria y la extrahospitalaria. Descri- 
be también las deficiencias, los fallos y las consecuencias 
de la puesta en marcha por ustedes de la Ley de Reforma 
Sanitaria, ofrece posibilidad de soluciones y además 
anuncia que si esto continúa así se puede llegar a una 
huelga indefinida. 

Repasando ese documento y releyendo sus intervencio- 
nes en los ((Diarios de Sesiones)) de Comisión y del Pleno, 
señor Ministro, veo que usted conocía ese documento, lo 
que me parece muy grave, y que sólo utilizó de él aque- 
llos puntos que le eran favorables, y ni uno solo de todos 
aquellos que representaban denuncias, críticas y proble- 
mas por solucionar. 

Así, cuando el informe habla de la introducción de ge- 
rentes hospitalarios profesionales dice lo siguiente: (( no 
siempre bien preparados ni bien pagados)) (que en algu- 
nos centros han sido causa del principio de la huelga, y 
que usted aseguró que 'eran los mejor preparados que se 
podían encontrar). Cuando habla de aplicación de una po- 
lítica de austeridad, en la que denuncia el menor ritmo 
de construccibn de centros hospitalarios, número de ca- 
mas de agudos por mil habitantes muy ajustado, dice el 
informe: riesgo de insuficiencia en un plazo corto por en- 
vejecimiento de la población y aumento de demanda, gas- 
to por persona protegida descendiendo en pesetas cons- 
tantes, reducida inversión en aparatos en los últimos 
años, así como en remodelación de edificios, ausencia de 
material y equipo administrativo de apoyo: Señor Minis- 
tro, yo todo esto lo denuncié hace veinte días y usted me 
aseguró que no era cierto; me dijo que le estaba echando 
basura sobre su nombre por denunciar esto mismo que le 
han dicho sus asesores en un documento. El documento 
sigue hablando de retribuciones no elevadas, mejoras por 
las guardias, aunque éstas se viven conflictivamente y con 
una masa salarial mal repartida, falta de acuerdo con el 
colectivo médico para ir acercando sus retribuciones a las 
de la Administración por falta de acuerdo sobre los crite- 
rios a emplear. 

Usted hace un momento, señor Ministro, decía que no 
van a quitarnos el poder legislativo a los otros colectivos 
en representatividad. Yo creo que se acuerda de que nos 
ha quitado ese poder legislativo la coordinadora de estu- 
diantes cuando reformó, por un acuerdo con el Ministro, 
los Presupuestos que nosotros habíamos aprobado. No sé 
por qué tiene que ser distinto un estamento y un Minis- 
terio que otro. 

Se habla en ese documento de malestar, protestas de 
los médicos a la atención primaria, y denuncia las mis- 
mas cosas que nosotros hemos denunciado: la carencia de 
equipos e instalaciones, la descoordinación entre el Esta- 
do y las comunidades autónomas, disfunciones en el ré- 
gimen de trabajo, protestas de los sanitarios hospitala- 
rios, basadas en un conglomerado de problemas reales; 
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eso le han dicho, y no sólo, señor Ministro, en la cuestión 
retributiva, como usted dice, porque habla también el do- 
cumento de carencia de aparatos modernos y suficientes, 
falta de estímulos profesionales, falta de posibilidad de 
promoción, presión asistencia1 en aumento, sometimien- 
to a gerentes, falta de participación. Y dicen sus asesores 
que son protestas basadas en datos ciertos. 

Todo esto, señor Ministro, yo no sé por qué no lo aten- 
dió usted en su momento y se hubiera evitado un montón 
de problemas, se hubiera evitado el desconcierto de los 
médicos, el malestar de los enfermos y el caos al que ha 
llegado la sanidad española. 

¿Y sabe por qué creo yo que no lo hizo, señor Ministro? 
Pues porque todavía no tienen ustedes una política seria 
sobre sanidad, porque todavía hay pendiente un debate 
en este Parlamento sobre la sanidad española y porque us- 
tedes no se acaban de-definir: por un lado se vuelcan en 
la asistencia pública y, sin embargo, disminuyen todos los 
ingresos que dedican a esa sanidad, con lo cual ustedes es- 
tán propiciando la privatización de la sanidad. Si es eso 
lo que quieren, díganlo, pero defíname, señor Ministro, 
no se queden en la ambigüedad. 

Vuelvo a felicitarle por haber salido de este «impasse»; 
deseo que los resultados de esas conversaciones y nego- 
ciaciones sean los que se necesitan, pero no descarto, se- 
ñor Ministro, que haya un verdadero debate general so- 
bre sanidad. 

Nosotros, en nombre de la Agrupación de Diputados del 
PDP, anunciamos que para el principio del período legis- 
lativo que comienza en septiembre vamos a pedir el apo- 
yo que necesitamos reglamentariamente de otros Grupos 
en esta Cámara para solicitar un debate general sobre la 
sanidad. Porque no queremos que esto se vuelva a re- 
petir ... 

El señor PRESIDENTE: Señora Salarrullana, le ruego 
concluya. 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: Ahora mis- 
mo, señor Presidente. 

... Y porque queremos que la sanidad sea algo que ha 
sido fruto, como la enseñanza o como la justicia, de un 
consenso de todos. Yo espero que pueda ser así. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Salarrullana. 
Por el Grupo de la Minoría Catalana, tiene la palabra 

el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señoras y señores Diputados, desde el escaño y muy 
brevemente, quiero manifestar nuestro apoyo a la inter- 
pelación urgente presentada aquí hoy por AP. Este es un 
tema que no es nuevo, ya lo hemos discutido en otras oca- 
siones. Nunca hemos llegado al fondo del tema, pero qui- 
zás hoy ya no venga a cuento volver a analizar este terna, 
que parece que finalmente sc está resolviendo por la vía 
dc acuerdos con la Coordinadora. 

De todas maneras, haré un pequeño comentario respec- 
to a lo que para mí ha sido culpa, negligencia o quizá fal- 
ta de visión del Ministerio respecto a lo que realmente ha- 
bía dentro de la clase médica, que, probablemente por su- 
frir como otros colectivos la crisis indicada, que hace que 
la mayoría de los componentes de estos colectivos no es- 
tén sindicados. Por eso se llegó a acuerdos prematuros con 
unos sindicatos que realmente no estaban representando 
a la mayoría del colectivo. Luego, como los colectivos son 
dinámicos, se dan cuenta de que el problema les afecta 
de una manera muy directa, se organizan y se lanzan a 
una huelga, creo que precipitada, pero se lanzan a ella 
después de no haber obtenido una posibilidad de diálogo 
profundo con la Administración. Y la Administración pa- 
raliza durante un tiempo esta negociación; probablemen- 
te se habla, pero colateralmente y no cogiendo el proble- 
ma desde el ángulo adecuado. Y ahí hemos estado per- 
diendo un tiempo que ha provocado lo que siempre pasa 
en estos casos, que se perjudica a los menos culpables, 
que son los usuarios. 

El hecho es que ahora se ha tenido que negociar con la 
Coofdinadora; cierto que parece ser que se ha legalizado, 
pero no dejan de ser las mismas personas quienes inicial- 
mente, de manera asamblearia o no, plantearon el pro- 
blema. Finalmente, el Ministerio ha tenido que negociar 
con ellos, llegar a acuerdos y esperemos que se haya aca- 
bado el conflicto. Pero subsiste la pregunta de qué ocurre 
con todos estos usuarios que han sido perjudicados con es- 
tas famosas listas de espera, de las que aquí hemos ha- 
blado muchas veces, que se han incrementando y con to- 
dos los problemas que ya no se van a poder resolver, por- 
que cuando se produce una huelga tan larga como ésta 
hay una quiebra de derechos que después es muy difícil 
poder recuperar. 

Por todo esto nosotros creemos oportuno que se haya 
traído aquí hoy esta interpelación. Esperamos y hacemos 
la petición al Ministerio que, si acepta este diálogo pro- 
fundo en septiembre sobre la sanidad, lleguemos a con- 
clusiones colectivas, lleguemos realmente al fondo del 
problema. Y para futuras ocasiones, ojalá este conflicto, 
que parece que ya llega al final, nos permita evitarlo, dia- 
logando desde el inicio del problema, no cuando ya el pro- 
blema se ha enquistado y se ha hecho difícil su solución. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Hinojosa. 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Revilla. 

El señor REVILLA RODRICUEZ: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, para fijar nuestra posición en 
la interpelación urgente presentada por Coalición Po- 
pular. 

Se ha pedido antes que se dijeran aquí cosas concretas, 
lo ha pedido usted, señor Ministro, y creo que es bueno 
que en torno a este conflicto se digan cosas concretas. Va- 
mos a intentar hacerlo. 

Lo primero, cinco años perdidos, señor Ministro, cinco 
años de torpe gestión sanitaria en los que no sólo no se 
ha hccho nada, sino en los que la sanidad española, que 
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ya era pobre, ha terminado por ser miserable. Es increí- 
ble que con la mayoría de la que ustedes han dispuesto 
no hayan sido capaces, a lo largo de cinco años, de orien- 
tar la política sanitaria española hacia su objetivo funda- 
mental, el que realmente la justifica: la mejora de la ca- 
lidad asistencial. Con mayorías menos fuertes, incluso con 
mayorías inestables, otros países han logrado no sólo me- 
jorar la calidad de sus prestaciones sino introducir, al 
mismo tiempo, correcciones importantes en sus sistemas 
de salud. 

La situación actual es de catástrofe sin paliativos. El 
conflicto actual no ha venido sino a hacer evidente una si- 
tuación que se venía gestando desde el año 1983. Es ne- 
cesario decir aquí que el conflicto era inevitable porque 
ustedes desconocieron, no quisieron conocer desde el pri- 
mer momento cuál era el papel que juega el médico en la 
sanidad. Y era, además, inevitable porque desconocieron, 
también desde un principio, lo que es un hospital. Y era 
inevitable porque se han dedicado a reducir el gasto sa- 
nitario sin saber dónde se inicia el gasto ni quién decide 
realmente el gasto. El conflicto era inevitable porque, año 
tras año, se han elaborado unos presupuestos que no de- 
tinían la actividad, sino que se limitaban a cifrar el gasto 
que se iba a producir. 

Se les ocurrió copiar las ideas de los gerentes y pusie- 
ron gerentes políticamente dóciles en todos los hospita- 
les, pero que desconocían el papel del médico, también 
desconocían lo que era un hospital y también descono- 
cían el modo como se producen los mecanismos del gasto 
hospitalario. Y añadieron otro grave error: la politización 
de los centros sanitarios. 

El conflicto era irremediable, señoras y señores Dipu- 
tados, porque en una sociedad democrática es lógico que 
los que trabajan en la sanidad se resistan a su deterioro 
y se resistan a que se suplante la autoridad del conoci- 
miento por la mediocridad del poder, la autoridad del co- 
nocimiento que hizo posible alcanzar importantes nive- 
les asistenciales en los hospitales y en los centros es- 
pañoles. 

Además el conflicto era también inevitable porque la 
Ley General de Sanidad, lo hemos dicho muchas veces, 
es torpe, alberga en sí misma el germen del empeoramien- 
to de la sanidad. No es que estén tratando de aplicar una 
ley moderna y progresista y eso levante ronchas, sino que 
es una ley anacrónica y deforme y lo que levanta es la jus- 
ta oposición. 

Por último, el conflicto es inevitable porque hay una 
((cientificación)) progresiva de la sanidad, como en otros 
órdenes por supuesto, que también ha sido ignorada. No 
se han identificado prioridades, no se han hecho análisis 
de tendencias y, sin prospectiva que anticipe futuros, s610 
queda el presente de una política sanitaria que tenemos 
que calificar de paleta e insufrible. 

Si como usted ha dicho, señor Ministro, una huelga de 
la sanidad es una cma grave, grave es también el haber 
ido sentando a lo largo de cinco años las bases para que 
se produjera esa huelga. Ya tiene usted, señor Ministro, 
un urécord)) europeo, probablemente un «récord» mun- 
dial. 

La pérdida de credibilidad del Gobierno en sucesivos 
conflictos, hay que decirlo también, ha sido necesaria 
para que la gente vea que no se trata de un mero proble- 
ma que enfrenta a los médicos y a la Administración, sino 
que el asunto es mucho más hondo. Efectivamente es así. 
El asunto es sencillamente que el modelo sanitario espa- 
ñol que ustedes quisieron remendar y disfrazar con la Ley 
General de Sanidad está agotado, exactamente igual que 
lo está la Ley General de Sanidad. 

Yo sé que algunos pueden tener dificultades en aceptar 
esto. ¿Por qué? Porque la Ley General de Sanidad fue pre- 
sentada por el Partido Socialista como una gran conquis- 
ta, como la reforma anhelada. Y es lógico que quien pen- 
só que era así se resista naturalmente a perder lo que tan- 
to significaba. 

Gobernar en Sanidad es resolver la encrucijada entre 
la contradicción de la universalización de la asistencia, 
de la limitación de los recursos y de la mejora de la cali- 
dad. Eso es realmente gobernar en sanidad. 

Nadie puede decir que, a lo largo de este tiempo, no he- 
mos hecho lo que correspondía hacer: advertir y denun- 
ciar una y otra vez, desde la seria advertencia que hici- 
mos a los cien días de Gobierno en el ano 1983, hasta de- 
nunciar los defectos que albergaba la ley, pidiendo su de- 
volución al Gobierno. 

También hemos propuesto cosas. Concretamente en 
1986, probablemente la oferta más arriesgada que se ha 
hecho en la sanidad española en los últimos tiempos. 

El señor PRESIDENTE: Señor Revilla, ruego que con- 
cluya. 

El señor REVILLA RODRIGUEZ: Sí, señor Presidente, 
en seguida termino. 

Esta es la situación y me temo que las cosas se pondrán 
aún peor. Lo hemos venido diciendo y se nos ha dicho que 
éramos catastrofistas. Ahora, señoras y señores Diputa- 
dos, la catástrofe está servida. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Revilla. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Cercas: 

El señor CERCAS ALONSO: Senor Presidente, señoras 
y señores Diputados, subo a la tribuna para fijar la posi- 
ción de mi Grupo parlamentario estrictamente en los tér- 
minos que significa la interpretación urgente presentada 
al Gobierno por el Grupo Parlamentario Popular. 

Hago esta advertencia porque me resultaría imposible, 
en los cinco minutos que me concede el Reglamento de la 
Cámara, poder expresar, con todos los matices que sería 
preciso, la posición de nuestro Grupo sobre todas las cues- 
tiones y sobre algunas de las acusaciones, sobre todo la 
última que acabo de oír al representante del CDS, que sin 
duda tendremos ocasión de analizar en otro tipo de deba- 
tes con mayor detenimiento. 

Me voy a ceñir, por tanto, en ese espíritu constructivo 
que impone el que estemos en la parte final del conflicto 
sanitario, a lo que han sido los argumentos más relevan- 
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tes, plasmados por escrito, del Grupo parlamentario pro- 
ponente. 

Tenemos que decir que para nosotros el Grupo propo- 
nente basa su interpelación en dos afirmaciones que ca- 
recen absolutamente de toda base justificativa. Por una 
parte, existe una carencia de justificación en los datos de 
hecho que maneja el Grupo proponente. Por otra parte, 
hay una ignorancia bastante notable de los fundamentos 
de Derecho'que son de aplicación al caso de que nos ocu- 
pa. La primera, creo que será indiscutible; la segunda, 
como todas las cuestiones en Derecho, admitirá quizás 
opiniones divergentes, como todo lo que existe en el mun- 
do jurídico. 

Lo que está claro -ciñéndome a la primera afirma- 
ción- es lo que digo de que carece absolutamente -por- 
que es objetivable- de cualquier tipo de base justificati- 
va, ya que el Grupo Popular dice que el conflicto existe 
porque la Administración sigue sin negociar con el colec- 
tivo sanitario. Eso, señora Villalobos, es radicalmente in- 
cierto. El Ministerio no solamente no sigue sin negociar 
con el colectivo sanitacio -no me refiero al día de hoy, 
me refiero a la fecha en que S.  S. presenta la interpela- 
ción- sino que ha negociado con él y no sólo eso, sino 
que ha convenido con los representantes legítimos de los 
facultativos españoles, en un abanico amplio de posicio- 
nes ideológicas; ha convenido el 24 de marzo con la UGT 
y con el sindicato vasco ELA-STV; ha concertado el 25 de 
abril con la Confederación Estatal de Sindicatos Médicos 
-sindicato, por supuesto, nada sospechoso de ser socia- 
lista y que hasta este conflicto era reputado por todos 
como el más representativo del sector-; acaba de firmar 
con el Sindicato Galego de Sanidad, uno de los pilares de 
lo que fue la Coordinadora de médicos hospitalarios; aca- 
ba de firmar las mismas retribuciones. 

Por tanto, señora Villalobos, podremos discutir de lo 
que sea, pero S .  S. no tiene razón cuando dice que la Ad- 
ministración no ha negociado con el colectivo sanitario. 
Quizá S. S. tendría que haber dicho que no ha negociado 
con la Coordinadora de hospitales, pero no con el colec- 
tivo sanitario. Y con esto entro en uno de los temas que 
con más relevancia se ha visto a lo largo del debate de la 
tarde, que es confundir absolutamente el colectivo sani- 
tario, la clase médica, etcétera; es algo bastante plurifor- 
me. No todo se puede decir que engloba los mismos com- 
ponentes ideológicos, la misma visión sobre la sanidad, 
sobre el conflicto. Por tanto, esa visión totalitaria - é s a  sí 
y no la nuestra, señora Villalobos- de que el Gobierno y 
el Partido Socialista están contra los médicos, no es cier- 
ta, señora Villalobos; habrá habido, en todo caso, un pro- 
blema real de que ha sido imposible llegar a negociacio- 
nes con movimientos asamblearios que se han situado, 
por su propia voluntad, fuera del marco de las leyes, de 
las leyes votadas en esta Cámara y que deberían ser res- 
petadas, no solamente en su formulación verbal sino en 
la realidad, por todos los Grupos; sobre todo cuando és- 
tos, como el Grupo al que pertenece la señora proponen- 
te, han tenido debates en esta Cámara muy notables, 
como por ejemplo, el propio debate del artículo 28 de la 
Constitución, que es la negación radical de todo lo que 

S. S. viene ahora aquí a defender sobre los movimientos 
asamblearios, sobre la anarquía en la formalización de 
las representaciones a la hora de convenir acuerdos co- 
lec tivos. 

Por tanto, señorías, poco podemos decir para aquellos 
que voluntariamente se autoexcluyen de lo que son las re- 
glas del Estado de Derecho. 

Ciertamente, a pesar de lo que ha dicho algún otro se- 
ñor Diputado, aquí está en buena parte una de las razo- 
nes más importantes -y lo digo enfatizando relativamen- 
te- no del desencadenamiento del conflicto santiario, 
pero sí al menos de su permanencia en esa forma crista- 
lizada, dura, a lo largo de los dos últimos meses. El pro- 
blema es el de la representatividad. Posiblemente no haya 
estado en el origen, pero yo le puedeo decir a S. S. que el 
conflicto ha continuado después del día 4 de mayo por un 
problema pura y exclusivamente de representatividad. En 
estos brevísimos segundos que me quedan le puedo decir 
que no es cierto que el Ministerio hoy esté dispuesto a ha- 
cer o conceder cosas que no hacía o concedía el 4 de mayo; 
no es así, señora Villalobos. A partir del 4 de mayo se con- 
tinúa el conflicto sanitario porque no se acepta la repre- 
sentatividad de los firmantes con el Miniterio de Sanidad, 
y se ha ido cristalizando el conflicto por un problema in- 
terno del colectivo facultativo, que ha sido determinar 
quiénes eran los auténticos representantes de ese co- 
lectivo. 

Yo le puedo decir, señora Villalobos (no hablo para la 
tribuna, y no en un sentido literal, sino porque sé que allí 
hay representantes de la Coordinadora de médicos), tex- 
tualmente que a nosotros nos parece que un problema in- 
terno del colectivo sanitario no legitima los sufrimientos, 
el dolor, la desatención que han tenido centenares de mi- 
les de espafioles en situaciones de angustia y de necesi- 
dad. (Varios señores DIPUTADOS:  muy bien!.) 

Además, señoría, usted tiene una endeble justificación 
jurídica, que es -y se puede probar- que los sanitarios 
no tienen por qué tener esa justificación, y sus papeles re- 
producen los mismos argumentos. 

Su señoría se basa en el Real Decreto-ley 17/77, de 4 dc 
marzo. Ellos bastante tienen y así son de buenos profe- 
sionales sanitatios, pero es inconcebible que un grupo 
parlamentario, el principal de la oposición, cometa erro- 
res del calibre de los de S .  S .  en la explicitación de que 
ahí estaba la obligación de la Administración a negociar. 
Pues no es así, señoría. Ese Real Decreto-ley de 4 de mar- 
zo de 1977 -y algo ha dicho ya el señor Ministr-, se re- 
fiere -me voy a olvidar de florituras doctribales y cito al 
Tribunal Constitucional- a la regulación del derecho de 
huelga en el ámbito de las relaciones laborales. Lo ante- 
rior significa que el eventual derecho de huelga de los fun- 
cionarios públicos, no está regulado por el Real Decreto-* 
ley 17/77. Señoría, son palabras del Tribunal Constitucio- 
nal de España; no está regulado el derecho.de huelga de 
los funcionarios públicos en dicho Real Decreto-ley que, 
por otra parte, es preconstitucional. 

Por tanto, S . S .  comete un auténtico dislate jurídico 
cuando dice que la Administración, al amparo de ese Real 
Decreto-ley, tenía quc haber negociado con ese cornitti dc 
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huelga. Esa no es una norma aplicable al personal fun- 
cionario ni al personal estatutario; no lo digo yo, lo dice 
el Tribunal Constitucional en sentencia de 8 de abril de 
1981, fundamento tercero de la sentencia. 

El señor PRESIDENTB: Señor Cercas, le ruego con- 
cluya. 

El señor CERCAS ALONSO: Señor Presidente, conclu- 
yo haciendo caso a su indicación, pero prácticamente ten- 
go que déjar todo en el tintero. 

Para hacer una simple puntualización de futuro, diría 
que para nosotros, señora Villalobos, no vale todo. No 
vale traer a esta tribuna, con tal de erosionar al Gobier- 
no, datos que contradicen la auténtica realidad. Se ha re- 
ferido S .  S. y otros señores Diputados a que ha ido decre- 
ciendo el gasto en la sanidad pública y tengo que decirle 
con dolor qtie, efectivamente, los socialistas no presenta- 
mos un balance muy brillante de la primera parte de 
nuestra gestión gubernamental, no por voluntad propia 
sino por la desastrosa hemncia recibida en el sector pú- 
blico. (Fuertes rumores en los bancos de la derecha.) Sí, 
señorías, algunos de ustedes estuvieron gobernando Es- 
paña antes del año 82 y de ahí derivan los males de la sa- 
nidad española. (Aplausos en los bancos de la izquierda.) 
Esa herencia recibida nos impidió proceder en los prime- 
ros años de gobierno socialista, pero curiosamente ... 

El señor PRESIDENTE: Le ruego concluya, señor Cer- 
cas. 

El señor CERCAS ALONSO: Un minuto, señor Pre- 
sidente. 

El señor PRESIDENTE: No. 

El señor CERCAS ALONSO: Permítame, señor Presi- 
dente, simplemente que diga para ... 

El señor PRESIDENTE: Termine su frase. 

El sefior CERCAS ALONSO: Termino mi frase dicien- 
do que en el año 86 se ha corregido el declive que existía 
en el gasto sanitario público desde el año 77. (No tengo 
tiempo.) Hay infinidad de proyectos del Ministerio que 
vuelven otra vez a levantar el gasto sanitario público y es 
justamente el año 87 cuando se inicia la reforma, la me- 
jora de las instalaciones públicas, la reforma en los hos- 
pitales, en las dotaciones (Rumores.), es entonces cuando 
se produce este tipo de huelgas que no diré que son sal- 
vajes pero sí diré al menos que, pese a la formalización 
con que se hacen, son huelgas contra la reforma y contra 
la mejora de la sanidad pública. 

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos de la izquler- 
da. La senora Villalobos pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cercas. 
¿Señora Villalobos? 

La señora VILLALOBOS TALERO: Scnor Presidcntc. 

entiendo que he sido contradicha por el representante del 
Grupo mayoritario y pido la palabra, de acuerdo con el 
artículo 73. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que consuma un tur- 
no de réplica de dos minutos. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Seiior Cercas, usted dice que el basamento jurídico del 
Grupo Popular es débil. Siento no compartirlo. Ha susci- 
tado S .  S. algo que ha dejado en el aire. Le pregunto: Si 
el Real Decreto no es aplicable a la huelga, jes ilegal? Las 
huelgas de los funcionarios, json ilegales? Contésteme, 
por favor. Nosotros entendemos que el Real Decreto 
(mientras no se promulgue la ley de huelga de los funcio- 
narios y del personal estatutario, según el modelo de es- 
tatuto de ustedes, van a ser funcionarios como los del Mi- 
nisterio de Hacienda, en cuyo caso, jpara cuándo esa ley, 
señor Ministro?) es de aplicación porque no hay ninguna 
otra norma que les sea aplicable. iEs que solamente el 
uso alternativo del derecho lo tienen ustedes reservado 
para cuando su sindicato plantea algún tema, señor Cer- 
cas? Hay que ver un poco más flexibles y más abiertos de 
lo que es su Grupo. 

Vuelvo a decirle lo que le manifesté antes: De esa for- 
ma, con ese modelo y con ese estilo personal suyo, señor 
Cercas, es muy difícil que el pueblo español pueda llegar 
a un entendimiento en algo tan fundamental como entien- 
do, y sigo pensando, que es la sanidad. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Villalobos. 
Tiene la palabra el señor Cercas. 

El señor CERCAS ALONSO: Señor Presidente, empie- 
zo por el final diciéndole a la señora Villalobos que yo no 
la he tachado de dogmática, totalitaria, loca, etcétera, que 
son adjetivos que S .  S. leerá en el UDiario de Sesiones. re- 
feridos a mi persona y a mi Grupo. 

Dicho esto volveré a contestar, aunque no vengo a dar 
lecciones de Derecho a nadie y mucho menos a S. S. que 
creo que es catedrático de universidad, que el hecho de 
que no sea una norma directamente aplicable al colecti- 
vo de funcionarios,ho significa que sea ilegal la huelga 
de funcionarios. Lo ha dicho el Tribunal Constitucional. 
En esa misma sentencia a la que me he referido en la tri- 
buna, ha dicho que simplemente no regula la huelga de 
funcionarios. Existe en ese terreno quizá una laguna en 
el Derecho español, pero no es la única norma. Existe una 
Ley Orgánica de Libertad Sindical, que establece el cri- 
terio (y como no tendré tiempo le remito a una brillante 
monografía de un profesor de la Universidad española que 
estudia todo el camino que sigue la legislacibn espadola) 
de que hay efectivamente un plus a favor de los entes sin- 
dicales, porque ese es el Derecho Comparado, ésas son las 
recomendaciones de la Organización Internacional del 
Trabajo y del Comité de Libertad Sindical de Ginebra; 
hav un plus a favor de las organizaciones sindicales. Está 
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regulado en la Ley Orgánica de Libertad Sindical; esta re- 
guiado en la Ley de Medidas de la Función Pública; está 
regulado en la Ley de Organos que acabamos de aprobar 
en la Cámara y estará regulado el próximo otoño el mar- 
co normativo de las elecciones sindicales de los funciona- 
rios; ahí se verá quiénes son los representantes legales y 
ahí se verá el marco de negociación que puede ser. Lo que 
no es de recibo, y mucho menos en un grupo que dijo las 
cosas que dijo en el debate constitucional, es que la re- 
presentatividad se tenga que modular en función de la ca- 
pacidad de huelgas que se sepa hacer, porque llevado al 
terreno de la política sería tanto como que aquí seríamos 
representativos, habría un número de Diputados en la Cá- 
mara según el número de revoluciones o según el número 
de contrarrevoluciones que hiciéramos en el país. Eso ten- 
drá gue ser valorado y votado en las elecciones correspon- 
dientes, y parece imposible que la racionalidad de su Gru- 
po esté en este momento defendiendo justamente criterios 
que no los defiende ningún liberal conservador en ningún 
país europeo. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cercas. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO-AGRUPA- 
CION DEL PARTIDO LIBERAL, SOBRE PROYEC- 
TOS DEL GOBIERNO EN MATERIA DE ORDENA- 
CION Y CONTENCION DEL GASTO PUBLICO 
PARA LOS EJERCICIOS ECONOMICOS DE 1987 Y 
POSTERIORES 

El señor PRESIDENTE: Interpelación urgente del Gru- 
po Parlamentario Mixto-Agmpación del Partido Liberal, 
sobre proyectos del Gobierno en materia de ordenación y 
contención del gasto público para los ejercicios económi- 
'COS de 1987 y posteriores. Para su defensa tiene la pala- 
bra el señor Segurado. 

El señor SECURADO GARCIA: Señor Presidente, seño- 
rías, el incremento del gasto público y todas sus conse- 
cuencias ha sido una preocupación fundamental del Par- 
tido Liberal y, en particular, de este Diputado. El 15 de 
octubre de 1986, en el debate sobre empleo y economía su- 
mergida, dijimos que el endeudamiento del sector pibli- 
co era un problema muy importante, no tanto por sí mis- 
mo como por la ineficaz utilización y asignación de re- 
cursos, consecuencia del brutal crecimiento del gasto pú- 
blico y a pesar del crecimiento de la presión fiscal. El 17 
de noviembre del mismo año, en el debate de Presupues- 
tos, propusimos una ley de ordenación del gasto con in- 
novaciones importantes, continuadora de la tradición de 
buena administración y fiscalización. En esos dos deba- 
tes actué en nombre del Grupo de Coalición Popular. El 
día 25 de febrero, en el debate sobre el estado de la na- 
ción, volvimos a pedir menos gasto público porque con- 
siderábamos que era una barbaridad el incremento del 
gasto público de 1986 sobre 1985, de un 20 por ciento, 1,2 
t illones. Garantizamos también juego limpio del Partido 

Liberal y,  sobre todo, que se contase con nosotros para 
cualquier fórmula de limitación del gasto público. En la 
moción de censura del Senador Hernández Mancha dc- 
nunciamos el descontrol del gasto público y su responsa- 
bilidad ante generaciones posteriores a las que no está- 
bamos ofreciendo -a tres millones por lo menos- pucs- 
tos de trabajo, pero que iban a tener que pagar nuestras 
fatturas. Y por último, el 27 de mayo, en mi intervención 
sobre la interpelación de Coalición Popular sobre garan- . 
tía del cumplimiento del Presupuesto de 1987, realizada 
por el Diputado Rodrigo Rato, volví a insistir en los mis- 
mos temas, y añadí que el incremento del gasto público 
no se correspondía con una mejora de los servicios. 

Podrán ustedes preguntarme por qué hoy esta interpc- 
lación. Por cuatro razones. Primera, porque los presu- 
puestos generales se están comenzando a elaborar y de- 
searíamos que una ley de ordenación y control pudiese 
ser tenida en cuenta. Segunda,.porque los gobiernos de co- 
munidades autónomas y de ayuntamientos va a formarse 
y me parece que sería ideal que esta Cámara y este Go- 
bierno diese una impresión y una sensación de autocon- 
trol y austeridad que pudiese permitir a los restantes go- 
biernos autocontrolarse también. Tercera, porque noso- 
tros consideramos que hoy, que precisamente termina el 
período de presentación del Impuesto sobre la Renta, hay 
una demanda social extraordinaria de información de en 
dónde y cómo se gastan los impuestos. Y cuarta, última 
pero más importante, porque el Partido Liberal sigue afir- 
mando que el incremento del gasto público es, a distan- 
cia, el problema esencial de la economía española. 

¿Dónde estamos en estos momentos en.gasto público, 
señores del Gobierno y, en particular, señor Ministro de 
Economía y Hacienda? Con unas pequeñísimas cifras, sa- 
cadas todas del informe que la Intervención General ctcl 
Estado sometió el otro día a la Comisión de Economía, 
en los últimos cuatro años, comparado el incremento de 
gasto público de 1982 a 1986, se ha subido del 37,2 al 42,I 
sobre el PIB. Los gastos de capital -inversiones, infracs- 
tructura, tecnología- sólo se han elevado 0,s puntos en 
relación con el PIB, mientras que los gastos corrientes 
-la totalidad- son responsables del incremento del 90 
por ciento del aumento del peso específico del gasto pú- 
blico. Se han cuadriplicado en muchas comunidades au- 
tónomas y corporaciones locales, gobernadas fundamen- 
talmente por gobiernos socialistas, las plantillas sin que 
simultáneamente se haya procedido a una reducción en 
la Administración central. Muy al contrario, como ha que- 
dado claro en esta Cámara varias veces, hemos aumenta- 
do el número de contratados en la Administración. Las 
prestaciones sociales, de las que ustedes muchas veces 
presumen y que Iógicamknte tienen que crecer en un pe- 
ríodo de crisis, ha. subido menos que los gastos de consu- 
mo. Es decir, en una palabra, estamos ante un problema 
claramente estructural, no coyuntural y,  por tanto, pare- 
ce que tenemos que ir a él a fondo sin pensar que medi- 
das coyunturales podrían resolverlo. 

¿Cuáles son, señor Ministro, las consecuencias de esta 
situación definida estrictamcntc con cifras oficiales? Yo 
creo que  tres principales. U n  incremento de la presión í'is- 
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cal, que en 1982 era el 14,8 por ciento del PIB y que en 
1986 ha pasado a ser el 19,9 del PIB. Pero es que en el Úl- 
timo año, señor Ministro, - e n  puntos sobre el PIB- la 
presión fiscal ha crecido en 1,27 puntos o, lo que es lo mis- 
mo, un 22 por ciento sobre la presión del año pasado. A 
mí me parece, sinceramente, que aumentar de esta ma- 
nera disparatada el gasto público fundamentalmente, 
como hemos dicho antes, para gastos improductivos, gas- 
tos suntuarios, reducir déficit de empresas públicas que 
podrían estar mucho mejor gestionadas, es altísimamen- 
te discutible. Segunda consecuencia: endeudamiento muy 
importante del conjunto de la economía; un endeuda- 
miento que se autoalimenta a sí mismo y un endeuda- 
miento que nos crea a Gobierno y a oposición distintos 
grados de responsabilidad de cara a generaciones poste- 
riores. Pero, sobre todo, yo creo que hay una nula percep- 
ción del ciudadano de qué es lo que está recibiendo a tra- 
vés de ese extraordinario esfuerzo fiscal. Sanidad, justi- 
cia, seguridad, transportes, correos, yo no creo que poda- 
mos afirmar que funcionan mejor sino, probablemente, 
bastantes pensaremos que funcionan claramente peor y,  
por lo tanto, que el esfuerzo fiscal no nos lleva a ninguna 
parte. Yo creo que el ciudadano percibe una clara pérdi- 
da de calidad en los servicios públicos. 

¿Es deseable esta situación de incremento del gasto pú- 
blico en estos momentos y sus consecuencias que hemos 
visto? Nosotros creemos que hay una práctica unanimi- 
dad en los ambientes ideológicos y económicos sobre los 
cfectos perturbadores de esta evolución y de este incre- 
mento del gasto. Pérdida de eficacia en la asignación de 
recursos, con presiones alcistas sobre los costos de la eco- 
nomía e inmediatamente país menos competitivo; ya lo 
hemos dicho varias veces. Penalización del ahorro y de la 
inversión, perdida de la equidad en el reparto de la carga 
tributaria y reconocimiento por parte de los propios res- 
ponsables de que la presión fiscal ha alcanzado niveles 
verdaderamente preocupantes. Por otra parte, el mante- 
nimiento de déficit importantes y de un endeudamiento 
creciente es algo verdaderamente a destacar. 
¿Qué se puede hacer? Yo creo que lo que se puede ha- 

cer, señor Ministro, tiene dos planos totalmente distintos. 
Hay un plano técnico en el que podríamos repasar lo que 
han hecho siete u ocho países. Usted conoce, probable- 
mente mejor que yo, lo que se ha hecho en Estados Uni- 
dos COQ la Tax National Limitation Committee; después 
con la ley Gramm-Rouman-Hollings; lo que está hacien- 
do en Gran Bretaña el Gobierno de la señora Thatcher, so- 
bre todo con la privatización de una serie de empresas; 
lo que ha hecho en Italia el programa del Ministro Goria; 
cn Francia la política del Primer Ministro Chirac, y como 
consecuencia de esa política la apelación total ha rebaja- 
do las necesidades al 2,5 por ciento; en la República Fe- 
deral Alemana, en los Países del Benelux, en Canadá, et- 
cétera. Para qué vamos a aburrir a la Cámara, Técnica- 
mente es posible hacer muchísimas cosas. 

¿Y desde el punto de vista político? Yo creo, señor Mi- 
nistro, que usted tuvo, cuando discutimos los Presupues- 
tos, una especialísima sensibilidad sobre que éste era un 
vcrdadero problema; lo tuvo el Ministro dc Relaciones 

con las Cortes, que hasta hace unos momentos le acom- 
pañaba, y lo tuvo el propio Vicepresidente del Gobierno. 
Sin embargo, desgraciadamente no hemos podido, hasta 
este momento, hacer nada sobre ello. 

(Cuál es la razón de esta interpelación? ¿Cuál es la ra- 
zón de mi subida a esta tribuna? Yo creo, señor Ministro, 
que tenemos obligatoriamente que poner límites al creci- 
miento del gasto público. Si nosotros no ponemos unos lí- 
mites mediante mecanismos institucionales, no vamos a 
conseguir que ningún gobierno autonómico municipal ni 
estatal, ninguno, de ningún signo, sea capaz de renunciar 
a utilizar como arma polltica el incremento de gastos 
para perpetuarse en el poder. Yo creo que en esa situa- 
ción estamos y me parece que la sensibilidad del Gobier- 
no y de los grupos parlamentarios tiene que decir la ú1- 
tima palabra sobre ello. 
Yo quiero terminar invitándoles a ustedes, señores del 

Gobierno, y a los grupos políticos a poder consensuar una 
moción, en los términos que ustedes decidan, para conse- 
guir una limitación a este crecimiento del gasto que, des- 
de mi punto de vista, no solamente es el problema esen- 
cial de la economla espaaola, sino que, si nosotros no lo 
controlamos, vamos a adquirir una enorme responsabili- 
dad política cara a generaciones posteriores. 

Muchas gracias, señor Presidente, señores Diputados. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Segurado. 
Para contestar a la interpelación tiene la palabra el se- 

ñor Ministro de Economía y Hacienda. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Señor Presidente, señoras y señores 
Diputados, decía el señor Segurado que en la discusión 
de los Presupuestos él creyó notar por mi parte, por parte 
del Ministro de Relaciones con las Cortes y por parte del 
propio Vicepresidente del Gobierno una preocupación y 
especial sensibilidad en todo lo que se refiere a la limita- 
ción y reforma del gasto público. Creo que es correcta su 
apreciación y creo que sigue siendo válida en estos mo- 
mentos. Tenga usted la seguridad, téngala toda la Cáma- 
ra, de que nadie más preocupado que el Gobierno por las 
presiones de todo tipo que sobre el gasto público existen 
en este momento. Sin embargo, al mismo tiempo que 
debo reconocer que existen esas presiones sobre el gasto 
público, creo que conviene distinguir cuál es la situación 
actual de lo que con frecuencia sobre una información in- 
suficiente se viene diciendo desde la prensa y, a veces, des- 
de la oposición. 

Hace pocos dias el Secretario de Estado de Hacienda 
tuvo ocasión, una vez que conocía el Gobierno los datos 
suficientes del resto de las Administraciones públicas, de 
mostrar cuál había sido la evolución del Presupuesto en 
el año 1986. Me propongo hoy, señor Segurado, antes de 
entrar a discutir sobre la conveniencia, siempre segura, 
de programas que puedan restringir el gasto público, dar 
una apreciación sobre la realidad, más que nada para que 
no nos pongamos nerviosos, a veces, creyendo que hay 
más problemas de los que hay. Yo entiendo que la oposi- 
ción pucdc utilizar csta arma de crítica, como cualquiera 
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otra, y es perfectamente legítimo, pero sepamos todos, por 
lo menos, de qué estamos hablando. 

En el año 1986, por ejemplo, el crecimiento del gasto 
público del conjunto de las Administraciones fue exacta- 
mente del 15,6 por ciento; es decir, ligeramente por enci- 
ma del crecimiento de PIB, en términos monetarios. De 
esta manera, el porcentaje que representa este gasto pú- 
blico sobre el total del producto interior bruto pasó des- 
de el 41,7 en 1985 al 42 por ciento en 1986. Ahora bien, 
si le quitáramos los intereses de la Deuda (y no digo esto 
como si fuera algo artificial; piensen SS. SS. que sobre 
los intereses de la Deuda el Gobierno ni siquiera esta Cá- 
mara, por decirlo asf -aunque esta Cámara es soberana 
y podría cambiad-, pueden tomar una decisión, que es 
honrar las deudas y pagarlos), si quitáramos estos intere- 
ses, que son la carga del pasado y que, naturalmente, pe- 
san en el conjunto del Presupuesto, nos daríamos cuenta 
de que han pasado desde 990.000 millones en el año 1985 
a 1 billón 318.000 millones en el año 1986, representan- 
do, por tanto, en vez del 3 3  del PIB el 4 , l .  Deducidos los 
intereses, la verdad es que el conjunto de todo el gasto pú- 
blico, de decisiones tomadas en el propio año 1986, pasó 
desde el 38,l por ciento del PIB a ser tah sólo el 37,9. 
Hubo, por tanto, una cierta disminución, una contención 
en términos del peso especifico que representa el gasto pú- 
blico del conjunto de las Administraciones frente al con- 
junto de la economfa nacional. Lo mismo se puede ver, se- 
ñor Segurado, si lo contemplamos desde el análisis de la 
necesidad de financiación o déficit, en término de conta- 
bilidad nacional, del conjunto de las Administraciones. El 
año pasado este déficit disminuyó en el 2,3 por ciento, pa- 
sando desde 1 billón 837.000 millones a 1 billón 830.000. 
En términos del PIBpasó del 6,71 al 5,72. Y los intereses 
efectivos, que son los que ya he mencionado, aumentaron 
en un 33 por ciento. Si quitáramos los intereses, al final 
resultaría que el déficit derivado del exceso de gasto, dis- 
tinto de los intereses sobre los ingresos, ha pasado de ser 
del 3,16 por ciento del PIB en 1985 al 1,60 por ciento. Si 
hiciéramos otra cosa, que también es una operación que 
venimos realizando como consecuencia del peso del pa- 
sado (y de paso saldré, señor Segurado, a discutir una de 
sus afirmaciones), cual es el considerar como parte del dé- 
ficit público la amortización cuando se produce de las 
deudas de las empresas públicas que fueron asumidas an- 
teriormente, si quitáramos esto también, resultaría, señor 
Segurado, que en el déficit del conjunto de las Adminis- 
traciones públicas del año pasado tan sólo 0,8 puntos del 
PIB se deben a decisiones del año y no al peso del pasado. 

Ouerfa salir, digo, al paso de una afirmación suya. Yo 
sé que es muy fácil decir que si no existieran empresas pú- 
blicas no tendríamos déficit, no tendríamos que pagarlo. 
Eso es absolutamente verdad. Pero existen empresas pú- 
blicas, y con las empresas públicas podemos hacer dos co- 
sas. Una, lo que estamos tratando de hacer nosotros, es de- 
cir, racionalizar su gestión y tratar, en cierta medida, de 
disminuir el componente interventor del Estado allí don- 
de no hace falta, no tiene nada que ver con actividades es- 
tratégicas. Otra, sencillamente liquidarlas, como quizá 
propondrían ustedes. Pero si lo hiciéramos, teniendo en 

cuenta que las empresas públicas son cien por cien del Es- 
tado, todas sus deudas están avaladas por el Estado, el 
coste en términos presupuestarios seria infinitamente ma- 
yor. Liquidar el INI podrfa haber supuesto centenares de 
miles de millones de pesetas. Asumir algunas de las deu- 
das, gestionar más racionalmente poco a poco las empre- 
sas, reducir los déficit, como se está produciendo a lo lar- 
go de los últimos cuatro años, es un proceso costoso, es 
un proceso que el contribuyente a veces tarda en enten- 
der, pero es aquel que es posible asumir en las condicio- 
nes actuales del déficit público, por su difusión en el 
tiempo. 

Señor Segurado, no es verdad, debo decírselo, que haya 
aumentado la presión fiscal y el gasto público tan sólo 
como consecuencia de los gastos corrientes, especialmen- 
te si excluimos el aumento de los gastos por intereses de- 
rivados de la Deuda Pública que ha habido que emitir 
para hacer frente a déficit del pasado. En realidad, si qui- 
tamos esto, por ejemplo, el consumo público, que-es una 
crítica habitual a propósito de cuánto se gasta en la Ad- 
ministración, ha pasado a ser, entre las compras netas y 
la remuneración de funcionarios, del 12,81 por ciento en 
1982 al 13,39; es decir, aproximadamente un aumento de 
0,6 puntos de PIB. Los gastos de capital del conjunto de 
las Administraciones públicas han pasado del 5,29 por 
ciento al 5,87 por ciento; es decir, aproximadamente tarn- 
bién un 0,6 por ciento del PIB. Han aumentado las dos co- 
sas. Pero lo que ha aumentado extraordinariamente, sin 
duda, es el coste de hacer frente a la Deuda Pública con- 
secuencia de anteriores déficit públicos. Y ahí es donde te- 
nemos el problema, señor Segurado. 

No quiero cansar a la Cámara con la aridez de las ci- 
fras. Pero donde tenemos el problema es en que en un país 
donde ciertamente la demanda social aumenta y, además, 
está legitimada porque el nivel de nuestros servicios.pú- 
blicos no es suficiente y no puede satisfacer a ningún gru- 
po de esta Cámara el nivel de la sanidad, como ahora mis- 
mo se venía discutiendo, o el de la Administración de Jus- 
ticia, o el funcionamiento de la Administración general 
del Estado o el de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en 
un país donde estas demandas sociales van creciendo día 
a día, porque ése es el sentir de los ciudadanos, es enor- 
memente difícil mantener la presión del gasto; es enor- 
memente dificil. Y eso es lo que ha venido haciendo el Go- 
bierno. No ha podido reducir tanto el déficit porque la 
acumulación de déficit anteriores implicaba, por ese pro- 
ceso de bola de nieve de las cargas financieras, como digo, 
con toda seguridad, ir aumentando los gastos públicos. 
Pero en lo que son nuevas decisiones, y a pesar de la im- 
popularidad que a veces hemos tenido que cosechar en al- 
gunas de ellas, hemos hecho lo imposible por hacer corn- 
patible una política social razonable y tan avanzada corno 
era posible con, al mismo tiempo, la necesidad de evitar 
un salto cualitativo y cuantitativo en el nivel de nuestro 
déficit. 

Sefior Segurado, quiero decirle que esa preocupación 
que usted siente la siente el Gobierno. Que el Gobierno, 
en el contexto de la concertación, está pensando en ver 
qué programas deben priorizarse y cuáles deben limitar- 
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se, poniendo siempre por delante la necesidad de seguir 
manteniendo el déficit público, porque, si dejáramos la 
puerta abierta y aumentáramos este déficit, la evolución 
de las cargas financieras haría absolutamente imposible 
domeñar el gasto público en el medio o, incluso, en el lar- 
go plazo. Pero también debo decirle una cosa. Hoy mis- 
mo hemos asistido a un debate sobre sanidad. Todas las 
quejas que yo he oído de todos los grupos parlamentarios 
de la oposición han ido en el sentido de aumentar el gas- 
to sanitario. Y no digo yo que no esté justificado, pdrque 
nosotros ya desearíamos aumentarlo más, pero todas las 
quejas que he oído, insisto, han sido en ese sentido. Y 
cuando hemos tenido un debate sobre defensa, nunca he 
oído, prácticamente jamás - c o n  la excepción de un gru- 
po parlamentario en esta Cámara-, que se reduzcan los 
gastos de defensa. Y cuando hemos tenido un debate so- 
bre educación, siempre he oído que había que extender 
con mayor generosidad la política de gratuidad, la polí- 
tica de fondos para las universidades, etcétera. Todavía 
estoy, señor Segurado, por oír de un grupo de la oposi- 
ción una propuesta concreta de limitación del gasto pú- 
blico; una tan sólo, concreta. Una que diga: En este caso 
concreto, refiritndome a este programa concreto, quítelo 
usted de en medio, hágalo desaparecer, congele los suel- 
dos de los funcionarios en este programa, reduzca los efec- 
tivos o reduzca los recursos. Todavía estoy por oír una 
propuesta, quitando, si usted quiere, algunas más bien 
pintorescas que se produjeron al principio de la pasada 
legislatura y que, quizá sin precedentes en la historia de 
los debates presupuestarios, proponían la desaparición 
conjunta del presupuesto de Ministerios enteros. Pero de- 
jando éstas, a un lado - q u e  eran, como digo, más bien 
pintorescas que realistas-, la verdad es que nunca he 
oído eso. 

Crea, pues, señor Segurado -y con esto termino, señor 
Presidente-, que hoy el gasto público, en lo que se refie- 
re a nuevas decisiones, está bajo control. No quiero decir 
que hayamos resuelto el problema del déficit, pero está 
bajo control; no está descontrolado. Seguimos interesa- 
dos y sensibilizados por los programas que puedan recon- 
ducir el gasto público a situaciones todavía mejores y que 
permitan, ciertamente, el desarrollo y consolidación del 
proceso de relanzamiento económico que estamos vivien- 
do y cuyo protagonismo, sin duda, lo ha de tener la ini- 
ciativa privada. Crea, señor Segurado, que tan pronto 
como en la concertación se pueda llegar a líneas de acuer- 
do sobre prioridades del gasto, reformas del mismo si se 
llegan a producir, habrá de venir el Gobiergo a las Cor- 
tes, habrá de venir a esta Cámara a informar, a oír la opi- 
nión de los grupos' y a sacar las conclusiones que haya 
que sacar de todo ello. Pero, ciertamente, sepa S .  S. que 
necesitaremos el apoyo de todos. El problema del gasto 
público no es un problema - c o m o  a veces se quiere creer 
desde una posición intelectualmente cómoda y fácilmen- 
te crítica del Gobiern- de despilfarro, de falta de capa- 
cidad en el gasto o de falta de organización en la Admi- 
nistración y en la función pública. El problema del gasto 
público es el problema de una sociedad que exige, y con 
buena razón, demandas sociales crecientes desde parte 

del sector público. Y es un problema, señor Segurado, que 
a todos nos cuesta mucho resolver y,  desde luego, este Go- 
bierno ha demostrado, por lo menos, el coraje, la capaci- 
dad de enfrentarlo, si no todavía el éxito total en culmi- 
nar dicha operación. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
El señor Segurado tiene la palabra. 

El señor SEGURADO CARCIA: Señor Presidente, seño- 
rías, señor Ministro, me encanta escuchar que sigue la 
sensibilidad sobre el incremento del gasto público. Su- 
pongo que debo entender que eso significa que estarían 
ustedes dispuestos a apoyar una mocibn que limitase ins- 
titucionalmente el crecimiento del mismo. 

No voy a entrar, bajo ningún concepto, en la guerra de 
cifras. Simplemente voy a recordarle que, según las cifras 
que ustedes han publicado, la herencia que ustedes reci- 
bieron en servicio de la Deuda representaba un 1 por cien- 
to del PIB -actualmente representa el 4,l- y que el dé- 
ficit lo han multiplicado ustedes por seis; pero no voy a 
entrar en una sola cifra más. 

Me dice usted que no ha escuchado el apoyo de ningún 
grupo parlamentario. Es usted injusto, señor Ministro. Yo 
he subido a esta tribuna a apoyarle a usted, a usted prin- 
cipalmente, en uno de los temas más impopulares que te- 
nía contestación en su propio partido: la concertación sa- 
larial y contra grupos situados en esta Cámara claramen- 
te enfrente de su ideología política. Pero yo voy a adqui- 
rir un compromiso con usted y con el Gobierno. Ningún 
Diputado del Partido Liberal va a apoyar con su voto afir- 
mativo, a partir de este momento, ninguna proposición 
que signifique una sola peseta de incremento del gasto pú- 
blico. ¿Qué se puede hacer con las empresas realmente 
públicas? Han tenido ustedes un ejemplo bastante claro. 
Han negociado ustedes, yo creo que bastante bien, con 
SEAT. Han saneado SEAT y la han privatizado, porque 
no han querido correr el riesgo de pérdidas permanentes 
y continuas. Ayer en el Senado rechazaron la oferta del 
Partido Liberal de privatizar Aviaco e Iberia. Las razones 
que ustedes hayan tenido no las sé, pero en todo el mun- 
do occidental se están privatizando empresas públicas 
con resultados favorables, porque así disminuye la san- 
gría de gasto público. 

Habla usted de la demanda social de servicios públi- 
cos. Todos estamos de acuerdo en que existe una deman- 
da social. El problema es cómo ven los ciudadanos que se 
les están dando esos servicios públicos como contrapres- 
tación a unos impuestos cada vez más crecientes y ,  en opi- 
nión de ustedes mismos, agobiantes. Pues mire usted, bas- 
tante mal. Por referirme estrictamente al debate sanita- 
rio, sigue habiendo nueve millones de españoles que tie- 
nen contratados seguros privados y que están cubiertos 
por la Seguridad Social. Si producimos un referéndum-en 
España sobre qué prefieren los españoles, si administrar 
su dinero o que se lo administre el Estado en la Seguri- 
dad Social, le aseguro a usted que gana por amplísima 
mavoría el  que cada uno se administre su dinero. (Risas.) 
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Pueden ustedes reírse, pero lo que hace falta es compro- 
barlo. Probablemente alguno de ustedes prefiere pagar el 
30 6 el 33 por ciento de su sueldo en impuestos y no con- 
tratar por la tercera parte un seguro que tiene contrapres- 
taciones muchísimo mejores, como hacen nueve millones 
de españoles, que probablemente se equivocan. 

Por favor, no me hable usted de la herencia recibida en 
estos cinco años. Llevan ustedes cinco años gobernando, 
Han tenido ustedes tiempo suficiente para aplicar una po- 
lítica, porque el pueblo español se lo ha confiado por dos 
veces. Esa política hoy significa que está creciendo el gas- 
to público extraordinariamente. Todo lo demás son con- 
secuencias. El endeudamiento, el incremento de la pre- 
sión fiscal, la falta de liquidez para la empresa privada, 
todo lo demás son consecuencias de ese incremento del 
gasto público. 

De todas maneras, yo personalmente creo que si están 
ustedes de acuerdo en someter cualquier tipo de límite 
institucional, tendrán ustedes claramente a favor al Par- 
tido Liberal. 

Por cierto, muchas gracias por el tono de la contesta- 
ción, que no lo había recibido nunca de usted. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Segurado. 
El señor Ministro tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Gracias, señor Presidente. Seré muy 
breve. 

Señor Segurado, cuando me refiero al peso del pasado 
estoy acogiéndolo en su más amplio sentido; el pasado 
cuya responsabilidad en el pilotaje hemos tenido nosotros 
y el pasado que viene desde atrás. Pero no confunda us- 
ted las cosas. Si en 1982 el peso de los intereses de la Deu- 
da era el 1 por ciento, lo que estaba oculto ahí es que en 
ese mismo año y en años anteriores el Banco de España 
habfa dejado de ingresar en el Tesoro por valor de dos 
puntos de PIB aproximadamente, porque así era como se 
financiaba el déficit público, mediante el Banco de Espa- 
ña. Y ha sido este Gobierno, cosa que usted, dentro de su 
ideología y de sus puntos de vista sobre la trasparencia 
de las cuentas públicas, debería agradecer, quien ha he- 
cho una financiación ortodoxa de manera general del dé- 
ficit y ha emitido Deuda y, por tanto, ha permitido aflo- 
rar de verdad en los gastos cuál era el coste de la Deuda. 
Porque antes, en efecto, el coste de la Deuda quedaba 
oculto por la cuenta al final residual de pérdidas y ganan- 
cias del Banco de España, que a su vez podía seguir sien- 
do positiva por el mero hecho de que entre 1979 y 1982 
el Banco de España perdió alrededor de 5.000 millones de 
dólares, con unos magníficos resultados diferenciales en- 
tre el precio de compra de esos dólares en las divisas y en 
el precio de venta, cuando tenían que liquidarlas y,  ade- 
más, aumentó las reservas de oro y divisas regularizando 
su valor. 

Todo eso, también, señor Segurado, era un déficit que 
la derecha de este país cuidadosamente ocultaba a los ojos 
de los ciudadanos, y que nosotros no hemos ocultad?. Pero 
en todo caso lo que nos importa es la argumentación ha- 

cia adelante. Si ciertamente ahora aumentáramos todos 
los programas distintos del pago ineludible de los intere- 
ses, estaremos de nuevo con la carga de intereses en ese 
proceso de bola de nieve al que hacía yo antes referencia, 
y el sistema será un sistema sin solución posible. Por con- 
siguiente, vamos a llegar a un punto, seguramente ya en 
el año 1987 y, desde luego, con toda seguridad en 1988, 
en el que si usted quita el pago de  intereses, el resultado 
es que va a haber un superávit en el resto del programa 
de gdsto del Estado, y el pago de intereses va a ser lo que 
va a impedir que el déficit se reduzca a cero, como sería 
deseable. 

En relación al tema de la empresa pública, señor Segu- 
rado, vuelvo a decirle lo mismo. Usted dice: existen expe- 
rimentos, ustedes mismos han hecho el de SEAT. Sí, se- 
ñor, hemos hecho SEAT. SEAT han sido 200.000 millones 
de pesetas aproximadamente, o, lo que es lo mismo, un 
0,6 por ciento de déficit en términos del PIB. Y eso figura 
en el presupuesto de 1986. Si no hubiéramos hecho lo de 
SEAT, hubiera quedado ahí disimulado como una apor- 
taci6n al INI, poco a poco seguirían las pérdidas, pero no-, 
sotros hemos querido actualizar todas las pérdidas y po- 
nerlas de una vez. Pero admítame, señor Segurado, que 
eso no lo podemos hacer con todo; unas veces porque hay 
dificultades -¿conoce usted alguien en España que este 
interesado en comprar HUNOSA, o en comprar la REN- 
FE?-; unas veces es simplemente porque es imposible y 
otras veces porque de verdad no tenemos capacidad fi- 
nanciera para hacer aflorar todas las pérdidas. Y, como 
es natural, como no tenemos, tenemos que endeudarnos 
y pagarlas poco a poco. Nos pasa como a los pobres, quc 
nos sale todo más caro, porque no podemos pagar al con- 
tado, sin ninguna duda. 

En las empresas públicas estamos haciendo lo que nos 
parece razonable, y es una política que no parte de nin- 
gún apriorismo. Nosotros, quizás al contrario que usted, 
no pensamos que la empresa pública en principio sea 
mala, Creemos que la empresa pública puede ser tan bue- 
na o mejor que la empresa privada. Pero tampoco cree- 
mos que la empresa pública por sí misma resuelva los 
problemas de una economía flexible y moderna como la 
espaíiola, y por tanto queremos hacer una empresa públi- 
ca diseñando el «holding» de la misma y su estrategia en  
función de las necesidades estatales y del conjunto de la 
economía, y no en función de apriorismos ideológicos. Y ,  
en función de esto, unas veces crearemos empresas públi- 
cas, otras veces privatizaremos y a veces tendremos QUC 

aguantar, topos nosotros solidariamente, el mantenimien- 
to, aunque deseablemente cada vez más reducido, de la 
actividad de algunas de las que nadie querría hacerse car- 
go a través de un sistema de mercado. 

Finalmente, señor Segurado, no me entienda usted mal. 
Si usted cree que porque sigamos teniendo esa sensibili- 
dad al gasto público y esa responsabilidad, deberíamos 
aceptar la limitación institucional que usted puede pro- 
poner sobre el gasto público, creo que está sacando una 
consecuencia que va más allá de mis palabras y desde la 
posición del Gobierno. Nosotros no creemos en esas limi- 
taciones institucionales <(a priori» que consisten en falsas 
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soluciones del problema. Y digo falsas soluciones porque 
establecer un límite y luego olvidarse de discutir cuáles 
son las prioridades del gasto público y olvidarse de dis- 
cutir cuáles son los efectos sobre los programas que se de- 
ben recortar puede que sea práctico, pero creemos que no 
es ni justo ni racional, porque al final evita el debate. 
Creemos, por el contrario, que debemos establecer unos 
límites, eso sí, no apriorísticos, no dogmáticos, discuti- 
bles, flexibles, y dentro de esos límites establecer ante la 
opinión pública, no solamente el Gobierno, sino también 
la oposición, cuáles son de verdad nuestras prioridades y 
cómo se resuelve esa contradicción que existe entre los di- 
versos programas de gasto público, de manera que en úl- 
tima instancia, además, no aumente el gasto. Por tanto, 
no habríamos de aceptar esa especie de limitación insti- 
tucionalizada que propone S. S., sin que, sin embargo, 
deje de ser verdad que estemos a favor de la limitación 
del gasto público, pero a través de ese otro debate m’ás ra- 
cional y no a través del establecimiento de un listón «a  
propri». A cambio, señor Segurado, le libero a usted de la 
pesada carga que se acaba de echar encima, con el com- 
promiso de no poner nunca los votos de su Agrupación en 
ningún programa que aumente el gasto público, porque 
estoy seguro que en algún momento podrá considerar que 
alguno de ellos merece la pena. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
iGrupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por la Agrupación del PDP, tiene la palabra el setior 

Ortiz. 

El seíior ORTIZ CONZALEZ: Señor Presidente, seño- 
rías, con la máxima brevedad y atendiendo a las indica- 
ciones de la Presidencia de respetar el tiempo parlamen- 
tario, quiero fijar la posición de la Agrupación de Dipu- 
tados del PDP, en relación con la interpelación sobre or- 
denación y contención del gasto público. 

Vaya por delante que asumimos, compartimos y hace- 
mos nuestra la preocupación de la Agrupación del Parti- 
do Liberal en relación con un hecho evideqtte, que es el 
desbocamiento del gasto público, pese a las argumenta- 
ciones brillantes - c o m o  todas las suyas- del señor Mi- 
nistro de Economía y Hacienda y de sus colaboradores 
-me refiero a la reciente comparecencia del señor 
Borrell, Secretario de Estado de Hacienda, ante la Comi- 
sión de Economía de esta Cámara-, y el triunfalismo con 
que se ha manejado la reducción del déficit público, tan- 
to en su acepción de déficit de caja no financiero como de 
necesidades de endeudamiento de las administraciones 
públicas o de necesidades de financiación. 

Los hechos y la realidad son testarudos. Con los mis- 
mos datos suministrados en la comparecencia del señor 
Borrell, es evidente que el gasto público se ha desbocado. 
Si tomamos los Presupuestos Generales del Estado en el 
sentido estricto, datos de 1982, en billones de pesetas, el 
gasto público estaba en 3,8 billones, para pasar a 4,9 en 
1983; a 6 en 1984; a 6,6 en 1985; a 8,1 en 1986, según da- 
tos definitivos de liquidación del presupuesto, v en 1987, 

aunque los créditos iniciales son de 7,7 billones de pese- 
tas, con que se produzca la misma desviación que se ha 
registrado entre créditos iniciales y obligaciones recono- 
cidas en 1986, llegaremos presumiblemente a la cifra de 
los 9 billones de pesetas como gasto de los Presupuestos 
Generales del Estado. En definitiva, señorías, el déficit 
público, aun en pesetas constantes, se ha multiplicado por 
2,s  en los cinco años de Gobierno socialista. Mal puede de- 
cirse que el gasto público no se ha desbocado, cualesquie- 
ra que sean las coartadas o las argumentaciones que se 
quieran emplear. Esto en datos absolutos. En datos rela- 
tivos, en términos del PIB, se ha pasado -y ya lo ha re- 
cordado el señor Segurado- del 37,04 por ciento del PIB 
en 1982, al 42,09 en 1986. 

Y no vale la coartada que con brillantez y habilidad uti- 
liza el señor Ministro al referirse a los intereses de la Deu- 
da, afirmando que si se descuentan los compromisos de 
intereses de la Deuda, los planteamientos son muy otros. 

Quiero recordar algo tan sencillo como lo siguiente: en 
1982, la Deuda en circulación era de 2,s  billones de pese- 
tas y ahora es de 13,s billones de pesetas. Durante la go- 
bernación socialista se ha multiplicado por cinco la Deu- 
da del Estado y,  obviamente, las obligaciones derivadas 
en términos de intereses se tienen que haber multiplica- 
do también, al menos por un múltiplo semejante. 

Consiguientemente, cuando se habla de la herencia re- 
cibida en materia de Deuda, el Partido Socialista y el Go- 
bierno no tienen delante, precisamente, un palmarés pre- 
sentable o exhibible. 

Es obvio que si el déficit, cuya reducción constituye el 
timbre de gloria de este ano 1986 a la hora de la liquida- 
ción de los Presupuestos, se ha reducido, no ha sido pre- 
cisamente por la vía del gasto público, sino por la vía del 
incremento de la presión fiscal en términos verdadera- 
mente insoportables ya. 

Estos son los hechos y esto es lo que determina que sea 
absolutamente imprescindible un conjunto de medidas de 
ordenación y de contención del gasto público. La Agrupa- 
c’lón del PDP apoyará cualquier moción que se pueda pre- 
sentar en este sentido, porque estamos ante el hecho más 
grave de la economía española. 
Y para terminar, señor Presidente, desearía hacer tres 

o cuatro reflexiones muy breves. La primera, señor Minis- 
tro de Economía y Hacienda, es que ustedes tienen que 
cambiar el modelo de ajuste de los pagos y los ingresos 
públicos, y aquí no me resisto a dejar de citar a don José 
Ramón Lasuén, que en la comparecencia del señor Borrell 
ponía de manifiesto cómo con este modelo de ajuste que 
están ustedes practicando jamás se llegará a corregir el 
déficit público, porque si para minorar un punto el défi- 
cit público en términos de PIB, ha sido necesario aumen- 
tar la presión fiscal 1,29, para corregir los 5,7 porcentua- 
les sobre el PIB con que se cierra el ejercicio de 1986, ha- 
bría que aumentar la presión fiscal 7,35, en términos de 
PIB, y llevarla hasta el nivel del 39,29 por ciento. Esto es 
así pese a sus aseveraciones y a sus gestos. Por tanto, se 
pone claramente de manifiesto que haría falta un modelo 
de ajuste que para reducir un punto el déficit del PIB no 
necesitara más de un punto en tkrminos de incremento 
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de la presión tributaria. Es absolutamente contundente 
pese, repito, a sus aseveraciones y a sus gestos. 

La segunda observación, señor Presidente, es que es ne- 
cesario variar la estructura del gasto público, y en este 
punto, como en otros, el informe del Banco de España y, 
mÚy en particular, el discurso del Gobernador en la reu- 
nión de hace poco más de unas semanas me parece cla- 
ramente contundente. Leo un párrafo de tres líneas: Cabe 
decir, sin embargo, que el problema principal de nuestros 
gastos púbiicos no está tanto en el nivel o en su creci- 
miento como en la estructura que subyace a su expansión 
y que limita drásticamente su significación para el creci- 
miento de la economía. El resultado es que, a pesar del 
rápido aumento de la presión fiscal y de la persistencia 
del déficit, la inversión pública productiva sigue siendo 
muy modesta y los ciudadanos han de enfrentarse con una 
dedicación insuficiente de recursos a importantes servi- 
cios públicos. Asf, la estructura del gasto constituye un 
factor de impulso alcista para la evolución del gasto pú- 
blico total. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ortiz, le ruego concluya. 

El señor ORTIZ CONZALEZ: Voy acabando, señor 
Presidente. 

La tercera observación tiene que ver con la financia- 
ción del déficit público, señor Ministro de Economía y Ha- 
cienda. Esas invocaciones a la ortodoxia del equipo socia- 
lista desde 1982 quedan claramente desmentidas en los 
meses transcurridos de 1987, porque el Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda ha vuelto a la mala costumbre, que en 
otro tiempo censuró, de financiar el déficit público con 
una constante apelación por parte del Tesoro al Banco de 
España. Y aquí vuelvo a leer -termino, señor Presiden- 
te- las palabras del Gobernador del Banco de España, 
que dice: E1 recurso al Banco de España sólo debería de 
utilizarse de modo transitorio y por cuantfas limitadas 
para salvar desfases pasajeros de caja. El Gobierno debe- 
ría establecer un límite anual estricto a la utilización de 
recursos del Banco de España mediante leyes o mediante 
autorizaciones de créditos a favor de organismos públi- 
cos y empresas nacionales. 

Señor Presidente, señorías, en definitiva, lo que hace 
falta es un planteamiento global del déficit público, un 
planteamiento serio, un planteamiento institucional. Re- 
cuerdo algo que el señor Ministro, sin duda conoce, y es 
la enmienda formulada por el profesor Niskanen a la 
Constitución de los Estados Unidos, en la que se propo- 
nía que el incremento porcentual en el gasto total, dentro 
de cualquier ejercicio fiscal, no exceda del incremento 
porcentual en el Producto Nacional Bruto correspondien- 
te. Solamente por una medida institucional de esta natu- 
raleza se podrá de una vez por todas seriamente afrontar 
el déficit público. 

En definitiva, y ahora sí acabo de verdad, señor Presi- 
dente, se trata de impedir que se convierta en realidad 
esa observación jocosa de un experto en temas financie- 
ros: El sector privado, decía, es la parte del sistema eco- 

nómico que controla el Gobierno; el sector público es la 
parte que no controla nadie. 

Señorías, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ortiz. 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Zárate 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

El Grupo Parlamentario del CDS quiere fijar su posi- 
ción en torno a la interpelación de la Agrupación del Par- 
tido Liberal sobre ordenación y contención del gasto pú- 
blico. Nuestro Grupo quiere poner de manifiesto que el as- 
pecto quizá que más llama la atención en orden a la in- 
terpelación del Grupo Liberal está ceñido al proceso de 
ordenación del gasto, es decir, su control más que su di- 
mensión cuantitativa. Tomando como punto de referen- 
cia la-Constitución Española, hay un precepto clarifica- 
dor, el artículo 31.2, que viene a fijar el contenido del gas- 
to público, y en él se dice que el gasto público traerá con- 
sigo la asignación equitativa de los recursos públicos. 
Esth claro que el término «equitativo» hace un llama- 
miento a la solidaridad, en virtud del cual el incremento 
cuantitativo del gasto está en función de la demanda so- 
cial del mismo, está en función, sobre todo, de la necesa- 
ria redistribución, del efecto redistributivo de la renta y 
la riqueza, que es compromiso de cualquier Gobierno que 
se considere progresista. 

Sin embargo, nosotros queremos poner de manifiesto 
en el otro aspecto, el de la ordenación, los problemas que 
se plantean en nuestro ordenamiento derivados de la ine- 
ficacia completa del control del gasto, tanto desde el pun- 
to de vista del control interno, llevado a cabo por la In- 
tervención General del Estado, como del control externo. 

La función d& fiscalización recogida en la Ley General 
Presupuestaria, que por lo demás no podemos dejar de ci- 
tar, que como todos saben es del año 1977, anterior, por 
tanto, preconstitucional, en donde se manifiesta la nece- 
sidad de acudir a una auténtica ordenación global del gas- 
to público, basado en los criterios constitucionales. En 
ella se establecen los mecanismos de la función fiscaliza- 
dora, algo que también la propia Constitución recoge 
cuando habla de eficiencia y economicidad del gasto pú- 
blico en el propio artículo 31.2. Y en el artículo 93 se fi- 
jan las funciones atribuidas, en qué consiste esta función 
fiscalizadora que también se extiende, sobre todo, a la 
función de control de eficacia, y se encomienda en el ar- 
tículo 16 a la Intervención General del Estado como titu- 
lar exclusivo de las competencias de fiscalización, bien 
que en el 94.2 se prevé la posibilidad de que el Interven- 
tor General pueda delegar en los interventores Delegados. 
Pero todos sabemos que el Interventor General es un car- 
go político, un cargo de libre designación y, obviamente, 
por poner un casó, ya que tenemos el honor de contar con 
la presencia del señor Ministro de Hacienda, pensemos, 
por ejemplo, que el Interventor General del Estado tuvie- 
ra el atrevimiento -por qué no- de formular un reparo, 
pongamos por caso, a un gasto de protocolo o de repre- 
sentación del señor Ministro de Hacienda. No es difícil 
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pensar que este Interventor General del Estado podría sei 
fulminantemente cesado en el acto. Y es así y ocurre as 
v puede ocurrir así. (El señor Vicepresidente, Torre1 
Boursault, ocupa la Presidencia.) 

Por otro lado, las funciones que ostenta el Interventoi 
General sobre las Intervenciones Delegadas, que en cual. 
quier momento puede suspender los reparos que formu. 
len, desvirtúa la autonomía, por mucho que lo consagre 
la Ley General Presupuestaria, de la función intervento. 
ra, de donde vemos que el control interno en la Adminis. 
tración del Estado es un control politizado que no tiene 
trascendencia real ninguna ni tiene capacidad para fre. 
nar ni regular la ordenación del gasto. 

Pero vayamos a las Comunidades Autónomas. Ahí, la si. 
tuación es completamente caótica. Desgraciadamente 
puedo permitirme el lujo de citar un caso muy próximo, 
que es el de la Comunidad Autónoma de Canarias. En el 
primer año de Gobierno socialista ha habido cuatro inter- 
ventores generales; cuatro interventores cesados en poca 
más de un año por actuar de un modo que no le resulta- 
ba agradable al Presidente de la Autonomía canaria. 

En la Administración local la situación es igualmente 
caótica. No tengo reparo alguno en citar el escándalo, leí- 
do en la prensa, de que últimamente en el Ayuntamiento 
de Madrid se están cerrando cuentas de gastos ya reali- 
zados por importe de 8.000 millones de pesetas; gastos 
que ningún órgano del Ayuntamiento ha tenido capaci- 
dad para ordenar ni intervenir en ellos. 

Ya que hemos demostrado la ineficacia y la escasa pro- 
ductividad del control y de la ordenación del gasto públi- 
co, veamos el control externo, el nuestro, el de la Cáma- 
ra, que se lleva a cabo a través del Tribunal de Cuentas. 
Ahí, la situación es todavía peor. Recientemente, en estos 
últimos meses, se han aprobado las cuentas de 1981 y de 
1982. Han tenido que pasar cinco años para que esta Cá- 
mara pueda conocer gastos de Dios sabe qué Gobiernos, 
Además, los mecanismos en virtud de los cuales se instru- 
menta el control en la Ley Orgánica del Tribunal de Cuen- 
tas son los del artículo 12, de unos informes por medio de 
mociones propuestas, y el genérico del artículo 13, que 
hace referencia al informe de la cuenta anual. El forma- 
lismo, la rutina, la aridez de la formulación de la cuenta 
general determianan que su proceso y su distancia en el 
tiempo hagan prácticamente inservibles los mecanismos 
de control. 

Además, en el proyecto de ley que está actualmente tra- 
mitándose en la Comisión correspondiente a esta Cámara 
-hoy se ha reunido la Ponencia-, se suprime la vía del 
artículo 12, es decir, que queda reducido el funcionamien- 
to del control de la Cámara a través del Tribunal de Cuen- 
tas a la cuenta general del Estado, lo que es un papel mo- 
jado por la referencia que hice antes de los cinco años de 
duración. 

Desde el punto de vista del Grupo CDS, el aspecto más 
grave de la situación econ6mica española en cuanto a la 
actividad financiera, más que el incremento del gasto, 
porque ésta es una decisión política a la hora de la apro- 
baci6n del Presupuesto, es la inexistencia de mecanismos 
de controles adecuados que puedan permitir a esta Cá- 

mara, representante soberana del pueblo español, ejercer 
las funciones que le atribuye al artículo 66.2 de la Cons- 
titución de controlar la acción del Gobierno. 

Muchas gracias, seíior Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias señor Zárate. (El señor Ministro de Economía y Ha- 
cienda, Solchaga Catalán, pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Ministro de Economía y 
Hacienda. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Señor Presidente, señoras y señores 
Diputados, subo a la tribuna, una vez más en este debate, 
tan sólo para poner en claro alguna cosa que la persona 
que me ha precedido en el uso de la palabra en nombre 
del CDS, ha dejado en mi opinión, absolutamente confusa. 

Primero, estamos hablando de gasto público. El gasto 
público es algo que deciden esta Cámara y el Gobierno, 
nadie más; ni el interventor, ni el Tribunal de Cuentas, na- 
die más. Es un problema político y somos nosotros quie- 
nes debemos decidirlo. No estamos discutiendo aquí del 
sistema de intervención. Ese es el primer punto que que- 
ría poner ante la mesa. 

En segundo lugar, es evidente que S. S. desconoce bas- 
tante cómo funciona la Intervención del Estado y, desde 
luego, ha hecho imputaciones muy graves sobre cuál po- 
dría ser la actitud de este Gobierno y de los diversos Mi- 
nistros respecto de los interventores. Ha puesto en tela de 
juicio la capacidad de independencia profesional y jurí- 
dica del Interventor General del Estado y, en última ins- 
tancia, ha dicho que está totalmente politizada la Inter- 
vención, entre otras cosas porque S. S. confunde absolu- 
tamente lo que es el gasto público con lo que es la inter- 
vención. La Intervención se debe limitar simplemente a 
decir si, de acuerdo con lo previsto en las leyes, y en es- 
pecial en la Ley de Presupuestos, existe un crédito a par- 
tir del cual se pueda dar un gasto. Eso es lo que hace la 
Intervención española con un enorme esfuerzo y hoy en 
día, además, con sistemas mucho más informatizados, 
mejores y más transparentes de los que han existido nun- 
:a en la Administraci6n. Yo no sé lo que ha pasado en ca-  
narias, pero no conozco el caso de ningún Interventor del 
Estado en ningún Ministerio o en organismos importan- 
tes que haya sido rechazado o echado por su gestor, ni un 
solo caso. 

Proponer que sean los Interventores quienes digan al fi- 
nal cuál es el gasto público sí sería politizar la Interven- 
:ión del Estado. La Intervención del Estado no está poli- 
tizada. Es un Cuerpo al servicio de la Administración, y ,  
naturalmente, el nombramiento del Director General de 
la Intervención del Estado o del Interventor General 
:orresponde al Consejo de Ministros, como tantos otros 
iombramientos. Su seíioría sobre esto tiene mala infor- 
nación, tiene sospechas infundadas y creo que ha hecho 
mal poniendo en tela de juicio la capacidad, independen- 
:ia y garantía de funcionamiento que representa el Cuer- 
30 de Interventores y la propia Intervención General del 
Zstado. 
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Puedo asegurarle a S. S.  que yo nunca habría de echar 
al Interventor General del Estado o al de mi propio Mi- 
nisterio si preguntara por cualesquiera de los gastos que, 
en términos de protocolo o representación tengo en el Mi- 
nisterio. Puedo asegurarle que son aproximadamente en- 
tre diez y quince meses menos en términos reales que los 
que se tenían en Gobiernos anteriores. Lo que puedo de- 
cirle de este Ministerio lo puedo extender a otros muchos. 

No tendría ninguna preocupación, y sepa S. S .  que no 
la tengo y que no la tiene, en absoluto, este Gobierno. 
Nuestras cuentas están absolutamente bien fiscalizadas a 
través del control interno. Este Gobierno ha hecho del pe- 
ríodo de su gestión y de períodos de gestión anteriores 
una fiscalización de los sistemas de gestión y unas audi- 
torías como no se había atrevido a hacer ningún Gobier- 
no en España en toda su historia. Y las mantenemos. Y 
seguimos haciendo auditorías, porque no nos da miedo, a 
pesar de que muchas veces la gente pueda utilizarlas en 
contra nuestra. Creemos que ése es el papel de la Inter- 
vención y del control del gasto. Eso no tiene nada que ver, 
señor Diputado, con lo que veníamos aquí a hablar. Ha 
cogido usted el rábano por las hojas una vez más, siguien- 
do en eso ilustres precedentes de su Grupo Parlamentario. 

Muchas gracias. (El señor De Zárate pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señor Zárate. 
cias señor Ministro. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Señor 
Presidente, ya que he sido contradicho con una serie de 
suposiciones del señor Ministro de Economía y Hacienda, 
entre ellas que desconozco el funcionamiento de la Inter- 
vención, le puedo decir que soy Interventor, cosa que le 
traerá sin cuidado, por supuesto. (Risas.) 

También quería decirle que la Constitución española 
regula precisamente el proceso del gasto público contem- 
plándolo no sólo sobre la asignación de los recursos, sino 
también, como me entretuve en explicarle a S. S. ,  en los 
criterios de eficiencia y economicidad que están recogi- 
dos, por ejemplo, en el control y eficacia de la gestión 
presupuestaria. 

Acaba usted de decirme -no lo sabía- que si su Inter- 
ventor le preguntara por sus gastos de libre disposición ... 
Yo tengo entendido que todos los gastos, aunque sean de 
libre disposición, aunque sean destinados a protocolo y 
demás atenciones, deben ser previamente fiscalizados; 
luego no debería preguntar cuando debe conocerlos con 
anterioridad a su ejecución. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. (El se- 
ñor Ministro de Economía y Hacienda, Solchaga Catalán, 
pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Zárate. 

Señor Ministro, excepcionalmente consume S .  S .  un se- 
gundo turno de réplica, segundo turno que corresponde- 
rá igualmente al señor Zárate, ya que S .  s., señor Minis- 
tro, ha consumido con su intcrvención inmediata un pri- 

mer turno de réplica, que según el Reglamento es único, 
al que ha contrarreplicado el señor Zárate. Le doy excep- 
cionalmente la palabra para un segundo turno de répli- 
ca, que corresponderá igualmente al señor Zárate. 

Tiene la palabra, señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Usted dirige el debate, señor Presi- 
dente, estoy de acuerdo. 

Iiitervengo tan sólo para decirle al señor Diputado lo si- 
guiente. Es usted quien ha puesto el ejemplo a propósito 
de si el Interventor General del Estado se mete o no en 
los gastos reservados, de representación o de protocolo del 
Ministerio. Es usted el que estaba sospechando en prin- 
cipio que no se metía. Yo simplemente he seguido su 
ejemplo y le he dicho que estoy absolutamente tranquilo. 
Todos ellos están fiscalizados y son mucho menores que 
los que existían hace algunos años, en mi Ministerio y en 
todos los demás, porque estoy obligado también, velando 
por el funcionamiento de la Intervención del Estado, a sa- 
berlo y me preocupo por ello. Sépalo usted. 

Su señoría será Interventor, pero tiene unas ideas so- 
bre la Intervención que reconozco que no son las mías ni 
son las de un buen funcionamiento del gasto público. 

El gasto público lo decide esta Cámara. La Interven- 
ción se limita a saber si el gasto público se está gastando 
con eficiencia y de acuerdo con las garantías jurídicas y 
el cumplimiento de las leyes. 

Su señoría politizaría la intervención si propusiera que 
el Interventor pudiera determinar si un gestor puede o no 
hacer un gasto público por criterios distintos de los que 
yo acabo de mencionar. Su señoría está poniendo en tela 
de juicio cuál es el funcionamiento de esa Intervención 
cuando dice que está politizada. Esa Intervención sigue 
sirviendo los intereses del Estado, los intereses de todos 
los contribuyentes cumpliendo estrictamente con su de- 
ber. No está politizada, se lo puedo asegurar a S .  s., y me 
felicito de que no lo esté. Desde luego, mientras siga este 
Gobierno en el poder no se producirá ese hecho. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señor Zárate para cerrar esta fase 
cias, señor Ministro. 

del debate. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Muchas 
gracias, señor Presidente. Me satisfacen mucho las decla- 
raciones del Ministro y me tranquiliza sobre todo saber 
que la Intervención no está politizada. 

Mi Grupo ha querido poner de manifiesto, a través de 
mi intervención, la necesidad de proceder a una regula- 
ción adecuada y eficaz del gasto público. Por lo demás, 
tendría mucho interés en poder concluir, señor Ministro, 
esta legislatura teniendo la oportunidad de que los Dipu- 
tados de esta Cámara puedan conocer sus gastos y los de 
todos los Ministerios. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Záratc. 
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Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la palabra el 
señor Rato. 

El señor DE RATO FICAREDO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Se plantea en menos de un mes en esta Cámara el ter- 
cer debate sobre la importancia de la evolución del défi- 
cit público, del gasto público, de la presión fiscal, en de- 
finitiva, sobre la política presupuestaria. Mi Grupo, que 
ha sido el impulsor -desde  luego no el protagonista, por- 
que el protagonismo es de la Cámara- de dos de estos 
tres debates, cree que es muy positivo que se sigan plan- 
teando con esta frecuencia. Estamos ante un problema 
muy serio y es muy importante que se amplie el debate 
todo el tiempo que sea necesario, utilizando propuestas 
alternativas de distintos Grupos. ¿Qué se está discutien- 
do esta tarde aqui? Quizá un paso más allá de donde ha- 
bíamos dejado el debate hace poco,, y es qué criterios se 
han de seguir para controlar el gasto público. 

El Grupo de Alianza Popular, que se satisface de la 
aceptación de su moción de hace quince días sobre un 
nuevo sistema de información a esta Cámara de la evolu- 
ción de los presupuestos que acabe con todo un sistema 
de retrasos y de fragmentación, que ya no es -espera- 
mos- viable después de una aprobación unánime de una 
moción en esta Cámara, cree que la fórmula racional de 
limitar o de saber cuál es el gasto público es cumplir la 
Ley de Presupuestos. Es decir, lo que queremos nosotros 
es que si existe un compromiso político -y creo que el se- 
ñor Ministro ha dejado el tema puesto en su sitio-, es 
esta Cámara la responsable de fijar el compromiso polí- 
tico y económico del Congreso de los Diputados, del Es- 
tado y de las Administraciones públicas con la sociedad 
española. Existen unas prioridades, prioridades que fija 
la Ley de Presupuestos y que, por tanto, como en todas 
las leyes, dependen en gran medida.de las posiciones de 
la mayoría y de la capacidad de las minorías y de la ca- 
pacidad también de la mayoría de aceptar propuestas glo- 
bales. Pues bien, cumplamos la Ley de Presupuesto o, al 
menos, sepamos qué está sucediendo con los presupues- 
tos mes a mes y trimestre a trimestre. Y aunque estamos 
satisfechos de que esto empiece a ser un debate continuo, 
porque estamos hablando de problemas muy serios, pro- 
blemas que fuera de esta Cámara se debaten en foros pri- 
vados y públicos, problemas que se salen del ámbito pura 
y exclusivamente presupuestario para afectar a toda la 
política económica nacional, no estamos satisfechos de las 
primeras actuaciones del G o b i h o  en este tema en cuan- 
to a su información y muy concretamente de las del se- 
ñor Ministro de Hacienda y de las de su Secretario de Es- 
tado de Hacienda. Lamentamos decirlo y esperamos que 
se corrija. Entendemos que estamos en un nuevo proceso 
y este nuevo proceso tiene que partir de la base de que el 
Gobierno tiene que ser responsable de sus propias previ- 
siones, y no es aceptable que un Ministro de Hacienda o 
su Secretario de Estado de Hacienda afirmen que las pre- 
visiones, por ejemplo, del déficit público de las Adminis- 
traciones públicas no son las que vienen en el informe e c e  
nómico-financiero que se presenta con la Ley dc Prcsu- 

puestos, como ha sucedido aquí hace menos de un mes. 
Como no es aceptable que el Secretario de Estado nos pre- 
sente unos informes en la misma mañana de su compa- 
recencia que cuando uno los estudia detenidamente se da 
cuenta de que se sacan consecuencias distintas de las di- 
chas verbalmente por el Secretario de Estado, y puedo PO- 
ner ejemplos, si es necesario, aunque voy a esperar a su 
próxima comparecencia, que va a ser trimestral por man- 
dato unánime de esta Cámara. Pero lo que es sumamente 
descorazonador, señor Ministro, es que todavia no sepa- 
mos cuál es el déficit de 1985. Oficialmente, el déficit de 
las Administraciones públicas de 1985 hasta hace una se- 
mana era el 6,2 del PIB y de repente hemos descubierto 
que es el 6,7 del PIB. Si el déficit del año 1985 va crecien- 
do todavia en el año 1987, las comparaciones del déficit 
de 1986 con el de 1987 siempre serán favorables al Go- 
bierno. Además, lde qué déficit de 1986 estamos hablan- 
do? Si sigue el mismo ejemplo que el de 1985, no será el 
5,7 del PIB, será el 6,2, el 6,s o no sabemos cuál, ni sabe- 
mos cuándo. 

Señor Ministro, es imprescindible que si usted envía la 
página 133 del informe económico-financiero presentado 
aqui en octubre, donde se dice que el déficit de las Admi- 
nistraciones públicas es el 6,2 en el año 86, eso sea cierto 
y no como ahora que descubrimos que es el 6,7; son 0,s 
puntos de diferencia, señor Ministro. ¿Cómo podemos sa- 
ber cuál es el déficit del 86 si ni siquiera sabemos cuál es 
el del 85? 

Además, tengo que decir que yo esperaba que el Secre- 
tario de Estado cuando introdujese esta modificación nos 
lo anunciase, pero no fue así, sino que le sirvió para po- 
der afirmar que el déficit se había reducido con respecto 
al año 85. iCómo es posible que no sepamos ni siquiera 
cuál es el déficit del 85 porque se varia sin avisar? El se- 
íior Ministro ha incurrido en la misma posición: ha subi- 
do a esta tribuna a darnos un déficit que es la primera 
vez que oímos, porque hasta ahora oficialmente era la mi- 
tad de un punto menos. 

Señorías, para poder saber si se cumple la Ley de Pre- 
supuestos lo primero que tenemos que hacer es que cuan- 
do el señor Ministro, el Secretario de Estado o cualquier 
miembro del Gobierno cite sus previsiones recuerden cuá- 
les eran éstas, y desde luego no es de recibo que diecio- 
cho meses más tarde el déficit de las Administraciones pú- 
blicas se haya variado por los representantes del Gobier- 
no sin ni siquiera decírnoslo, simplemente para justificar 
sus posiciones con respecto a que el déficit del año 86 se 
ha reducido con respecto al 85. ¿Qué déficit del 86? En el 
año 88 el déficit del 86 sabe Dios cuál será por este 
sistema. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruego que concluya, se'nor Rato. 

El señor DE RATO FIGAREDO: Sí, señor Presidente. 
Por lo tanto, el camino es cumplir la Ley de Presupues- 

tos o saber por qué no se cumple. 
Nosotros hemos insistido en la necesidad de que se 

cumpla no nuestra Ley de Presupuestos, la suya. En ese 
sentido vamos a ir trabajando. 
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Yo puedo decirle, señor Ministro, que la evolución al 10 
de abril -que es la última fecha oficial que tengo- es 
que los gastos de capital y gastos corrientes están crecien- 
do a un ritmo del 26 por ciento cuando la previsión es del 
9 y que los ingresos están creciendo a un ritmo del 33 por 
ciento cuando la previsión es del 12. Son las mejores ci- 
fras del año 87, porque las de marzo eran infinitamente 
peores. 

Yo no estoy satisfecho de la evolución de su gestión pre- 
supuestaria en el año 87 con respecto a sus compromisos 
con la Ley de Presupuestos. Ese es el camino, señor Mi- 
nistro. Yo creo que pretender en la actual situación espa- 
ñola congelar el gasto público a un nivel fijo del produc- 
to interior bruto probablemente sería un compromiso 
muy duro, y no estoy seguro de que fuéramos capaces de 
cumplirlo. Pero al menos cumplamos los compromisos 
que la mayoría saca todos los 30 de diciembre, y si no es 
capaz de cumplirlos, por lo menos respetemos las previ- 
siones y respetemos -qué menos- un déficit de hace die- 
ciocho meses. 

En definitiva, no se puede convertir el dehate presu- 
puestario en un debate exclusivamente de frases hechas. 
Tiene que ser un debate de números; para eso los núme- 
ros tienen que tener en algún momento estabilidad, y sin 
ello no iremos a ningún sitio; no habrá manera de con- 
trolar el déficit presupuestario y el Gobierno continuará 
en una política que nos permite a la oposición decirle que 
está patrimonializando el gasto público en su propio be- 
neficio. Qué más nos gustaría que nos pudiera demostrar 
lo contrario, pero mientras no tengamos cifras estables 
eso es imposible. 

Yo me comprometo aquí, en nombre de mi Grupo, a se- 
guir trabajando sobre las cifras oficiales, pero que sean 
unas cifras oficiales medianamente representativas y, so- 
bre todo, estables. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra 
cias, señor Rato. 

el seíior Muñoz. 

El señor MUNOZ GARCIA: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, en efecto, la semana pasada hubo 
un importante y extenso debate sobre el déficit público 
en la Comisión de Economía y Hacienda. Tanto en la Co- 
misión como hoy aquí, entonces a través del Secretario 
de Estado y hoy del Ministro, se ha dado cumplida infor- 
mación sobre esta cuestión, y también la han dado los se- 
ñores portavoces de los distintos Grupos, incluso de aque- 
llos que en una y otra ocasión se han salido de la cues- 
tión que se debatía. 

Evidentemente, éste es un gran problema, uno de los 
grandes problemas que tiene la sociedad española. El dé- 
ficit público supone una pesada carga. Pagamos hoy y se- 
guiremos pagando mañana lo que gastamos ayer. De ahí 
que en cierta manera el debate sobre el déficit público se 
deba de plantear también desde el análisis de las causas. 
Y es un hecho que el desarrollo del déficit tuvo su íasc 

más aguda en los años comprendidos entre 1975 y 1982. 
En aquellos años, como señaló el Secretario de Estado 

de Hacienda, el Estado actuó como elemento compensa- 
dor y lubrificador de las tensiones, acumulando grandes 
deudas al exigir la sociedad más de lo que el Estado po- 
día financiar. 

Pero es evidente que este proceso costoso, que todos en 
aquellos momentos asumimos como conveniente, incluso 
como necesario, no podía ser permanente. Los esfuerzos 
por encauzar el déficit han sido notorios. La fórmula, hay 
que decirlo, es tan sencilla como difícil de instrumentar. 
Consiste en aumentar los ingresos y reducir el ritmo de 
crecimiento de los gastos. 

Sin utilizar las cifras aquí dadas por el Secretario de 
Estado de Economía y Hacienda y por el propio señor Mi- 
nistro, utilizando otras de una institución como el Banco 
de España, quiero señalar que los ingresos en 1985 ha- 
bían aumentado a un ritmo del 16 por ciento, se incre- 
mentaron el 19 por ciento en el 86, y los gastos, que ha- 
bían crecido el 19 por ciento en 1985, lo hicieron el 16 por 
ciento en el 86. Es decir que hubo un proceso de reduc- 
ción de los ritmos, por una parte, del gasto público y de 
aumento de los ingresos públicos. 

Hay que señalar que el incremento de los ingresos pú- 
blicos se está realizando a través de la extensión y gene- 
ralización de los impuestos; es decir, a través de la vía 
contra el fraude fiscal. 

En cuanto a los gastos públicos, en muchos casos en- 
tendemos que su disminución perjudica a los más humil- 
des, a los más pobres. Los gastos en educación, en cultu- 
ra, en sanidad, en pensiones equiparan y tienden a una 
igualación entre los ciudadanos; conllevan, por tanto, 
más solidaridad y más igualdad. De ahí que seamos con- 
trarios a estas reducciones que aumentan la insolidaridad 
y la desigualdad. 

Pero sí nos parece conveniente que se cercenen y corri- 
jan los mecanismos y situaciones estructurales que gene- 
ran flujos permanentes de regresión. Los procesos de sa- 
neamiento son imprescindibles. No es posible conservar 
lo que objetivamente no tiene futuro. No parece razona- 
ble, por tanto, oponerse a los procesos inexorables de sus- 
titución, renovación y cambio permanente que a veces 1ó- 
gicamente exigen adoptar decisiones dolorosas, y más en 
este país, donde los agentes sociales siguen acudiendo al 
Estado cuando un proyecto privado fracasa, y el Estado 
se ve forzado una y otra vez a asumir ese problema, a en- 
cauzarlo y a darlo solución. 

Señorías, todos coincidimos en la conveniencia de re- 
ducir el déficit público global. El problema se encuentra 
en que al mismo tiempo todos presionan continua y cons- 
tantemente para que, en concreto, los gastos públicos au- 
menten, y no hay que repasar más que los «Diarios de Se- 
siones» para poder comproblarlo. Es díficil encontrar pro- 
puestas que no supongan en cada caso concreto incremen- 
to de gastos, e inclusive disminución de ingresos. De he- 
cho, esta tarde hemos tenido un nuevo ejemplo en la dis- 
cusión de la interpelación anterior. 
Como se ha señalado. en este aspecto hay incoheren- 

cias, hay  irrcsponsabilidades. De ahí que los debates so- 
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bre el déficit público sean particularmente importantes, 
porque obligan y comprometen nada menos que a ser 
consecuentes. 

El futuro, y sólo el futuro, nos dirá en qué medida cada 
uno de los Grupos son consecuentes con lo que afirman. 
En todo caso, señorías, también hay que decir que el de- 
crecimiento de la inflación por una parte, la posibilidad 
de alcanzar una concertación social, son factores que van 
a contribuir, que pueden contribuir decisivamente a la 
minoraci6n de los costes financieros del déficit público, 
del servicio de la deuda y, por tanto, a una solución a un 
plazo moderado de este grave problema. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursau1t):'Gra- 
cias, señor Muñoz. (El señor Segurado García pide la pa- 
labra.) Señor Segurado. 

' El señor SEGURADO CARCIA: Quería saber si la Pre- 
sidencia me permitiría una intervención de veinticinco 
segundos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Con 
esa oferta de brevedad, no tengo más remedio, señor 
Segurado. 

El señor SEGURADO CARCIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. Quiero decir simplemente que cuando se trae 
una intervención preparada sobre déficit público y la in- 
terpelación era sobre gasto público, no tiene nada que ver. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Segurado. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO CDS, SOBRE ME- 
DIDAS A ADOPTAR POR EL GOBIERNO PARA SO- 
LUCIONAR LOS PROBLEMAS DEL SERVICIO PU- 
BLICO DE LA JUSTXCIA 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Inter- 
pelación del Grupo Parlamentario CDS, sobre medidas a 
adoptar por el Gobierno para solucionar los problemas 
del servicio público de la justicia. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Buil Giral. 

El señor BUIL CIRAL: Señor Presidente, señoras y se- 
ñores Diputados, las últimas semanas han sido abundan- 
tes en acontecimientos ingratos en el ámbito del servicio 
público de la justicia. La huelga de los funcionarios, que 
se está produciendo en estos momentos, tras una larga 
temporada de huelga de celo; los acuerdos de la convoca- 
da ya por la Asociación Profesional de la Magistratura, a 
la que posiblemente se unan otras asociaciones; la cam- 
paña del Colegio de Abogados de Barcelona, a la que se 
han adherido la mayoría de colegios de España; las ma- 
nifestaciones del Fiscal General del Estado, las protestas 
dc los jueces y secretarios de los juzgados de distrito de 

Barcelona, las de los Colegios de Procuradores de Catalu- 
iia, la denuncia de la insoportable situación de la Admi- 
nistración de Justicia realizada recientemente por el Co- 
legio de Abogados de Madrid, las críticas contenidas en 
la memoria de la Audiencia Provincial de Madrid, el 
acuerdo de diez organizaciones de juristas para poner 
coto al deterioro de la justicia, entre las que se encuen- 
tran Jueces para la Democracia, Unión Progresista de Fis- 
cales, Abogados Jóvenes, Justicia y Sociedad de Galicia y 
Dtras entidades de relieve, y una larga nómina en la que 
no voy a extenderme, aunque también participan inclu- 
so, a título individual, algunos ilustres o señalados ma- 
gistrados recientemente; en definitiva, todo esto compo- 
ne una unánime protesta sobre el funcionamiento del ser- 
vicio público de la justicia, con el fondo de una crecida 
insatisfacción del ciudadano, de la que es buena muestra 
la encuesta encargada por el Consejo General del Poder 
Judicial, según la cual ocupa el Último lugar en la califi- 
iacibn de las instituciones, por detrás del Gobierno, la Ad- 
ministración o los Gobiernos autonómicos, con otro dato 
que también conviene poner de relieve: desde el año 1984, 
en que se le otorgaba una puntuación de 2 9 8 ,  ha descen- 
dido a 2,88 en 1985 y a 2,58 en diciembre del año pasado. 

Podríamos decir que es un desastre y también podría- 
mos añadir que también el funcionamiento de la justicia 
constituye el primer motivo de queja al Defensor del 
Pueblo. 

Antes de avanzar más, quiero dejar una explicación de 
parte. El señor Ministro sabe perfectamente que en algu- 
nas ocasiones mi Grupo ha reconocido un cierto esfuerzo, 
y volvemos a reconocérselo. Sabemos que ha luchado 
para superar la situación, y también hemos fiado en sus 
promesas de arbitrar todos los medios a su alcance. Sin 
embargo, la situaci6n ha cambiado progresivamente, y 
también últimamente hemos expuesto nosotros que el re- 
medio a la situación exige la conjugación de una serie de 
medidas no sólo económicas, sino también legislativas; 
que todo no puede resolverse con un acrecentamiento de 
las inversiones y son necesarias otros instrumentos de de- 
recho material y procesal. 

Pues bien, llegado a este punto, podría atenuarse su res- 
ponsabilidad política, señor Ministro, por no haber juga- 
do con suficiente firmeza ante sus compañeros de Gobier- 
no la baza presupuestaria, pero por lo que sí le cabe toda 
la responsabilidad es por no haber traído a esta Cámara 
los procedimientos que se prometieron en su momento, 
las leyes de planta y demarcación y otras medidas que 
fueron anunciadas por S. S., a excepción de los reglamen- 
tos de funcionarios. En un proceso paralelo al que sigue 
el Gobierno en otros campos se ha acentuado la judicia- 
lización de la vida social, echando sobre los tribunales y 
juzgados mls asuntos, que deberían tener solucibn en el 
campo del arbitraje o la negociación entre partes. 

El caos de la justicia, como titulaba un comentario edi- 
torial reciente, O desbarajuste judicial, como lo hacía otro, 
ambos de dos importantes rotativos, constituyen un buen 
reflejo de la situación a la que ha llegado la Administra- 
ción de Justicia. Y no se trate de desviar las culpas a la 
Magistratura o al funcionariado, que tratan de cumplir 
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su función del mejor modo posible, excediéndose en mu- 
chas ocasiones en el cumplimiento de sus obligaciones 
funcionariales. La culpa reside en el desacierto de algu- 
nas medidas adoptadas y en la pasividad ante exigencias 
que han sido reconocidas en múltiples ocasiones por el se- 
ñor Ministro. 

Por ejemplo, en fecha 14 de mayo de 1985, el señor Mi- 
nistro de Justicia afirmaba ante la Comisión de Justicia 
e Interior de esta Cámara («Diario de Sesiones» núme- 
ro 75), página 5: «Les voy a decir ahora lo que va a sig- 
nificar, desde el punto de vista legislativo, la aprobación 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Va a significar la 
necesidad de tener en el plazo de un año la Ley de Plan- 
ta, la ley de demarcación judicial, la de menores, la ley 
reguladora del proceso contencioso-administrativo, de 
conflictos jurisdiccionales, la ley del jurado, y, en un año, 
también el texto refundido del procedimiento laboral». 
Lejanas palabras que han quedado en bien poco. 

Hace escasas semanas, en unas jornadas desarrolladas 
en el Centro de Estudios Judiciales - e n  las que, por cier- 
to, colaboraba el Ministerio de Justicia-, se adoptaron, 
entre otras, las siguientes conclusiones, en línea con estos 
incumplimientos. Cuarta. Que por el Gobierno se lleve a 
cabo la correspondiente iniciativa legislativa para la de- 
rogación de las actuales leyes procesales, propiciando un 
proceso único, sencillo y claro para la jurisdicción civil y 
el establecimiento de un proceso rápido para la jurisdic- 
ción penal que, sin vulnerar las garantías jurisdicciona- 
les del justiciable, acabe con las dilatadas prisiones pre- 
ventivas (43 por ciento), tantas veces reprochadas por la 
sociedad. 

También la ponencia cuarta ha avanzado una serie de 
medidas agilizadoras del proceso y proponía la supresión 
definitiva de todas aquellas infracciones del Libro Terce- 
ro del Código Penal que poseen naturaleza adminis- 
trativa. 

Por su parte, la Asociación.Profesional de la Magistra- 
tura, de carácter conservador, apunta recientemente di- 
versas medidas de simplificación en materia de interdic- 
tos, incidentes, justicia gratuita, jurisdicción voluntaria y 
apelaciones. Y en materia Penal, además de reformar los 
procedimientos, que quedarían reducidos a tres, propone 
la desaparición de las faltas contravencionales del Códi- 
go Penal y los aspectos económicos de los daños por ac- 
cidentes de circulación. 

En parecido sentido se ha pronunciado en repetidas 
ocasiones la Asociación u Jueces para la democracia)). Por- 
que el problema, señor Ministro, señoras y señores Dipu- 
tados, no es corporativo, ni es partidario, ni está locali- 
zado territorialmente ni afecta a grados o niveles deter- 
minados de funcionarios; es general, aunque con distin- 
tas intensidades. Afecta a todo el pueblo español, a todo 
justiciable que se acerque a nuestros tribunales. 

Se nos dirá que la atención a este problema es crecien- 
te, según revelan los datos presupuestarios de la sección 
decimotercera. Pues bien, creciente, importante, lo hemos 
reconocido, pero claramente insuficiente, como se está 
demostrando. 

El año 1981 el Ministerio dispuso - c i t o  cifras redon- 

das- 49.000 millones de pesetas, pasando, en los años su- 
cesivos, a 59.000, 70.000, 85.000, 99.000, 105.000, con los 
créditos incorporados el año pasado, y 1 1 1 .O00 para el año 
actual. Pues bien, según datos del Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda, el Ministerio que disponía del 2 por cien- 
to del Presupuesto en 1979 y del 1,7 en 1982, ha pasado 
a participar con el 1,6 en el año actual sobre el total vo- 
lumen del gasto. 

En pesetas constantes de 1982, el presupuesto para este 
ano representaría 58.750 milldnes de pesetas, algo menos 
que el del año 1982. Dirá S. S .  -y estará cargado de ra- 
zón- que se han producido algunas transferencias en ma- 
teria de su competencia a las Comunidades Autónomas. 
Y es cierto. Pero, pese a esto, y pese al importante aumen- 
to cualitativo que ha conocido el presupuesto del Minis- 
terio de Justicia, el crecimiento real en pesetas constan- 
tes es, aproximadamente, del 20 por ciento de los últimos 
cuatro años, algo absolutamente insuficiente, si atende- 
mos a las necesidades. 

Si se traen a colación estas cifras es porque la situa- 
ción, que nosotros hemos calificado, y otros también, de 
caótica de la Justicia, agudizada en las últimas semanas, 
trae causa de tres factores primordiales. El primero -va 
se ha dicho hace unos momentos- lo integran los incum- 
plimientos en materia legislativa, especialmente en el or- 
den procesal; el segundo es éste de las dotaciones econó- 
micas que, como decía recientemente el señor Director 
General de Relaciones con la Administración de Justicia 
en Santiago de Compostela, con motivo de una jornada 
sobre reforma de la Justicia, está en el centro de todo el 
problema. 

Ciertamente, de las dotaciones económicas, aunque no 
sólo de ellas, depende la creación de órganos jurisdiccio- 
nales y la retribución de su personal y demás atencioncs 
corrientes. Ya sé que el señor Ministro dirá que se han 
creado doce órganos colegiados o unipersonales por mes; 
pues no es suficiente. Es necesario crear más juzgados, po- 
nerlos en funcionamiento, dotarlos de personal idóneo. 

Otra objeción importante es que un Juez no se impro- 
visa. También lo sabemos; por supuesto que no; que en 
alguna medida estamos sufriendo hoy alas consecuencias 
de un desafortunado enfoque de las normas transitorias 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial sobre edad de jubi- 
lación -he apuntado normas transitorias- y las que se 
derivan más directamente de retrasos en las convocato- 
rias de pruebas de acceso a los distintos cuerpos de la Ad- 
ministración de Justicia o de la provisión de prórrogas de 
jurisdicción y sustituciones. La vertiginosa movilidad en 
algunos Juzgados representa una importante rémora para 
el curso fluido de los procedimientos. 

Las consecuencias de la falta de personal se han mani- 
festado en una sobrecarga de trabajo realizado en malas 
condiciones, pero, sobre todo, ha disminuido la calidad 
de la trascendental función de juzgar. Numerosos Juzga- 
dos han interrumpido su funcionamiento al no contar con 
el personal indispensable. El día 1 de mayo había en la 
provincia de Barcelona 43 Juzgados vacantes; en los de 
Distrito del mismo lugar se tramitaron el año pasado un 
promedio de 640 asuntos civiles contenciosos, 4.200 jui-  
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cios de falta y 3.600 despachos de auxilio. En algunas cir- 
cunscripciones se han creado mesas de urgencia o grupos 
de trabajo integrados por personal judicial yrepresentan- 
tes de los colegios profesionales para tratar de superar la 
situación de práctico bloqueo en que se encuentran algu- 
nos órganos jurisdiccionales. La Asamblea de Decanos de 
Colegios de Abogados propuso recientemente medidas de 
emergencia para mitigar la grave problemática de la Ad- 
ministración de Justicia. Hoy mismo tenemos la protesta 
de los oficiales y agentes judiciales por razones no sólo de 
reivindicación económica, sino también afectantes a las 
condiciones funcionariales de su trabajo. Jueces y Magis- 
trados lo pueden hacer el próximo otoño. Los justiciables, 
que son los más afectados, no se manifiestan masivamen- 
te, pero el número de los descontentos crece cada día. 

Resumiendo, los objetivos y promesas de reforma legis- 
lativa no s e  han cumplido. Las dotaciones presupuesta- 
rias, aunque se hayan incrementado, no son suficientes. 
La organización de la Oficina Judicial, el proceso de do- 
takión y asignación de medios ha roto el precario equili- 
brio existente. Ante tal situación, señor Ministro, señoras 
y señores Diputados -y termino-, es necesario arbitrar 
un cuerpo de soluciones urgentes que ponga remedio in- 
mediato a los casos más graves de disfunciones y con- 
flictos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruego que concluya, señor Buil. 

El señor BUIL GIRAL: Inmediatamente, señor Pre- 
sidente. 

Nosotros propondremos varias medidas en la moción, 
alguna de las cuales ya fueron expuestas en el debate sb- 
bre el estado de la Nación; entre otras, dotación de un pre- 
supuesto extraordinario de inversiones por 50.000 millo- 
nes de pesetas, desjudicialización de faltas contravencio- 
nales y de algunos procedimientos de jurisdicción volun- 
taria, simplificación de procedimientos civiles y penales 
y aumento acumulativo del 20 por ciento en las dotacio- 
nes presupuestarias al Ministerio de Justicia, hasta alcan- 
zar una participación del 2,s por ciento sobre el global 
del Estado. 

Pero la responsabiliad de superar los males que aque- 
jan al servicio público de la justicia no es nuestra, aun- 
que colaboraremos con todo empeño al éxito de las accio- 
nes que proponga el Gobierno; la responsabilidad es de 
S .  S .  y de su Gobierno, y supongo que la lógica preocupa- 
ción por la situación a la que hemos llegado habría de- 
terminado algunas actuaciones urgentes y otras a más lar- 
go plazo que sitúen a la Administración de Justicia en 
condiciones de dignidad y eficacia, como corresponde a 
una función fundamental para la sociedad y el Estado. 

Muchas gracias, señor Presidente, señoras y señores 
Diputados. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Para responder en nombre del Gobierno, tiene la pala- 
cias, señor Buil. 

bra el señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señoras y señores Diputados, agradez- 
co mucho al Diputado don León Buil el planteamiento de 
las cuestiones que ha desarrollado en su intervención, la 
forma y el tono en que lo ha hecho, y espero que al final 
de este debate podamos decir todos que se ha dado un 
paso importante en cuanto a la solución de los problemas 
que ciertamente plantea el funcionamiento de la Admi- 
nistración de Justicia. 

Creo que son dos las importantes preguntas que en este 
debate nos debemos hacer. ¿Funciona la Administración 
de Justicia española en 1986-1987 mejor o peor de lo que 
funcionaba con anterioridad? Y, en un caso o en otro, ¿qué 
medidas hay que adoptar para que la justicia funcione 
mejor? 

La respuesta a la primera pregunta, funciona mejor o 
peor, no la voy a dar desde mi propio punto de vista, que 
sería uno más, como el de don León Buil o el de cualquie- 
ra de las señores o señoras Diputados de la Cámara, sino 
que va a ser con datos verificables, que pongo a disposi- 
ción de toda la Cámara y que proceden del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial; insisto en poner a disposición de 
la Cámara estos datos. 

Voy a hacer un recorrido por todos y cada uno de los 
órganos jurisdiccionales españoles, asf como una compa- 
ración del número de asuntos que se resolvían antes y des- 
pués. En el Tribunal Supremo el volumen de asuntos re- 
sueltos, señorta, ha crecido un 26 por ciento, si se compa- 
ran cifras de 1982 con las de 1986: pero dentro del Tri- 
bunal Supremo, las Salas de lo Contencioso-Administra- 
tivo, las tres Salas, han experimentado, en el número de 
asuntos resueltos,'un crecimiento del 47 por ciento. En 
las Audiencias Territoriales voy a distinguir entre Salas 
de lo Contencioso-Administrativo y Salas de lo civil. Las 
Salas de lo Contencioso-Administrativo de las Audiencias 
Territoriales de España, han pasado de resolver 15.169 
asuntos a casi 20.000, exactamente 19.755, lo que ha sig- 
nificado un crecimiento del 30 por ciento. Las Salas de lo 
civil de las Audiencias Territoriales de España resolvie- 
ron 16.725 asuntos en 1983, siendo ya un avance respecto 
del año 1982; pero esas cifras en los años posteriores son 
las siguientes: 22.933, en el año 1984, un número signifi- 
cativamente igual en el año 1985 y en torno a 20.000 en 
el año 1986. Aquí también, como en todos los casos ante- 
riores, se ha mejorado. 

Ahora me voy a fijar en las Audiencias Provinciales. Los 
asuntos resueltos en las Audiencias Provinciales españo- 
las han experimentado un crecimiento de un 73 por cien- 
to, pasando de resolver 36.735 asuntos en 1982 a 63.474 
en 1986. Ha habido Audiencias que en su competencia ci- 
vil, como por ejemplo en Valencia, el incremento ha sido 
de un 86 por ciento. Voy a poner un caso, del cual se ha 
hablado muchas veces en esta Cámara, que además de ser 
una jurisdicción de gran importancia, como todas las de- 
más, es de una gran sensibilidad por la naturaleza de los 
asuntos que trata: me refiero al Tribunal, Central de 
Trabajo. 
Pues bien, los asuntos resueltos por el Tribunal Central 

de trabajo han pasado de 9.204 en 1982 a 17.735 en 1986, 
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lo que supone, señor Buil, un incremento del 96 por cien- 
to. A 31 de mayo de 1987 -le doy una cifra muy recien- 
te- se habian resuelto 27.654 asuntos, lo que significa un 
incremento del 56 por ciento sobre toda la cifra de 1986 
y del 200 por ciento, señorias, sobre la de 1982. Creo que 
no en virtud de opiniones personales, ni la suya ni la mía, 
sino de estos datos, que los puede verificar S .  S .  cuando 
quiera, la conclusión objetiva que hay que sacar es que la 
justicia, en el curso de estos cuatro años, ha funcionado 
mejor que antes. Lo que sucede, ya lo examinaré en mi in- 
tervención, es que se ha producido un notabilísimo incre- 
mento de la litigiosidad y, no obstante este mayor rendi- 
miento, este mejor funcionamiento de los Tribunales, lo 
cierto es que hay muchos asuntos pendientes. 

No voy a explicar a SS. SS. (porque no me parece el mo- 
mento oportuno y porque además creo que ya lo he he- 
cho en alguna otra ocasión) cuál era la situación de la jus- 
ticia en diciembre de 1982. Telegráficamente diré que en 
lo polftico (en el aíio 1982 habían pasado cuatro anos, se- 
ñor Buil, desde la aprobación de la Constitución y usted 
sabe quién tuvo la responsabilidad de gobernar este país 
durante este perfodo) no se había desarrollado la Consti- 
tución en materia de Administración de Justicia. No se 
había hecho la Ley Orgánica del Poder Judicial por quie- 
nes entonces gobernaban; la hicimos nosotros. Era, por lo 
tanto, un poder pendiente de un desarrollo constitucio- 
nal, concebido con una fuerte dosis de corporativismo, y 
en el que la idea del servicio público todavta no había pe- 
netrado. Más aún, la Administración de Justicia estaba 
bastante opuesta a cualquier tipo de control por la opi- 
nión pública. 

En lo económico, nos la encontramos, señor Buil, abso- 
lutamente descapitalizada -absolutamente quizá es un 
poco exagerado y voy a hacer siempre un esfuerzo por ser 
radicalmente objetiv-, muy descapitalizada: viejos edi- 
ficios, no había entrado la informática, falta de personal, 
retribuciones bajas, etcétera. 

En lo funcional tenia una escasez de órganos muy im- 
portante, sobre todo en núcleos urbanos, y problemas en 
todos los órdenes sobre todo en el penal, en donde la ci- 
fra de presos preventivos era muy distinta de la que aho- 
ra hay. Puedo decirle, para satisfacción de la Cámara, que 
entonces era superior la cifra de presos preventivos que 
la de condenados, lo que era una situación verdaderamen- 
te inhumana. Esto ha cambiado radicalmente y ahora es- 
tamos en un 40 y poco por ciento de presos preventivos y 
un 60, un 57 por ciento, de penados. Cambio importantí- 
simo en cuanto se valoren esos datos con una mínima 
perspectiva histórica. 

Es verdad que sobre la situación de aquellas fechas -a 
la que ya no voy a hacer más referencias-, han incidido 
con posterioridad un conjunto de causas y de factores que 
han incrementado lo problemático de. la situación. Creo 
que entre estas causas, están las siguientes: en primer lu- 
gar, un conjunto de medidas legislativas que han ido di- 
rectamente encaminadas a conseguir la gratuidad de la 
justicia para llenar de contenido el derecho a la tutela ju- 
dicial efectiva, entre ellas, no exclusivamente pero sí de 
forma muy importante, la Ley de supresión de las tasas. 

Otras causas también es la acumulación de recursos como 
consecuencia del ejercicio de acciones para detener las 
transformaciones legislativas que esta Cámara había 
aprobado. 

Voy a poner un ejemplo para que se entienda perfecta- 
mente. La aprobación de Ley de Incompatibilidades ha 
llevado a los tribunales -y de una manera preponderan- 
te a los Tribunales de lo Contencioso-Administrativ- un 
número elevadísimo de recursos. La propia crisis social, 
la conflictividad de la crisis social, acaba rompiendo las 
olas muchas veces sobre la justicia penal y sobre la jus- 
ticia laboral; piense en la crisis empresarial fundamen- 
talmente. 

Hay también en España -usded lo ha dicho y yo com- 
parto completamente su opinión- una situación que, a 
mi juicio, y por lo que veo también a juicio de S .  S . ,  no 
es una situación buena; hay una excesiva judicialización 
del conflicto y una cierta inercia a transformar el conflic- 
to político en conflicto judicial. Yo creo que ésa es una si- 
tuación que debería ser corregida. 

Faltan -también usted lo ha dicho y yo lo c o m p a r t e  
algunas instituciones extrajudiciales para la solución de 
los conflictos, y desde este mismo momento me muestro 
completamente partidario de dar los pasos precisos para 
encontrarlas, para instrumentarlas básicamente, en el 
ámbito de las relaciones de Derecho privado. Pienso en la 
Ley de Arbitrajes privados, como en el ámbito de las re- 
laciones socicoeconómicas o relaciones laborales, así 
como fundamentalmente en lo que podrían ser los tribu- 
nales arbitrales o paritarios. 

Otra causa que ha determinado esta situación es la evo- 
lución del sentimiento constitucional o del espiritu demo- 
crático de la sociedad española, gracias a lo cual los ciu- 
dadanos españoles hoy defienden ante los tribunales, más 
que lo hacían antes, sus derechos y sus intereses legitimos. 

Parece que éstas han sido algunas de las causas que han 
producido esta situación de incremento muy importante 
de la litigiosidad. Ese es el diagnóstico, el examen de las 
causas, pero realmente para contestar a su interpelación 
lo que yo tengo que hacer aquí al subirme a esta tribuna 
es decir: i y  qué medidas se van a poner en juego para re- 
solver estos problemas? O más exactamente iqué medi- 
das se han puesto en juego ya y cuáles deben ser puestas 
en juego en el futuro para resolver este problema y para 
conseguir que la justicia funcione bien? Ya he dicho que 
desde ahora funciona, y vuelvo a los datos, mucho mejor 
que cuando otros tenían responsabilidades políticas. 

En un afán de ser muy concreto, creo que se imponen 
cinco medidas: en primer lugar, en la medida en que to- 
davía esté por hacer, que yo creo que falta muy poco para 
conseguirlo, hay que completar la democratización de la 
organización y funcionamiento de la Administración de 
Justicia, que en buena parte ya está realizada. En segun- 
do lugar, creo que hay que actualizar, en lo que no lo he- 
mos actualizado, los códigos sustantivos y las leyes pro- 
cesales. Creo, en tercer lugar, que debemos acometer, ya 
inmediatamente, una correcta demarcación de los terri- 
torios judiciales y llevar a cabo la implantación de los ór- 
ganos que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
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lo cual determinará un incremento de órganos que de una 
manera aproximativa diré. Se necesita proseguir la polí- 
tica de incremento de plantillas, modernizando los siste- 
mas de acceso, de formación y de perfeccionamiento de 
todos los funcionarios judiciales, no pienso solamente en 
los jueces. Y creo, finalmente, que es preciso recapitali- 
zar la Administración de Justicia, rentabilizar las inver- 
siones que se han hecho en ella y que debemos mejorar 
la gestión económico-administrativa de la Administra- 
ción de Justicia. 

Voy a desarrollar cada uno de estos cinco puntos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruego que lo haga muy brevemente, señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Lo haré muy brevemente, señor Presidente. 

En cuanto al primero, ya he dicho que la Ley Orgánica 
y su aplicación, la elección parlamentaria de los Vocales 
del Consejo, ha significado un proceso de democratización 
de la organización y funcionamiento de la justicia. Creo 
que esta medida, más las tomadas para acabar con lo que 
eufemísticamente hemos llamado disfunciones (pelea 
dura, que seguirá siendo muy dura pero que yo quiero 
pensar que naturalmente cuenta con el apoyo absoluto de 
todos los grupos políticos), va claramente en esa direc- 
ción, como va en esa dirección la puesta en funcionamien- 
to de la responsabilidad del Estado por error judicial o 
por el funcionamiento normal de la Administracibn de 
Justicia. 

Esto ya está hecho, pero quedan por hacer algunas co- 
sas como, por ejemplo, la implantación -y estoy hablan- 
do de democratización de la justicia- de la justicia de 
paz. Paso muy rápidamente por ese primer punto porque 
comprendo que interesan más los siguientes. 

Actualizar los códigos sustantivos y las leyes procesa- 
les. ¿Puede decir el señor Buil que hemos estado parados 
en este punto o, por el contrario, si es objetivo, no tiene 
más remedio que reconocer que en los cuatro años y pico 
transcurridos desde diciembre del año 1982 se han hecho 
importantísimas modificaciones que han significado una 
modernización de nuestro ordenamiento jurídico? Le re- 
cuerdo aquí, telegráficamente, la reforma parcial del Có- 
digo Penal o la mejora de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
que ha sido unánimemente reconocida como un avance, 
en la medida en que ha significado una utilización cre- 
ciente del procedimiento de menor cuantía y una desfor- 
malización del recurso de casación, que era antes un cue- 
llo de botella en donde se paraba mucho la tramitación 
de los asuntos civiles; o es que está usted a lo mejor en 
contra de algo que ha sido unánimemente reconocido 
como positivo, como la Ley Cambiaria, que ha puesto fin 
a un cúmulo de problemas en un ámbito de la justicia 
enormemente importante; o la Ley de «Habeas Corpus)); 
o la reforma que hemos hecho de la Ley Hipotecaria para 
mejorar los procedimientos de ejecución; o la Ley de Con- 
flictos Jurisdiccionales ya vigente, que es un desarrollo de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial; o alguien puede ne- 
gar la importancia del paso cualitativo que ha significa- 

do anteayer la publicación del Reglamento de Policía Ju- 
dicial, que también, en último término, es un desarrollo 
de la Constitución y de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Esto ya está hecho, señorías, pero quedan cosas; ya lo 
sé. Y quedan cosas, algunas muy urgrntes. Porque yo, 
como usted, voy a distinguir entre lo orie hay,que hacer 
muy urgente y urgente. Creo que muy urgente es refor- 
mar la casación penal. A lo mejor la Cámara no conoce 
que en lo que va de año, en los meses transcurridos en el 
año 1987, han entrado en la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo 3.500 recursos de casación penal, y a ese mismo 
ritmo el año terminará, por consiguiente, con 7.000 recur- 
sos de casación. Hay que reformar la casación, porque no 
hay ni un solo Tribunal Supremo del mundo que soporte 
una carga de trabajo como la que significaría el mante- 
nimiento de esas cifras que he citado. Hay que reformar 
la casación con urgencia. Hay que reformar también la 
Ley de Menores y hay que proceder ciertamente a la des- 
penalización de un conjunto de faltas que están en el Li- 
bro tercero del Código Penal (usted también lo ha dicho 
y ya ve que en este punto coincidimos), que están aplas- 
tando la justicia, sobre todo la justicia de distrito y la jus- 
ticia de instrucción, con el peso de unas conductas que en 
muchos países de la Europa comunitaria no son constitu- 
tivas de delito. Habrá que hacer esa reforma, naturalmen- 
te cuidando de que la reparación de los perjuicios civiles 
derivados de los daños con motivo de la circulación se 
produzca con las suficientes garantías jurídicas y con la 
suficiente seguridad jurídica. Y debemos introducir cier- 
tamente, con la mayor rapidez posible, un juicio rápido 
para el enjuiciamiento de los delitos menos graves. Hay 
una Ley de 1980 (nunca oculto los pasos que en otros mo- 
mentos se han dado) que apenas se ha aplicado desde ese 
año en adelante. Ha sido últimamente (y pstedes lo han 
podido ver por los medios de comunicación; la televisión 
se ha hecho eco de lo mismo) cuando hemos empezado a 
celebrar juicios rápidos por primera vez; y eso me parece 
que también está en la buena línea que tenemos que 
seguir. 
Y con carácter urgente, desde luego, hay que ocuparse 

de la reforma del sistema procesal. Participo de muchas 
de las ideas que usted ha expuesto en cuanto al proceso 
civil y en cuanto al proceso penal. Me gustaría tener tiem- 
po para extenderme más en la puntualización de aquellos 
objetivos que, a mi juicio, hay que cubrir para acabar con 
el bosque de procedimientos civiles e ir a un grupo redu- 
cido de procedimientos, para también introducir mayor 
racionalidad en la solución extrajudicial de los conflictos. 
Puedo decir que el Ministerio de Justicia en este campo 
tiene ya terminado e informado favorablemente por el 
Consejo General del Poder Judicial, informado también 
por el Consejo General de la Abogacía y por alguna Cá- 
mara de Comercio e Industria, la Ley de Arbitrajes 
Privados. 
Eso es lo hecho y eso es lo que, a mi juicio, hay que ha- 

cer con más urgencia y con urgencia, aunque un poco 
menos. 

Hay que demarcar -decía- e implantar las previsio- 
nes de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Aquí también 
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hay mucha tarea hecha: 300 órganos jurisdiccionales he- 
mos creado a lo largo de estos cuatro años y pico. Yo quie- 
ro que alguien me diga cuándo se había hecho esto en Es- 
paña; me gustaría que se pudiera decir que se había he- 
cho antes porque, probablemente, la situación entonces 
no sería la misma. Seis órganos jurisdiccionales al mes 
de creacibn, con todo lo que significa de instalaciones, 
mobiliario, material y personal, es - c r e o  yo- un paso 
también muy importante. Es la mejor prueba de que las 
medidas puestas en juego para incrementar el número de 
órganos jurisdiccionales son éstas, las que utilizaba al 
principio de mi intervención. Gracias a las medidas to- 
madas se han podido producir estos incrementos en lo que 
-no me gusta decid- en términos económicos sería la 
productividad o la rentabilidad del aparato judicial. Y ha 
habido algunos juicios celebrados en el curso de este tiem- 
po que ofrecfan una enorme dificultad y que, sin embar- 
go, afortunadamente, se están desarrollando y celebran- 
do con una gran normalidad. Estoy pensando, por ejem- 
plo, en el procedimiento para el enjuiciamiento de los de- 
litos cometidos con motivo de la adulteración del aceite 
de colza. Era de una enorme complejidad celebrar ese 
proceso y creo que el mismo se está llevando a cabo con 
una gran normalidad. 

Sin embargo, hay muchas cosas pendientes. Está pen- 
diente de hacer la Ley de Demarcación y de Planta. Ahí 
el horizonte en que nos movemos va a significar, cuando 
esas leyes puedan estar aprobadas (yo creo que no tarda- 
rán mucho en serlo, si se mantiene el ritmo previsto y que 
comuniqué en una de mis últimas comparecencias ante 
la Comisión de Justicia e Interior), la introducción, en la 
estructura judicial española, ¿e setecientos órganos juris- 
diccionales más entre nuevos órganos unipersonales y ór- 
ganos colegiados. 

Sin embargo, quiero decir ante el Congreso que eso no 
se puede hacer de golpe, que es imposible hacerlo de una 
sola vez, que no podemos hacer en un año lo que otros paí- 
ses han tardado en lograr mucho tiempo. En algunos paí- 
ses, como por ejemplo en Italia, llevan ya desde el final 
de la 11 Guerra Mundial pendientes de hacer una nueva 
demarcación judicial, que hasta ahora no han llevado a 
cabo. 

Lo cuarto era incrementar las plantillas y modernizar 
los sistemas de acceso y perfeccionamiento. Creo que el 
otro día SS. SS. leyeron en el «Boletín Oficial del Esta- 
do, la incorporación a la carrera judicial española de 21 7 
jueces más. Creo que antes de final de año se podrá pro- 
ducir la incorporación de otros 200 jueces. Esto va a su- 
poner, señorías, que en el año 1987 una plantilla judicial 
en la que no se llega al número de 2.000 va a poder verse 
incrementada con la entrada, con todo lo que eso va a sig- 
nificar para agilizar la tramitación de los procesos, de 400 
jueces más. 

Evidentemente, no es bastante con esos jueces. Creo que 
otra noticia que debe conocer el Congreso es que también 
en el año 1987 van a incorporarse a sus funciones de auxi- 
lio a la Administración de Justicia 7.000 funcionarios más 
-siete mil es un número muy importante, señorías- en- 
tre oficiales, auxiliares y agentes. 

Hemos reformado la organización y el funcionamiento 
del Centro de Estudios Judiciales, unánimemente critica- 
do por todos, y gracias a esa reforma hoy el Centro em- 
pieza a ser una institución seria en la que se confía para 
hacer la política de formación y de perfeccionamiento. 

Esto es lo hecho, pero lo pendiente es más irnportantc 
que lo hecho. Y lo pendiente es conseguir incrementar los 
dos mil y muy pocos jueces que en este momento tiene la 
plantilla presupuestaria española con mil jueces más, con 
lo cual pasaríamos de estar en una relación de un juez 
por cada 20.000 ciudadanos (que es a la que yo creo que 
hay que ir, que además nos pondría muy cerca de la re- 
lación que hay en otros países de Europa), a un juez por 
cada 10.000 ciudadanos. 

Sin embargo, esto tampoco lo podemos hacer de una 
sola vez y de golpe. También aquí, lo mismo que hablaba 
antes de la necesidad imperiosa de escalonar la creación 
de órganos jurisdiccionales, hay que decir lo mismo res- 
pecto de la selección de estos jueces que, naturalmente, a 
su vez, atraerán el paralelo, simultáneo' y consiguiente 
crecimiento del número de fiscales, de secretarios, médi- 
cos forenses y miembros de los cuerpos para auxilio de la 
Administración de Justicia. Excluidos los fiscales, calcu- 
lo que ese incremento de mil jueces nos va a obligar a se- 
leccionar unos 7.500 funcionarios de los cuerpos auxilia- 
res para la Administración de Justicia. 

La última medida, y ya, señor Presidente, estoy muy 
cerca del final, comprendo que me he excedido ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Lleva 
S .  S .  consumido el doble del tiempo reglamentario, señor 
Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Le aseguro que creo que en dos minutos termino. 

La última medida sería recapitalizar la Administración 
de Justicia. Yo creo'que ya en alguna otra ocasión he dado 
unos datos que son extraordinariamente elocuentes. 

El presupuesto de la justicia en el año 1982 fue de 
30.485 millones y en 1987 es de 60.190 millones. Todo el 
Presupuesto del Ministerio de Justicia del año 1982, cuan- 
do tenía entonces competencias que usted ha reconocido 
que luego han sido transferidas, es hoy sólo el Presupues- 
to de la Administración de Justicia. El cambio ha sido 
muy cualitativo. 

Algunas transferencias a Comunidades Autónomas es- 
tán ya en vías de ejecución. Hemos introducido en la Jus- 
ticia, cosa que no se hizo antes, la informática y hay un 
muy elevado número de órganos jurisdiccionales ya in- 
formatizados. 

Esto es lo hecho o parte de lo hecho; no puedo exten- 
derme, pero quedan también, ciertamente, muchas cosas 
pendientes. 

Estoy de acuerdo en que se impone una rigurosea fi- 
nanciación de todo este programa de trabajo de creación 
de órganos y de incremento de las plantillas. Será nece- 
sario también, probablemente, hacer una modificación 
interna del Ministerio para que la gestión económico- 
administrativa desconcentrada sea más eficaz de lo que 
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hoy es por su característica de extremada concentración. 
Me parece que’es muy importante perfeccionar la co- 

nexión de la red judicial con otras redes, que tanto influ- 
yen en la Administraci6n de Justicia, como es la red de 
la medicina forense, la red penitenciaria y la red de la 
asistencia social. 

Creo -y termin- que el problema tiene soluciones. 
Las soluciones están instrumentadas jurídicamente en 
una fase muy terminal, Tendrá un alto costo económico. 
N o  lo podemos hacer de una sola vez; hay que hacerlo es- 
calonadamente. Naturalmente, se trata de una tarea en 
torno a la cual quisiera que se produjera el mayor grado 
de consenso posible. 

Nada más, señorías. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señor Buil. 
cias, señw Ministro. 

El señor BUIL CIRAL: Señor Presidente, señorías, se- 
ñor Ministro, voy a empezar -seré breve- por la misma 
pregunta que S. S. se hacía. ¿Funciona mejor o peor la jus- 
ticia que anteriormente? Suponemos que en el año 1982. 
Lo que le puedo decir -no sé si ha escuchado, creo que 
sí, los datos que proporcionaba hace unos momentos- es 
que el descontento es mayor. 
Su señoría ha planteado a la Cámara una serie de da- 

tos sobre sentencias dictadas. Funcionar mejor la justicia 
no quiere .decir, precisamente, dictar más sentencias, en 
todo caso sería dictar mejores sentencias. Quiero decir 
que no se puede juzgar cuantitativamente algo que es 
cualitativo. 
Yo le haría otra pregunta, señor Ministro. ¿Los retra- 

sos que existen en nuestros tribunales -y reconozco que, 
por ejemplo, en el Tribunal Central de Trabajo se haope- 
rado un gran avance- son mayores o menores que los de 
hace seis u ocho años? Este sí que es un baremo que sirve 
para calibrar si la justicia funciona mejor o peor, junto 
con el grado de satisfacción de los ciudadanos que, en de- 
finitiva, son los receptores de esta Administración de 
Justicia. 

Su señoría también ha hecho -me parece no sólo legí- 
timo, sino normal- una referencia a la obra realizada. 
Señor Ministro, en el curso de mi intervención creo que 
he dicho que se reconocía lo que S. S. había hecho. Pero 
no se trata de hacer este repaso. Ha hecho referencia a 
que no se hizo en tiempos anteriores la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. No sé por qué. El señor Fernández Ordó- 
ñez tuvo en algún tiempo esta competencia. Por alguna 
razón no lo haría. Sí se hicieron otras leyes, y leyes muy 
importantes. 

Pasamos después a lo que se ha hecho en materia legis- 
lativa. Efectivamente, nadie va a negar que se han hecho 
unas reformas en el Código Civil y en el Código Penal que 
han supuesto una mejora en los procedimientos y tam- 
bién la articulación de medidas en la tipicidad de ciertos 
delitos. Nadie le está negando esto. Fíjese bien en que la 
interpelación se refería a que medidas de futuro inmedia- 
to y más lejano tiene previstas el señor Ministro. Si con 

toda esta -vamos a suponer que fuera ingente- labor 
realizada hasta ahora tenemos la problemática que hoy 
tenemos, es evidente que no ha sido suficiente lo que se 
ha hecho. De aquí el sentido de preguntarle qué es lo que 
se iba a hacer. Afortunadamente en algunas cuestiones ha 
dicho que sí, que se iba a hacer. No ha habido, sin em- 
bargo, ni una sola fecha. Mejor dicho, ha habido una re- 
ferencia, que es para poner los pelos de punta, porque 
cuando ha dicho que la Ley de Demarcación en Italia se 
estaba gestando desde la última guerra ... Si aquí tenemos 
que estar esperando treinta años. .. No le veo el final a esto. 

Otras cuestiones que se han hecho. Creaci6n de Juzga- 
dos; de acuerdo. Acceso de nuevos Jueces y Magistrados: 
413, sobre los 2.387 que creo son de plantilla; muy nota- 
ble. ¿Su Señoría cree sinceramente que con esto se va a 
solucionar todo? Me parece que esta serie de medidas que 
han enunciado no están perfectamente trabadas. No hay 
una referencia. Ha dicho: sí, hay que reformar las leyes 
de procedimiento. ¿Cuándo? Porque tendrían que ser me- 
didas urgentes. Es necesario llevar a cabo la ley de de- 
marcación, con toda la prudencia. Llevamos ya dos años 
de prudencia. Usted anunció que, antes de terminar este 
período de sesiones, estarían las leyes de planta y demar- 
cación. Falta la ley de menores. El Consejo General del Po- 
der Judicial ha urgido la creación de los Juzgados de Me- 
nores. Y la ley de menores. Lo ha urgido ya hace meses. 
Son muchas medidas. Y, señor Ministro -y en esto me 
dará la razón-, Su Señoría ya hace dos años las anunció 
en esta Cámara y no se han llevado a cabo. Y yo no le es- 
toy ni siquiera pasando las cuentas por esto, sino que le 
estoy preguntando: ¿Cuándo? ¿Qué medidas? Urgentes, 
en todo caso. 
Es de suponer que S. S. esté de acuerdo con todas las 

propuestas de aumento de dotaciones presupuestarias. 
Esto naturalmente le agrada a todo Ministro. 
Y ya nada más. Simplemente decirle que para solucio- 

nar los problemas, lo primero que hay que hacer es reco- 
nocer que existen. Los problemas, señor Ministro, son gra- 
ves. No se lo está diciendo este Diputado. $e lo están di- 
ciendo en la calle, se lo están diciendo en los Juzgados, 
en los Tribunales; es un sentimiento general. Y aquí creo 
que todos los Grupos de la oposición lo que queremos es 
que se mejore la administración de Justicia. Y en esto, por 
parte de este Diputado, lo que se le pide solamente es que 
adelante, que urja la realización de todas estas medidas 
que S. S. ha enunciado y que nosotros también hemos 
propuesto. Y de una manera más formal lo haremos a la 
reanudación del próximo período de sesiones. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Señor Ministro, tiene la palabra. 
cias, seíior Buil. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, Señorías, muy brevemente. 
Yo reconozco, señor Buil -lo he reconocido desde la tri- 

buna y lo vuelvo a reconocer desde el escaño-, que el pro- 
blema existe, que es un problema importante; que es un 
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viejo problema; es un viejísimo problema. No quiero ha- 
cerle ahora alguna cita de los clásicos españoles, para de- 
mostrarle hasta qué punto es viejo, antiguo y permanen- 
te el problema de la administración de Justicia en Espa- 
ña. Y a mí me parece muy legítimo que S. S. tenga prisa 
porque se resuelva. Pero la prisa tiene que ser razonable 
y moderada. En cuatro años y pico, durante los cuales he- 
mos hecho todas esas cosas que usted reconoce que se han 
hecho, no nos pida que resolvamos problemas que tienen 
un origen de siglos. 

Con el reconocimiento por mi parte de la existencia del 
problema y con la afirmación de la voluntad política de 
resolverlo, poniendo en juego todas las medidas que an- 
tes he explicado, contesto a algunas de las cosas que us- 
ted ha dicho. 

¿La Justicia funciona mejor o peor? Yo me he hecho la 
pregunta y usted también. Yo le voy a devolver la pre- 
gunta con otra: ¿Por qué cree usted que se ha producido 
un incremento tan importante de la litigiosidad? ¿Usted 
cree que la sociedad española, la sociedad, en general, uti- 
liza una institución en la que no cree, o de la que piensa 
que funciona mal? Ni mucho menos. Cuando eso ocurre, 
cuando eso sucede, se produce una retirada, un abando- 
no, una búsqueda de otros procedimientos para la solu- 
ción de los conflictos. El incremento muy notable de la li- 
tigiosidad, quiera reconocerlo o no, tiene también origen 
en que la sociedad española se ha dado cuenta de que la 
administración de la Justicia empieza a funcionar mejor. 
Esa es una de las causas: la confianza y la credibilidad. 
Y eso es obra de los últimos años, fundamentalmente. Los 
hechos son tozudos; las cifras son muy tozudas. Yo le he 
demostrado a usted, tribunal por tribunal, la mejora no- 
tabilísima que se ha producido, que en algunos casos ron- 
daba incrementos del cien por cien. Y como los hechos 
son muy tozudos, la verdad es que usted no tienen más 
remedio que reconocerlos. 

Se ha mejorado mucho, pero como se ha incrementado 
la litigiosidad a consecuencia de esa mayor confianza en 
la administración de la Justicia, yo, que quiero ser abso- 
lutamente objetivo, le reconozco, señoría, que es verdad 
que hay muchos asuntos pendientes. 

La demarcación en cualquier país es un problema de 
una enorme complejidad. Ha sido imprescindible hacer 
estudios geográficos, sociológicos, económicos, de todo 
tipo para disponer de la información precisa para hacer 
una buena y correcta demarcación judicial. Le ponía el 
ejemplo de Italia para que usted tuviese un punto de re- 
ferencia acerca de la dificultad que han tenido en un país 
con un sistema democrático consolidado desde hace mu- 
chos años, hasta.el punto de que han sido incapaces de re- 
solverla y superarla. Yo le aseguro a usted, sin darle una 
fecha exacta, que nosotros vamos a resolver ese proble- 
ma con urgencia, porque estimamos que es un problema 
importante y que hay que darle una solución razonable. 
No podemos introducir, señorla, los Juzgados de meno- 

res, cosa que deseo fervientemente, porque si hay alguna 
jurisdicción que me preocupa -se lo a s e g u r e  es ésa. Es- 
toy absolutamente persuadido de que las medidas que se 
tomen en relación con la Justicia de menores acabarán te- 

niendo una repercusión extraordinariamente positiva, 
por ejemplo, en el incremento de la delincuencia. Pero no 
solamente por esa referencia al incremento de la delin- 
cuencia, sino porque si hay alguna época de la vida que 
merece toda la atención del Estado precisamente es la de 
la juventud. Si no he puesto en marcha lo que realmente 
quiero desde lo más profundo de mi conciencia es por una 
razón evidente: porque no teníamos jueces. Y no podía- 
mos seleccionarlos, porque el sistema de sele'cción que ve- 
nía de antes -no es nuestr- ha hecho posible, señorías, 
fíjense lo que les voy a decir, que una oposición haya du- 
rado dos años desde su convocatoria hasta su termina- 
ción. En eso nosotros no teníamos ninguna responsabili- 
dad, eran responsabilidades anteriores. Hemos sido noso- 
tros los que hemos modificado el sistema de selección, y 
gracias a esa reforma vamos a estar en condiciones de se- 
leccionar aproximadamente a un total de 300 jueces cada 
año. Al no haber jueces, era inútil crear Juzgados de me- 
nores, porque serían Juzgados vacíos sin su titular. Por 
eso no se ha dado ese paso. Y esa explicación vale tam- 
bién para otros órganos jurisdiccionales. Pero como quie- 
ra que afortunadamente hemos imprimido una celeridad 
al proceso de selección, racionalizándolo, acabando con 
aquel sistema memorístico que tantas frustracciones ha 
producido en este pais, concibiendo un centro de estudios 
judiciales mucho más moderno, mucho más a la altura 
de Europa, porque creo que hemos diseñado un buen me- 
canismo de selección, estamos ya en condiciones de in- 
corporar este año más de 400 jueces y de mantener ese rit- 
mo de selección de 300 jueces anuales aproximadamente 
en el curso de los próximos 3 6 4 años. Y al final de este 
proceso, al final de este lapso de tiempo tan razonable, Es- 
paña tendrá por.primera vez en su historia una cifra de 
jueces adecuada a la estructura sociológica española. 

Procesos. Claro que hay que reformar los procesos, más 
de lo que ya han sido reformados. El proceso divil ha ex- 
perimentado una mejora notable. Usted, que es letrado, 
lo sabe muy bien. Esa mejora la hemos hecho nosostros, 
no se olvide. Pero hay que seguir reformándolos. Le pue- 
do decir que en el seno del Ministerio de Justicia se cons- 
tituyó hace ya bastante tiempo un grupo de trabajo que 
ha preparado las bases del sistema procesal. Esas bases 
están ya redactadas, no puedo decir que terminadas, por 
que es un trabajo de una gran complejidad. Pero el tra- 
bajo en su parte fundamental y sustancial ya está hecho, 
y como está hecha la parte fundamental del trabajo, es- 
tamos en condiciones, sin precisar fechas exactas, de ase- 
gurar que la introducción de reformas en nuestro sistema 
procesal podrá hacerse en poco tiempo. Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

¿Grupo o Agrupaciones que desean fijar su posición? 

Por la Agrupación de Diputados de Izquierda Unida, 

cias, sefior Ministro. 

(Pausa.) 

tiene la palabra el señor Sartorius. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUES: Señor Presidente, señorías, señor Minis- 
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tro, yo creo que es oportuna la interpelación que se ha 
planteado en este momento una vez más sobre el funcio- 
namiento del servicio público de la justicia; es un tema 
sobre el que volvemos repetidamente, tanto en la Comi- 
sión correspondiente como en este Pleno, pero es impor- 
tante volver sobre él y reflexionar. Pero yo me temo que 
una vez más se puede convertir este debate en un diálogo 
de sordos, porque siempre planteamos las cosas que es- 
tán sacudiendo y que todo el mundo ve, y la respuesta 
por parte del Gobierno es muy parecida. 
Yo no creo que se trate de discutir si las cosas están me- 

jor o peor, porque sería una discusión del grado de caos 
que hay, de si es mayor o menor que antes. El problema 
es cómo salimos de esa situación, no tanto si está mejor 
o peor. Y yo digo, en nombre de mi Grupo Parlamenta- 
rio, que el servicio público de la justicia, a pesar de que 
se ha invertido en ese servicio, a pesar de que se han to- 
mado una serie de medidas, hoy, en muchos aspectos, fun- 
ciona peor que antCs. Es decir, que es más delicada la si- 
tuación hoy que antes, en muchos aspectos. 

Pone por ejemplo el señor Ministro el tema del Tribu- 
nal Central de Trabajo, y dice que ha aumentado el nú- 
mero de sentencias un 96 por ciento. Y yo no lo discuto, 
no tengo esas cifras, si me las proporciona me interesa- 
rán mucho; no lo discuto. Yo voy a leer lo que dice el De- 
fensor del Pueblo sobre el funcionamiento del Tribunal 
Central de Trabajo. Y dice: soluciones que permitan po- 
ner fin a una situación que, considerada en su conjunto, 
constituye una flagrante violación continuada del artícu- 
lo 24 de la Constitución española. Yo creo que una fla- 
grante violación continuada del artículo 24 de la Consti- 
tución española es bastante más duro que decir que la jus- 
ticia es un cachondeo; creo. Y ya se está poniendo de 
moda, y yo no lo voy a decir en esta tribuna, ya se está 
poniendo de moda. Pero, claro, 6s mucho más grave, por- 
que resulta que todos sabemos, y el señor Ministro mejor 
que yo, desde luego, porque es magistrado, que existe la 
figura del delito continuado, figura grave en el derecho 
penal. Aquí ahora tenemos otra figura que el Defensor del 
Pueblo nos apunta: Continuada violación del artículo 24 
de la Constitución española. Un Estado de derecho, que 
es la definición por autonomasia de la nación española, 
no existe, o existe de forma muy precaria, mientras el ciu- 
dadano no pueda ir en amparo con rapidez, con eficacia, 
cuando considera que algún derecho le ha sido ,lesionado. 
y eso, en España, no sucede. Hay 51.120 asuntos pendien- 
tes en el Tribunal Central de Trabajo todavía. Yo no dis- 
cuto que se hayan dictado más sentencias; no .lo discuto. 
El problema es que la litigiosidad ha ido más deprisa que 
los medios que se han puesto. Por tanto, en términos re- 
lativos no estamos avanzando; estamos avanzando en tér- 
minos absolutos, pero no en terminos relativos. Y la si- 
tuación se va agravando en una serie de terrenos, aunque 
yo reconozco que se está avanzando en dictar más senten- 
cias, más dinero, pero es que las necesidades aumentan 
más deprisa. Y, claro, el argumento de que aumenta la de- 
manda porque se tiene más confianza en la justicia es una 
afirmación muy relativa, porque hay muchísima gente 
que no es que vaya en demanda a los juzgados, es que la 

llevan, señor Ministro; no va, la llevan. Claro, porque el 
aumento en el terreno penal no es que la gente vaya por- 
que tiene confianza, no es que la llevan, no por su gusto. 
Y los mismo ocurre cuando a la gente la despiden; no va 
por su gusto a la Magistratura de Trabajo, sinoque no tie- 
ne más remedio que ir, tenga confianza o no la tenga. Hay 
toda una serie de sectores de aumento de la litigiosidad 
que no es porque los ciudadanos quieran ir a los tribuna- 
les, sino que les llevan, señor Ministro. Pero, en fin, ése es 
un argumento marginal en su exposición. 

Creo que la situación es grave; que se daña con ello al 
Estado de derecho; que evidentemente son necesarias 
toda una serie de reformas que se han apuntado aquí y 
en las que siempre hemos coincidido: reforma de los pro- 
cedimientos; necesidad de una oficina judicial concebida 
de manera distinta; el papel del juez dentro de esa ofici- 
na judicial; modernización de dicha oficina judicial: más 
personal y mejor preparado; la Escuela Judicial, etcéte- 
ra. Compartimos todas esas cuestiones, está claro. Ahora 
bien, el tiempo sigue avanzando y la situación en el país 
es que esto no funciona. 
Yo oí una vez una definición de lo que era el cambio. 

Se dijo que el cambio es que las cosas funcionen. mies 
esto no funciona. Y hay otras cosas que tampoco funcio- 
nan, pero hoy estamos tratando el tema del servicio pú- 
blico de la justicia. Si el cambio es que las cosas funcio- 
nan, éste no funciona. Y no es que lo diga este.Diputado, 
ni el Diputado que ha planteado la interpelación, sino que 
lo dice todo el mundo, es uvox populia en todos los sec- 
tores de la abogacía, de la magistratura e incluso de la 
gente de la calle que va a los juzgados y a los tribunales. 

Por lo tanto, hay que tomar medidas, y esto no es ne- 
gar el esfuerzo que el Ministerio He Justicia está intentan- 
do hacer. Por eso, este Grupo Parlamentario ha plantea- 
do ayer o anteayer, no me acuerdo bien, una ley de dota- 
ción para la modernización del servicio público de la jus- 
ticia. Porque estamos convencidos de que en una situa- 
ción así, en una situación de estas características -y no 
lo hemos dicho nosotros, sino gente que no está en Iz- 
quierda Unida-, o adoptamos medidas excepcionales o 
no salimos del atasco. Este es nuestro punto de vista; no 
nos cansaremos de repetirlo. Probablemente será aburri- 
do repetir tanto las cosas, pero a lo mejor por aburrjmien- 
to convencemos al Gobierno de que ése es el único cami- 
no; no lo sabemos. Esta situación de la justicia en Espa- 
ña no tiene solución si no es con medidas excepcionales, 
y esas medidas excepcionales -no seamos ingenuos- exi- 
gen también medios económicos excepcionales. Si segui- 
mos con el utran-trana de los Presupuestos Generales del 
Estado, que aumentan unos años en el ocho por ciento y 
otros en el siete o en el seis, seguiremos igual, porque es 
evidente -y le doy la razón al Ministro- que en los pre- 
supuestos anteriores y en los otros se ha aumentado la 
partida para el Ministerio de Justicia y, sin embargo, es- 
tamos en una situaci6n que sigue siendo - como dice el 
Defensor del Puebl- un auténtico bloqueo. Esa es la ex- 
presión que utiliza el Defensor del Pueblo, que es bastan- 
te objetivo, creo yo, y conocedor de estos temas, y, por tan- 
to, se está dañando seriamente a eso de lo que tanto nos 
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llenamos la boca siempre en este país, diciendo que so- 
mos un Estado de Derecho. Esto depende, porque si tie- 
nes planteada una resolución judicial hace cinco años, el 
Derecho se queda por los suelos y no sirve absolutamente 
para nada. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruega que concluya, señor Sartorius. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTU- 
RiAS BOHORQUES: Concluyo diciendo que, como apor- 
tación, nosotros hemos planteado eso, no lo vamos a dis- 
cutir aquí, y espero que llegará en su momento esa ley de 
dotaciones para el servicio p>blico de la justicia; que no- 
sotros nos alegramos mucho de que cuando lo plantea- 
mos la primera vez, ante la comparecencia del Pleno del 
Consejo General del Poder Judicial, el Presidente del Con- 
sejo General del Poder Judicial dijera que le parecía muy 
buena idea, que le parecía que se había hecho también 
-no lo dijo él, era una expresión utilizada por nosotros- 
cuando la famosa Ley de Dotaciones de las Fuerzas Ar- 
madas; todos los Grupos estuvieron de acuerdo en que era 
necesario ese tratamiento de choque, por un problema 
que había en ese momento, y nosotros estamos convenci- 
dos de que este servicio público de la justicia también ne- 
cesita un tratamiento de choque. (El sefior Presidente ocu- 
pa la Reridencia.) Planteamos una ley de dotaciones a 
cuatro años. La cifra puede ser muy importante, pero no 
creemos que lo sea tanto como otros gastos que se han he- 
cho en este país por cuestiones mucho menos importan- 
tes que el funcionamiento del servicio público de la jus- 
ticia, ya que se ha gastado muchísimo dinero en cosas 
muy discutibles. 

Este es un tema prioritario. Mientras no haya un servi- 
cio pdblico de la justicia que funcione, pongamos en in- 
terrogante eso de que somos un Estado de Derecho. Con 
esto termino. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Sartorius. 
Por la Agrupación del Partido Liberal, tiene la palabra 

el señor Jiménez Blanco. 

El señor JIMENEZ BLANCO: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, realmente no salgo de mi asom- 
bro ante este debate sobre la situación de la Administra- 
ción de Justicia. 

Creo que el Diputado, señor León Buil, ha sido muy pru- 
dente en su exposición. La respuesta del señor Ministro 
ha sido realmente más cualitativa que cuantitativa y con 
argumentos de los que se podrían sacar consecuencias tre- 
mendas. Se podría decir que la delincuencia aumenta por- 
que la policía funciona mejor, por ejemplo. Se podría de- 
cir que hay más enfermos porque la sanidad funciona me- 
jor. Creo que el tema es otro. Pienso que efectivamente la 
conflictividad social y la conflictividad que se deriva en 
litigiosidad ha crecido, entre otras cosas, porque una so- 
ciedad democrática es una sociedad de conflicto, y cuan- 
do una sociedad rural pasa a ser una sociedad industrial 

los conflictos son mayores. Yo tengo ya bastante más edad 
desgraciadamente que el señor Ministro y recuerdo que 
del tipo de pleitos rurales, interdictos, deslindes, etcéte- 
ra, a lo que es hoy la litigiosidad hay un abismo. Pero en- 
tre eso y aparecer diciendo que es un viejo problema, que 
hay literatura clásica, y que el tema no ha empeorado, 
hay un abismo. Desgraciadamente, el tema ha empeora- 
do. Creo que el señor Ministro ha hecho un esfuerzo y el 
Ministerio también, pero no hay que seguir con la histo- 
ria de que estos cinco años son sólo cinco aAos y de que 
los cuatro anteriores, en los que hubo un Ministro de Jus- 
ticia, muy digno, pero que hoy forma parte del Partido So- 
cialista, no han significado nada. El cambio profundo de 
esta sociedad es el derivado de la Constitución, es el de- 
rivado de una nueva sociedad con mucha mayor conflic- 
tividad y con mucha mayor litigiosidad, pero la Justicia 
está muy mal, señor Ministro. La administración de Jus- 
ticia está muy mal considerada. por los ciudadanos, y de 
las personas que acuden a los Tribundes, en la mitad de 
los casos el demandado no va por su gusto. De manera 
que, en todo caso, seria la mitad la que iría por su gusto, 
pero tampoco es así, porque realmente creo que el con- 
cepto general del pueblo sobre la Justicia es muy malo en 
este momento. El Ministerio en cuanto tal hace el esfuer- 
zo que puede, pero, por ejemplo, se nos ha hablado de la 
elaboración de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Efec- 
tivamente, no se ha desarrollado. Sin llegar a los extre- 
mos de la interpretación simpática del Diputado, señor 
Buil, de la referencia a los cuarenta años de la Guerra 
Mundial, allí había un plazo para la demarcación y para 
la planta. Ya se ha pasado. Hubo una promesa aquí, no 
se ha cumplido. No es tan difícil. Sabe perfectamente 
cómo se hizo la demarcación de lo que tardaba una dili- 
gencia, etcétera, en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Hoy 
habría procedimientos módernos para hacerlo. Podría ha- 
cerse muy bien y, además, existe un sistema de Comuni- 
dades Autónomas, donde el contacto con la realidad de 
cada región, de cada comarca es mucho más fácil. 

Pero éste no es el problema. El problema tampoco es 
un aumento de medios en el sentido de decir: más gasto 
público -tengo que ser leal al Presidente de mi partido 
y decir que jamás pediré e s t e ,  sino que es necesaria una 
mayor racionalidad. Creo que lo que ha señalado de que 
empieza la informatización es muy razonable. Cuando ha 
hablado de que la Ley de agosto de 1984, por ejemplo, es 
un retoque a la vieja Ley de Enjuiciamiento Civil, y ha su- 
puesto una mejora, el señor Ministro sabe perfectamente 
que hoy en las audiencias, en las salas de lo civil se está 
señalando con más de un año de antelación una apela- 
ción. Hoy hay sentencias del Tribunal Supremo -y ahi 
está el aAranzadi»- en que la fecha de la sentencia es 
casi diez años posterior a la fecha de la demanda. No es 
lo normal, pero este fenómeno existe. Es cierto que au- 
mentan las sentencias, pero también podría intentarse, en 
esa escuela que se anuncia para nuevos Jueces, que las 
sentencias fueran más simples, como lo son en toda Eu- 
ropa. Y el señor Ministro sabe, como yo, y pienso que, de 
alguna manera, tiene mucha más información que yo 
cuando habla de la simplificación de los procedimientos, 
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que un distinguido miembro del Consejo General del Po- 
der Judicial estaba haciendo un catálogo de los procedi- 
mientos en curso en España e iba ya por el número 80, 
por ejemplo. 

En Europa, en la Europa comunitaria en tres distritos, 
que yo sepa, uno en Bélgica, otro creo que en Hamburgo 
y otro creo que en Escocia, se están haciendo unos proce- 
dimientos simplificados, mezcla de procedimiento judi- 
cial y de arbitraje, en que en un par de meses se pueden 
resolver problemas muy importantes. Se está intentando, 
es un procedimiento en marcha. Aquí se están empezan- 
do procedimientos rápidos de otra manera. Pero yo que- 
ría decirle, por ejemplo, que pienso que toda esa legisla- 
ción, que respeto, supone un parche0 en un procedimien- 
to primitivo. Esta mañana mismo hemos aprobado con 
respecto a la Ley del Indulto de 1870 -nada menos que 
posterior, como se ha dicho, a la gloriosa de 1868 y a la 
Constitución consiguiente de 1869- una cosa tremenda, 
los jueces hacen tantas peticiones al amparo del párrafo 
segundo del articulo 2." del C6digo Penal, que hay que 
adelantar esos indultos en la tramitación, y se ha aproba- 
do en esta Cámara esa proposición de Ley. ¿Qué significa 
esto? Que esa Ley de Enjuiciamiento Criminal tiene que 
ser modificada mily rápidamente, porque es absurdo que 
sea, efectivamente, extraordinario el número de los casos 
en que los Jueces hacen uso de esa facultad excepciona- 
lísima. Esto es así y es importante. Pero, además, esa len- 
titud en las ejecuciones de sentencias, señor Ministro, es 
algo terrible. Entrar hoy en una oficina judicial es un es- 
pectáculo lamentable. 

Cuando la Constitución dice que el procedimiento será 
oral, predominantemente en lo criminal, pero oral, y uno 
recuerda, con muchos lustros ejerciendo, que todavía hoy 
con ese aumento de litigiosidad se sigue escribiendo a.m& 
quina el udebfa ser ciertos, el ucómo es ciertos, etcétera, 
cuando hay procedimientos de transmisión, y no me re- 
fiero sólo a los dignísimos, por ejemplo, representantes de 
cuerpos tan prestigiosos como los taquígrafos, sino que 
hoy la megafonía es una realidad en el mundo entero, todo 
esto está muy mal, señor Ministro. 
Yo creo que tiene un buen propósito de modificación, 

pero hay que hacerlo en serio. 
Yo no quería referirme a lo que el señor Sartorius ha 

dicho. Pero es muy grave, señor Ministro, que un Presi- 
dente de una Audiencia Territorial, en cuyo campo de ju- 
risdicción hay una sentencia pendiente de recurso sobre 
la misma frase que dice el Presidente de la Audiencia, diga 
esta frase y la ratifique por radio. Tengo el mayor respeto 
por el Alcalde de Jerez, desde muchos puntos de vista y 
entre otros por su gran victoria electoral, pero es muy gra- 
ve que eso ocurra, que un Presidente de Audiencia de esa 
categoría recién nombrado lo haga y que no haya una 
reacción, como ha ocurrido, por ejemplo, en el caso de un 
General, que ha hecho una declaraci6n, por lo menos muy 
inoportuna, cuya reacci6n ha sido fulminante. 

Hay cosas, señor Ministro, que hay que ir arreglando. 
Pero realmente hay una unanimidad enorme, señor Mi- 
nistro, no se haga ilusiones, en que la justicia funciona 
muy mal y la víctima es el justiciable. Es decir, la vícti- 

ma es el pueblo del que emana la justicia, según la 
Constitución. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Jiménez Blan- 

Tiene la palabra el seiior Ministro. 
CO. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, solamente una observación a 
lo último que ha dicho el Diputado, señor Jimenez Blan- 
co, en relación con las declaraciones del Presidente de una 
Audiencia Territorial. Su senoría ha echado de menos una 
reacción y ha puesto otro ejemplo comparativo. Solamen- 
te le puedo decir, señor Jiménez Blanco, cuya interven- 
ción, tal y como se ha producido, agradezco muy since- 
ramente, que en ningún caso esta reacción está al alcan- 
ce del Gobierno ni del Ministerio de Justicia. Conoce us- 
ted la distribución de las competencias y en ningún caso, 
de ninguna forma, el Gobierno puede h,acer nada en rela- 
ción con esas declaraciones. En todo caso, ésa es una com- 
petencia atribuida a otro órgano constitucional del Es- 
tado. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor Jiménez Blanco. 

El señor JIMENEZ BLANCO: Señor Ministro, me es 
grato darle la razón, la competencia es del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial, pero tengo que recordarle que en 
la reforma de la Ley del Poder Judicial, el Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial quedó muy mediatizado por los 
nombramientos, que hacían una especial mayoría en la 
que el Gobierno tenía mucha intervención. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Por la Agrupación del PDP tie- 
ne la palabra el señor Cavero. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Señor Presidente, se- 
ñorías, intervengo para fijar posici6n de la Agrupación a 
la que pertenezco sobre esta interpelaci6n, que me pare- 
ce oportuna en cuanto a su actualidad y,  al mismo tiem- 
po, en cuanto a su contenido. Por lo tanto, he de señalar, 
de salida, mis coincidencias sobre la misma. 

La situación de la Adminístración de Justicia, ya lo han 
dicho anteriores intervinientes, es realmente preocupan- 
te. Y es preocupante, no porque lo vengamos a decir los 
parlamentarios, no porque el señor Ministro, como es ha- 
bitual en él y con datos justificados, nos explique todo lo 
que se ha hecho hasta ahora. Yo le diré que es cierto que' 
lo han hecho, que han hecho muchas cosas; sin embargo, 
resulta claro o que son insuficientes o que algunas de ellas 
no han sido suficientemente acertadas, o que se acumu- 
lan las dos cosas, que ni son suficientes ni han sido acer- 
tadas. A mf me ha dicho en épocas pasadas, cuando de- 
sempeíiaba un cargo de responsabilidad semejante al del 
señor Ministro, que lo qÚe se valora son los resultados, no 
las buenas intenciones ni  las medidas que se adoptan. Por 
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tanto, si juzgamos por los resultados, evidentemente és- 
tos no son satisfactorios. 

Esto no lo venimos a decir con intención política, esto 
lo ha dicho ya el Defensor del Pueblo, lo dice el Presiden- 
te del Consejo General de la Abogacía, lo viene a decir el 
Presidente de la Audiencia Territorial de Madrid, lo ha di- 
cho recientemente -y no voy a entrar en el tema que se 
ha tratado anteriormente- el Presidente de la Audiencia 
Territorial de Andalucía, posible Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía, que pertenece a la mis- 
ma carrera judicial y fiscal que s. s., que es especialista 
en lo contencioso-administrativo y que, además, es de los 
jueces que llamamos siempre progresistas, procede de 
Justicia Democrática, No son los jueces conservadores los 
que vienen a criticar a la justicia; son precisamente jue- 
ces que probablemente han tenido coincidencias con el se- 
ñor Ministro. 

Por lo tanto, tenemos que reconocer que la situación en 
este momento es, cuando menos, preocupante, y esta si- 
tuación preocupante hace que los parlamentarios, muy 
justamente, le digamos al señor Ministro que él y el Go- 
bierno han hecho muchas cosas, pero los resultados no 
son satisfactorios. Nos dice el señor Ministro que son cua- 
tro años y medio y el mal es endémico. Es cierto, la jus- 
ticia no se modifica en tan poco tiempo, pero también le 
diré que, cuando valore la gestión de otros antecesores, 
entre ellos uno que'está sentado entre el señor Vicepresi- 
dente y el señor Ministro, que estuvo un año, y otros he- 
mos estado año y medio, piense lo que pudimos hcer en 
un año o en año y medio cuando S. S .  en cuatro años y 
medio no ha podido hacer más cosas. 

Volviendo al tema, le diré al señor Ministro que me ha 
extrañado algo a lo que ya se han referido otros intervi- 
nientes. Me ha parecido entender el siguiente corolario: a 
mejor funcionamiento de la justicia, más conflictividad, 
mas problemas. Esto quizá explica que la introducción de 
una mejora de la justicia desde el año 1982 sea la razón 
por la que ha aumentado la delincuencia, la conflictivi- 
dad, etcétera. Cuanto mejor justicia hacen, más proble- 
mas. Eso es lo que he entendido al señor Ministro en su 
intervención. Si me equivoco y no le he interpretado ade- 
cuadamente, el señor Ministro tendrá la oportunidad de 
aclararlo, pero eso es lo que hemos entendido no solamen- 
te este Diputado, sino dos que me han precedido en el uso 
de la palabra. 

Por tanto, señor Ministro, creo que ese conjunto de me- 
didas que están llevando a la práctica no resultan sufil 
cientes. Hay que pensar entonces que el traer una nueva 
Ley Orgánica del Poder Judicial, que el modificar la com- 
posición del Consejo General del Poder Judicial en la for- 
ma de elección, quizá esté determinando la situación. 
Cuando vino el señor Presidente del Consejo General del 
Poder Judicial y le hacfamos algunas preguntas, nos con- 
testaba que el Ministerio de Justicia no les daba medios. 
Los ciudadanos nos encontramos entonces ante una situa- 
ción de peloteo, de auténtico ping-pong. Se dirige uno al 
Consejo General del Poder Judicial y se le dice que eso es 
del Ministerio; se dirige uno al'Ministerio y se le dice que 
eso está en el Consejo General del Poder Judicial. Mien- 

tras tanto, los problemas siguen sin resolverse adecua- 
damente. 

Por lo tanto, señor Ministro, habrá que tomar algunas 
medidas para encontrar una solución a estos temas que 
indudablemente preocupan a los ciudadanos cada día y 
que se convierten en noticia. Cuando la justicia funciona 
bien no es noticia y la justicia, desgraciadamente, es no- 
ticia casr todos los días en nuestro país, y no por sus sen- 
tencias o resoluciones, sino porque muchos ciudadanos 
atribuyen al mal funcionamiento de la justicia, quizá sin 
justificación suficiente, muchos de los problemas que, res- 
pecto a la seguridad ciudadana, funcionamiento de las li- 
bertades, etcétera, se dan en la realidad española. 

La justicia es demasiado importante en nuestro orde- 
namiento como para no encontrar medidas para darle so- 
lución. Cuando se discutieron los Presupuestos Generales 
del Estado y estaba el señor Ministro de Hacienda, el 
Diputado de Izquierda Unida señor Sartorius y este Di- 
putado propusimos que se aumentara la dotación del Mi- 
nisterio de Justicia. Le dijimos, con el máximo sentido de 
colaboración, que e ra  necesario un plan. Estaba el señor 
Solchaga y en aquel momento fuimos objeto de un duro 
vapuleo por sugerir que se aumentara la dotación para el 
Ministerio de Justicia. Señor Ministro, si le hubieran dado 
más medios, probablemente podría haber hecho más co- 
sas de las muchas que evidentemente ha hecho, pero los 
resultados son los que tenemos delante. 

Ya termino, señor Presidente, diciendo que en un Esta- 
do social de Derecho como el nuestro, el Derecho sin una 
eficaz Administración de Justicia puede convertirse en 
pura literatura. (El señor Ministro de Justicia pide la 
palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Ministro, ¿para qué me 
solicita la palabra? 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Para contestar al sefior Cavero. 

El señor PRESIDENTE: No. En el trámite de interpe- 
laciones las intervenciones del Gobierno están tasadas y 
no hay réplica a cada uno de los intervinientes, salvo que 
S .  S .  desee abrir un turno nuevo en el que puedan inter- 
venir todos los demás,,Grupos de la Cámara. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Era para hacer una observación en relación con algunas 
de las cosas que ha dicho el señor Cavero, pero si no ha 
lugar, con arreglo al Reglamento, renuncio a la'inter- 
vención. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Por el Grupo de la Minoría Catalana, tiene la palabra 

rl señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señorías, en este turno voy a fijar nuestra posición respec- 
to de la interpelación del Grupo Parlamentario del CDS, 
rn el sentido de calificarla de oportuna, de que viene pre- 
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cisamente a cuento, de que es actual y además, de que es 
constante. 

Este Grupo Parlamentario ha interpelado en el mismo 
sentido que lo ha hecho hoy el CDS a cuantos Gobiernos 
ha tenido la democracia española en estos iLltimos años. 
Nuestro Grupo Parlamentario ha interpelado a varios Mi- 
nistros en todas las legislaturas, incluso a Ministros de 
Justicia que hoy se sientan en los bancos de la mayoría, 
señor Presidente, y siempre en el mismo sentido. 

El problema de la justicia en este país no es grave, sino 
gravísimo. Lo han dicho todos. Además los diagnósticos 
están todos hechos, señor Ministro. El anterior Consejo 
General del Poder Judicial, el que no gustaba a la mayo- 
ría, e incluso el actual que gusta más a la mayoría, tam- 
bién lo tiene diagnosticado; todo está diagnosticado, no 
tenemos nada que debatir. Las medidas que nos ha anun- 
ciado el señor Ministro también las conocíamos anterior- 
mente y estamos de acuerdo con ellas, señor Ministro, y 
usted lo sabe. Se lo hemos manifestado siempre. Su pro- 
grama lo avalamos y colaboraremos a completarlo y 
perfeccionarlo. 
Su voluntad política es la que en estos momentos nos 

atrevemos a poner en duda y quizá no sólo la suya, sino 
la de todo el Gobierno. Yo creo que no hay voluntad po- 
lítica para arreglar el problema de la justicia, porque no 
puede ser que desde 1977, o si quiera S .  S. desde 1978 
para situamos en la época constitucional, no se haya re- 
suelto nunca por ningún,Gobiemo el caos absoluto en que 
se encuentra la justicia española y que además nos en- 
contremos cada vez peor. 
Yo siempre cuento una anécdota, señor Ministro. Yo soy 

abogado, usted es magistrado y nos hemos conocido en 
esos trances en otras épocas cuando no existía esta Cáma- 
ra del Congreso de los Diputados. Yo tengo -supongo que 
todavía lo tengo, porque no me puedo ocupar mucho de 
él- un cliente en el despacho, señor Ministro, que entró 
a pleitear cuando tenía treinta y nueve años y tiene cin- 
cuenta y dos y no hay sentencia. Siempre me lo dice. Es 
un ejemplo anecdótico el que yo estoy contando, pero hay 
muchísimos casos como éste en España que ya no acuden 
a la Administración de justicia. 

¿Usted sabe que hay Juzgados, señor Ministro, que yo 
conozco, en Cataluña, que es por donde soy Diputado, en 
que los abogados ya no acuden al juez sino que arreglan 
los conflictos en la secretaría del Juzgado, sin la presen- 
cia del señor Secretario, ellos con la máquina de escribir, 
si la encuentran, en el Juzgado? Señor Ministro no exa- 
gero. Yo he llevado una máquina de escribir a un Juzga- 
do. Me puede contradecir si quiere, no exagero. En los 
Juzgados de Madrid no se pudo oír una prueba, señor Mi- 
nistro, en una grabación porque sólo había una máquina 
reproductora en todos los Juzgados y como estaba ocupa- 
da no se pudo celebrar esa prueba. (Rumores.) Eso es mi- 
seria, seiíor Ministro; miseria. Y no me diga que eso fue 
antes de que usted fuera Ministro. A mí me da completa- 
mente lo mismo, y sobre todo le da lo mismo al ciudada- 
no. El ciudadano lo que quiere es que arreglemos los pro- 
blemas de una vez en esta Casa y no hay más solución, 
sefior Ministro, que el aumento de dotaciones a la Admi- 

nistración de justicia, aunque se nos critique por aumen- 
tar el gasto público incluso por parte de la Agrupación Li- 
beral. Posiblemente aumentemos el gasto público en este 
sentido, pero hay gasto público rentable, sobre todo para 
la democracip. 

Ya sé que es muy incómodo para un Gobierno invertir 
en la justicia porque no tiene resultados electorales a cor- 
to plazo, pero es muy útil hacerlo para asentar la demo- 
cracia; señor Ministro. Nosotros podemos hacer una ley 
de dotaciones, como propone Izquierda Unida, o aprobar 
créditos extraordinarios, que bien los pide la Renfe y bien 
lo piden empresas deficitarias. Incluso, fíjese usted, creo 
que ahora hay un crédito pendiente de 55,000 millones de 
pesetas para los déficit de Renfe de 1983. Poner el día la 
Administración de justicia es relativamente barato. Yo 
creo que con un crédito extraordinario o una ley de dota- 
ciones de 50.000 6 60.000 millones de pesetas no sólo iría 
mejor, sino que tendríamos los órganos necesarios y fun- 
cionarfan con mucha más agilidad de la que usted nos ha 
anunciado siempre. 

Usted señor Ministro, hay que decirlo todo, también ha 
incumplido, porque a una pregunta oral mía en el Pleno, 
reiterativa además, de cuándo traería el Gobierno a esta 
Cáma!.a la ley de planta y demarcación dijo usted que en 
este período de sesiones. Le quedan a usted muy pocos 
días hábiles del mes de junio para traer esa ley. Yo no sé 
si se está a información todavía del Consejo de Estado o 
del Consejo General del Poder Judicial, pero usted ha in- 
cumplido esto. Lo dijo en Comisión, lo reiteró aquí en el 
Pleno y lo ha incumplido. Pero claro, si usted empieza por 
incumplir incluso su propio programa, en el que estamos 
de acuerdo, jcómo vamos a dar crédito a todo lo que us- 
ted nos ha anunciado hoy? Desde nuestro Grupo Parla- 
mentario no podemos dar crédito a que usted va a cum- 
plir lo que dice. 

Por tanto, nosotros apoyaremos en su día la moción que 
a buen seguro presentará el CDS y la completaremos en 
el supuesto de que carezca de algún elemento. Pero no nos 
diga usted desde esta tribuna, señor Ministro, que la Ad- 
ministración de justicia en este país ha mejorado, porque 
para cerciorarme de ello voy a pedir la intervención que 
S. S .  ha hecho hoy ante esta tribuna y la voy a mandar a 
los Colegios de Abogados y a las asociaciones de Magis- 
trados para que me contesten si están de acuerdo con sus 
palabras, incluso voy a mandarla a los fiscales progresis- 
tas, señor Ministro, que creo que tienen alguna crítica a 
su gestión. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trías. 
Por el Grupo de Coalición Popular, tiene la palabra el 

señbr Cañellas. 

El señor CAÑELLAS FONS: Señor Presidente, seño- 
rías, señor Ministro, estoy de acuerdo en que son dos las 
preguntas que puede hacerse uno ante la situación actual 
de la justicia, pero no las que V. S. nos ha hecho, al me- 
nos la primera. La primera tiene que ser: ¿La justicia fun- 
ciona bien o mal? Ni  siquiera eso: ¿La justicia funciona 
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o funciona mal? Y, señor Ministro, no es que funcione mal, 
es que, como le ha dicho todo el mundo, funciona peor, 
aunque los números sean los que a S .  S .  le han conveni- 
do. Yo no le puedo dar otros. 

Señor Ministro, cantidad no es sinónimo de calidad. 
Rapidez no es sinónimo de calidad, señor Ministro. Yo 
tengo un compañero a quien en muy poco tiempo le han 
resuelto el pleito, sólo que, señor Ministro, él había pues- 
to una demanda de separación y la sentencia fue de di- 
vorcio. (Risas.) Muy rápidamente y muy breve, pero le 
dieron lo que no había pedido. Ni un extremo ni el otro. 

En cualquier caso, sefior Ministro, la responsabilidad 
es lo que interesa y la responsabilidad del funcionamien- 
to de la justicia, señor Ministro, es del Gobierno. 

El articulo 37.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
dice que corresponde al Gobierno a través de Ministerio 
de Justicia -ni siquiera a usted, señoría- proveer a los 
juzgados y tribunales de los medios precisos para el de- 
sarrollo de su función con independencia y eficacia. No 
dice: de lo que se pueda; dice: de los medios precisos. Y 
esta ley no es una herencia a la que constantemente hoy 
se ha estado haciendo alusión en esta Cámara, antes de 
vuestra señoría, y vuestra señoría ha aludido a la situa- 
ción anterior en que estaba la justicia cuando ustedes la 
heredaron. Esta ley, señoría, fue propuesta por un Gobier- 
no socialista y aprobada por unas Cámaras con mayoría 
socialista; de manera que no es herencia. 

En cuanto a lo que se puede hacer, señor Ministro, mu- 
cho; todo lo que usted nos ha dicho y mucho más. Pero 
lo que hace falta es hacerlo, señor Ministro, no estar con 
esa cantinela desde el año 82, porque llevo una legislatu- 
ra y lo que va de esta oyendo hablar de la ley de demar- 
cación y de planta. En la Ley Orgánica del Poder Judicial 
se puso un período; en las Memorias del Poder Judicial 
se resalta uno y otro día, una y otra vez, como aquel que 
iba a Flandes y de Flandes no volvía, que la ley de plan- 
tas y demarcación es absolutamente necesaria para po- 
der llegar a finalizar con el estado en que se encuentra la 
justicia. 

Hemos hecho la Ley Orgánica, ya sabemos cómo h'an 
de funcionar los jueces, pero ¿dónde, señor Ministro? 
(Dónde? ¿Van a ir aquí? ¿Van a ir allí? ¿Van a tener un 
territorio más amplio? (Van a tener un territorio menos 
amplio? No lo sabemos. Hemos empezado la casa por el 
tejado. A estas medidas qiie S. S .  nos ha vuelto a repetir 
hoy, señor Ministro, no sé qué contestarle. Ha hablado de 
las plantillas, de la modernización, de la recapitalización, 
pero (cómo se moderniza? ¿Cómo se recapitaliza? ¿Cómo 
se rentabiliza? Solamente invirtiendo, y lo que han inver- 
tido, señor Ministro -será poco o será mucho, yo no voy 
a entrar ahora a juzgarlo-, está claro y lo hemos puesto 
de manifiesto todos los Grupos que es a todas luces 
insuficiente. 

Señor Ministro, yo no voy a seguir con las críticas. Por 
algún sitio he leído que criticar al adversario sólo sirve 
para que acabe aprendiendo, y críticas hoy aquí las ha te- 
nido desde todos los ángulos y desde todas las opciones. 

Señor Ministro, si usted no quiere, no puede o no sabe 
acabar con el problcma de mal funcionamiento dc la jus- 

ticia, dígalo claramente, y deje paso a otros que acepta- 
rían quizás esta herencia de la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial que ustedes han impuesto sin recurrir ni siquiera 
al beneficio de inventario. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cañellas. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 

Granados. 

El señor CRANADOS CALERO: Señor Presidente, se- 
ñorías, creo que una vez más la improvisación, la preci- 
pitación, la originalidad o cualquier otra motivación de 
la mayor parte de los portavoces de la oposición que han 
intervenido se han perdido una ocasión verdaderamente 
singular de analizar de una manera reposada, serena y en 
profundidad el problema de la justicia. Porque hemos pa- 
sado desde la ankcdota por algún portavoz de sus viven- 
cias personales en órganos jurisdiccionales a coger, como 
por las hojas el rábano, un reciente suceso atribuido por 
los medios de comunicación a un prestigioso, por otra 
parte, Presidente de una Audencia Territorial, olvidando 
su brillante trayectoria durante más de quince años y su 
capacidad técnico-jurtdica, que es verdaderamente im- 
presionan te. 

Hay quienes han preferido acudir a la originalidad de 
decir que no iban a pedir desde esta tribuna mayor incre- 
mento de medios para la Administración de Justicia, lo 
cual creo que también es pasarse, porque renunciar a pe- 
dir un incremento, que yo creo que es necesario en estos 
momentos y siempre lo será para un servicio público tan 
importante como es el de la Administración de Justicia, 
supone no poner los pies en la realidad. Finalmente, hay 
quien ha hecho unas aproximaciones bastante serias des- 
de mi punto de vista planteando preguntas que son bas- 
tante certeras por su sintetismo y que podríamos aprove- 
charlas para iniciar mi intervención, que necesariamente 
tiene que ser breve. 

Primera pregunta de aquellos portavoces que preten- 
den que todo o gran parte de los problemas de la Admi- 
nistración de Justicia se resuelven con más dinero. Una 
gran parte de ellos hay que reconocer que sí, que es ne- 
cesario incrementar las dotaciones para acabar determi- 
nados planes de informatización, para determinados au- 
mentos de plantillas de jueces, evidentemente. Pero no to- 
dos los problemas de la justicia se resuelven con mayores 
dotaciones. Porque entonces habria que hacer la siguien- 
te pregunta, que creo que aquí ya se ha formulado: Com- 
parativamente hablando, en estos momentos y tomando 
Como referencia el ejercicio de 1982, ¿ha habido más in- 
versiones en justicia, sí o no? ¿Se han hecho más edifi- 
:ios judiciales, sí o no? Comparativamente, repito, con los 
que se invertían y se hacían en 1982. Necesariamente, y 
SS. S S .  lo han reconocido, la respuesta es positiva. Luego 
ian reconocido expresamente el esfuerzo de este Gobier- 
10 socialista. Es decir, el aspecto de la dotación económi- 
:a revela un interés evidente y constante, una sensibili- 
jad por sacar de la atonía inversora un aspecto tan im- 
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portante de la convivencia, yo diría primordial, como es 
la Administracibn de Justicia. 

Luego en consecuencia no todas las críticas deberán ir 
por ese camino, si no quieren ser víctimas de sus propias 
contradicciones. 

¿Qué otro aspecto de la cuestión hay? Si a pesar de ese 
esfuerzo inversor, si a pesar de que hoy hay comparativa- 
mente más jueces y magistrados que había antes, si hay 
más funcionarios judiciales, si hay más edificios, si hay 
más prisiones, si hay más forenses, si hay más de todo, 
¿por qué la justicia (SS. SS. han dicho) funciona peor? 
Esa sí que es una buena pregunta, y podríamos decir: Va- 
mos a analizarla. Pero ahí me temo, señorías, que muchos 
de ustedes que han intervenido rehuirían el cuerpo a cuer- 
po, como se suele decir, no querrían entrar a analizar el 
fondo de la cuestión, porque tendrían que hacer más o me- 
nos y adoptar la misma postura autocrítica y gallarda que 
ha adoptado el Defensor del Pueblo en la Memoria que 
nos acaba de presentar a esta Cámara, referida a la acti- 
vidad de la Administración de Justicia en 1986, cuando 
lanza una crítica verdaderamente severísima contra los 
abogados y los procuradores (página 858 de su Memoria, 
señorías). Y yo creo que ha llegado el momento de anali- 
zar todas las demás causas que contribuyen a que ante la 
opinión pública la imagen de la justicia esté cada vez más 
deteriorada y que no la va a solucionar ni este Gobierno 
ni ninguno dotándola con miles de millones de pesetas 
más, porque hay otros factores humanos, de actividad, de 
imagen, que hay que formarlos, que responden a otros 
planteamientos y no responden al planteamiento del bi- 
llete de mil pesetas, de cinco mil y ni siquiera el más re- 
ciente de diez mil. 

Dice el Defensor del Pueblo, referido a determinadas ac- 
titudes, que son escandalosas. Yo no digo que sea la tóni- 
ca común y general de la actuación de estos profesiona- 
les, no; pero son concausas que contribuyen al deterioro 
de la justicia. 

Dice: .Centrándonos en las investigaciones efectuadas 
ante el Consejo General de la Abogacía y ante los Cole- 
gios de Abogados, desafortunadamente, puede afirmarse 
en primer término que las respuestas recibidas no han 
sido todo lo adecuadas y completas que los problemas ob- 
jeto de investigación requerían. Hasta el momento, las 
contestaciones a nuestros escritos han sido, en no pocos 
casos, parcas y escuetas; en algunos, reflejo de una esca- 
sa transparencia de la actuaci6n colegial y de un arraiga- 
do espíritu corporativo*. Este es un factor que contribuye. 

¿Otro factor qut contribuye? El apego y la tradiciona- 
lidad que asiste, asumida por todos quienes participan 
más o menos activamente en la Administración de Justi- 
cia, a los viejos métodos. Aquí se han puesto ejemplos ver- 
daderamente singulares. Yo recuerdo uno todavía relati- 
vamente reciente, hasta hace dos aiios que dejé el ejerci- 
cio activo: la vieja imagen de un secretario que estaba a 
punto de jubilarse cosiendo con una lezna y un trozo de 
hilo o de cuerda fina los famosos autos o legajos, sin los 
cuales parece que no sabemos funcionar. ¿Contra eso tie- 
ne remedio el Gobierno socialista? Efectivamente: proce- 
so de informatización; el Plan INFORIUS está ya realiza- 

do en más de un 25 por ciento y los Diputados de Cata- 
luaa que están aquí presentes saben que con el esfuerzo 
complementario de la Generalidad se está avanzando 
comparativamente más que en otras regiones y en otras 
autonomías espaiiolas. 

Ese es uno de los problemas. Y podíamos seguir hablan- 
do aquí de problemas en cantidad. La ubicación de los 
Juzgados es otra batalla y otra pelea a la que esta Cáma- 
ra va a asistir. Parece que las razones históricas de sen- 
timentalismo obligan a que cada ayuntamiento tenga que 
reivindicar su Juzgado. Parece que se avecina una bata- 
lla porque ningún ayuntamiento quiere prescindir de te- 
ner el órgano jurisdiccional allí, a pie de obra, como se 
suele decir. 

Vamos entre todos a hacer unas consideraciones reflexi- 
vas para que con estas leyes anunciadas por el señor Mi- 
nistro de Justicia, las que van a venir, el proceso inver- 
sor, etcétera, contribuyamos a dar una solución, después 
de un análisis en profundidad, a los problemas de la Ad- 
ministración de justicia. . 

Quisiera terminar, porque este tema no se agota con 
una intervención breve de diez minutos, haciendo una re- 
ferencia a unas consideraciones que leía hace pocos días 
de quien fue no hace mucho Fiscal General del Estado, 
don Luis Antonio Burón Barba, en que hacía una distin- 
ción, por otra parte evidente y reconocida por todos los 
juristas, entre lo que él entiende como justicia-institución 
y como justicia-valor. 

No cabe duda, señorías, que a medida que se afianzan 
los derechos democráticos en una sociedad civilizada, en 
un Estado de Derecho como el nuestro, eso explica la li- 
tigiosidad. {Por qué? Porque la confianza en el ejercicio 
de la libertad y la confianza en el ejercicio y la defensa 
de los derechos individuales que hace cada ciudadano le 
impulsan a estar constantemente llevando sus plantea- 
mientos individuales a los órganos jurisdiccionales. Esto 
es así, y en esto no puedo estar de acuerdo, aunque sólo 
en parte, con lo que decía el señor Sartorius de que al jus- 
ticiable le llevan a la Administración de justicia; él no va. 
Bueno, hasta cierto punto. Admírense, señorías, de que en 
el año 1986 han entrado en la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo 7.500 recursos de casación. ¿Cómo puede admi- 
tir un tribunal que se denomina supremo, con todas las 
características que tiene que tener ese tribunal, de con- 
densación, de selección del personal del más alto rango 
de conocimientos técnico-jurídicos allí presentes, 7.500 
recursos de casación? Es que nadie se conforma ya con 
las sentencias condenatorias que les pone un juez o una 
audiencia provincial. ¿Por que? Porque hay una confian- 
za en que alguien, un tribunal superior le pueda dar al fi- 
nal la razón. Lo que hay es una permanente pugna por 
acercarse a ese valor de la justicia, dejando a un lado la 
justicia -institución; y lo va dejando no de una manera 
consciente, sino que inevitablemente se va abriendo el 
foso, porque a medida que se tiene mayor confianza en la 
justicia-valor se van degenerando las posibilidades de que 
se acerquen a esa meta las prestaciones que va a ofrecer 
la justicia-institución. Y éste es el problema. 

Decía el señor Burón Barba, y con esto termino, señor 
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Presidente: «La crítica que se pueda hacer desde todos los 
rincones, desde todas las perspectivas políticas» - c o m o  
las que aquí se han oído hoy- N todos los esfuerzos que 
se practiquen de buena fe para conseguir que se remue- 
van los obstáculos que impidan el ensanche, el alejamien- 
to entre justicia-valor o justicia-institución, es también 
una forma de luchar contra la injusticia.. 

En ese sentido, yo celebro que este tipo de debates y los 
que sin duda, afortunadamente, se van a producir en esta 
Cámara sobre el mismo tema, contribuyan a lo que todos 
los Grupos estoy seguro que deseamos, a que poco a poco, 
no de la noche a la mañana, no seamos triunfalistas, la Ad- 
ministración de justicia gane y genere de nuevo la con- 
fianza de todos los ciudadanos, de todos los españoles. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, sefior Granados. 

PREGUNTAS: 

- DEL DIPUTADO DON BALTASAR DE ZARATE Y 
PERAZA DE AYALA, DEL GRUPO PARLAMENTA- 
RIO CDS, QUE FORMULA AL SENOR MINISTRO 
DE SANIDAD: ¿COMO EXPLICA EL CESE DE LOS 
DIRECTORES MEDICOS DE LA RESIDENCIA SA- 

RIA, EN SANTA CRUZ DE TENERIFE, EL PASADO 
MES DE MAYO? 

NITARIA NUESTRA SEÑORA DE LA CANDELA- 

El señor PRESIDENTE: Entramos en el punto quinto 
del orden del día: Preguntas orales. 

En primer lugar, figura la pregunta número 10, del 
Diputado señor Zárate y Peraza de Ayala, que tiene la 
palabra. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Señor 
Ministro, la pregunta hace referencia a los motivos que 
justificaron los ceses el pasado mes de mayo de los Direc- 
tores Médicos señores Ortiz y Pichel en la Residencia Sa- 
nitaria Virgen de la Candelaria en Tenerife. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mi- 
nistro de Sanidad. 

El señor MINISTRO DE SANIDAD Y CONSUMO (Gar- 
cía Vargas): Señor Diputado, los ceses a los que se refiere 
fueron provocados por una ruptura de la disciplina ele- 
mental que debe existir en un centro hospitalario. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Zárate. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Tengo 
el desagradable, en este caso, deber de constatar que ta- 
les faltas disciplinarias deberían, en cualquier caso, ha- 
berse acreditado en algo parecido a un expediente. Los 
funcionarios indicados ocuparon sus plazas en virtud de 
una convocatoria de oferta pública de empleo por el pro- 

cedimiento regulado en el artículo 19 de la Ley 30í1984, 
de Reforma de la Función Pública; uno de los escasos pre- 
ceptos sustantivos que no han sido alterados sustancial- 
mente por la reciente sentencia del Tribunal Constitucio- 
nal. Ese principio de libre designación, en cualquier caso, 
no rompe la obligación de que cualquier institución pú- 
blica, cualquier Administración pública se atenga a los 
principios constitucionales de igualdad de mérito y de 
capacidad. 

La situación en la residencia en Tenerife -que ya puse 
a S. S. de manifiesto en el mes de febrero- es de una com- 
pleta degradación asistencial, económica y de régimen de 
personal. Ya tuve ocasión de exponerle los aspectos rela- 
tivos a las condiciones sanitarias de un baño por planta. 
Usted mismo constató la inexistencia de oxígeno, la situa- 
ción de las listas de espera, la deficiencia de infraestruc- 
tura, las urgencias, los quirófanos donde algunos médicos 
llevan su propio material quirúrgico, etcétera. La situa- 
ción adquiere singular gravedad porque se está manipu- 
lando una institución sanitaria con una utilización secta- 
rista y tremendamente partidista del alto personal direc- 
tivo, al mismo tiempo que se ha prohibido el funciona- 
miento o las reuniones de la junta facultativa. Se ha he- 
cho sin expediente alguno. Es decir, se ha cesado automá- 
ticamente al personal designado por un procedimiento 
público como si fuera un personal de confianza o even- 
tual, que no es el caso. Tal situacibn conculca gravemen- 
te el ordenamiento constitucional, pone de manifiesto el 
apoderamiento político de una institución fundamental 
en materia de servicio público sanitario, y rompe defini- 
tivamente lo que se ha llamado por la dotrina de Dere- 
cho constitucional como eficacia indiferente, señor Minis- 
tro. Quiere decir que se tiene que conseguir la efectividad 
en la prestación de los servicios, independientemente del 
interés partidista del grupo político que sustenta al Go- 
bierno. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Zárate. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Sanidad. 

El señor MINISTRO DE SANIDAD Y CONSUMO (Gar- 
cía Vargas): Señor Diputado, la interpretación que hace 
usted de la Ley 30 es absolutamente personal. Usted sabe 
perfectamente que el director médico y el subdirector mé- 
dico son personal colaborador directo del gerente del hos- 
pital. ¿Usted cree que en una institución privada, cuando 
el personal colaborador directo del gerente decide hacer 
por su cuenta y riesgo una junta técnico-asistencial, que 
además no está regulada porque fue, como usted sabe per- 
fectamente, regulada en el Decreto 521 del mes de abril, 
es decir, antes de que se produjeran esos hechos, y no ha 
sido desarrollada posteriormente, usted cree que en una 
clínica privada esa situación hubiera sido torerada o se 
hubiera actuado de esta manera? iUsted cree que en un 
hospital el personal colaborador directo de la persona que 
tiene la máxima responsabilidad puede convocar _reunio- 
nes, asambleas o juntas cuando lo estime pertinente? iUs- 
ted cree que, además, se puede tolerar eso cuando se sabe 
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que el motivo de la reunión es criticar el funcionamiento 
del centro, es decir, criticar la dirección de la persona de 
la que dependen? ¿Usted cree que se puede aceptar esto 
en un centro público? Usted a lo mejor es partidario de 
que los centros públicos tengan un funcionamiento dis- 
tinto del de los privados y así nos va. 

Hay algo que muchas veces hemos discutido en este lu- 
gar, en la Cámara de los Diputados, y es si pueden los cen- 
tros públicos funcionar sin ninguna disciplina o tienen 
que funcionar, por el contrario, con las técnicas habitua- 
les de cualquier empresa, de cualquier centro donde se 
presta un servicio público. Por otra parte, si existen esas 
irregularidades que usted dice se puede determinar si son 
ciertas o no a través del oportuno recurso que creo que se 
ha puesto y ya se verá, en el momento en que se resuelva, 
de qué parte está la razón: de la Administración o, en este 
caso, de los afectados. 

- DEL DIPUTADO DON JOSE ANTONIO SECURADO 
CARCIA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO- 
AGRUPACION DE DIPUTADOS PARTIDO LIBE- 
RAL, QUE FORMULA AL SENOR MINISTRO DE 
ECONOMIA Y HACIENDA: ¿QUE MEDIDAS CON- 
CRETAS HA PREVISTO EL MINISTERIO DE ECO- 
NOMIA Y HACIENDA PARA HACER EFECTIVA LA 

DO EL SEÑOR MINISTRO? 
REDUCCION DE IMPUESTOS QUE HA ANUNCIA- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 11,  del 
Diputado sefior Segurado. 

El señor SECURADO CARCIA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señor Ministro de Economía, ¿qué medidas concretas 
ha previsto usted para hacer efectiva la reducción de im- 
puestos que ha anunciado recientemente? Y concretamen- 
te, jva a tener en cuenta el Gobierno, y en particular su 
Ministerio, la realidad psicológica de lo que piensa el pue- 
blo español sobre el sistema fiscal y las tendencias impo- 
sitivas que rigen en estos momentos en los países occi- 
dentales? Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Segurado. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Economía. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Señor Presidente, las únicas declara- 
ciones que he hecho sobre reducci6n de impuestos se re- 
ferían a mi intención de presentar al Consejo de Minis- 
tros una propuesta de la reducción de los tipos en el Im- 
puesto sobre la-Renta de las Personas Físicas. No se refe- 
rfan, por tanto, como parece sugerir alguna de las impli- 
caciones de su pregunta, a una reforma fiscal de carácter 
general, sino que en todo caso serían modificaciones que 
pudieran introducirse a través de la Ley de Presupuestos 
y, por tanto, no sustantivas de las características de nin- 
guna figura tributaria. Se están haciendo estudios en el 
Ministerio sobre la forma de hacerlo y se están conside- 

rando otras cosas como pueden ser las deducciones fijas 
o variables, que también afectan al conjunto de la pre- 
sión fiscal. En este momento tenemos los estudios hechos 
con diversos escenarios y alternativas. Dependerá del Go- 
bierno aprobarlo. Podrá aprobarse o no dentro del con- 
texto de una concertación social que, del mismo modo que 
contemple el volumen y estructura del gasto público, pue- 
de igualmente contemplar la política fiscal y sus efectos 
en el sentido que usted dice, en el sentido, psicológico, y 
en el sentido de la renta disponible que queda para los 
consumidores. Ese es el estado de la situación. Y como ni 
el Gobierno ha tomado una decisión, ni a la concertación 
social me parece que sea conveniente ir con ideas ua prio- 
ri», comprenderá S. S .  que no conviene entrar en estos 
momentos en mayores detalles hasta que no exista 'una 
decisión política o una negociación suficientemente fun- 
damentada, si ése va a ser el procedimiento. 

El seíior PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor Segurado. 

El señor SECURADO GARCIA: Muchas gracias, señor 
Ministro. 

En una reciente encuesta del Fondo de Investigación 
Ecohómica y Soda1 de las Cajas de Ahorro se obtienen 
tres conclusiones que me parece que sería oportuno que 
usted y sus compañeros de Gobierno supieran. Un 74 por 
ciento de los contribuyentes considera que los impuestos 
no son justos; un 65 por ciento de los contribuyentes con- 
sidera excesiva la complejidad del IRPF y una amplísima 
mayoría considera que hay despilfarro y, sobre todo, que 
las cosas no funcionan. 

Respecto a la segunda parte de mi sugerencia -efecti- 
vamente yo sabía que se refería usted al Impuesto de Ren- 
dimiento de Personas Físicas-, me gustaría muchísimo 
que se pudiera tener en cuenta la simplificación adminis- 
trativa. También en esa encuesta queda claro que la com- 
plejidad burocrática es tremenda; también que probable- 
mente se han alcanzado unos tipos excesivamente altos 
que están actuando como elemento de desincentivación 
total y absoluta del trabajo, que está penalizando el 
ahorro y la inversión y ,  por tanto, que está ralentizando 
la economía y, teniendo en cuenta lo que hemos habladó 
esta tarde largo y tendido, que se piense también dentro 
de un esquema de contención del gasto público. 

Muchas gracias, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Se- 

Tiene la palabra el señor Ministro. 
gurado. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Sólo un segundo, señor Presidente, 
porque me temo que no me queda más tiempo. 

Respecto a los resultados de esa encuesta le diré que es- 
toy de acuerdo con la opinión generalizada de que la dis- 
tribución de la carga fiscal es injusta. Y desde luego voy 
a seguir luchando para evitar el fraude fiscal que hoy exis- 
te y que no se distribuye de manera uniforme entre los di- 
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ferentes sectores sociales, sino que se concentra en algu- 
nos concretos, como ya he tenido ocasión de manifestar 
en esta Cámara. Segundo. Estoy de acuerdo también con 
que los trámites administrativos en el Impuesto sobre la 
Renta son relativamente complejos, pero no estoy dis- 
puesto a desvirtuar la naturaleza jurídica de dicho Im- 
puesto. Es un Impuesto sintético y lo mantendré como 
tal. Lo que haré será facilitar, como ya se está facilitan- 
do, el sistema simplificado. El número de declaraciones 
simplificadas es muy superior al 70 por ciento y este año 
seguramente alcanzará el 80 por ciento, con lo cual el 80  
por ciento de los ciudadanos no tendrá que sufrir por esta 
dificultad. Pero no estoy dispuesto a modificar la natura- 
leza de un impuesto que me parece progresiva, sensata y 
bien diseñada por el legislador. 

En cuanto al despilfarro, señor Segurado, le diré lo que 
le he dicho antes. Creo que es una salida y una crítica fá- 
cil. No es verdad. Tenemos un grave problema de gasto 
público, pero ciertamente no comparto las teorías de 
quienes creen que hay despilfarro en la Administración 
pública española. Antes al contrario, creo que hay nume- 
rosas carencias. Y con frecuencia, cuando los señores 
Diputados se quejan de la ausencia de recursos o de la in- 
suficiencia de los mismos tienen un fundamento bastante 
grande para hacer esas críticas. Desgraciadamente no son 
compatibles con la reducción del déficit público que to- 
dos deseamos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON JUAN RAMON CALERO RO- 
DRIGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

BIERNO: lPODRIAMOS CONOCER CUANTOS 
HAN SIDO LOS ELECTORES A LOS QUE SE HA 
IMPEDIDO VOTAR EN LAS ULTIMAS ELECCIO- 
NES DEL 10 DE JUNIO POR IRREGULARIDADES 
EN EL CENSO ELECTORAL? 

COALICION POPULAR, QUE FORMULA AL CO- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 12, del 
Diputado señor Calero. 

El señor CALERO RODRICUEZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señores miembros del Gobierno, la pregunta se refiere 
al censo electoral. De la simple lectura de la pregunta tal 
y como está formulada se deduce que tiene una finalidad 
exclusivamente informativa. No se trata en sentido estric- 
to de ejercer una acción de control sobre la actividad del 
Gobierno en esta materia, sino de obtener la información 
necesaria que nos permita ulteriormente ejercitar una ac- 
tividad de control y las correspondientes iniciativas legis- 
lativas por parte del Grupo Parlamentario Popular. 

Dicho esto, todos los que tenemos experiencia política 
sabemos que en todos los procesos electorales hay quejas 
de los ciudadanos que no han podido votar por irregula- 
ridades del censo. Sin embargo, estas quejas nunca ha- 
bían sido tantas, tan graves y tan numerosas como las 

planteadas recientemente en el proceso electoral del día 
10 de junio. Y no me refiero ya a las duplicidades del cen- 
so, reconocidas recientemente por el Director General del 
Instituto Nacional de Estadística; duplicidades que están 
mal, teniendo en cuenta los miles de millones que se in- 
vierten en la informatizaci6n del censo. Puestas las cosas 
así, casi sería mejor que el censo estuviera hecho a mano. 
Me refiero a las omisiones del censo. Son muchos miles 
de ciudadanos los que no han podido ejercitar su derecho 
de voto, simplemente porque han sido udescensados)), 
porque no figuran en el censo habiendo estado ya en otros 
anteriores y habiendo podido ejercer su derecho de voto. 
Hay otros que han sido misteriosamente trasladados, que 
votaban en un determinado colegio y han recorrido siete, 
ocho, diez colegios el día 10 de junio y no han podido 
votar. 

Por tanto, señor Ministro de Economía y Hacienda, mi 
pregunta se refiere al número de personas que han sido 
omitidas del censo y el número de las que han sido tras- 
ladadas, aunque no figure expresamente en la pregunta 
escrita. No estamos hablando de exigir responsabilidades, 
porque eso lo haremos más tarde. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Calero. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Economía. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Señor Presidente, el señor Calero 
sabe, por lo menos.tan bien como yo, que su pregunta es 
útil en todos los sentidos, excepto para darle una respues- 
ta porque es imposible saber el número de omitidos. Es 
útil polfticamente porque le conviene, una vez más, sacar 
el tema del censo, poniendo quizá en tela de juicio un pro- 
ceso que, desde mi pu?to de vista, ha sido intachable, a 
pesar de errores que sin duda se pueden cometer, que en 
parte pueden ser consecuencia de negligencias adminis- 
trativas a cualquier nivel, sea el Instituto Nacional de Es- 
tadística, sea a través del padrón de los ayuntamientos, 
sea la propia negligencia a veces de los ciudadanos que 
no han comprobado si estaban o no, como les asiste el de- 
recho y en cierta medida, entiendo yo, que es su deber, 
porque declara la Constitución que es su deber figurar en 
el censo. 

No quiero entrar en la discusión de quién tiene más o 
menos culpa, pero sabe S .  S. que no le puedo decir, aun- 
que quisiera, cuál es el nivel de los omitidos. Quizá por 
procedimientos indirectos y una vez que pase el tiempo, 
lleguemos a saberlo. Sólo sé que hay tal señor que dice 
que ha sido omitido y tal otro. Pero no puedo saber, na- 
die de verdad, con sentido común, puede saberlo cuál es 
el nivel de los omitidos, aunque ciertamente tampoco es 
eso lo que le preocupaba a S . S .  al hacer la pregunta. 

Respecto a cuántas personas han podido ser afectadas 
por la aplicación de la Ley de Régimen Electoral Gene- 
ral, le diré que son aproximadamente dos millones y me- 
dio las que han sido cambiadas de sección o de mesa. Us- 
ted sabe que en dicha Ley Electoral se preveía un núme- 
ro máximo de mesas en cada uno de los distritos. Por tan- 
to, en algunos casos en los que las mesas sobrepasaban 
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con mucho este número ha sido preciso reagrupar ciuda- 
danos. Se ha informado con tiempo suficiente de las sec- 
ciones, y ciertamente.éstas siempre están en el mismo si- 
tio. No sé si en algún caso no se hainformado de la mesa, 
pero le aseguro que, cuando uno va a un colegio electoral 
y mira una sección, encontrar ya una mesa, discriminar 
entre las dos o las cinco que la puedan componer, es una 
cosa que está al alcance de cualquier votante, incluidos 
naturalmente los de Alianza Popular. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor Calero. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Seré breve, señor 
Presidente. 

Señor Ministro, a mí me hubiera gustado que S. S. me 
hubiese dado otra respuesta, que me hubiera dicho, por 
ejemplo, que el Gobierno está dispuesto a colaborar con 
otras instituciones públicas, como los partidos políticos, 
para tratar de determinar todas estas irregularidades del 
censo y para, una vez determinados estos datos objetivos, 
una vez comprobados, poder exigir las responsabilidades 
por las negligencias en su elaboración. Pero S .  S .  ha tra- 
tado de interpretar la intención de este Diputado, y la in- 
tención no ha sido ésa. 

Señor Ministro de Economía y Hacienda, la democra- 
cia, que es el régimen que nos hemos dado los españoles, 
exige fundamentalmente participación; participación de 
los ciudadanos en las decisiones públicas. Los ciudada- 
nos a los que les exigimos permanentemente impuestos, 
a los que se les mandan a sus casas las pegatinas para 
que las pongan en la declaración de la renta y en la de- 
claración sobre el IVA, tienen un derecho fundamental en 
la democracia que es el derecho a votar. Y sobre ese de- 
recho no se pueden cometer frivolidades, no 'se puede al- 
terar el censo ni se les puede exigir a los ciudadanos que 
están impedidos o enfermos, o que no tienen gana, que va- 
yan a comprobar en las mesas si están o no en el censo, 
o que no les lleguen las notificaciones, como no le ha Ile- 
gado a la mayoría. 

Señor Ministro, estamos hablando de un asunto muy 
grave. No se trata simplemente de darle utilidad política 
a esta cuestión, porque la utilidad política hubiera sido 
que el día 10 de junio estuvieran los censos bien y que to- 
dos los ciudadanos que pagan sus impuestos y que mani- 
festaron su deseo de votar hubieran podido votar y no lo 
hicieron. Fueron muchos miles de ciudadanos los que no 
votaron, lo cual ha hecho que se distorsione la voluntad 
nacional. No es toda la voluntad popular la que se expre- 
só el día 10 de junio. Ha habido muchos españoles que no 
han podido ejercer ese derecho, y de esa forma no sabe- 
mos cuáles hubieran sido los resultados completos de la 
decisión del pueblo espaiigl en los distintos ayuntamien- 
tos, provincias, comunidades autónomas, incluso en las 
elecciones al Parlamento europeo. 

Señor Ministro, como es una decisión muy importante, 
me gustaría oírle decir que lo que vamos a hacer es cola- 
borar todos para eliminar estas irregularidades y ,  si es nc- 

cesario, exigir responsabilidades, porque la negligencia, 
en este caso tan grave, debe ser sancionada. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Calero. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Economía y 

Hacienda. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Gracias, señor Presidente. 

Voy a decir dos cosas. Una, sobre el fondo de la cues- 
tión y otra, sobre las interpretaciones de nuestras mutuas 
intervenciones. Sobre el fondo de la cuestión, parece ol- 
vidar, señor Calero, que sí puede haber negligencia. Yo 
no lo niego y tampoco que pueda haber fallos, porque no 
estoy en disposición de decir que no los haya habido en 
un amplio aparato como es éste y, además, reconociendo 
que puede ser tanto en el Instituto Nacional de Estadís- 
tica como en los Servicios de Empadronamiento de los 
ayuntamientos o en la conexión entre el censo electoral y 
el padrón. En todo caso, lo que olvida S. S. es que el ar- 
tículo 32 de la Ley de Régimen Electoral General dice que 
la inscripción en el censo electoral es obligatoria y eso sig- 
nifica una iniciativa voluntaria por parte del ciudadano 
al que le cumple esa obligación. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ministro, vaya ter- 
minando. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Termino, señor Presidente. 

Finalmente, si lo que quiere saber S. S .  es si estoy dis- 
puesto a hacer una determinada cosa, pregunte si lo voy 
a hacer, en vez de preguntar cuántos han sido los ciuda- 
danos omitidos. Es así de sencillo. (Vados señores DIPU- 
TADOS: ;Muy bien, muy bien!) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi- 
nistro. 

- DEL DIPUTADO DON RODRIGO DE RATO FIGA- 
REDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALI- 
CION POPULAR, QUE FORMULA AL GOBIERNO: 
¿CUANDO PIENSA EL GOBIERNO PROCEDER A 
DAR TOTAL CUMPLIMIENTO A LO DISPUESTO 
EN LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE 
15 DE JULIO DE 1985, CONFIRMATORIA DE LA DE 
6 DE MARZO DE 1982 DICTADA POR LA SECCION 
2.' DE LA AUDIENCIA NACIONAL, EN ORDEN A 
ATENDER LAS OBLIGACIONES CONTRAIDAS 
POR EL MONTEPIO DE FUNCIONARIOS DE LA 
ORGANIZACION SINDICAL (AISS)? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 25, del 
Diputado señor De Rato Figaredo. Tiene S .  S .  la palabra. 

El señor DE RATO FIGAREDO: Gracias, señor Prc- 

En el debate de los últimos Presupuestos Generales del 
sidente. 
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Estado, el Grupo de Alianza Popular presentó una en- 
mienda de adición en la que se solicitaba que se cumplie- 
se la sentencia de 15 de julio de 1985 de la Sala Tercera 
del Tribunal Supremo, referente a los funcionarios de la 
antigua Organización Sindical. No fue aceptada la en- 
mienda por el Grupo mayoritario ni en esta Cámara ni en 
el Senado. Transcurridos seis meses sin que se haya solu- 
cionado este problema que viene desde el año 1977, nos 
vemos forzados a presentar la misma pregunta: ¿Cuándo 
piensa el Gobierno proceder a dar total cumplimiento a 
lo dispuesto en la sentencia del Tribunal Supremo de 15 
de julio de 1985, confirmatoria de la de 6.de marzo de 
1982, dictada por la Sección 2.' de la Audiencia Nacional, 
en orden a atender las obligaciones contraídas por el Mon- 
tepío de Funcionarios de la Organización Sindical (AISS)? 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor De Rato. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Economía y 

Hacienda. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Gracias, señor Presidente. 

La situación es complicada, debo confesarlo, por una 
razón que es la siguiente. Si es verdad que el Gobierno vie- 
ne obligado a cumplir la sentencia, también es cierto que 
en la Ley 50184 de Presupuestos para 1985 se dispuso, en 
la disposición adicional número 21, la integración de las 
distintas mutualidades y montepíos en el fondo especial 
de MUFACE, incluyendo entre otros, naturalmente, al 
Montepío de los antiguos funcionarios a los que usted ha- 
cía referencia. Esta disposición adicional ha sido recurri- 
da ante el Tribunal Constitucional como si no fuera cons- 
titucional en sí misma. Nosotros creemos que lo es, pero 
mientras no quede claro esto a través de la propia sen- 
tencia del Tribunal Constitucional no podemos, en este 
caso concreto, hacer otra cosa que la que hacemos, que 
es que cuando hay un recurso con una sentencia indivi- 
dual en firme cumplirla. Mientras tanto, nos atenemos a 
la situación actual que es, como consecuencia de este re- 
curso, de indefinición. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor De Rato. 

El señor DE RATO FIGAREDO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Lamentablemente, señor Ministro, no estamos ante un 
caso de indefinición sino ante un caso de indefensión de 
unos ciudadanos españoles que están ganando continua- 
mente sentencias individuales. Estamos obligando a jubi- 
lados que hace cuatro años que no cobran sus pensiones 
a tener que recurrir individualmente y llegar hasta el Su- 
premo para ganar recursos individuales. Esta es la situa- 
ción. La situación es que, efectivamente, la disposición 
adicional 21 de la Ley de Presupuestos a la que ha hecho 
mención S .  S .  fue recurrida, pero en lo que se refiere a 
que en el caso de que no fueran incluidas en la MUFACE 
esta misma disposición determinaba que el Montepío sólo 

podría ser financiado con las propias cuotas. Esta es la 
parte que está recurrida, no la otra. Parecería que en este 
caso se está aplicando un terrible rigor por parte de la Ad- 
ministración española a unos jubilados de una organiza- 
ción desaparecida a los que se les está sometiendo a un 
castigo excepcional. No cabe la menor duda de que exis- 
tía una voluntad en el legislador, y era en aquel momen- 
to una propuesta del Gobierno socialista en la disposición 
adicional 21 llegar a una solución de este tema. No pare- 
ce correcto que se pueda mantener durante años una si- 
tuación tan injusta con unos jubilados que no están co- 
brando y que, sin embargo, si recurren individualmente 
ganan los recursos. Parecería necesario que el gobierno 
socialista introdujese alguna corrección en esta terrible 
situación de personas concretas individuales; además, no 
estamos hablando ni de cientos de miles de millones. Este 
no es un problema como el de los militares de la Repúl- 
bica, situación que se ha sancionado clara y justamente, 
sino que estamos hablando de muy pequeñas cantidades 
de dinero, que indudablemente se están consiguiendo a 
base de exigir de estos jubilados recursos individuales. 

Yo reitero la posición de mi Grupo en este tema de gran 
preocupacióp. Este no es un tema partidista. Vamos a 
mantener la constancia en pedir al Gobierno que solucio- 
ne un tema de pura justicia social con unos trabajadores 
que no pueden en este momento cobrar sus jubilaciones, 
salvo que estén dispuestos a esperar y a recurrir in- 
dividualmen te. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor De Rato. 
Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Gracias, señor Presidente. 

Ya le he dicho, señor Rato, que coincido con S .  S. en 
que la situación no es satisfactoria; no es algo que le gus- 
te al Gobierno. Lo que pasa es que técnica y jurídicamen- 
te es muy complicada. A mi mismo me gastaría verla re- 
suelta cuanto antes, pero es una situación en la cual es- 
tán pendientes al menos dos recursos ante el Tribunal 
Constitucional. En primer lugar, el que se refiere a la dis- 
posición adicional número 21, que usted mismo ha reco- 
nocido, y que en efecto la razón por la cual se recurre es 
porque la Ley de Presupuestos, y haciendo referencia in- 
cluso a normas anteriores, no reconoce que pueda el Es- 
tado gastar otro dinero excepto que se hubiera introduci- 
do en la MUFACE el Montepío, el que va a través de la 
MUFACE. Y en segundo lugar, está también el recurso so- 
bre el límite total de la pensión pública que hoy está fi- 
jado en 187.000 pesetas, aproximadamente, que se discu- 
te también su constitucionalidad. Tenemos pensiones que 
serían superiores a ésta. Reconocer el derecho en la tota- 
lidad, como en principio S. S. cree que lo tienen, rompe- 
ría también el límite que el Gobierno se mantiene firme 
en que no debe superarse con el fin de que haya una so- 
lidaridad, dentro de las propias clases pasivas, entre las 
pensiones más altas y las pensiones más bajas y podamos 
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redistribuir el conjunto del dinero dedicado a las pensio- 
nes en favor de estas últimas. 

Son, por tanto, temas técnicos relativamente comple- 
jos, que nos han llevado a una situación que estoy de 
acuerdo con usted en juzgar que no es deseable pero que 
tampoco tiene una fácil resolución jurídica, estando pen- 
diente como está de las sentencias finales del intérprete 
de la Constitución, que es nuestro Tribunal Constitu- 
cional. 

Muchas gracias. 

El' señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DE LA DIPUTADA DONA ISABEL UGALDE RUIZ 
DE ASSIN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 
COALICION POPULAR, QUE FORMULA AL GO- 
BIERNO: ¿QUE ESTAN HACIENDO LAS AUTORI- 
DADES ESPANOLAS PARA GARANTIZAR EL LI- 
BRE TRANSITO DE PRODUCTOS ESPAÑOLES EN 
TERRITORIO DE LA COMUNIDAD ECONOMICA 
EUROPEA? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 13, de la se- 
ñora Ugalde Ruiz de Assín. 

La señora UCALDE RUIZ DE ASSIN: Adelantándole, 
señor Ministro de Asuntos Exteriores, que conozco perfec- 
tamente el acuerdo existente entre el Prefecto de los Piri- 
neos Orientales y el Gobernador Civil de Gerona, pregun- 
to: iqué están haciendo las autoridades españolas para 
garantizar el libre tránsito de productos españoles en 
territorio de la Comunidad Económica Europea? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Ugalde. 
Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE ASUNTOS EXTERIORES 
(Fernández Ord6ñez): Señor Presidente, señoría, me ale- 
gro que conozca el acuerdo. Yo quisiera precisar algunas 
cosas antes. La libre circulación de mercancías está ga- 
rantizada en el Tratado de Roma y cada país tiene la obli- 
gación de cumplirla. La realidad en la que nos encontra- 
mos es que esto no se está cumpliento en un cien por cien. 
Yo comparto totalmente la preocupación de S .  S .  Camio- 
nes italianos han sido asaltados en Francia; camiones ale- 
manes han sido atacados en Italia; camiones británicos 
han sido retenidos en Francia; camiones franceses e inte- 
reses econ6micos franceses han sido afectados en España. 
El escenario de la Comunidad, desgraciadamente, no es 
un escenario cómodo en un cien por cien en este aspecto. 
Y lo que puedo decirle de entrada -seré más preciso des- 
pués si quiere- es que, en defensa de nuestros intereses, 
cuando el libre tránsito de los productos españoles se ha 
visto entorpecido en algún país miembro de la Comuni- 
dad, el Gobierno español ha efectuado las reclamaciones 
y las gestiones, tanto en el plano comunitario como en el 

plano bilateral, ante los países donde este hecho sucede. 
Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
La señora Ugalde tiene la palabra. 

La señora UGALDE RUIZ DE ASSIN: Yo no dudo, se- 
ñor Ministro, de que se hayan hecho cosas, pero lo que sí 
quiero afirmar es que no se ha hecho ni mucho menos 
todo lo que se debía. Se ha llegado a ese acuerdo que he 
citado sobre compensación de lo que ya ha pasado, pero 
lo que no se ha hecho de ninguna de las maneras es arbi- 
trar un procedimiento para que este tipo de sucesos, que 
se repiten además sistemáticamente cada cierto tiempo, 
no vuelvan a suceder. 

Para dar una idea a esta Cámara de la gravedad de los 
hechos hay que decir que ya los días 28 de abril y 6 de 
mayo varios camiones españoles, cargados con fresas y es- 
párragos, fueron obligados en Nimes a desviarse de su 
ruta. El día 9 de junio, doce camiones, con diferentes fru- 
tas y hortalizas, fueron asaltados, destruida su mercan- 
cía, incendiados nueve de esos camiones y heridos grave- 
mente dos conductores. El día 11, nuevamente en la ruta 
de Perpiñán, cinco camiones fueron asaltados y destruida 
su carga. Puedo afirmar que no se ha hecho nada ante las 
autoridades comunitarias para que se garantice el libre 
tránsito de estos productos españoles, que sería la forma 
definitiva de que no se volvieran a reproducir sucesos de 
este cariz. No basta el acuerdo de yo puedo incerdiar mer- 
cancías y camiones e incluso herir a sus conductores por- 
que luego yo pago, que es lo que hacen los franceses. Esa 
mentalidad conformista del Gobierno socialista, que en 
cierta manera acepta esa regla del juego, no es nada to- 
lerable. Y no es verdad que esté garantizado el tránsito 
de mercancías después del acuerdo entre el Prefecto de 
los Pirineos Orientales y el Gobernador de Gerona. El lu- 
nes y martes de la semana pasada los gendarmes france- 
ses habían incluso desaparecido de ias casetas para no es- 
tar presentes y, obviamente, no garantizar nada. 

El señor PRESIDENTE: Señora Ugalde, ha terminado 

El señor Ministro tiene la palabra. 
su tiempo. 

El señor MINISTRO DE ASUNTOS EXTERIORES 
(Fernández Ord6ñez): Señora Ugalde, ya digo que com- 
parto su preocupación. Desgraciadamente el escenario de 
la Comunidad en todas las direcciones, no sólo en el caso 
español sino en muchos, es un escenario donde estos he- 
chos se repiten. Y en cuanto a la actuación en Francia 
-puesto que cita al Gobierno español- en los últimos ca- 
sos ha sido la siguiente: Primero, el acuerdo sobre el pro- 
cedimiento administrativo de indemnización al que se 
acaba de referir se ha acelerado. En segundo lugar, he- 
mos creado unas células «ad hoc» en las gendarmerías 
francesas correspoadientes, para coordinar la protección 
de los intereses españoles. Hemos recomendado la utili- 
zación de ciertas rutas que están especialmente protegi- 
das. Ha habido ofrecimiento de organización de convoyes 
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especiales con protección. Hay un procedimiento de ur- 
gencia en el tratamiento de determinados casos. Final- 
mente le puedo citar que hoy por la mañana acabamos 
de recibir la información de que cinco agricultores fran- 
ceses han sido inculpados ante el Tribunal de Nimes, pre- 
cisamente por hechos de esta naturaleza. Es decir, se está 
procediendo en el plano judicial, en el plano administra- 
tivo, en todos ros planos jurfdicos y, desde luego, en los 
planos diplomáticos, tanto ante Francia 'como ante la 
Comunidad. 

Lo que quiero decir es que éste es un tema de preocu- 
pación permanente del Gobierno español con Francia, 
dentro de la línea de entendimiento y colaboración con 
que estamos tratando estos temas con Francia, que es un 
pats amigo y que, por tanto, está ofreciendo la colabora- 
ción que puede. Pero estoy de acuerdo con S .  S .  en que el 
Gobierno español debe continuar en este proceso, lo mis- 
mo que lo están haciendo todos los países europeos que 
tienen estos problemas. 

Nada más. Muchas gracias. ~ 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON FERNANDO GIMENO MA- 
RIN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALIS- 
TA, QUE FORMULA AL GOBIERNO: ¿QUE CONSE- 
CUENCIAS VA A TENER LA SENTENCIA DEL TRI- 
BUNAL CONSTITUCIONAL, DE 11-6-87, SOBRE LA 
LEY DE MEDIDAS DE LA REFORMA DE LA FUN- 
CION PUBLICA, EN RELACION CON LAS NOR- 
MAS DICTADAS POR EL GOBIERNO EN DE- 
SARROLLO Y APLICACION DE DICHA LEY? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 14, del se- 
ñor Gimeno Marín. Tiene la palabra. 

El señor GIMENO MARIN: Gracias, señor Presidente. 
En la anterior legislatura se aprobó la Ley de Medidas 

para la Reforma de la Función Pública, que originó im- 
portantes debates en esta Cámara y que, a su vez, supuso 
unas expectativas entre los que trabajan para las Admi- 
nistraciones públicas; expectatitas que se derivaban, por 
un lado, de la Ley y, por otro, de todas las normas que en 
desarrollo de dicha Ley el Gobierno venía aprobando a lo 
largo del tiempo. En su día fue presentado un recurso de 
inconstitucionalidad por miembros de esta Cámara, y esa 
sentencia del Tribunal Constitucional ofreció un doble in- 
terés: el interés de los estudiosos de los temas que afec- 
tan a la función pública y especialmente el interés de los 
propios trabajadores de la Administración pública, en la 
medida en que esas expectativas que venían recogidas en 
la Ley pudieran verse afectadas. En ese sentido, la pre- 
gunta que hago al Gobierno es la siguiente: ¿Qué conse- 
cuencias va a tener la sentencia del Tribunal Constitucio- 
nal, de i 1 de junio de 1987, sobre la Lcy de Medidas Ur- 
gentes para la Reforma dc la Función Pública, cn relación 

con las normas dictadas por el Gobierno en desarrollo y 
aplicación de dicha Ley? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gimeno. 
El señor Ministro para las Administraciones públicas 

tiene la palabra. 

El señor MINISTRO PARA LAS ADMINISTRACIO- 
NES PUBLICAS (Almunia Amann): Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

La sentencia sobre la Ley de Medidas Urgentes para la 
Reforma de la Función Pública ha declarado inconstitu- 
cionales seis puntos de dicha Ley. De los ocho motivos dc 
inconstitucionalidad que alegaban los que plantearon el 
recurso, sólo tres de ellos, y de forma parcial, han sido te-  
nidos en cuenta por el Tribunal. Y de esos seis artículos 
o disposiciones de la Ley, afectados parcialmente por la 
inconstitucionalidad, cinco de ellos se refieren no al con- 
tenido de la regulación, sino al rango con el cual se regu- 
lan aspectos de la carrera administativa o, en un caso con- 
creto, la integración de un Cuerpo, como los Letrados del 
Consejo de Estado, en el nuevo Cuerpo que se creó enton- 
ces de Letrados del Estado. 

Sobre los temas objeto de inconstitucionalidad por me- 
recer reserva de ley, según el Tribunal Constitucional, re- 
lativos a la carrera administrativa, lógicamente el Gobier- 
no planteará en su día ante estas Cámaras un proyecto de 
ley donde lo que o ya estaba dicho o pensaba decir por 
decreto o norma de desarrollo de la Ley, se diga en el ar- 
ticulado de la Ley de Medidas mediante el proyecto dc 
ley que la modifique. 

En cuanto a la integración de los Letrados del Consejo 
de Estado en el Cuerpo de Letrados del Estado, el Tribu- 
nal ha dicho que requiere rango de ley orgánica. Por lo. 
tanto, en su caso se presentará un proyecto con ese rango. 

Por último, hay un punto en el cual la inconstituciona- 
lidad no es formal, sino material, que se refiere a las pre- 
visiones de la Ley relativas a la situación de servicios es- 
peciales para aquellos funcionarios que hubiesen sido cle- 
gidos para un cargo en una organización sindical reprc- 
sentativa. El Tribunal lo ha declarado inconstitucional no  
por el hecho en sí de esa previsión de la Ley, sino por con- 
siderar que de preverse esa posibilidad, esa situación de 
servicios especiales, no debe ser sólo para aquellos que ha- 
yan sido elegidos en una organización sindical más repre- 
sentativa, sino en otro tipo de organizaciones menos re- 
presentativas o no estrictamente sindicales. Es un tema 
que al tener una inconsti tucionalidad de fondo, estamos 
Zstudiando cuál será en el futuro la posición que adopte 
-1 Gobierno y que presente en su caso a estas Cámaras, 

En cuanto a los efectos concretos de en qué medida la 
regulación con rango de ley de aspectos de la carrera ad- 
ministrativa que la Ley preveía regular por decreto influ- 
ya en decisiones ya tomadas, las únicas dos decisiones ya 
:omadas, que deberán ser convalidadas con rango de ley, 
ion las que se refieren a la integración de determinados 
xerpos y escalas de funcionarios de la Seguridad Social 
y del instituto Nacional de Empleo. No quiere eso decir 
que los decretos quc unificaron u hornologaron ese pcrso- 
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nal sean nulos hacia el pasado, sino que la I-ey deberá re- 
coger las previsiones de esos decretos. Esa es la intencibn ' 
del Gobierno, de forma que no se produzca un vacío o un 
perjuicio para los funcionarios en las situaciones perso- 
nales que hayan adquirido gracias a ese desarrollo re- 
glamentario. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
iEl señor Gimeno desea intervenir? (Denegaciones.) 

- DEL DIPUTADO DON MANUEL NUÑEZ PEREZ, 

CION PDP, QUE FORMULA AL SEÑOR MINISTRO 
DE AGRICULTURA: ¿PUEDE EL GOBIERNO CON- 
CRETAR EL IMPORTE EN PESETAS DE LA AYU- 
DA PERCIBIDA POR LOS AGRICULTORES DE RE- 
MOLACHA PREVISTA EN EL TRATADO DE ADHE- 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO-AGRUPA- 

SION A LA CEE CON UNA CUANTIA MAXIMA DEL 
23,64 POR CIENTO? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 15, del se- 
ñor Núñez Pérez. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Gracias, señor Presidente. 
Señor Ministro ¿puede concretar el importe en pesetas 

de la ayuda percibida por los agricultores de remolacha, 
prevista en el Tratado de Adhesión a las Comunidades Eu- 
ropeas, con una cuantía máxima del 23,64 por ciento? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Núñez. 
El señor Ministro de Agricultura tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION (Romero Herrera): Señor Presidente, 
como le informaba a S. S .  en marzo de este año sobre esa 
posible ayuda de tipo facultativo a cargo del Presupuesto 
español, que la Comunidad permite aplicar a España du- 
rante unos próximos años, lógicamente en este período, 
por condiciones de sector, no ha habido ni una sola pese- 
ta que se haya destinado a esa ayuda. 

El serior PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
El señor Núñez tiene la palabra. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Ya veo que recuerda el señor 
Ministro que en marzo le formulé por escrito una pregun- 
ta en términos parecidos a la de esta tarde. Si hoy la he 
vuelto a formular es porque sobre aquélla no recibí una 
auténtica respuesta, como la que esta tarde me ha dado, 
sino unas consideraciones vagas e imprecisas, y, lo que es 
peor de todo, incorrectas. 

Como sabe el señor Ministro, el ingreso de España en 
las Comunidades Europeas planteó un problema de espe- 
cial importancia al sector remolachero. Por ello el Trata' 
do, efectivamente, autorizó a Espaaa a otorgar esa ayuda 
del 23,64 por ciento del precio de la remolacha; ayuda 
fundamental para que los cultivadores españoles pudie- 

ran competir en igualdad de condiciones con los cultiva- 
dores comunitarios. 

A mi pregunta escrita de si la Administración española 
habta puesto en práctica estas ayudas, nos contestó usted 
diciendo que todo marcha muy bien y que los precios per- 
cibidos por los agricultores se han incrementado sensible- 
mente en relación con la campaña anterior. Frase litera- 
ria donde las haya, que imita el nuevo estilo introducido 
para esta temporada por su compañero el señor Solana, 
con la ya célebre y hermosa frase del afino ajuste». Desde 
que los datos y cifras no les son favorables, van ustedes 
para el Nobel de literatura. 

Bromas aparte, lo que no podemos pasar por alto es 
que &tos datos que a este modesto Diputado no se le fa- 
cilitaron por escrito, conculcando toda norma de cortesía 
y respeto que se le debe a esta Cámara, sí se han facilita- 
do al sector productor de remolacha, según parece des- 
prenderse de un párrafo de su respuesta de marzo, que 
leo a SS. SS. Las organizaciones profesionales han sido 
informadas en reuniones convocadas para la información 
sobre el contenido del Acta de Adhesión en la materia y 
cuantas veces se han dirigido, directa e individualmente, 
a los distintos centros directivos del Ministerio de Agri- 
cultura, Pesca y Alimentacián. Por otra parte, los agricul- 
tores han sido informados directamente en cuantas reu- 
niones informativas y de divulgación han sido llevadas a 
cabo por funcionarios del Ministerio de Agricultura, Pes- 
ca y Alimentación. 

Nos alegramos mucho que las organizaciones profesio- 
nales cuenten con tan cumplida información, aunque a 
mí se me quejan de la falta de ella. Pero ¿por qué a los 
Diputados, a este modesto Diputado que le pregunta, no 
se le facilitan los mismos datos cuando lo solicita? 

Nada más, señor Presidente. 

El setior PRESIDENTE: Gracias, señor Núñez. 
Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION (Romero Herrera): Señor Diputado, 
creo que la contestación significa lo que significa. No sé 
si usted entendió entonces o ha entendido ahora lo que 
quiere significar. 

Hemos estado hablando de una ayuda de tipo faculta- 
tivo que el Tratado permite que la Administración espa- 
ñola pueda otorgar a los agricultores, cuando se den de- 
terminadas cóndiciones, basado en un precedente italia- 
no de que también se puede dar en determinadas con- 
diciones. 

Durante el año pasado, el sector se ha desenvuelto en 
unas condiciones que no hacen necesario ese tipo de ayu- 
da. Es cierto que el precio el año pasado en la Comuni- 
dad ha sido un 4,s más alto que el año anterior, en un sec- 
tor que tiene que ajustarse, desde el punto de vista de los 
objetivos establecidos antes de entrar en el Mercado Co- 
mún y después. Hay una apetencia por entrar en el mer- 
cado de remolacha. Usted, que procede de una provincia 
remolachera y con tradicibn debería de conocerla. No han 
sobrepasado ese tipo de cuota anteriormente. Este año he- 
mos conseguido pasarla. 
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Nuestra remolacha es competitiva. Usted puede mane- 
jar los datos de exportación del año 1986: más de 4.000 
millones el 86, más este año. Es un sector que en este país 
-y usted lo conocerá también- ha sido tradicionalmen- 
te importador de azúcar, con una balanza comercial agra- 
ria negativa. 

En Italia, en que se ha dado en algún año esta ayuda, 
que yo sepa, no han mejorado las condiciones técnicas de 
la remolacha ni la capacidad de competitividad de la re- 
molacha italiana con la remolacha del norte. Desde ese 
punto de vista, en este país no es necesario -las ayudas 
son necesarias para los sectores que lo necesitan- ayu- 
dar a un sector que no lo necesita, donde hay una presión 
por producir más remolacha, donde hay un precio razo- 
nable -del 4,s- y donde la balanza comercial agraria 
por primera vez es muy positiva durante el 86 y los cinco 
primeros meses de este año. 

Creo que' S .  S .  debería informarse y, lógicamente, de- 
bería estar de acuerdo conmigo en que las ayudas hay que 
concederlas cuando se necesitan. Si un año determinado 
se encarecen los «input» o los factores de producción, cosa 
que no ha sucedido en la agricultura el año pasado - e n  
los últimos dieciocho meses ha habido una tendencia a la 
baja de los principales «input»- no es necesario aplicar 
una ayuda que-habrá que aplicar a otros ciudadanos, sean 
agricultores o no; pero no puede pedirme que demos a 
aquellos que en un momento determinado no necesitan 
nada, máxime cuando esa ayuda no ha hecho más com- 
petitivas las explotaciones, como lo pueden ver en el caso 
italiano. Si algún año cambiara esta relación, indudable- 
mente la Administración intentaría ayudarles en algo que 
no se les ha ayudado nunca, tampoco en épocas an- 
teriores. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi- 
nistro. 

- DEL DIPUTADO DON IÑIGO CAVERO LATAILLA- 
DE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO- 
AGRUPACION PDP, QUE FORMULA AL SEÑOR 
MINISTRO DE JUSTICIA: ¿CUANDO SE PROPONE 
REMITIR EL GOBIERNO A LAS CORTES GENE- 
RALES LAS LEYES DE DEMARCACION Y PLAN- 
TA JUDICIALES? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 16, del Di- 
putado señor Cavero Lataillade. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Al señor Ministro de Justicia: jcuándo se propone re- 
mitir el Gobierno a las Cortes Generales las leyes de de- 
marcación y planta judiciales? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cavcro. 
Señor Ministro dc Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, hemos estado hablando dc 
este mismo tema durante una hora y media. Creo que no 
es necesario reiterar todo lo que nos hemos dicho recípro- 
camente. Se hará cuando estén terminados -y ya están 
a punto de serio- los trabajos preparatorios. En todo 
caso, con urgencia, señoría. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señor Cavero. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Señor Ministro, mi 
pregunta no es reiterativa. En el año 1985, cuando sc 
aprobó la Ley Orgánica del Poder Judicial, se autoempla- 
zaron ustedes a un año. Podían haberlo hecho a dos, tres. 
Optaron por uno. Transcurrido el año, su señoría, cuando 
compareció ante la Comisión de Justicia, nos explicó que 
la relacionaba con otra serie de reformas y se volvió a au- 
toemplazar para este período de sesiones. Y nos encontra- 
mos en este momento, cuando han transcurrido ya prác- 
ticamente dos años y que a pesar de todo no llega esa 
anunciada ley de demarcación y planta, que puede o no 
recoger todas las reformas y puede ser una reforma par- 
cial de las demarcaciones o de algunas de ias plantas de 
los Juzgados o Tribunales, pero el hecho concreto es que, 
después de ese debate de hora y media, sigo tan «in al- 
bisu como al principio, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cavero. 
Señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, le aseguro que en todo caso, 
señoría, no transcurrirá el plazo que ha pasado desde la 
Constitución de 1978 hasta que, por fin, este Gobierno 
hizo la Ley Orgánica del Poder Judicial. No transcurrirán 
los cuatro años que en Gobiernos anteriores se dejaron pa- 
sar para cumplir lo que entonces era un,mandato direc- 
tamente emanado de la Constitución. Mucho antes de eso, 
ya le he dicho que con urgencia, cuando estén conclusos 
los complejísimos trabajos de todo tipo, sociológicos, eco- 
nómicos, geográficos, que hay que hacer para diseñar una 
buena demarcación y para establecer una buena planta, 
cuando eso esté concluido, repito, e insisto en que está ya 
muy próximo su final, los proyectos de ley; previso su 
paso por el Consejo General del Poder Judicial, que tiene 
que informarlos preceptivamente, vendrán a esta Cá- 
mara. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi- 
nistro. 

- DE LA DIPUTADA DONA PILAR FERNANDEZ LA- 

AGRUPACION PDP, QUE FORMULA AL SEÑOR 

MADO O PIENSA TOMAR EL MINISTERIO DE 

BRADOR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO- 

MINISTRO DE CULTURA: ¿QUE MEDIDAS HA TO- 

CULTURA PARA PROTEGER EL PUENTE ROMA- 
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NO DE SALAMANCA (MONUMENTO NACIONAL) 
POR LOS DANOS PRODUCIDOS A CAUSA DE LA 
INSTALACION DE UNA CONDUCCION DE AGUA; 
A PRESION EN 'EL MISMO? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 17, de la se- 
nora Fernández Labrador. 

La señora FERNANDEZ LABRADOR: Gracias, señor 
Presidente. 

El Ayuntamiento de Salamanca realizó en junio de 1986 
un atentado al puente romano (monumento nacional), 
consistente en la excavación de una zanja de 1,30 metros 
de profundidad y la instalación de una conducción de 
agua a presión de 40 centímetros de diámetro a lo largo 
de todo el puente, calificada de expolio en los términos 
de la Ley de Patrimonio 16/85, artículo 4." 

La Junta de Castilla y León aval6 la operación, realiza- 
da por el Ayuntamiento .sin los reglamentarios permisos 
previos, con la condición de encontrar alternativas antes 
de un año, plazo que está a punto de extinguirse. 

Esta Diputada se dirigió por escrito al señor Ministro 
de Cultura, preguntando por qué razones el Ministerio de 
Cultura no habia intervenido en defensa del monumento 
cuando el permiso de la Junta contradice previsiones con- 
cretas de la Ley de Patrimonio. El señor Ministro evadió 
en su contestación la responsabilidad que en defensa del 
Patrimonio tiene otorgada. 

Como también las denuncias realizadas por otras per- 
sonas obtuvieron rotundo silencio administrativo, esta 
Diputada vuelve a preguntar al señor Ministro, en razón 
de las competencias que la Administración central tiene 
otorgadas en defensa del Patrimonio por la Constitución, 
artículos 46 y 149.1.28, y por la Ley i6185, del Patrimo- 
nio Histórico Español, artículos 2 ,4  y 6.b): ¿qué medidas 
ha tomado, o piensa tomar, el Ministerio. de Cultura para 
proteger el puente romano de Salamanca, por los daños 
producidos a causa de la instalación de una conducción 
dc agua a presión en el mismo? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Fernández 

Señor Ministro de Cultura. 
Labrador. 

El sefior MINISTRO DE CULTURA (Solana Madaria- 
ga): Gracias, señor Presidente. 

Señoría, el Ministerio de Cultura, como ya le contesté 
por escrito y usted bien ha reconocido, tiene unas compe- 
tencias sobre la materia que usted ha traído a colación 
muy claras, muy precisas, que S..S.  ha recordado y que 
cstán contenidas en la Ley de Defensa del Patrimonio. 

Las obras a las que S .  S .  hace referencia son obras que 
estaban aprobadas por la Comisión del Patrimonio de Sa- 
lamanca y con autorización de quien podía darla, que era 
la Junta de Castilla y León, Consejeria de Educación y 
Cultura. Así pues, en tanto en cuanto estén en estas con- 
diciones, el Ministerio de Cultura, cumpliendo la Ley, no 
puede hacer otra cosa. 

Yo comprendo que a S. S .  le parezca - e s  opinable- 

que esa obra pueda ser buena, mala, bien hecha o mal he- 
cha, pero las personas que tienen la capacidad para deci- 
dir jurídicamente sobre esta situación lo han hecho cum- 
pliendo con la ley, y el Ministerio lo que tiene que hacer 
es cumplir la ley también. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
La señora Fernández Labrador tiene la palabra. 

La señora FERNANDEZ LABRADOR: La falta de tiem- 
po no me permite discutir a fondo su respuesta, señor 
Ministro. 

Donde la ley no distingue no se debe distinguir, y el 
puente romano fue declarado monumento en toda su in- 
tegridad, decreto de 3 de junio de 1931. Por eso me per- 
mito recordar al señor Ministro la ineludible obligación 
de la Administración central, a través de la Dirección Ge- 
neral de Bellas Artes en este caso, de intervenir en los ca- 
sos de expolio cuando la Comunidad Autónoma haya dado 
lugar por su actuación a que este expolio se produzca o 
consolide. Si este grave desafuero al Patrimonio no es ob- 
jeto de corrección obligada, si la Administración no ac- 
túa, el Patrimonio está indefenso y la ley sería sólo letra 
muerta, esa ley que usted muy bien conoce. 

El atentado a que ha sido sometido el puente romano 
al haberse ignorado o desechado alternativas técnicas 
más actuales y eficaces ha provocado posibles daños a es- 
tratos históricos, a la estructura, a la estabilidad e inte- 
gridad de este monumento, además de exponerlo al peli- 
gro permanente, debido a la conducción de agua a pre- 
sión instalada en su interior. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Fernández 

El sefior Ministro tiene la palabra. 
Labrador. 

El señor MINISTRO DE CULTURA (Solana Madaria- 
ga): Gracias, señor Presidente. 

Señoria, yo le agradezco la pasión con que defiende el 
Patrimonio Histórico de nuestro país, pasión que irá pa- 
reja con la que el Ministerio está defendiendo el Patrimo- 
nio Histórico de España. Pero tendrá que convenir con- 
migo que cuando las competencias están transferidas a la 
Comunidad Autónoma a la que usted está haciendo refe- 
rencia, tienen que ser ellos los que cumplan con las nor- 
mas vigentes. 

Por otra parte, las afirmaciones que ha hecho, en algún 
extremo graves, como la de expolio por parte de un ám- 
bito de la Administración, siento decirla, señoría, que no 
las comparto; y no solamente yo, no las comparte la Co- 
misión del Patrimonio de Salamanca ni los arquitectos 
que han realizado la obra. Por tanto, yo rogaría que en 
este tema fuéramos todos un poco más cuidadosos. Acu- 
sar de expolio a la Junta de Castilla y León me parece 
una acusación al menos, fuerte. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
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- DEL DIPUTADO DON IÑIGO CAVERO LATAILLA- 
DE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO- 
AGRUPACION PDP, QUE FORMULA AL SEÑOR 

CANCE DE LA REFORMA DEL CODIGO PENAL 

CION MINORITARIA DE LA FISCALIA? 

MINISTRO DE JUSTICIA: ¿CUAL SERA EL AL- 

CUYAS LINEAS SE ANTICIPAN A UNA ASOCIA- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 18, del 
Diputado señor Cavero Lataillade, que tiene la palabra. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Al señor Ministro de Justicia: ¿Cuál será el alcance de 
la reforma del Código Penal cuyas líneas se han anticipa- 
do hace unos días a una asociación, al parecer minorita- 
ria, de la Fiscalía? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cavero. 
El señor Ministro de Justicia tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías. Voy a empezar por el final, 
por ese tono, como lo ha dicho, en cierto modo despecti- 
vo hacia una asociación minoritaria. La verdad es que, se- 
ñorías, desde su representación parlamentaria, me llama 
la atención que utilice usted un tono despectivo con las 
minorias. Para mi las minorias tienen tanta importancia 
como las mayorfas. (Varios señores DIPUTADOS: ¡Muy 
bueno, muy bueno!) 

Lo segundo que quiero decirle al señor Cavero, mi siem- 
pre respetado señor Cavero, es que el alcance lo tiene us- 
ted, señoría, en este libro, que está publicado desde hace 
ya bastante tiempo: «La propuesta de anteproyecto del 
nuevo Código Penal», que, está ampliamente comentado 
en estos dos volúmenes, hechos por los mejores penalis- 
tas de España y que pongo a su disposición. Así podrá us- 
ted enterarse muy bien, señoría. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
El señor Cavero tiene la palabra. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Gracias, señor Mi- 
nistro, por sus evaluaciones políticas. Ya tendremos opor- 
tunidad, en tanto continúe de Ministro, no sé si por mu- 
cho tiempo, para poder medir la eficacia de su gestión. 

Independientemente de eso, sorprende que cuando le 
hemos preguntado en la Comisión de Justicia sobre algu- 
na de las orientaciones de la reforma penal nos haya 
anunciado que en breve la conoceríamos. A partir de aho- 
ra, lo conoceremos a través de sus intervenciones a aso- 
ciaciones, que serán mayoritarias o minoritarias -no lo 
he dicho con el menor tono despectivo, sino que he dicho: 
al parecer minoritaria, porque ellos mismos en s u  comu- 
nicado señalaban que era una asociación que contaba con 
un número limitado de fiscales. 

Esa es la razón de la pregunta. Quizá, independierite- 
mente de las orientaciones de la Comisión de Codificación 
o de eminentes penalistas, a través de retazos que cono- 

cemos de intervenciones del señor Ministro, iremos com- 
pletando un cuadro de la posible reforma del Código 
Penal. 

EI señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cavero. 
El señor Ministro de Justicia tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Cavero, no tiene usted necesidad de ir conociendo 
el problema por retazos. Insisto en que está aquí amplia- 
mente recogido en este libro, y por supuesto que también 
han intervenido ilustres miembros de la Comisión Gene- 
ral de Codificación. 

Vivimos con un Código Penal, como usted sabe, señor 
Cavero, que es un Código hecho en plena época autorita- 
ria. Ese Código está repelido desde una concepción demo- 
crática de la vida. Yo creo que en el año 1983 introduji- 
mos en él reformas imprescindibles, pero todavía resulta 
necesario acomodar el Código Penal, que es probablemen- 
te una de las leyes más definidoras de una sociedad, a las 
características propias de la sociedad en la que vivimos, 
moderna, en los albores del siglo XXI y profundamente 
democrática. Todo eso tiene que dejarse sentir, más de lo 
que en este momento está, en el futuro Código Penal. Y 
ése es el trabajo que me gustaría hacer. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON JUAN MANUEL FABRA 1 VA- 
LLES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALI- 
CION POPULAR, QUE FORMULA AL GOBIERNO: 
2PODRIAMOS CONOCER QUE MEDIDAS PIENSA 
ADOPTAR EL GOBIERNO PARA GARANTIZAR LA 
SEGURIDAD DE LA POBLACION CIVIL QUE HA- 
BITA EN LUGARES PROXIMOS A PLANTAS IN- 
DUSTRIALES QUE DESARROLLAN ACTIVIDA- 
DES CONSIDERADAS PELIGROSAS? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 19, dcl 
Diputado señor Fabra i Vallés, sustituido por el señor 
Cholbi Diego. 

El señor CHOLBI DIEGO: Gracias, señor Presidentc. 
En sustitución de mi compañero de Grupo, el Diputado 
por Tarragona, don Juan Manuel Fabra, imposibilitado 
de formular personalmente esta pregunta, me cabe el ho- 
nor de presentar una cuestión que se ha puesto de dra- 
mática actualidad recienfemente y precisamente por el 
acto terrorista que tuvo lugar en la circuhscripción que 
representa el Diputado señor Fabra, y que sembró el pá- 
nico entre la población civil. Me estoy refiriendo, como 
sabe el señor Ministro, a Tarragona. La cuestión viene jus- 
tificada por la lentitud, creemos nosotros, con que el Go- 
bierno está actuando en la elaboración de una normativa 
de seguridad en las industrias tipificadas como de alto 
riesgo. Por ello, señor Ministro, señor Presidente, pregun- 
to: ¿Podríamos conocer qué medidas piensa adoptár el 
Gobierno para garantizar la seguridad de la población ci- 
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vil  que habita en lugares próximos a plantas industriales 
que desarrollan actividades consideradas peligrosas? Mu- 
chas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cholbi. El se- 
ñor Ministro del Interior tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DEL INTERIOR (Barrionuevo 
Peña): Muchas gracias, señor Presidente. 

Señor Diputado, yo creo que no es de nuevo exacta la 
afirmación contenida en su pregunta de que se está pro- 
cediendo con una lentitud en cuanto a la elaboración de 
planes de protección. Hay planes de protección civil ela- 
borados, de alcance territorial y consiguientemente gené- 
ricos, para todas las provincias españolas. Pero al mismo 
tiempo hay planes especiales para aquellas industrias o 
sectores con riesgos específicos, y hay señalados dos tipos 
de instalaciones industriales que tienen, a juicio de los 
profesionales, de los técnicos de la materia, riesgos de este 
tipo: son las instalaciones de carácter nuclear y las insta- 
laciones de la industria química. 

En cuanto a la industria nuclear, están elaborados y 
aprobados con carácter provisional, como establece la 
normativa vigente, planes de emergencia nuclear para to- 
das las provincias que puedan estar afectadas por un ries- 
go de este tipo. En cuanto a las industrias químicas, es- 
tán aprobados para las dos provincias en las que existe 
un riesgo mayor, que son las de Tarragona y la de Huelva. 

Estos planes, en el caso del siniestro producido por un 
atentado en las instalaciones de Tarragona, se pusieron 
en funcionamiento, y nuestro criterio es el de que esa 
puesta en práctica fue, en líneas generales, correcta y ade- 
cuada a la emergencia que se produjo. 

Por otra parte, señor Diputado, está sometido al dicta- 
men del Consejo de Estado -consiguientemente cuando 
este dictamen se produzca será conocido por el Consejo 
de Ministros- un proyecto de real decreto que denomi- 
namos sobre prevención de accidentes mayores. Este real 
decreto tiene como finalidad incorporar al derecho inter- 
no español la directiva de la Comunidad Económica Eu- 
ropea sobre este tipo de accidentes o de siniestros, que se 
llama comúnmente la directiva de Seveso, un poco por re- 
cuerdo de la catástrofe que se produjo en esta localidad 
italiana en una emergencia derivada de la industria quí- 
mica. Eso es lo que puedo informar a S . S .  en este 
momento. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. El se- 
ñor Cholbi tiene la palabra. 

El señor CHOLBI DIECO: Gracias, señor Presidente, 
señor Ministro, mi Grupo, como usted puede comprender, 
y todo ciudadano sentimos una gran preocupación por 
evitar catástrofes que afectan a la población civil. En las 
poblaciones próximas a las industrias de alto riesgo us- 
ted conoce muy bien que existe una cierta incertidumbre, 
inseguridad y cierto malestar. 

Al plantear la realidad, que es evidente, y en este caso 
siento los hechos, no estoy haciendo nada más que cum- 

plir con nuestro deber y con nuestra obligación. Usted re- 
cuerda, y recordamos todos los españoles, porque ha sido 
muy reciente, el atentado de ETA a la refinería de ENPE- 
TROL, que supone que estamos, claramente hay que de- 
cirlo, sobre un polvorín a expensas del primer criminal, 
como son todos los miembros de ETA, de esta banda terro- 
rista y asesina. Entonces, como usted puede comprender, 
señor Ministro, si el fuego y la explosión que allí se pro- 
dujeron hubiera llegado a los depósitos, la tragedia, por 
desgracia, podría haber sido histórica. Estoy plenamente 
convencido que fue la noche más larga y posiblemente 
más preocupante y negra que ha tenido la provincia de 
Tarragona, concretamente la ciudad y las localidades de 
estos alrededores. 

Nosotros pedimos una rápida aprobación y entrada en 
vigor de la normativa a que a usted ha hecho referencia, 
del decreto en cuestión. También pedimos que se agilice 
la mecánica de su trámite al máximo, y ésta es una res- 
ponsabilidad del Gobierno. La entrada en la Comunidad 
Económica Europea nos marca-un tiempo de cuatro años. 
Según noticias que me llegan, el Gobierno tiene intención 
de hacerlo en dos años. Me permito sugerir, señor Minis- 
tro, que dada la gravedad del problema y de la situación 
se acortasen más las fechas. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cholbi. 
Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DEL INTERIOR (Barrionuevo 
Peña): Gracias, señor Presidente. 

Señor Diputado, la verdad es que básicamente coinci- 
do con las apreciaciones de S .  S .  respecto al comporta- 
miento y a la necesidad de activar las medidas normati- 
vas de cara a estos riesgos. Pienso que la actuación está 
siendo bastante rápida, porque son normativas a veces 
muy complicadas y de gran complejidad técnica. Pero con 
ser esto importante, señorfa, no se le ocultará que es so- 
lamente una parte del problema. Lo más importante es 
la movilización rápida y ordenada de los recursos dis- 
ponibles. 

También pienso que, con todas las carencias y todos los 
errores que indudablemente se producen, a pesar de la 
aparatosidad, a pesar de ser un riesgo tan poco previsible 
como es un atentado terrorista, la actuación de los servi- 
cios de Protección Civil, coordinados y dependientes de 
distintas Administraciones públicas, de la Generalidad de 
Cataluña, de los ayuntamientos, de la propia Administra- 
ción del Estado, fue rápida, urgente y se realizó con bas- 
tante corrección en este siniestro. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi- 
nistro. 

- DEL DIPUTADO DON JOSE PENARRUBIA AGIUS, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALICION 
POPULAR, QUE FORMULA AL SEÑOR MINISTRO 
DE CULTURA: iPODRIAMOS CONOCERQUE TIPO 
DE FUNCIONES DESARROLLA EL COMITE OLIM- 
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PICO ESPANOL EN EL AMBITO DEL DEPORTE 
NACIONAL? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 20, del se- 
ñor Peñarrubia Agius, que tiene la palabra. 

El señor PENARRUBIA AGIUS: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señor Ministro de Cultura, ¿podríamos conocer qué 
tipo de funciones desarrolla el Comité Olímpico español 
en el ámbito del deporte nacional? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Peñarrubia. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Cultura. 

El señor MINISTRO DE CULTURA (Solana Madaria- 
ga): Gracias, señor Presidente. 

Sin ninguna'duda. Están contempladas en la Ley de la 
Cultura Física y'el Deporte, Capítulo IV, artículos 29 a 
33. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor Peñarrubia. 

El señor PENARRUBIA AGIUS: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señor Ministro, no sé si voluntaria o involuntariamen- 
te ha dejado usted en fuera de juego al senor Secretario 
de Estado para el Deporte, que en una importante revista 
nacional afirmaba que estaba estudiando deporte, que es- 
taba recopilando libros, que había desistido de otras lec- 
turas más atractivas para estudiarse incluso las reglas del 
baloncesto, publicadas por don Antonio Díaz Miguel. Por- 
que el señor Secretario de Estado para el Deporte afirma- 
k en esta Cámara, ante una pregunta de la Diputada del 
Grupo de Coalición Popular, doña Isabel Tocino, que no 
tenía las ideas claras sobre el papel que debe correspon- 
der al Comité Olímpico Español. Tras cuestionar el sen- 
tido del olimpismo, afirmaba que separadas las presiden- 
cias del Comité Olímpico Español y del Consejo Superior 
de Deportes el primero se quedaba prácticamente sin 
contenido. 

Por otra parte, según una noticia aparecida en prensa, 
el Consejo Superior de Deportes, a 9 de junio, todavía no 
ha librado la subvención que corresponde a dicho Comité 
Olímpico Español, que además es una subvención escasa, 
27 millones, habida cuenta de la celebración en España 
de un acontecimiento importante de características olím- 
picas. 

Por tanto, lo que yo deduzco de sus palabras, señor Mi- 
nistro, es que no hay una coordinación entre el Secreta- 
rio de Estado para el Deporte, que afirma desconocer cuá- 
les son las funciones y las competencias de un Comité 
Olímpico en unos momentos en que nos estamos prepa- 
rando precisamente para celebrar una olimpiada en 1992, 
y lo que usted me señala, que me remita a la Ley, señor 
Ministro; la Ley la conozco, no hace falta, pero yo quería 
mucha más claridad por parte de su señoría. 

En ese sentido seguiremos insistiendo a ver si entre us- 

ted y el señor Gómez Navarro nos aclaran, de verdad, qué 
contenido, qué competencia tiene en estos momentos ese 
Comité Olímpico. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Peñarrubia. El 
señor Ministro tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE CULTURA (Solana Madaria- 
ga): Yo me sigo temiendo que el que no tiene las ideas cla- 
ras es S. S. y donde hay descoordinación es entre S. S.  y 
la señoría de su grupo doña Isabel Tocino. Yo le rogaría 
que leyera la cita en su totalidad y no parcialmente, como 
el extracto que nos ha leído esta tarde en la Cámara. 

Las ideas sobre el Comité Olímpico Español están cla- 
ras en este momento; son las que están contenidas en la 
Ley. Otra cosa es que se pueda reflexionar sobre acciones 
futuras, cuestión completamente distinta de la pregunta 
que usted ha formulado. 

- DEL DIPUTADO DON JUAN JOSE LUCAS JIME- 
NEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALI- 
CION POPULAR, QUE FORMULA AL GOBIERNO: 
¿HA VALORADO EL INSALUD LA INCIDENCIA DE 
IMPAGOS A PROVEEDORES EN LA PRESTACION 
DE LOS SERVICIOS SANITARIOS? 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la pregunta núme- 
ro 21, del Diputado señor Lucas Jiménez. El señor Lucas 
Jiménez tiene la palabra. 

El señor LUCAS JIMENEZ: Gracias, señor Presidente. 
¿Ha valorado el INSALUD la incidencia de impagos a pro- 
veedores en la prestación de los servicios sanitarios? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Lucas. El señor 
Ministro de Sanidad tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE SANIDAD Y CONSUMO (Gar- 
cía Vargas): Debo confesar a su señoría que no entiendo 
muy bien a qué se refiere con los efectos, ¿los efectos so- 
bre los proveedores, sobre sí mismo? Me gustaría que me 
lo aclarara para poderle contestar con más detalle. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. El se- 
ñor Lucas tiene la palabra. 

El señor LUCAS JIMENEZ: Señor Ministro, me refiero 
a la valoración que tiene para el usuario, para el ciuda- 
dano, lógicamente, no para los proveedores; las conse- 
cuencias que tiene el que, al no hacer efectivos determi- 
nados pagos, queden sin dotación determinados inmue- 
bles con unas consecuencias graves para el usuario. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Lucas. El señor 
Ministro tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE SANIDAD Y CONSUMO (Gar- 
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cía Vargas): Me temo que su señoría vuelve a confundir 
las cosas y tampoco le entiendo, porque una cosa son las 
amortizaciones y otra las deudas. Creo que se está refi- 
riendo más bien a las deudas. Por tanto, si se refiere a las 
deudas que existían a finales del afio pasado, sí le puedo 
decir la cantidad a que ascendían, qué se ha hecho con 
ellas y a qué capítulos se dirigían. Concretamente, a fina- 
les de 1986 se reconocía una deuda a proveedores en ge- 
neral de 27.643 millones, de los cuales correspondían 
7.000 millones a material sanitario, 3.091 a medicamen- 
tos y el resto se había generado en la atención primaria. 
Le puedo indicar a continuación, si su señoría está inte- 
resado, qué se ha hecho ahora con estas deudas. Concre- 
tamente, están en trámite de pago, puesto que ya se ha 
producido la imputación de esa cantidad al Presupuesto 
de 1987. 

El señor LUCAS JIMENEZ: Señor Presidente, pido la 
palabra para una intervención aclaratoria. 

El señor PRESIDENTE: Señor Lucas, la responsabili- 
dad de la conclusión que pueda haber en la pregunta 
corresponde a quien la ha formulado. 

El señor LUCAS JIMENEZ: Perdón, señor Presidente. 
El señor Ministro solicitaba aclaración a mi pregunta. 

El señor PRESIDENTE: Insisto, señor Lucas, en que 
esto forma parte de la claridad o de la falta de claridad 
que pueda haber en la formulación de la pregunta. (El se- 
ñor Lucas Jiménez hace gestos significativos.) i Señor Lu- 
cas, le llamo al orden! 

- DE LA DIPUTADA DOÑA MARIA TERESA ESTE- 
VAN BOLEA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 
COALICION POPULAR, QUE FORMULA AL GO- 
BIERNO: ¿CONSIDERA SATISFACTORIA EL CO- 
BIERNO LA EJECUCION DEL PROGRAMA DE AU- 
TOVIAS INCLUIDO EN EL PLAN GENERAL DE 
CARRETERAS 1984.19911 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número ,22 de la se- 

La señora Estevan Bolea tiene la palabra. 
ñora Estevan Bolea. 

La señora ESTEVAN BOLEA: Muchas gracias, señor 
Presidente. Señor Ministro de Obras Públicas, jconsidera 
satisfactoria la ejecución del programa de autovías, sola- 
mente el programa de autovfas, incluido en el Plan Gene- 
ral de Carreteras, en el período 1984-1991? 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Estevan. El se- 
ñor Ministro de Obras Públicas tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Sáenz de Cosculluela): Señor Presidente, seño- 
ría, en líneas generales es claramente satisfactorio el gra- 

do de cumplimiento del programa de construcción de au- 
tovías incluido en el Plan General de Carreteras. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. La se- 
ñora Estevan tiene la palabra. 

La señora ESTEVAN BOLEA: Señor Ministro, estamos 
prácticamente en el ecuador de este plan. A final de este 
año han transcurrido prácticamente los cuatro primeros 
años. En el avance que ustedes han entregado de segui- 
miento del Plan, aunque es fecha del mes de abril, es evi- 
dente que parece que las autovías llevan un cierto retra- 
so, sobre todo en licitación. 

Concretamente, sería interesante saber, de ese presu- 
puesto que ustedes avanzaron de 800.000 millones de pe- 
setas como inversiones en estos ocho años en el Plan Ge- 
neral de Carreteras, incluyendo autovías, qué parte de ella 
hay ejecutada en cuanto a la obra adjudicada, no termi- 
nada, sino simplemente adjudicada y especialmente en lo 
que concierne a la autovía o autopista, porque yo no se 
si ustedes, después de la exigencias de la Comunidad Eco- 
nómica Europea en cuanto a ayudas de distintos fondos, 
van a mantener que no se hacen autopistas, en lo referen- 
te a la autovía o autopista de Madrid-Zaragoza. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Estevan. 
Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Sáenz de Cosculluela): Señor Presidente, lamen- 
to que S. S. no haya leído la documentación que he faci- 
litado a todos los miembros de esta Cámara hace ‘ocho 
días, expresando el seguimiento económico y de actuacio- 
nes físicas con relaci6n al Plan General de Carreteras, se- 
guimiento que se ha presentado, año tras año, y que es cla- 
ramente explicativo de cómo está el cumplimiento del 
Plan de Carreteras. 
Dos precisiones. La CEE no ha hecho ninguna recomen- 

dación al Gobierno español en torno a la modalidad de 
los programas del Plan General de Carreteras. 

La autovía Madrid-Zaragoza, como ya he manifestado 
en la Comisión, estará adjudicada en su totalidad dentro 
del año 1987, conforme establece el Plan. En este momen- 
to hay actuaciones en curso sobre 1.165 kilómetros de au- 
tovías y están en redacción los proyectos de otros 1.600 
kil6metros de autovías. El cumplimiento es razonable, del 
orden del 95 por ciento, y no hay ningún indicio en este 
momento que justifique un pesimismo o una actitud ne- 
gativa. Insisto en que me reitero en las informaciones am- 
plias y exhaustivas que se han facilitado a los miembros 
de esta Cámara, también a S .  S., y que yo confío en que 
lea detenidamente, porque será de su satisfacción. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON FRANCISCO ALVAREZ-CAS- 
COS FERNANDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTA- 
RIO DE COALICION POPULAR, QUE FORMULA AL 
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GOBIERNO: ¿CUAL ES LA SITUACION ACTUAL 
DE LOS PLANES DE CONSTRUCCION DE LOS 

DRID? 
CINTURONES DE CIRCUNVALACION DE MA- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 23, del se- 
ñor Alvarez-Cascos, sustituido por la señora Estevan 
Bolea. 

La señora Estevan Bolea tiene la palabra. 

La señora ESTEVAN BOLEA: Muchas gracias, señor 
Presidente, señor Ministro de Obras Públicas, otra vez: 
jcuál es la situación actual de los planes de construcción 
de los cinturones de circunvalación de Madrid? Los nue- 
vos, no lo existente, que no cumple su función. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Estevan. 
Tiene la palabra el señor Ministro. . 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Sáenz Cosculluela): Será difícil en los dos minu- 
tos y medio que me da el Reglamento especificar cómo 
está cada una de las 23 actuaciones previstas, de las que 
hemos dado buena información a todos los medios de co- 
municación. En todo caso, puedo decirle que la iniciativa 
de resolver la conexión de todas las carreteras naciona- 
les, que dan acceso y salida a Madrid, está prevista en un 
convenio, suscrito por la Comunidad Autónoma de Ma- 
drid, el Ayuntamiento y el Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo, con una inversión directa superior a los 
50.000 millones de pesetas. 

Las 23 actuaciones previstas se están realizando, en sus 
distintas fases de información pública, de proyecto, de ex- 
propiación, de licitación y adjudicación y construcción, 
con arreglo al calendario previsto, salvo en seis actuacio- 
nes, donde las adjudicaciones pueden llegar a tener un re- 
traso de seis meses, derivado de los expedientes de expro- 
piación y que, en todo caso, no afectarán al calendario de 
finalización de las obras. 

Creo, señoría, que al término de lo previsto en este con- 
venio entre las Administraciones local, autonómica y cen- 
tral, Madrid dispondrá de un sistema de accesos clara- 
mente mejorado y suficiente y, desde luego, en conexión 
con los objetivos previstos en el Plan de Carreteras. 

No hay hasta el momento ni una sola vez que haya ca- 
lificado negativamente el ambicioso plan de este cintu- 
rón y de este sistema de accesos a Madrid, que se cum- 
plirá. No hay, insisto, ningún elemento para dudarlo den- 
tro de los calendarios previstos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene. la palabra la señora Estevan. 

La señora ESTEVAN BOLEA: Muchas gracias, señor 
Presidente. Señor Ministro, me sorprende mucho que las 
simples preguntas le parezcan a usted intervenciones ne- 
gativas. Yo no he dicho nunca que esto sea negativo. Us- 
ted aplica la palabra negativo, pero y o  n o  la he dicho. 

Nos parecen muy bien las actuaciones en carreteras, y 
esas 23 actuaciones que ustedes están haciendo en este 
momento y que tienen previstas no sé si contemplan el 
cuarto cinturón y, sobre todo, de qué manera esta pobla- 
ción, que es 1,8 millones de habitantes, de los cinco mi- 
llones de habitantes que tiene la región de Madrid, puede 
llegar los lunes, los martes, los miércoles a Madrid de una 
manera que no sea un calvario. 

Sólo es eso, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Estevan. 
Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Sáenz Cosculluela): Señor Presidente, señoría, 
yo no he calificado de negativa la pregunta; he dicho que 
no hay ningún elemento que pueda producir la preocupa- 
ción en torno al cumplimiento de lo previsto en este con- 
venio. Yo no he calificado la pregunta, no me he permi- 
tido ese lujo: me he limitado sencillamente a decir que si 
hay algún criterio que pueda sustentar un cierto pesimis- 
mo en torno al cumplimiento, no hay base. Yo no he he- 
cho ninguna calificación de su pregunta, señoría. 

En torno al problema de fondo, el MOPU tomó la ini- 
ciativa para realizar este con,venio, que supone una fortí- 
sima inversión, de 50.000 millones, más el costo de las ex- 
propiaciones, que dará una infraestructura viaria a Ma- 
drid capaz y suficiente en límites razonables. Desde lue- 
go, hay oportunidades y momentos en los que la entrada 
a las ciudades, por más infraestructura viaria que tengan, 
siempre será complicada y difícil en Madrid, en París, en 
Amsterdam o en cualquier ciudad, con el alto número de 
vehículos de que se disponen, con el parque existente en 
todas estas ciudades. 

Los problemas de acceso a Madrid siempre se agrava- 
rán en fines de semana. Las salidas, con este cinturón y 
con la construcción de las autovías, estará resuelta, y el 
tráfico pesado no necesitará pasar ni por la M-30 ni por 
el centro de Madrid, una vez esté cumplido lo previsto en 
este convenio. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

- DEL DIPUTADO DON ANTONIO CARCELES NIE- 
TO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALI- 
CION POPULAR, QUE FORMULA AL GOBIERNO: 
¿QUE MEDIDAS PIENSA ADOPTAR EL GOBIER- 
NO PARA GARANTIZAR EL NORMAL FUNCIONA- 
MIENTO DE LOS SERVICIOS DE LA ADMINIS- 
TRACION DE JUSTICIA? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 24, del se- 
ñor Cárceles Nieto. Tiene la palabra. 

El señor CARCELES NIETO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señor Ministro de Justicia, la coincidencia de la inter- 
pelación del Grupo Parlamentario CDS y la pregunta en 
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sí misma pueden dar la idea de que se está en la misma 
línea. Sin embargo, en el amplio debate surgido no se ha 
atendido, en ninguno de los momentos, el conflicto desde 
el punto de vista del personal al servicio de la Adminis- 
tración de Justicia. Siendo de una notable actualidad di- 
cho problema y que repercute gravemente sobre el nor- 
mal desarrollo de los servicios de la Administración de 
Justicia, queremos saber qué medidas tiene pensadas el 
Gobierno para que este conflicto pueda resolverse a la ma- 
yor brevedad. Es cierto que hemos coincidido en que la 
Administración de Justicia está muy mal por diversas 
causas. Si a ello le añadimos este conflicto de personal, 
el caos puede hacerse ver muy pronto en la Administra- 
ción de Justicia. 

A tal efecto, reitero la pregunta en los términos so- 
licitados. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cárceles. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, con mucho gusto contesto a 
su pregunta. Como preámbulo de la misma, quiero decir 
que, por supuesto, reconozco el legítimo derecho por par- 
te de los funcionarios de la Administración de Justicia 
para declararse en huelga. Por otra parte, reconozco tam- 
bién la legitimidad de las reinvindicaciones y su perfecto 
derecho a formular reivindicaciones que mejoren su asta- 
tus* profesional, desde un punto de vista económico y no 
económico. 

Vaya también por de1ante;para que no quede ninguna 
duda en esta Cámara, del reconocimiento que hace el Mi- 
nistro de Justicia de la importancia del trabajo que pres- 
tan estos funcionarios. Sin ellos no sería posible el servi- 
cio público de la Justicia. 

La reivindicación que formulan es la siguiente. En pri- 
mer lugar, formulan unas reivindicaciones de tipo funcio- 
narial, una delimitación de las competencias y de las atri- 
buciones de cada uno de los tres Cuerpos implicados en 
la huelga. Plantean, en segundo lugar, unas reivindicacio- 
nes de naturaleza económica. Exactamente son las si- 
guientes: pretenden un incremento de retribuciones que 
va del 80 al cien por cien, lo cual significaría un incre- 
mento de unos 20.000 millones de pesetas, ya con efectos 
desde 1987. Alguna central también reivindica, al propio 
tiempo, que la jornada laboral sea de treinta y cinco ho- 
ras y con flexibilidad. 

En relación con esta triple reclamación, respondo lo si- 
guiente: primero, en cuanto a la de naturaleza funcional, 
delimitación de sus airibuciones, tengo que decir que muy 
recientemente ha sido aprobado el Reglamento orgánico 
del Cuerpo de Oficiales, Auxiliares y Agentes. Ese Regla- 
mento fue negociado y el resultado de la negociación, con 
aceptación de todas las centrales representativas de esos 
funcionarios, fue un acta en la que esas centrales dieron 
su plena conformidad al Reglamento. Se queda algún 
punto oscuro que sea necesario aclarar, el Ministerio está 
completamente de acuerdo, en la medida en que la oscu- 

ridad nazca del Reglamento, que yo creo que no es así, a 
proceder a esa aclaración. 

Segundo, en cuanto a las reivindicaciones de naturale- 
za económica, en los términos en que las plantean, entien- 
do que no son asumibles, mucho menos en el curso de 
1987, cuando todos estamos sujetos a las previsiones eco- 
nómicas de la Ley de Presupuestos que rige este año. Sin 
embargo, se les ha dicho a todos ellos que estamos en una 
actitud permanente de negociación y que estamos dis- 
puestos a revisar las condiciones económicas, pero ya 
para 1988. La oferta que se les ha hecho es bastante 
satisfactoria. 

Tercero, en cuanto a la reivindicación referente a la jor- 
nada laboral, treinta y cinco horas y con flexibilidad, el 
Ministerio no está de acuerdo con ese planteamiento. 

Esta es la respuesta que para aclarar su pregunta se me 
ocurre darle en este momento, señoría. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Tiene la palabra el señor Cárceles. 

El señor CARCELES NIETO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Sefior Ministro de Justicia, S. S. nos da la información 
tal cual se presenta el problema en estos momentos: sin 
embargo, yo tengo que hacer cierto hincapié en que no es 
suficiente acudir al reglamento, porque pueden dar una 
cierta conformidad, pero hay algo que subyace, y es que 
nunca podrán, por mucho que digan los reglamentos, in- 
vadir lo que la ley le reserva al juez. Todos sabemos que 
los oficiales y los auxiliares de justicia están realizando 
funciones que no les son propias e incluso están haciendo 
el principio de inmediación en los juicios, están recibien- 
do pruebas, están haciendo las comparecencias y dicen: 
uante su señoría ilustrísima comparece ... u, y no está su se- 
ñoría ilustrísima por ningún sitio. 

Todo ello hay que tenerlo en cuenta porque el funcio- 
nario está sobrecargado por la situación de expedientes, 
por el complejo sistema procesal español y también por- 
que tienen que hacer salidas. Ven la necesidad de cum- 
plir un horario, pero por todo ese trámite de salidas, tie- 
nen que hacer el trabajo por la tarde porque no les da 
tiempo materialmente a proveer los escritos. 

Eso requiere una gran dificultad, una reivindicación 
justa y que el problema ya no es sólo en términos econó- 
micos, que, desde luego, siempre hay que mejorarlo, por- 
que no es verdad lo que dice el Subsecreario de que están 
en igualdad de condiciones con funcionarios de otras Ad- 
ministraciones del Estado, sino que, muy al contrario, tie- 
nen menos ventajas cuando tienen que hacer, por ejem- 
plo, como S. S. sabe, guardias que no les son retribuidas 
y tienen unas dedicaciones mucho más complejas de las 
que habitualmente otros funcionarios de la Administra- 
ción de Justicia tienen. 

Por tanto, yo creo que debe haber un alcance mayor no 
sólo en la componente personal, en las atribuciones, en lo 
económico, sino que requiere un sistema que facilite el 
que la Administración de Justicia sea más eficaz y que el 
tratamiento del funcionario sea más digno en función al 
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fundamental servicio que presta al Estado y a toda la so- 
ciedad española. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cárceles. 
Tiene la palabra el señor Ministro de.Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, muy brevemente. 

Señoría, estoy completamente de acuerdo con usted en 
que realmente nadie puede invadir las atribuciones del 
juez. En eso no hay ninguna discrepancia. Cualquier ac- 
tuación en ese sentido habría que prohibirla y evitarla. 

Segundo, en Madrid concretamente, puesto que parece 
que la huelga de Madrid es la que está teniendo mayor 
trascendencia.. . 

El señor PRESIDENTE: Señor Ministro, ha consumi- 
do en su primera intervención la totalidad prácticamente 
del tiempo. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Lo siento. Muchas gracias. 

- DEL DIPUTADO DON RAFAEL MARTINEZ-CAM- 
PILLO GARCIA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
CDS, QUE FORMULA AL GOBIERNO: ¿QUE MEDI- 
DAS SOBRE PROTECCION CIVIL PIENSA ADOP- 
TAR EL GOBIERNO CON VISTA A LA TEMPORA- 
DA VERANIEGA, ESPECIALMENTE EN LUGARES 
DE ALTA CONCENTRACION HUMANA? 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 26, del se- 
ñor Martínez-Campillo García, que tiene la palabra. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Gracias, 
señor Presidente. 

Señor Ministro del Interior, como usted bien sabe, hay 
actividades que originan por sí mismas la necesidad de 
plantearse nuevas técnicas de planificación y coordina- 
ción en materia de protección civil. Así ,  a nuestro juicio, 
se produce en la época de verano, donde hay circunstan- 
cias, como el hecho de que aumenta notablemente la po- 
blación en España, hasta un 40 por ciento durante los tres 
meses de verano, donde se produce un brusco desplaza- 
miento de los núcleos urbanos y de la población que via- 
ja tanto al interior como a las costas. Por tanto, el eje de 
protección civil ya  no es el mismo, sino que se realiza so- 
bre lugares que no tienen las mismas de protección en in- 
vierno que en verano. . 

Asimismo, se producen catástrofes ya anunciads, como 
es el caso de los incendios forestales, que son connatura- 
les con la época estival, y fenómenos como la ocupación 
máxima de centros que podríamos llamar de masifica- 
ción, como es el caso de los hoteles o de centros públicos. 
De ahí que la pregunta se refiera a si, como responsable 
máximo de protección civil, sc ha prcvisto algún tipo de 

medidas de coordinación y de planificación de cara a e& 
tos posibles eventos. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez-Cam- 

Tiene la palabra el señor Ministro del Interior. 
pillo. 

El señor MINISTRO DEL INTERIOR (Barrionuevo 
Peña): Gracias, señor Presidente. 

Señor Diputado, ciertamente todos los veranos por par- 
te del Ministerio del Interior se pone en ejecución un pro- 
grama que afecta a la seguridad ciudadana, entendida en 
sentido amplio. Es decir, que se refiere a los supuestos de 
prevención de hechos delictivos y también de prevención, 
y en su caso de actuación, de aquellas contingencias que 
están cubiertas por ese concepto de lo que denominamos 
protección civil. Este verano se ha hecho exactamente 
igual; se ha realizado, se ha programado, se ha corregido 
y se han hecho los complementos necesarios respecto a lo 
que se había ejecutado en años anteriores y se ha puesto 
en aplicación. Ahora bien, en materia de protección civil, 
a la que también se refiere este programa, debe de tener 
en cuenta S .  S .  que hay unas competencias repartidas y 
que la mayor parte de las contingencias diríamos norma- 
les o habituales afectan a las Administraciones municipa- 
les, a los ayuntamientos y también hay competencias para 
las Comunidades Autónomas. El riesgo de incendios fo- 
restales al que se ha referido, en cuanto que la competen- 
cia del cuidado y vigilancia de los montes es de las Co- 
munidades Autónomas, corresponde a las mismas. Pero, 
ciertamente, por parte de la Administración del Estado, 
y concretamente del Ministerio del Interior, se tienen en 
cuenta esos movimientos de población que se producen 
en el verano, y esas mayores concentraciones humanas se 
producen en determinadas zonas del territorio nacional o 
en determinadas localidades. De cara a ello se han pues- 
to en funcionamiento esos programas especiales de segu- 
ridad ciudadana, entendidos en un sentido amplio. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi- 

Tiene la plabra el señor Martínez-Campillo. 
nistro. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Gracias, 
señor Presidente. Señor Ministro, muchas gracias por su 
contestación. Desconocía esos planes de cara al verano. 
No obstante, yo le haría una sugerencia, y es que de la lec- 
tura de la ley de protección civil, ley 2 de 21 de enero de 
1985, se deduce que estamos todavía en un grado muy in- 
cipiente de desarrollo de lo que son las técnicas de pro- 
tección civil, que hay un grado de incumplimiento gran- 
de y me imagino que efectivamente hay que adecuar los 
medios que tenemos y de alguna forma hay que organi- 
zarlos, porque estos no son excesivos y, como la propia 
ley dice, se trata más bien de organizar los propios servi- 
cios públicos que existen que de crear unos nuevos. Esto 
va a suponer un trabajo arduo cn el que va a tener que 



- 

CONGRESO 
3411 - 

25 DE JUNIO DE 1987.-NÚM. 56 

colaborar la Administración municipal y las Comunida- 
des Autónomas, pero usted sabe bien que es la Adminis- 
tración central, la Administración del Estado la que tiene 
la labor de coordinación principal. 

Usted sabe perfectamente que hay montones de activi- 
dades que se pueden llevar a cabo, desde las medidas so- 
bre personas especialmente obligadas a colaborar, que es 
el caso de las personas en desempleo, hasta el servicio mi- 
litar sustitutorio, colaboración con las Fuerzas Armadas, 
acciones en colaboración con medios de comunicación so- 
cial, comprobación de que otras Administraciones públi- 
cas están cumpliendo sus planes de evaluación, accesos a 
playas y costas, el cumplimiento de normas de incendios, 
y en esto le puedo asegurar que la vigilancia y el control 
de los ayuntamientos seria muy importante, pues no se 
cumple la normativa y no existe normativa municipal de 
incendios en España. Hay un catálogo extenso de ac- 
t ividades. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez-Cam- 

Tiene la palabra el señor Ministro. 
pillo. 

El señor MINISTRO DEL INTERIOR (Barrionuevo 
Peña): Gracias, señor Presidente. 

En su intervención el señor Diputado ha hecho una enu- 
meración de competencias o de actuaciones que corres- 
ponden a otros órganqs de la Administración, pero es cier- 
to también, como ha señalado el señor Diputado, que hay 
una función de coordinación que debe de realizar la Ad- 
ministración del Estado y que pensamos que es la que se 

efectúa a través de esos planes de actuación territorial, a 
los que me he referido al contestar a la pregunda que ha 
sido formulada anteriormente. Estos planes existen para 
todas las provincias, pero hay planes específicos, secto- 
riales para aquellos riesgos, diríamos, singulares. Pero 
esos planes de actuación territoriales existen en todas las 
provincias. Y de cara a esas campanas especiales de ve- 
rano se presta especial atención a la exigencia del cum- 
plimiento de los requisitos establecidos en la normativa 
mirando la prevención de los distintos riesgos, uno el de 
incendios, obviamente, en los diferentes establecimientos 
o instalaciones, incentivando los casos en los que los ten- 
ga que ejercer otra autoridad distinta de la Administra- 
ción central o de la Administración del Estado. 

Se ejerce también una actualización constante de lo que 
llamamos catalogación de los recursos disponibles, pues 
la actuación de la protección civil consiste ciertamente 
en, partiendo de los recursos existentes, coordinarlos de 
la mejor manera posible. Eso requiere una actualización 
constante de los recursos disponibles y también de las 
existencias posibles. 

Finalmente, existe la prevención directa de determina- 
dos supuestos que pueden corresponder a la Administra- 
ción del Estado ante unos graves riesgos. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ministro, ha terminado 

Gracias, señor Ministro. 
El Pleno se reunirá mañana a las nueve de la mañana. 
Se suspende la sesión. 

su tiempo. 

Eran las nueve y cincuenta y cinco minutos de la noche. 
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